


 Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 30 septiembre 2022  

 

 

A: Beatriz Anchorena, Directora de la Agencia de Acceso a la Información 

Pública  

Re: Comentarios en el marco de la consulta pública para la actualización 

de la Ley de Protección de Datos Personales  

De: Asociación Civil Jóvenes con Iniciativas por el Desarrollo  

 

 

Tengo el agrado de dirigirme a usted en mi calidad de Presidente de la 

Asociación Civil Jóvenes con Iniciativas por el Desarrollo, a fin de expresar 

nuestros comentarios en el marco de la consulta pública para la actualización 

de la Ley de Protección de Datos Personales. Queremos expresar nuestro 

máximo acuerdo con el proyecto expresado, en el sentido que ya lo han 

realizado una innumerable cantidad de referentes de este ámbito.  

La recolección y procesamiento de datos, en especial los relacionados 

con las personas, se ha vuelto una actividad y recurso crítico en el ejercicio 

de la ciudadanía y de la economía. Determina cómo nos informamos, 

expresamos, votamos y trabajamos, también determina como consumimos, 

y cómo y qué las empresas producen y los mercados operan. Los datos 

personales representan parte constitutiva de los derechos humanos y de las 

personas libres que viven en democracia y prosperidad. Es inaudito ver que 

en Argentina este tema lleva abandonado a su suerte varias décadas. Es 

imperante e impostergable una ley actualizada y constitutiva, que se adapte 

a la realidad y proteja al individuo habilitando el crecimiento científico y 

económico. Es por ello que celebramos el presente proyecto de ley, que no 

solo actualiza, sino que además lo hace en el marco de un proceso de consulta 

multisectorial e incorporando los mejores estándares internacionales de 

protección de datos personales y de marcos y herramientas que habilitan el 

desarrollo social y económico.  
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Expresado eso, queremos destacar la necesidad de una norma que más 

allá de otorgarle a su contralor la capacidad de hacer valer la ley a través de 

mecanismos efectivos y conducentes, como multas acordes al tamaño 

patrimonial del responsable y la magnitud de la ofensa, por sobre todo genere 

los incentivos adecuados para prevenir  

los abusos y los daños. Esto implica una lectura de las sanciones 

aplicadas como reglas de juego que marcan límites a comportamientos 

futuros, pero también la distribución adecuada de responsabilidad desde la 

propia ley, haciendo responsable a quienes estuvieron en el lugar y deber de 

prevenir el daño. Por un lado, haciendo responsable de errores, abusos o de 

incidente de ciberseguridad que vulneres datos personales a quienes en una 

primera instancia los recolectaron, almacenaron, trataron o transfirieron. Por 

otro lado, eliminando la especulación a través de un daño punitivo auto 

ajustable, que no se pueda especular que frente a grandes daños colectivos 

la responsabilidad se licúe casi en su totalidad porque los montos resarcitorios 

individuales, y la probabilidad de que se ejecuten, son nimios. Lo mismo corre 

para los incidentes de vulneración de la seguridad o los abusos de datos 

personales, los cuales deben ser registrados, informados y mitigados de 

forma automática, independientemente de si alguien demanda dichas 

acciones.  

Necesitamos que la protección de los datos personales sea por diseño, 

que no se especule con ambigüedades y que se tomen el trabajo de delimitar 

los propósitos, cantidad y sensibilidad de los datos recolectados, tanto dato 

por dato como el conjunto final que se crea, y la comunicación efectiva de los 

mismos. No debería ser legal jamás lucrar con la ignorancia ajena y abusar 

de la asimetría de poder o información. Todo esto se debe extender a los 

terceros que adquieren, legalmente, los datos personales, o que participan 

de esa cadena de actividades que concierne a esos datos.  

Todo esto no solo aplica a individuos y organizaciones, sino también al 

Estado. Necesitamos que el Estado sea un garante ejemplar en la protección 

de los derechos humanos, y si bien puede haber tareas que justifiquen cierto 

grado de flexibilidad, el Estado debe tener mecanismos de control suficientes 

para que se les apliquen los mismos incentivos y sanciones que al resto de 

las entidades. Es la única manera de generar un marco civil democrático de 
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largo plazo que atraviese los signos políticos, crisis y situaciones 

coyunturales. La protección de los datos personales, y el desarrollo de un 

ecosistema sano que los proteja en su uso de gestión pública o privada, 

debería ser una política de Estado, parte integrante de la protección de los 

derechos humanos que hacen de Argentina un ejemplo a nivel mundial.  

En cualquier caso, entendemos que la intención del proyecto de ley es 

la adecuada, que cuenta con un apoyo amplio multisectorial y multipartidario, 

que pone a la Argentina en la vanguardia normativa y tiene una suficiente 

protección de los individuos y colectivos, y un marco de certeza jurídica para 

el desarrollo económico.  

Por todo ello, celebramos la presente propuesta y esperamos pueda 

ser aprobada en su actual versión, si bien creemos que se pueden receptar 

opiniones tendientes a la mejora y se podrían introducir nuevos mecanismos 

que mejoren su aplicabilidad. El balance general es el correcto y también 

creemos que es un compromiso que difícilmente pueda mejorarse en el corto 

plazo. El progreso es paso a paso, y esta propuesta es de por sí un adelanto 

gigantesco en el sentido necesario y correcto.  

Sin más, la saludo atentamente.  

 

 
 

 
 

 Mag. Hernán Aruj  
      
     Asociación Civil  

Jóvenes con Iniciativas por el Desarrollo 

Resolución IGJ 1346/17 
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Buenos Aires, 30 de septiembre de 2022 

 
Sres. 
Agencia de Acceso a la Información Pública  
Atn.: Mg. Beatriz Anchorena 
 
 

Ref.: Anteproyecto de Ley de Protección de Datos Personales 
Agencia de Acceso a la Información Pública (AAIP) 

 
 
De nuestra mayor consideración: 
 
En atención al vencimiento del plazo para la consulta sobre el anteproyecto de la referencia 
Por la presente, se acercan los comentarios preliminares a la propuesta de anteproyecto de 
Ley de Protección de Datos Personales, sin perjuicio de solicitarse, por esta vía, así como por 
el email oportunamente remitido vía presidencia, una prórroga al plazo de consulta, en 
atención al interés y complejidad que reviste la materia y al tratarse de una norma extensa y 
de relevancia. 
 
A. COMENTARIOS PRELIMINARES 

 
A continuación, se exponen los comentarios y conclusiones jurídicas con relación a cada uno 
de los artículos específicamente citados: 
 
 
1. DEFINICIÓN DE DATOS SENSIBLES (ART. 2 DEL PROYECTO): 

 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 

“Aquellos que se refieran a la esfera íntima de su Titular, o cuya utilización indebida 
puedan dar origen a discriminación o conlleve un riesgo grave para éste. De manera 
enunciativa, se consideran sensibles los datos personales que puedan revelar aspectos como origen racial 
o étnico; creencias o convicciones religiosas, filosóficas y morales; afiliación sindical u opiniones políticas; 
datos relativos a la salud, discapacidad, a la preferencia u orientación sexual, datos genéticos o datos 
biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona humana”. 

 

✓ Comentario: 
 

Se considera que la definición genérica o enunciativa produce inseguridad jurídica, y 
resulta más conveniente el criterio de la ley actual que es también compartido por el 
“Reglamento General de Protección de Datos” (RGPD)1, donde se menciona en concreto qué 
es un dato sensible prescindiendo de una definición. 

 
1 El Reglamento General de Protección de Datos (RGPD) es el marco regulatorio comunitario dedicado a la 
protección de datos y a la privacidad relativo a todas las personas y empresas dentro del territorio de la Unión 
Europea (UE). Entró en vigor el 25 de mayo de 2016 y pasó a ser de obligado cumplimiento dos años después: 
el mismo día de 2018. 
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Debe destacarse que la vulneración de la normativa resulta en la imposición de 
sanciones de multa, razón por la cual la clara definición de la norma es fundamental en 
virtud del principio de legalidad, y la prohibición de analogía. 

 
 

2. NOTIFICACIÓN DE INCIDENTE DE SEGURIDAD (ART. 2 Y 20): 
 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 
(i) Define al incidente de seguridad de datos personales como la ocurrencia de uno o 

varios eventos en cualquier fase del tratamiento que atenten contra la confidencialidad, 
la integridad y la disponibilidad de los datos personales. 

 
(ii) Prevé que, en caso de que ocurra un incidente, el responsable del tratamiento debe 

notificarlo a la Autoridad de Aplicación dentro de las 48 horas de haber tomado 
conocimiento, a menos que sea improbable que dicho incidente de seguridad 
constituya un riesgo para los derechos de los Titulares de los datos. De igual 
manera, prevé que el responsable del tratamiento también debe informar al Titular de 
los datos sobre el incidente de seguridad ocurrido, en un lenguaje claro y sencillo, 
cuando sea probable que entrañe altos riesgos a sus derechos. 

 

✓ Comentarios: 
 

(i) Se entiende que no resulta necesario ni conveniente tener una definición de incidente 
de seguridad, pues, podría ocurrir que exista un incidente de datos en los términos 
definidos pero que no suponga ningún peligro real e inminente para los titulares ni 
para el responsable. El RGPD, norma por excelencia que regula la materia, no tiene 
definición de este concepto, sino que exige la notificación al regulador y a los usuarios 
“en caso de violación de la seguridad de los datos personales…”. 
 

(ii) Se considera que se podría mejorar el texto de la norma evitando el calificativo de 
“altos” riesgos, pues, se podría malinterpretar y resulta ambiguo. Se  recomienda 
utilizar un texto más similar al del RGPD que expone, directamente, la necesidad de 
notificar cuando se vislumbre un “un riesgo para los derechos y las libertades de las personas…”.  

 
 
3. DECISIÓN AUTOMATIZADA O SEMIAUTOMATIZADA (ART. 30 DEL PROYECTO): 
 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 
(i) Se regula que el titular de los datos tiene derecho a no ser objeto de una decisión basada 

única o parcialmente en el tratamiento automatizado de datos, que le produzca efectos 
jurídicos perniciosos, lo afecte significativamente de forma negativa o tenga efectos 
discriminatorios.  

 
(ii) Se prevé que, en caso de que, debido a secretos comerciales e industriales, no el 

Responsable no pueda brindar información sobre los criterios y procedimientos 
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utilizados para la decisión automatizada o semiautomatizada la AAIP podrá realizar 
auditorías en el tratamiento automatizado o semiautomatizado. 

 

✓ Comentarios: 
 
(i) El primer párrafo que incorpora un texto similar al contenido en el al RGPD con 

relación a las decisiones basadas en el tratamiento automatizado de datos, pero con 
importantes modificaciones, debería reconsiderarse. Su inclusión, con la redacción 
pretendida, afecta el delicado equilibrio que debe existir entre el derecho personal y la 
evolución natural de la tecnología. La mera automatización no resulta un perjuicio y la 
normativa debe tender a prevenir este último y no meros hechos objetivos. 

 
(ii) En línea con lo anterior, se considera que deberían contemplarse excepciones que 

admitan per se el uso de tratamiento automatizados, como lo hace el RGPD para los 
casos de celebración o ejecución de contratos y el consentimiento explícito del 
interesado. 

 
(iii) Asimismo, se considera excesivo que se abarque el caso de procesamientos parciales 

automatizados. 
 
(iv) Se entiende que la facultad de realizar auditorías sobre secretos comerciales e 

industriales resulta contraria a la ley de propiedad intelectual e industrial, y deriva en 
una potestad excesiva por parte del regulador. Dicha facultad no está contemplada en 
el RGPD, lo cual es una buena medida de comparación.  

 
 
4. DEBER DE COMUNICACIÓN ANÁLISIS CREDITICIO (ART. 49)  

 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 
(i) Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un sistema de 

puntuación y/o calificación de acuerdo con el comportamiento crediticio de las 
personas, se deberá comunicar detalladamente al Titular de los datos cuál es la fórmula, 
variables, el procedimiento y la información que tomó en cuenta o el algoritmo que se 
utiliza y su composición. 

 

✓ Comentario: 
 
(i) En línea con el anterior, no resulta razonable exigir que el Responsable del tratamiento 

comparta esta información que implica secretos comerciales. La utilización de 
estadísticas, algoritmos, variables y cálculos no es materia propia de los “datos 
personales” sino que hace a la libertad de comerciar y ejercer una industria lícita, 
conforme al art. 14 de la C.N.  
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5. SANCIONES – MULTA (ART. 60) 

 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 
(i) Se estipulan multas con unidades de medida que van desde 5 hasta un 1.000.000; o, del 

dos por ciento (2 %) hasta el cuatro por ciento (4 %) de la facturación total anual global 
del ejercicio financiero anterior. 

 

✓ Comentario: 
 
(i) No resulta razonable que haya dos criterios, entendiéndose que, como en otras 

legislaciones, el criterio fijo en todo caso debe ser el tope para el porcentual. 
 
(ii) Se considera excesiva y exorbitante la pretensión de establecer una multa sobre la base 

de la facturación global. Debe señalarse que el antecedente de la UE en el caso no 
resulta aplicable en tanto dicha normativa es dictada en el ámbito de una Unión 
Económica. En el caso de la Argentina la vinculación a facturación a nivel global pierde 
toda razonabilidad y proporcionalidad de la sanción pretendida. La normativa debería 
copiar el sistema legislativo de Brasil que prevé multas sobre la facturación para todo 
el conglomerado corporativo de un grupo económico, pero dentro del país y no a nivel 
global.  

 
 
6.  REPRESENTANTES DE RESPONSABLES Y ENCARGADOS DEL TRATAMIENTO NO 

ESTABLECIDOS EN LA REPÚBLICA ARGENTINA (ART.44). 
 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 

(i) Esta figura aplicable cuando el Responsable o el Encargado del tratamiento no se 
encuentren establecidos en ARGENTINA y un registro de inscripción. 

 

✓ Comentario: 
 
Se considera que esta incorporación implica un pesado requisito formal que conspirará con 
iniciativas de procesamiento en el exterior, además de la creación de un registro como carga 
burocrática. Muchos proveedores del exterior no podrán o perderían interés en prestar 
servicios en la Argentina en función de tener que cumplir con este requisito. 
 
 
B. SOLICITUD DE PRÓRROGA  
 
Sin perjuicio de lo expuesto anteriormente, se solicita y ratifica la solicitud de prórroga del 
plazo de consulta, en virtud de resultar insuficiente para el debido análisis técnico, fáctico y 
jurídico del anteproyecto referido. 
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Esperando vuestra respuesta favorable a las peticiones formuladas y a las consideraciones 
preliminares efectuadas, saludamos muy Atte. 
 

 
Paz Adrogué 
Asesora de Presidencia 
Asociación de Bancos de la Argentina 
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“Aquellos que se refieran a la esfera íntima de su Titular, o cuya
utilización indebida puedan dar origen a discriminación o conlleve un
riesgo grave para éste. De manera enunciativa, se consideran sensibles los
datos personales que puedan revelar aspectos como origen racial o étnico;
creencias o convicciones religiosas, filosóficas y morales; afiliación
sindical u opiniones políticas; datos relativos a la salud, discapacidad, a
la preferencia u orientación sexual, datos genéticos o datos biométricos
dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona humana”.

       Comentario:

Se considera que la definición genérica o enunciativa produce inseguridad
jurídica, y resulta más conveniente el criterio de la ley actual que es
también compartido por el “Reglamento General de Protección de Datos”
(RGPD) , donde se menciona en concreto qué es un dato sensible prescindiendo
de una definición.

Debe destacarse que la vulneración de la normativa resulta en la imposición
de sanciones de multa, razón por la cual la clara definición de la norma es
fundamental en virtud del principio de legalidad, y la prohibición de
analogía.

2.      NOTIFICACIÓN DE INCIDENTE DE SEGURIDAD (ART. 2 Y 20):

       Texto del Proyecto de Ley de la AAIP:

(i)     Define al incidente de seguridad de datos personales como la ocurrencia
de uno o varios eventos en cualquier fase del tratamiento que atenten contra
la confidencialidad, la integridad y la disponibilidad de los datos
personales.

(ii)    Prevé que, en caso de que ocurra un incidente, el responsable del
tratamiento debe notificarlo a la Autoridad de Aplicación dentro de las 48
horas de haber tomado conocimiento, a menos que sea improbable que dicho
incidente de seguridad constituya un riesgo para los derechos de los
Titulares de los datos. De igual manera, prevé que el responsable del
tratamiento también debe informar al Titular de los datos sobre el incidente
de seguridad ocurrido, en un lenguaje claro y sencillo, cuando sea probable
que entrañe altos riesgos a sus derechos.

       Comentarios:

(i)     Se entiende que no resulta necesario ni conveniente tener una definición
de incidente de seguridad, pues, podría ocurrir que exista un incidente de
datos en los términos definidos pero que no suponga ningún peligro real e
inminente para los titulares ni para el responsable. El RGPD, norma por
excelencia que regula la materia, no tiene definición de este concepto, sino
que exige la notificación al regulador y a los usuarios “en caso de
violación de la seguridad de los datos personales…”.

(ii)    Se considera que se podría mejorar el texto de la norma evitando el
calificativo de “altos” riesgos, pues, se podría malinterpretar y
resulta ambiguo. Se  recomienda utilizar un texto más similar al del RGPD
que expone, directamente, la necesidad de notificar cuando se vislumbre un
“un riesgo para los derechos y las libertades de las personas…”.
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3.      DECISIÓN AUTOMATIZADA O SEMIAUTOMATIZADA (ART. 30 DEL PROYECTO):

       Texto del Proyecto de Ley de la AAIP:

(i)     Se regula que el titular de los datos tiene derecho a no ser objeto de
una decisión basada única o parcialmente en el tratamiento automatizado de
datos, que le produzca efectos jurídicos perniciosos, lo afecte
significativamente de forma negativa o tenga efectos discriminatorios.

(ii)    Se prevé que, en caso de que, debido a secretos comerciales e
industriales, no el Responsable no pueda brindar información sobre los
criterios y procedimientos utilizados para la decisión automatizada o
semiautomatizada la AAIP podrá realizar auditorías en el tratamiento
automatizado o semiautomatizado.

       Comentarios:

(i)     El primer párrafo que incorpora un texto similar al contenido en el al
RGPD con relación a las decisiones basadas en el tratamiento automatizado de
datos, pero con importantes modificaciones, debería reconsiderarse. Su
inclusión, con la redacción pretendida, afecta el delicado equilibrio que
debe existir entre el derecho personal y la evolución natural de la
tecnología. La mera automatización no resulta un perjuicio y la normativa
debe tender a prevenir este último y no meros hechos objetivos.

(ii)    En línea con lo anterior, se considera que deberían contemplarse
excepciones que admitan per se el uso de tratamiento automatizados, como lo
hace el RGPD para los casos de celebración o ejecución de contratos y el
consentimiento explícito del interesado.

(iii)   Asimismo, se considera excesivo que se abarque el caso de
procesamientos parciales automatizados.

(iv)    Se entiende que la facultad de realizar auditorías sobre secretos
comerciales e industriales resulta contraria a la ley de propiedad
intelectual e industrial, y deriva en una potestad excesiva por parte del
regulador. Dicha facultad no está contemplada en el RGPD, lo cual es una
buena medida de comparación.

4.      DEBER DE COMUNICACIÓN ANÁLISIS CREDITICIO (ART. 49)

       Texto del Proyecto de Ley de la AAIP:

(i)     Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un
sistema de puntuación y/o calificación de acuerdo con el comportamiento
crediticio de las personas, se deberá comunicar detalladamente al Titular de
los datos cuál es la fórmula, variables, el procedimiento y la información
que tomó en cuenta o el algoritmo que se utiliza y su composición.

       Comentario:

(i)     En línea con el anterior, no resulta razonable exigir que el Responsable
del tratamiento comparta esta información que implica secretos comerciales.
La utilización de estadísticas, algoritmos, variables y cálculos no es
materia propia de los “datos personales” sino que hace a la libertad de
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comerciar y ejercer una industria lícita, conforme al art. 14 de la C.N.

5.      SANCIONES – MULTA (ART. 60)

       Texto del Proyecto de Ley de la AAIP:

(i)     Se estipulan multas con unidades de medida que van desde 5 hasta un
1.000.000; o, del dos por ciento (2 %) hasta el cuatro por ciento (4 %) de la
facturación total anual global del ejercicio financiero anterior.

       Comentario:

(i)     No resulta razonable que haya dos criterios, entendiéndose que, como en
otras legislaciones, el criterio fijo en todo caso debe ser el tope para el
porcentual.

(ii)    Se considera excesiva y exorbitante la pretensión de establecer una
multa sobre la base de la facturación global. Debe señalarse que el
antecedente de la UE en el caso no resulta aplicable en tanto dicha normativa
es dictada en el ámbito de una Unión Económica. En el caso de la Argentina
la vinculación a facturación a nivel global pierde toda razonabilidad y
proporcionalidad de la sanción pretendida. La normativa debería copiar el
sistema legislativo de Brasil que prevé multas sobre la facturación para
todo el conglomerado corporativo de un grupo económico, pero dentro del
país y no a nivel global.

6.       REPRESENTANTES DE RESPONSABLES Y ENCARGADOS DEL TRATAMIENTO NO
ESTABLECIDOS EN LA REPÚBLICA ARGENTINA (ART.44).

       Texto del Proyecto de Ley de la AAIP:

(i)     Esta figura aplicable cuando el Responsable o el Encargado del
tratamiento no se encuentren establecidos en ARGENTINA y un registro de
inscripción.

       Comentario:

Se considera que esta incorporación implica un pesado requisito formal que
conspirará con iniciativas de procesamiento en el exterior, además de la
creación de un registro como carga burocrática. Muchos proveedores del
exterior no podrán o perderían interés en prestar servicios en la
Argentina en función de tener que cumplir con este requisito.

B.      SOLICITUD DE PRÓRROGA

Sin perjuicio de lo expuesto anteriormente, se solicita y ratifica la
solicitud de prórroga del plazo de consulta, en virtud de resultar
insuficiente para el debido análisis técnico, fáctico y jurídico del
anteproyecto referido.
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Esperando vuestra respuesta favorable a las peticiones formuladas y a las
consideraciones preliminares efectuadas, saludamos muy Atte.

Paz Adrogué
Asesora de Presidencia
Asociación de Bancos de la Argentina

Si deseas adjuntar documentación relacionada con tus propuestas y opiniones,
hacelo a continuación:
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/webform/anteproyecto_de_ley_agencia_de_proteccion_de_datos_personales_-_aba_-
_30.09.2022_vf_0.pdf?80c856445e68
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Buenos Aires, 30 de septiembre de 2022 

 
Sres. 
Agencia de Acceso a la Información Pública  
Atn.: Mg. Beatriz Anchorena 
 
 

Ref.: Anteproyecto de Ley de Protección de Datos Personales 
Agencia de Acceso a la Información Pública (AAIP) 

 
 
De nuestra mayor consideración: 
 
En atención al vencimiento del plazo para la consulta sobre el anteproyecto de la referencia 
Por la presente, se acercan los comentarios preliminares a la propuesta de anteproyecto de 
Ley de Protección de Datos Personales, sin perjuicio de solicitarse, por esta vía, así como por 
el email oportunamente remitido vía presidencia, una prórroga al plazo de consulta, en 
atención al interés y complejidad que reviste la materia y al tratarse de una norma extensa y 
de relevancia. 
 
A. COMENTARIOS PRELIMINARES 

 
A continuación, se exponen los comentarios y conclusiones jurídicas con relación a cada uno 
de los artículos específicamente citados: 
 
 
1. DEFINICIÓN DE DATOS SENSIBLES (ART. 2 DEL PROYECTO): 

 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 

“Aquellos que se refieran a la esfera íntima de su Titular, o cuya utilización indebida 
puedan dar origen a discriminación o conlleve un riesgo grave para éste. De manera 
enunciativa, se consideran sensibles los datos personales que puedan revelar aspectos como origen racial 
o étnico; creencias o convicciones religiosas, filosóficas y morales; afiliación sindical u opiniones políticas; 
datos relativos a la salud, discapacidad, a la preferencia u orientación sexual, datos genéticos o datos 
biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona humana”. 

 

✓ Comentario: 
 

Se considera que la definición genérica o enunciativa produce inseguridad jurídica, y 
resulta más conveniente el criterio de la ley actual que es también compartido por el 
“Reglamento General de Protección de Datos” (RGPD)1, donde se menciona en concreto qué 
es un dato sensible prescindiendo de una definición. 

 
1 El Reglamento General de Protección de Datos (RGPD) es el marco regulatorio comunitario dedicado a la 
protección de datos y a la privacidad relativo a todas las personas y empresas dentro del territorio de la Unión 
Europea (UE). Entró en vigor el 25 de mayo de 2016 y pasó a ser de obligado cumplimiento dos años después: 
el mismo día de 2018. 
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Debe destacarse que la vulneración de la normativa resulta en la imposición de 
sanciones de multa, razón por la cual la clara definición de la norma es fundamental en 
virtud del principio de legalidad, y la prohibición de analogía. 

 
 

2. NOTIFICACIÓN DE INCIDENTE DE SEGURIDAD (ART. 2 Y 20): 
 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 
(i) Define al incidente de seguridad de datos personales como la ocurrencia de uno o 

varios eventos en cualquier fase del tratamiento que atenten contra la confidencialidad, 
la integridad y la disponibilidad de los datos personales. 

 
(ii) Prevé que, en caso de que ocurra un incidente, el responsable del tratamiento debe 

notificarlo a la Autoridad de Aplicación dentro de las 48 horas de haber tomado 
conocimiento, a menos que sea improbable que dicho incidente de seguridad 
constituya un riesgo para los derechos de los Titulares de los datos. De igual 
manera, prevé que el responsable del tratamiento también debe informar al Titular de 
los datos sobre el incidente de seguridad ocurrido, en un lenguaje claro y sencillo, 
cuando sea probable que entrañe altos riesgos a sus derechos. 

 

✓ Comentarios: 
 

(i) Se entiende que no resulta necesario ni conveniente tener una definición de incidente 
de seguridad, pues, podría ocurrir que exista un incidente de datos en los términos 
definidos pero que no suponga ningún peligro real e inminente para los titulares ni 
para el responsable. El RGPD, norma por excelencia que regula la materia, no tiene 
definición de este concepto, sino que exige la notificación al regulador y a los usuarios 
“en caso de violación de la seguridad de los datos personales…”. 
 

(ii) Se considera que se podría mejorar el texto de la norma evitando el calificativo de 
“altos” riesgos, pues, se podría malinterpretar y resulta ambiguo. Se  recomienda 
utilizar un texto más similar al del RGPD que expone, directamente, la necesidad de 
notificar cuando se vislumbre un “un riesgo para los derechos y las libertades de las personas…”.  

 
 
3. DECISIÓN AUTOMATIZADA O SEMIAUTOMATIZADA (ART. 30 DEL PROYECTO): 
 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 
(i) Se regula que el titular de los datos tiene derecho a no ser objeto de una decisión basada 

única o parcialmente en el tratamiento automatizado de datos, que le produzca efectos 
jurídicos perniciosos, lo afecte significativamente de forma negativa o tenga efectos 
discriminatorios.  

 
(ii) Se prevé que, en caso de que, debido a secretos comerciales e industriales, no el 

Responsable no pueda brindar información sobre los criterios y procedimientos 
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utilizados para la decisión automatizada o semiautomatizada la AAIP podrá realizar 
auditorías en el tratamiento automatizado o semiautomatizado. 

 

✓ Comentarios: 
 
(i) El primer párrafo que incorpora un texto similar al contenido en el al RGPD con 

relación a las decisiones basadas en el tratamiento automatizado de datos, pero con 
importantes modificaciones, debería reconsiderarse. Su inclusión, con la redacción 
pretendida, afecta el delicado equilibrio que debe existir entre el derecho personal y la 
evolución natural de la tecnología. La mera automatización no resulta un perjuicio y la 
normativa debe tender a prevenir este último y no meros hechos objetivos. 

 
(ii) En línea con lo anterior, se considera que deberían contemplarse excepciones que 

admitan per se el uso de tratamiento automatizados, como lo hace el RGPD para los 
casos de celebración o ejecución de contratos y el consentimiento explícito del 
interesado. 

 
(iii) Asimismo, se considera excesivo que se abarque el caso de procesamientos parciales 

automatizados. 
 
(iv) Se entiende que la facultad de realizar auditorías sobre secretos comerciales e 

industriales resulta contraria a la ley de propiedad intelectual e industrial, y deriva en 
una potestad excesiva por parte del regulador. Dicha facultad no está contemplada en 
el RGPD, lo cual es una buena medida de comparación.  

 
 
4. DEBER DE COMUNICACIÓN ANÁLISIS CREDITICIO (ART. 49)  

 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 
(i) Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un sistema de 

puntuación y/o calificación de acuerdo con el comportamiento crediticio de las 
personas, se deberá comunicar detalladamente al Titular de los datos cuál es la fórmula, 
variables, el procedimiento y la información que tomó en cuenta o el algoritmo que se 
utiliza y su composición. 

 

✓ Comentario: 
 
(i) En línea con el anterior, no resulta razonable exigir que el Responsable del tratamiento 

comparta esta información que implica secretos comerciales. La utilización de 
estadísticas, algoritmos, variables y cálculos no es materia propia de los “datos 
personales” sino que hace a la libertad de comerciar y ejercer una industria lícita, 
conforme al art. 14 de la C.N.  

 
 
 
 
 
 

IF-2022-105015478-APN-DNPDP#AAIP

Página 3 de 10



 

4 
 

 
5. SANCIONES – MULTA (ART. 60) 

 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 
(i) Se estipulan multas con unidades de medida que van desde 5 hasta un 1.000.000; o, del 

dos por ciento (2 %) hasta el cuatro por ciento (4 %) de la facturación total anual global 
del ejercicio financiero anterior. 

 

✓ Comentario: 
 
(i) No resulta razonable que haya dos criterios, entendiéndose que, como en otras 

legislaciones, el criterio fijo en todo caso debe ser el tope para el porcentual. 
 
(ii) Se considera excesiva y exorbitante la pretensión de establecer una multa sobre la base 

de la facturación global. Debe señalarse que el antecedente de la UE en el caso no 
resulta aplicable en tanto dicha normativa es dictada en el ámbito de una Unión 
Económica. En el caso de la Argentina la vinculación a facturación a nivel global pierde 
toda razonabilidad y proporcionalidad de la sanción pretendida. La normativa debería 
copiar el sistema legislativo de Brasil que prevé multas sobre la facturación para todo 
el conglomerado corporativo de un grupo económico, pero dentro del país y no a nivel 
global.  

 
 
6.  REPRESENTANTES DE RESPONSABLES Y ENCARGADOS DEL TRATAMIENTO NO 

ESTABLECIDOS EN LA REPÚBLICA ARGENTINA (ART.44). 
 

✓ Texto del Proyecto de Ley de la AAIP: 
 

(i) Esta figura aplicable cuando el Responsable o el Encargado del tratamiento no se 
encuentren establecidos en ARGENTINA y un registro de inscripción. 

 

✓ Comentario: 
 
Se considera que esta incorporación implica un pesado requisito formal que conspirará con 
iniciativas de procesamiento en el exterior, además de la creación de un registro como carga 
burocrática. Muchos proveedores del exterior no podrán o perderían interés en prestar 
servicios en la Argentina en función de tener que cumplir con este requisito. 
 
 
B. SOLICITUD DE PRÓRROGA  
 
Sin perjuicio de lo expuesto anteriormente, se solicita y ratifica la solicitud de prórroga del 
plazo de consulta, en virtud de resultar insuficiente para el debido análisis técnico, fáctico y 
jurídico del anteproyecto referido. 
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Esperando vuestra respuesta favorable a las peticiones formuladas y a las consideraciones 
preliminares efectuadas, saludamos muy Atte. 
 

 
Paz Adrogué 
Asesora de Presidencia 
Asociación de Bancos de la Argentina 
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riesgo grave para éste. De manera enunciativa, se consideran sensibles los
datos personales que puedan revelar aspectos como origen racial o étnico;
creencias o convicciones religiosas, filosóficas y morales; afiliación
sindical u opiniones políticas; datos relativos a la salud, discapacidad, a
la preferencia u orientación sexual, datos genéticos o datos biométricos
dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona humana”.

       Comentario:

Se considera que la definición genérica o enunciativa produce inseguridad
jurídica, y resulta más conveniente el criterio de la ley actual que es
también compartido por el “Reglamento General de Protección de Datos”
(RGPD) , donde se menciona en concreto qué es un dato sensible prescindiendo
de una definición.

Debe destacarse que la vulneración de la normativa resulta en la imposición
de sanciones de multa, razón por la cual la clara definición de la norma es
fundamental en virtud del principio de legalidad, y la prohibición de
analogía.

2.      NOTIFICACIÓN DE INCIDENTE DE SEGURIDAD (ART. 2 Y 20):

       Texto del Proyecto de Ley de la AAIP:

(i)     Define al incidente de seguridad de datos personales como la ocurrencia
de uno o varios eventos en cualquier fase del tratamiento que atenten contra
la confidencialidad, la integridad y la disponibilidad de los datos
personales.

(ii)    Prevé que, en caso de que ocurra un incidente, el responsable del
tratamiento debe notificarlo a la Autoridad de Aplicación dentro de las 48
horas de haber tomado conocimiento, a menos que sea improbable que dicho
incidente de seguridad constituya un riesgo para los derechos de los
Titulares de los datos. De igual manera, prevé que el responsable del
tratamiento también debe informar al Titular de los datos sobre el incidente
de seguridad ocurrido, en un lenguaje claro y sencillo, cuando sea probable
que entrañe altos riesgos a sus derechos.

       Comentarios:

(i)     Se entiende que no resulta necesario ni conveniente tener una definición
de incidente de seguridad, pues, podría ocurrir que exista un incidente de
datos en los términos definidos pero que no suponga ningún peligro real e
inminente para los titulares ni para el responsable. El RGPD, norma por
excelencia que regula la materia, no tiene definición de este concepto, sino
que exige la notificación al regulador y a los usuarios “en caso de
violación de la seguridad de los datos personales…”.

(ii)    Se considera que se podría mejorar el texto de la norma evitando el
calificativo de “altos” riesgos, pues, se podría malinterpretar y
resulta ambiguo. Se  recomienda utilizar un texto más similar al del RGPD
que expone, directamente, la necesidad de notificar cuando se vislumbre un
“un riesgo para los derechos y las libertades de las personas…”.
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3.      DECISIÓN AUTOMATIZADA O SEMIAUTOMATIZADA (ART. 30 DEL PROYECTO):

       Texto del Proyecto de Ley de la AAIP:

(i)     Se regula que el titular de los datos tiene derecho a no ser objeto de
una decisión basada única o parcialmente en el tratamiento automatizado de
datos, que le produzca efectos jurídicos perniciosos, lo afecte
significativamente de forma negativa o tenga efectos discriminatorios.

(ii)    Se prevé que, en caso de que, debido a secretos comerciales e
industriales, no el Responsable no pueda brindar información sobre los
criterios y procedimientos utilizados para la decisión automatizada o
semiautomatizada la AAIP podrá realizar auditorías en el tratamiento
automatizado o semiautomatizado.

       Comentarios:

(i)     El primer párrafo que incorpora un texto similar al contenido en el al
RGPD con relación a las decisiones basadas en el tratamiento automatizado de
datos pero con importantes modificaciones, debería reconsiderarse. Su
inclusión, con la redacción pretendida, afecta el delicado equilibrio que
debe existir entre el derecho personal y la evolución natural de la
tecnología. La mera automatización no resulta un perjuicio y la normativa
debe tender a prevenir este último y no meros hechos objetivos.

(ii)    En línea con lo anterior, se considera que deberían contemplarse
excepciones que admitan per se el uso de tratamiento automatizados, como lo
hace el RGPD para los casos de celebración o ejecución de contratos y el
consentimiento explícito del interesado.

(iii)   Asimismo, nos parece excesivo que se abarque los procesamientos
parciales automatizados.

(iv)    Se entiende que la facultad de realizar auditorías sobre secretos
comerciales e industriales resulta contraria a la ley de propiedad
intelectual e industrial, y deriva en una potestad excesiva por parte del
regulador. Dicha facultad no está contemplado en el RGPD, lo cual es una
buena medida de comparación.

4.      DEBER DE COMUNICACIÓN ANÁLISIS CREDITICIO (ART. 49)

       Texto del Proyecto de Ley de la AAIP:

(i)     Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un
sistema de puntuación y/o calificación de acuerdo con el comportamiento
crediticio de las personas, se deberá comunicar detalladamente al Titular de
los datos cuál es la fórmula, variables, el procedimiento y la información
que tomó en cuenta o el algoritmo que se utiliza y su composición.

       Comentario:
IF-2022-105015478-APN-DNPDP#AAIP
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(i)     En línea con el anterior, no resulta razonable exigir que el Responsable
del tratamiento comparta esta información que implica secretos comerciales.
La utilización de estadísticas, algoritmos, variables y cálculos no es
materia propia de los “datos personales” sino que hace a la libertad de
comerciar y ejercer una industria lícita, conforme al art. 14 de la C.N.

5.      SANCIONES – MULTA (ART. 60)

       Texto del Proyecto de Ley de la AAIP:

(i)     Se estipulan multas con unidades de medida que van desde 5 hasta un
1.000.000; o, del dos por ciento (2 %) hasta el cuatro por ciento (4 %) de la
facturación total anual global del ejercicio financiero anterior.

       Comentario:

(i)     No resulta razonable que haya dos criterios, entendiéndose que, como en
otras legislaciones, el criterio fijo en todo caso debe ser el tope para el
porcentual.

(ii)    Se considera excesiva y exorbitante la pretensión de establecer una
multa sobre la base de la facturación global. Debe señalarse que el
antecedente de la UE en el caso no resulta aplicable en tanto dicha normativa
es dictada en el ámbito de una Unión Económica. En el caso de la Argentina
la vinculación a facturación a nivel global pierde toda razonabilidad y
proporcionalidad de la sanción pretendida. La normativa debería copiar el
sistema legislativo de Brasil que prevé multas sobre la facturación para
todo el conglomerado corporativo de un grupo económico, pero dentro del
país y no a nivel global.

6.       REPRESENTANTES DE RESPONSABLES Y ENCARGADOS DEL TRATAMIENTO NO
ESTABLECIDOS EN LA REPÚBLICA ARGENTINA (ART.44).

       Texto del Proyecto de Ley de la AAIP:

(i)     Esta figura aplicable cuando el Responsable o el Encargado del
tratamiento no se encuentren establecidos en ARGENTINA y un registro de
inscripción.

       Comentario:

Se considera que esta incorporación implica un pesado requisito formal que
conspirará con iniciativas de procesamiento en el exterior, además de la
creación de un registro como carga burocrática. Muchos proveedores del
exterior no podrán o perderían interés en prestar servicios en la
Argentina en función de tener que cumplir con este requisito.

B.      SOLICITUD DE PRÓRROGA

Sin perjuicio de lo expuesto anteriormente, se solicita y ratifica la
solicitud de prórroga del plazo de consulta, en virtud de resultar
insuficiente para el debido análisis técnico, fáctico y jurídico del
anteproyecto referido.
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Esperando vuestra respuesta favorable a las peticiones y consideraciones
preliminares, saludamos muy Atte.

Paz Adrogué
Asesora de Presidencia

Si deseas adjuntar documentación relacionada con tus propuestas y opiniones,
hacelo a continuación:
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/webform/anteproyecto_de_ley_agencia_de_proteccion_de_datos_personales_-_aba_-
_30.09.2022_vf.pdf?80c856445e68
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Buenos Aires, 30 de septiembre de 2022 

 

 

Mg. Beatriz de Anchorena  
Titular 
Agencia de Acceso a la Información Pública  
S  /  D 
 

De nuestra mayor consideración, 

 

Desde MICROSOFT ARGENTINA agradecemos la oportunidad brindada por la Agencia de Acceso a la Información para 

manifestar nuestra opinión, sugerencias, experiencias y recomendaciones respecto del Procedimiento de Elaboración 

Participativa de Normas en relación con la propuesta de Anteproyecto de Ley de Protección de Datos Personales.  

La Misión de Microsoft es la de empoderar a cada persona y a cada organización del planeta a alcanzar más. Entendemos 

que la tecnología cumple un papel fundamental en perfeccionar la productividad en el sector privado, incrementar la 

eficiencia del gobierno y los servicios públicos y mejorar la vida de los miembros de la sociedad. Microsoft provee 

productos y servicios en casi todos los aspectos del ecosistema digital incluyendo software, hardware y servicios de nube 

extendiéndose a través de otros campos como la inteligencia artificial, la analítica de datos, infraestructura, etc. 

Desde 1991 acompañamos y trabajamos en Argentina a más de 5000 socios, clientes, desarrolladores, ONGs y las 

entidades de gobierno apoyando el desarrollo del país mediante el uso de tecnología porque estamos convencidos de su 

poder transformacional y es por la importancia que revisten estos productos y servicios que apoyamos y celebramos el 

proceso comenzado por la Agencia en relación con la actualización de nuestra actual Ley de Protección de Datos 

Personales. 

La protección de datos es fundamental para el éxito de cualquier transformación digital y, en última instancia, para el 

desarrollo de una economía digital vibrante. Dentro del próximo año, se estima que más del 75% de la población mundial 

estará alcanzada por las leyes modernas de privacidad, y solo se espera que ese porcentaje crezca1. Como parte de nuestro  

apoyo legislaciones de privacidad sólidas, integrales e interoperables, continuamos trabajando de manera constructiva con 

reguladores y legisladores de todo el mundo para avanzar en una regulación significativa de protección de datos y la 

privacidad2.  

 
1 https://www.zdnet.com/article/gartner-predicts-privacy-law-changes-consolidation-of-cybersecurity-services-and-ransomware-
laws-for-next-4-years/ 
 
2 https://blogs.microsoft.com/on-the-issues/2021/12/06/protecting-data-infrastructure-privacy/ 
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Creemos que la regulación y la innovación pueden ir de la mano. De hecho, una de las lecciones que es importante extraer 

de la pandemia es que necesitamos replantear la forma en que hablamos de datos y de regulación. En los últimos años, 

vimos muchos ejemplos vívidos del valor de nuestra infraestructura de datos y su extraordinario potencial para ayudar a 

la humanidad a través de los avances necesarios en la atención médica y la investigación3. Por lo tanto, al elaborar leyes 

nacionales de privacidad sólidas, integrales e interoperables, la pregunta que la sociedad civil, las empresas, los 

académicos y los gobiernos deberían hacerse no es si podemos usar datos, sino más bien cómo podemos promover el uso 

responsable de los datos para crear un mundo mejor y proteger los derechos humanos fundamentales.   

Un medio importante para lograr una regulación sólida y de gran impacto e innovación es la armonización con las mejores 

prácticas legales internacionales, incluido el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD). Estamos entusiasmados 

al ver que el anteproyecto logra en gran medida ese objetivo de manera crítica, incluso con respecto a la regulación de las 

transferencias de datos. A continuación, destacamos algunas áreas en las que vemos oportunidades para seguir 

mejorando. Por ejemplo, en la mayoría de los marcos globales para la protección de datos, incluido el RGPD, existe una 

clara separación de responsabilidades entre aquellos que determinan los propósitos y los medios de procesamiento de 

información personal (es decir, Responsables) y aquellos que procesan información personal únicamente en nombre de 

otra entidad (es decir, Encargados). Cualquier marco de protección de datos exitoso y viable debe reflejar el hecho de que 

los Responsables y los Encargados desempeñan roles completamente diferentes en el ecosistema de datos. En algunas 

áreas, el anteproyecto de ley parece apartarse de las mejores prácticas internacionales a este respecto al combinar las 

funciones de los Responsables y Encargados. Por ejemplo, el Art. 35 del proyecto de ley requiere que los Responsables y 

Encargados reciban y respondan a las solicitudes de los Titulares, y el Art. 36 del anteproyecto requiere que tanto los 

Responsables como los Encargados desarrollen y pongan a disposición del público las políticas de tratamiento de datos 

personales. Los Encargados del tratamiento de datos generalmente no están sujetos a estos requisitos bajo los marcos 

legales internacionales por muchas buenas razones, y hemos destacado a continuación estas y otras áreas en las que el 

anteproyecto de ley podría mejorar al garantizar que las obligaciones para los Responsables y Encargados sean igualmente 

fuertes pero de naturaleza diferente.    

Además de esta sección introductoria y teniendo en cuenta nuestra experiencia en la regulación de la protección de datos 

en todo el mundo, nos complace compartir comentarios sobre el anteproyecto de ley.  

Nos gustaría felicitar a la Agencia de Acceso a la Información Pública por el trabajo relevante sobre la regulación de 

protección de datos que vienen haciendo, así como ponernos a disposición para continuar contribuyendo a la discusión 

de la mejor manera de permitir una infraestructura de datos más inmersiva e innovadora que al mismo tiempo fomente 

la confianza del consumidor a través de marcos legales que mejoren la privacidad y la protección de datos. 

 

 

  

 
3 https://news.microsoft.com/on-the-issues/2021/06/30/open-data-health-care-ai-covid-19/ 
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Artículo/Tema Comentarios Redacción sugerida 

Definiciones - Art.  2. Para facilitar la interpretación de la ley es 
importante que las definiciones sean 
objetivas reduciendo todas las posibilidades 
de falta de certeza acerca de cómo serán 
interpretadas las palabras definidas (por 
ejemplo, “Datos sensibles” – sugerimos 
incorporar una lista concreta de los datos 
considerados “sensibles” en vez de referir a 
“la esfera íntima de su Titular”. 

 

Datos sensibles – art.2 Se recomienda adoptar una definición 
objetiva de datos sensibles que evite 
definiciones genéricas debido a lo específico 
de la definición y las restricciones que luego 
se imponen a la colección y tratamiento.  

La siguiente definición es recomendada: 
“datos personales que revelen origen racial o 
étnico, convicciones o creencias religiosas, 
filosóficas o morales; datos relativos a la 
salud, discapacidades, orientaciones o 
preferencias sexuales y datos genéticos o 
biométricos cuyo propósito sea únicamente 
el de identificar a una persona humana” 

Elaboración de perfiles – Art. 2 El RGDP establece que los individuos podrán 
optar por ser excluidos de procesos de 
decisión basados solamente en tratamiento 
automatizado, incluyendo la elaboración de 
perfiles. El concepto de procesos 
“parcialmente” automatizados puede ser un 
concepto vago y puede generar dificultades 
de interpretación por su amplitud  

Recomendamos un cambio mínimo a la 
definición de “perfiles” en la que se elimine 
la referencia a “parcialmente automatizada”. 

Incidente de seguridad de datos 
personales – Art. 2 

La definición debería limitarse a incidentes 
que realmente comprometan la 
confidencialidad, integridad y disponibilidad 
de los datos personales y no necesariamente 
aquellos que solo amenacen hacerlo. 
También es necesario tener en cuenta lo que 
puede significar en términos de carga para la 
Autoridad de Aplicación y para los Titulares 
de los datos.  

Sugerimos reemplazar “atenten” por 
“comprometan”.  

Seudonimización – Art. 2 Parece difícil diferenciar los conceptos de 
“Seudonimización” y “Anonimización” por lo 
que no queda claro en qué casos se deberían 
aplicar ciertas disposiciones de la ley a uno y 
otro concepto o inclusive “datos personales”. 
Esto puede dar lugar a confusión si tenemos 
en cuenta que el término “Seudonimización” 
no es usado en ningún otro lugar del 
Anteproyecto. 

Sugerimos eliminar la definición. 

Ambito de Aplicación Territorial-Art. 
4 

La redacción puede crear dudas en cuanto a 
la interpretación respecto del alcance 
territorial de la ley, específicamente respecto 
del punto “a.” que establece la aplicación de 
la ley a organizaciones que se encuentran 
establecidas en el territorio del República 
Argentina pero no colectan o procesan datos 
en Argentina. En otras palabras, la ley podría 
entenderse aplicable a organizaciones 
establecidas en Argentina respecto de 
operaciones que no tienen conexión  con 
Argentina, por ejemplo, en casos en que una 
compañía procese datos de Titulares 

Sugerimos la siguiente redacción: La 
presente Ley será aplicable en cualquiera 
de los siguientes casos:  

 
a. El Responsable o Encargado del 
tratamiento se encuentra establecido en 
el territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA, 
aun cuando el tratamiento de datos tenga 
lugar fuera de dicho territorio Esta Ley se 
aplica al tratamiento de datos en el 
contexto de actividades de un 
establecimiento del Responsable o 
Encargado de Datos en la REPÚBLICA 
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extranjeros que no tengan ninguna conexión 
con Argentina y lo haga fuera de Argentina. 
Para evitar esa interpretación se sugiere 
adoptar la redacción del RGDP o de la LGPD. 

ARGENTINA, independientemente de que 
el tratamiento tenga lugar en la 
REPÚBLICA ARGENTINA o no; 

b. El Responsable o Encargado, no se 
encuentra establecido en el territorio de la 
REPÚBLICA ARGENTINA, pero: 
1. Realiza tratamiento de datos en el 
territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA 
mediante cualquier medio o procedimiento, 
físico o electrónico, conocido o por conocer, 
que le permite recolectar, usar, almacenar, 
indexar o tratar información de personas que 
se encuentren en dicho territorio. 
2. Efectúa actividades de tratamiento 
relacionadas con: (i) la oferta de bienes o 
servicios a personas que se encuentren en el 
territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA; o, (ii) 
el perfilamiento, seguimiento o control de los 
actos, comportamientos o intereses de 
dichas personas. 
3. Se encuentra establecido en un lugar al 
que se aplica la legislación de la REPÚBLICA 
ARGENTINA en virtud del derecho 
internacional o contractual 

 
Tratamiento de Datos Personales – 
Capítulo 2 

Los principios para el tratamiento de datos 
bajo los Arts. 5-11 son excelentes, porque se 
alinean con las mejores prácticas globales. 
Sugerimos armonizar aún más con los 
marcos legales internacionales agregando un 
nuevo artículo que establezca que los 
Responsables de datos son en última 
instancia responsables del cumplimiento de 
los principios de tratamiento de datos. Este 
es un cambio importante, y se alinearía con 
el Art. 5 del RGPD. 

Nuevo artículo: "El Responsable del 
tratamiento será responsable de y deberá ser 

capaz de demostrar el cumplimiento de los 
principios de tratamiento de datos 
contenidos en este 

Capítulo 2” 

Principio de exactitud – Art 9. El proyecto de ley establece que "el 
procesamiento de datos falsos, 
desactualizados, inexactos, incompletos o 
que induzcan a error". Sin embargo, la 
inexactitud o la falta de completitud de los 
datos personales esta fuera del control de los 
Responsables (y usualmente fuera del 
control de los Encargados también). 
Sugerimos que el anteproyecto se alinee con 
el principio de precisión del RGDP revisando 
este requisito para que solo exija mantener 
los datos veraces, exactos y completos y 
actualizados "cuando sea necesario", con 
"respeto por el propósito para el que se 
tratan los datos".  

Sugerimos se tache la última disposición 
para que el texto del proyecto de ley diga lo  
siguiente: “Los datos personales objeto de  
tratamiento deben ser veraces, exactos,  
completos, verificables y actualizados. De  
ser necesaria su actualización, se tomarán 
todas las medidas razonables para que no se 
altere su veracidad. Queda prohibido el 
tratamiento de datos falsos, 
desactualizados, inexactos, incompletos 
o que induzcan a error”. 

Principio de responsabilidad 
proactiva y demostrada – Art. 11 

Según nuestra nota anterior, de acuerdo al 
RGPD, el Responsable es el responsable 
último del cumplimiento de las obligaciones 
de la ley, mientras que el Encargado está 
obligado a tratar datos personales 
únicamente por instrucción del Responsable. 

Sugerimos la siguiente redacción “El 
Responsable o Encargado del Tratamiento 
deberá adoptar las medidas técnicas, 
organizativas o de cualquier otra índole que 
sean útiles, oportunas y efectivas para 
garantizar un adecuado tratamiento de los 
datos personales, el cumplimiento de las 
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Recomendamos alinearse con el RGPD de 
esta manera a lo largo del anteproyecto.   

obligaciones establecidas por la presente Ley 
y que permitan demostrar a la Autoridad de 
Aplicación su efectiva implementación”. 

Información al Titular de los Datos - 
Art. 15, incisos “a” a “k” 

Aunque es apropiado para los Responsables  
de datos, las obligaciones de transparencia 
generalmente no son apropiadas para los 
Encargados que operan en nombre del 
Responsable de datos. Por ejemplo, un 
proveedor de servicios en la nube puede 
almacenar datos en nombre de cientos de 
clientes empresariales. Si el proveedor de 
servicios en la nube debe divulgar cierta 
información orientada al consumidor, sería 
difícil crear una política significativa que 
tenga en cuenta la variedad de actividades 
de tratamiento emprendidas por sus cientos 
de clientes comerciales. Se sugiere alinearse 
con el Art. 12 del RGPD al requerir que solo 
el Responsable de datos proporcione dicha 
información a los interesados.  
 
También es importante tener en cuenta que 
este artículo requiere que los Responsables 
provean cierta información a los Titulares de 
datos cuando los datos no hayan sido 
recolectados por el Responsable. En este 
caso entendemos que es importante que se 
tenga en cuenta las especiales circunstancias 
respecto del tratamiento porque puede no 
ser posible para el Responsable si no pudiera 
contactarse por ejemplo con el Titular de los 
datos.  
 

Sugerimos la eliminación de las referencias 
a "Encargados de datos" en todo el Artículo 
15.  

Información al Titular de los Datos – 
Art. 15, inciso f 

La información relativa a las transferencias 
de datos debe divulgarse a los Titulares. Sin 
embargo, los detalles específicos con 
respecto a la identidad y los datos de 
contacto de todos y cada uno de los 
importadores sería extremadamente 
onerosos para las empresas. 

Sugerimos eliminar este requisito, de modo 
que esta disposición diga lo siguiente:” (f) 
Información sobre transferencias 
internacionales de datos, incluyendo los 
países de destino, identidad y datos de 
contacto del importador, posibles riesgos 
asociados con las transferencias y garantías 
aplicables, categorías de datos involucrados, 
finalidad y mecanismos para ejercer sus 
derechos”. 

Información al Titular de los Datos – 
Art. 15, inciso j 

Según nuestro comentario anterior, los 
derechos y obligaciones relacionados con las 
decisiones automatizadas solo deben 
aplicarse a las decisiones automatizadas 
únicamente, no a las decisiones 
parcialmente automatizadas. 

Sugerimos que se revise para que esta 
disposición diga lo siguiente: “j) La existencia 
o no de decisiones automatizadas o 
semiautomatizadas, incluida la elaboración 
de perfiles.” 

Tratamiento de datos sensibles  - 
Art. 16 inc. g 
 
 

El tratamiento de datos personales y de 
datos sensibles puede ser requerido para el 
cumplimiento de una obligación establecida 
en la ley.  Si bien este inciso tiene en cuenta 
dichas obligaciones en el ámbito de las leyes 
laborales y de la seguridad social puede 
haber otros requerimientos legales que 
requieran su tratamiento 
 

Sugerimos modificar el inciso de esta 
manera “g. Sea necesario para el 
cumplimiento de obligaciones y el ejercicio 
de derechos específicos del Responsable del 
tratamiento o del Titular de los datos de 
acuerdo a lo establecido en las leyes 
aplicables en el ámbito del Derecho Laboral 
y de la Seguridad y Protección Social;” 
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Tratamiento de datos del Sector 
Público – art. 17 

El artículo establece “Cuando el tratamiento 
de datos consiste en una cesión, el 
Responsable del tratamiento a quien se 
ceden los datos personales queda sujeto a las 
mismas obligaciones legales y 
reglamentarias que el Responsable cedente. 
Ambos responden por la observancia de 
aquellas ante la Autoridad de aplicación y el 
Titular de los datos de que se trate” 
estableciendo de esta manera que el 
Responsable asumirá todas las 
responsabilidades aplicables al Sector 
Público lo cual puede crear desafíos ya que la 
cesión de datos puede cambiar el status del 
Responsable como si el Responsable fuera 
una autoridad pública o el Sector Público. Es 
importante revisar cual es el efecto práctico 
de estas obligaciones para que no haya 
espacio para interpretaciones inciertas. 
Creemos que el párrafo podría eliminarse. 

Sugerimos la siguiente redacción “El 
tratamiento de datos personales, realizado 
por autoridades u organismos públicos, 
debe fundarse en alguna de las bases legales 
establecidas en el artículo 12 y cumplir con 
todos los principios y condiciones que 
definen la licitud para el tratamiento 
determinadas en la presente Ley. 

Cuando el tratamiento de datos consiste en 
una cesión, el Responsable del tratamiento a 
quien se ceden los datos personales queda 
sujeto a las mismas obligaciones legales y 
reglamentarias que el Responsable cedente. 
Ambos responden por la observancia de 
aquellas ante la Autoridad de aplicación y el 
Titular de los datos de que se trate.” 

Notificación de Incidentes de 
Seguridad - Art. 20 

Sugerimos alinear el artículo con las mejores 
prácticas internacionales requiriendo que la 
notificación inicial ocurra dentro de las 72 
horas (o antes si fuera posible) y no 48 horas. 
La imposición de un plazo menor a 72 horas 
puede obligar a las organizaciones a apurar 
sus procesos de investigación  o análisis para 
poder cumplir con el plazo. De esta manera, 
se corre el riesgo de distraer a las 
autoridades con información poco precisa 
como también el de disrumpir las actividades 
de quienes tienen que responder al incidente 
con preguntas que seguramente surjan como 
consecuencia de la falta de complitud e 
imprecisión de los reportes  

Sugerimos la siguiente redacción: “En caso 
de que ocurra un incidente de seguridad de 
datos personales, el Responsable del 
tratamiento debe notificarlo a la Autoridad 
de aplicación dentro de las SETENTA Y DOS 
(72)CUARENTA Y OCHO (48)  horas de haber 
tomado conocimiento, a menos que sea 
improbable que dicho incidente de 
seguridad constituya un riesgo para los 
derechos de los Titulares de los datos. En 
caso de no contar con los medios materiales 
para cumplir el plazo previsto, debe justificar 
a la Autoridad de aplicación la extensión del 
mismo. Si la notificación a la Autoridad de 
aplicación no tiene lugar en el plazo previsto, 
deberá ir acompañada de indicación de los 
motivos de la dilación. 

 

[…]” 
 Transferencias Internacionales – 
Capítulo 3 

El flujo internacional de datos es una 
importante fuente de valor económico y 
social, y uno de los grandes beneficios de la 
sociedad digital radica precisamente en las 
economías de escala que provienen de este 
ecosistema. La experiencia reciente muestra 
que las medidas adoptadas por las empresas 
para garantizar la seguridad de la 
transferencia internacional de datos son tan 
o más eficaces en la protección de los datos 
y mucho más ágiles en el seguimiento de la 
innovación tecnológica que los sistemas 
regulatorios basados en la evaluación ex ante 
de la adecuación de los sistemas regulatorios 
extranjeros. 
 
El ante proyecto de ley da un paso 
importante y valioso para abordar la 
transferencia internacional de datos en 

 

IF-2022-104990360-APN-DNPDP#AAIP

Página 6 de 16



consonancia con el RGPD y otras 
regulaciones relevantes, que es un aspecto 
importante para aportar efectividad en 
términos de protección de datos e 
interoperabilidad con los principales 
sistemas regulatorios de protección de 
datos. Teniendo esto en cuenta, hemos 
proporcionado a continuación algunos 
comentarios en áreas que entendemos que 
hay posibilidades de mejorar. 
 
El Anteproyecto de ley incorpora ese 
concepto al enumerar las bases jurídicas 
para la transferencia internacional de datos, 
como en el punto "c" del artículo 22, como 
una de las opciones para la transferencia 
internacional de datos. Sin embargo, el art. 
24 aparentemente pone esas opciones como 
alternativas si no hay una decisión de 
adecuación (art. 23). Entendemos que una 
forma muy actualizada de lidiar con eso no 
es crear una clasificación entre esas 
opciones, como podemos encontrar en las 
disposiciones de la LGPD. 
 
En otras palabras, en lugar de determinar 
que la decisión de adecuación es la regla, y 
las otras opciones pueden ocurrir solo si 
dicha decisión es deficiente, recomendamos 
que esas opciones puedan usarse sin tal 
condición. 
 
Los esfuerzos multilaterales para facilitar los 
flujos transnacionales de datos, como las 
negociaciones de la OCDE para establecer 
principios comunes sobre el acceso confiable 
de los gobiernos a los datos, son vitales para 
fomentar la convergencia y la 
interoperabilidad, al igual que el comercio u 
otros acuerdos internacionales que 
fomentan los flujos de datos confiables.  
 
También es importante que los instrumentos 
contractuales para las transferencias 
internacionales de datos sean coherentes 
con las cláusulas contractuales tipo de la 
Unión Europea, que se actualizaron en 2021 
para tener en cuenta la evolución reciente de 
la legislación. Siempre que los instrumentos 
contractuales cumplan con los requisitos de 
la ley en Argentina, dichos instrumentos 
deben ser reconocidos como aceptables para 
mantener la rendición de cuentas y legitimar 
las transferencias transfronterizas de datos. 
Además de promover la convergencia y la 
interoperabilidad, este enfoque fomentaría 
una forma más conectada y sencilla para que 
las organizaciones operen en el país. 
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Según una encuesta de Digital Europe 
realizada en noviembre de 2020 que evalúa 
cómo se transfieren los datos personales de 
Europa al resto del mundo, se encontró que 
las Cláusulas Contractuales Estándar (SCC) 
son, con mucho, el mecanismo más utilizado 
para las transferencias de datos. De todas las 
empresas encuestadas, se estima que el 85 
por ciento utiliza SCC, mientras que otros 
mecanismos de transferencia, como las 
decisiones de adecuación, las normas 
corporativas vinculantes (BCR) o las 
excepciones (por ejemplo, el 
consentimiento) representan un poco más 
del 5 por ciento de las transferencias.  
 
Las SCC son especialmente útiles porque a 
través de su estandarización y aprobación 
previa, las SCC son una herramienta "lista 
para usar" y fácil de implementar. Esto es 
particularmente importante para las PYMEs 
u otras empresas que pueden no tener los 
recursos para negociar contratos 
individuales con cada uno de sus socios 
comerciales. También distingue las SCC de 
otros mecanismos de cumplimiento que 
requieren la autorización previa de una 
autoridad nacional de protección de datos 
(por ejemplo, contratos ad hoc o 
certificaciones). Para ser más efectivas, las 
SCCs deben respetar el principio de 
proporcionalidad y deben ser flexibles y 
promover la interoperabilidad- permitiendo 
de esta manera, su uso ´por parte de 
organizaciones de diferentes tamaños y 
pertenecientes a diferentes sectores. 

Transferencias Internacionales 
mediante garantías adecuadas– Art. 
24 

Además de los comentarios anteriores, es 
importante mencionar que este artículo 
exige que "En todos los casos de 
transferencias regidas por el presente 
artículo, el acuerdo o mecanismo que 
instrumente la transferencia, deberá 
reconocer que la parte exportadora se 
encuentra sujeta a la jurisdicción de la 
Autoridad de aplicación y de los tribunales de 
Argentina competentes [...] ". Este requisito 
podría crear un bloqueo para algunas de esas 
opciones. Por ejemplo, al exigir que un 
acuerdo bilateral o multilateral (punto b) 
esté sujeto a las leyes y tribunales de la 
Argentina, esto podría crear un obstáculo a 
la capacidad de la Argentina para negociar y 
celebrar tales acuerdos.   
 
Además, la aplicación de la Ley argentina 
será consecuencia del ámbito material y 
territorial de la propia ley. En otros, tal 

Sugerimos eliminar el siguiente lenguaje: 
“En todos los casos de transferencias regidas 
por el presente artículo, el acuerdo o 
mecanismo que instrumente la 
transferencia, deberá reconocer que la parte 
exportadora se encuentra sujeta a la 
jurisdicción de la Autoridad de aplicación y 
de los tribunales de Argentina competentes, 
y asegurar que la parte importadora se 
encuentre sujeta a la jurisdicción de una o 
varias autoridades de supervisión 
independientes de manera que los Titulares 
de los datos cuenten con acciones legales 
efectivas para proteger sus derechos” 
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disposición podría no ser necesaria y puede 
crear problemas materiales y formales para 
que las organizaciones celebren diferentes 
tipos de acuerdos que podrían estar 
relacionados con la protección de datos, 
incluso si el tratamiento de datos es un 
aspecto auxiliar del acuerdo. 

Excepciones – Art. 25 Este artículo define las bases legales que 
pueden ser utilizadas excepcionalmente y 
son similares a las "excepciones" previstas en 
el art. 49 del RGPD para cuando no existe una 
decisión de adecuación o una garantía 
adecuada que se aplique a una transferencia 
determinada.  
 
Siendo que dichas excepciones son 
importantes, pero raramente usadas, sería 
importante eliminar el lenguaje que prohíbe 
el uso de dichas excepciones de manera 
regular o a gran escala. Alternativamente, 
sugerimos alinearse aún más con el RGPD 
proporcionando a las organizaciones 
opciones de transferencia adicionales 
cuando no se aplique ninguna de las 
excepciones. 

Sugerimos las siguientes redacciones: “Las 
condiciones establecidas en el presente 
artículo deberán estar siempre sujetas al 
cumplimiento de los estándares 
internacionales de derechos humanos 
aplicables a la materia, al cumplimiento de 
los principios de esta Ley y a los criterios de 
legalidad, proporcionalidad y necesidad. Las 
excepciones enumeradas en el presente 
artículo no podrán ser utilizadas para 
realizar transferencias internacionales de 
forma periódica o habitual, y tampoco 
cuando involucren a un gran número de 
personas” 

o 

“Las condiciones establecidas en el presente 
artículo deberán estar siempre sujetas al 
cumplimiento de los estándares 
internacionales de derechos humanos 
aplicables a la materia, al cumplimiento de 
los principios de esta Ley y a los criterios de 
legalidad, proporcionalidad y necesidad. Las 
excepciones enumeradas en el presente 
artículo no podrán ser utilizadas para 
realizar transferencias internacionales de 
forma periódica o habitual, y tampoco 
cuando involucren a un gran número de 
personas 

 
Cuando una transferencia no pueda basarse 
en los artículos 23 o 24, y no se aplique 
ninguna de las excepciones del presente 
artículo 25, solo podrá efectuarse una 
transferencia si la transferencia no es 
repetitiva, afecta solo a un número limitado 
de Titulares, es necesaria a los efectos de 
proteger intereses legítimos perseguidos por 
el Responsable del tratamiento que no sean 
anulados por los intereses o derechos y 
libertades del Interesado,  y el Responsable 
del tratamiento ha evaluado todas las 
circunstancias que rodean la transferencia de 
datos y, sobre la base de dicha evaluación, ha 
proporcionado garantías adecuadas con 
respecto a la protección de los datos 
personales. El Responsable del tratamiento 
informará a la Autoridad de Aplicación de la 
transferencia y, además de proporcionar la 
información a que se refiere el artículo 15, 
informará al Titular de la transferencia y de 
los intereses legítimos perseguidos” 
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Derecho de Acceso – Art. 26, inciso 
d 

Para una mejor alineación con el RGPD para 
otorgar a los Titulares el derecho a ser 
informados de las garantías adecuadas que 
se aplican para proteger los datos personales 
cuando se realizan transferencias  (es decir, 
en virtud del Art. 24) y considerando que 
esto es más relevante para los Titulares que 
los países a los que se transferirán los datos 
del Titular, sugerimos cambiar este elemento 
en consecuencia. 

Sugerimos la siguiente redacción “ d. 
Información sobre las transferencias 
internacionales de datos que se hayan 
efectuado o se prevea efectuar y , incluidos 
los países de destino y la base legal que 
justifique la transferencia las garantías 
relativas a la transferencia de conformidad 
con el artículo 24.” 

Derecho de Rectificación – Art.27 Informar a todos los cesionarios de la 
solicitud del consumidor de corregir sus 
datos personales sería potencialmente muy 
engorroso. Sugerimos eliminar este requisito 
o limitarlo a dónde se transfieren los datos 
personales a los Encargados. 

Sugerimos la siguiente redacción: “En caso 
de una cesión o transferencia internacional 
de datos erróneos u obsoletos a un 
Encargado de datos, el Responsable de 
datos debe notificar la rectificación al 
Encargado dentro del QUINTO (5to) día hábil 
de haber tenido conocimiento del error o 
datos obsoletos”. 

Derecho de oposición – Art. 28  Sugerimos alinearse con RGPD limitando 
este derecho a la oposición al "marketing 
directo". Aplicar el derecho a oponerse a  
cualquier publicidad es potencialmente un 
requisito amplio -en comparación con otras 
regulaciones en todo el mundo-, y podría 
afectar negativamente a las empresas 
locales. 

Sugerimos la siguiente redacción: “El Titular 
también puede oponerse al tratamiento de 
sus datos personales cuando sean para 
publicidad, prospección comercial o 
mercadotecnia directa, incluida la 
elaboración de perfiles, en la medida en que 
esté relacionado con esos fines. Cuando el 
Interesado se oponga al tratamiento para 
esos propósitos, sus datos personales 
dejarán de se tratados para dichos fines. El 
Titular tendrá derecho a que el tratamiento 
de datos personales se limite a su 
almacenamiento durante el período que 
medie entre una solicitud de rectificación u 
oposición hasta su resolución por el 
Responsable” 

Derecho de supresión – Art. 29, 
inciso f 

De acuerdo a nuestros comentarios 
anteriores sugerimos revisar el artículo para 
solo referir a “marketing directo”  

Sugerimos modificar el inciso de la siguiente 
manera: “ f. Los datos son tratados para 
fines de marketing directo” 

Decisiones automatizadas y 
elaboración de perfiles – Art. 30 

Las regulaciones de privacidad generalmente 
traen el derecho a una revisión de una 
decisión automatizada cuando dicha 
decisión se basa únicamente en el 
procesamiento automatizado de datos. La 
legislación propuesta extiende este derecho 
también a las decisiones parcialmente 
basadas en el procesamiento automatizado 
de datos. Desde un punto de vista más 
práctico, esto significaría que cada decisión 
estaría sujeta a la misma regla, considerando 
que la automatización del tratamiento de 
datos es el ámbito material de la ley. En otras 
palabras, esto crearía una regla que podría 
no cumplir su objetivo original al someter a 
la regla la mayoría de las decisiones.  

Sugerimos remover las referencias a 
“parcialmente automatizadas” o 
“semiautomatizadas” a lo largo del 
Anteproyecto, por ejemplo:  

“El Titular de los datos tiene derecho no ser 
objeto de una decisión basada únicamente o 
parcialmente en el tratamiento 
automatizado de datos, incluida la 
elaboración de perfiles e inferencias, que le 
produzca efectos jurídicos perniciosos, lo 
afecte significativamente de forma negativa 
o tenga efectos discriminatorios. 

El interesado tiene derecho a solicitar la 
revisión por una persona humana de las 
decisiones tomadas sobre la base del 
tratamiento automatizado o semi 
automatizado que afecten a sus intereses, 
incluidas las decisiones encaminadas a 
definir sus aspectos personales, 
profesionales, de consumo, crédito, de su 
personalidad u otros. 

El Responsable del tratamiento deberá 
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proporcionar, siempre que se le solicite, 
información clara, completa y adecuada 
sobre los criterios y procedimientos 
utilizados para la decisión automatizada o 
semiautomatizada, observando secretos 
comerciales e industriales. 

En caso de no proporcionar la información a 
que se refiere este articulo con base en  

la observancia del secreto comercial e 
industrial, la Autoridad de aplicación podrá 
realizar auditorías para verificar, entre otros, 
aspectos discriminatorios o de contenido 
erróneo o sesgado, en el tratamiento 
automatizado o semiautomatizado de 
información personal.  

El Responsable del tratamiento debe 
adoptar las medidas adecuadas para 
salvaguardar los derechos del Titular de los 
datos; como mínimo, el derecho a obtener 
intervención humana por parte del 
Responsable del tratamiento, a expresar su 
punto de vista y a impugnar la decisión.  

El Responsable del tratamiento no podrá 
llevar a cabo tratamientos automatizados o 
semiautomatizados de datos personales que 
tengan como efecto la discriminación en 
detrimento de los Titulares de los datos, 
particularmente si se encuentran basados en 
alguna de las categorías de datos contenidas 
en la definición de datos sensibles del 
artículo 2 de la presente Ley”. 

Derecho a la portabilidad de datos 
personales – Art. 31 

Puede no ser técnicamente posible 
establecer que todos los datos sean 
interoperable entre diferentes sistemas por 
lo cual no debería establecerse una 
obligación en ese sentido. 
 
 

Sugerimos la siguiente redacción “Cuando 
se traten datos personales mediante medios 
electrónicos o automatizados, el Titular de 
los datos tiene derecho a obtener una copia 
de los datos personales que hubiere 
proporcionado al Responsable o que sean 
objeto de tratamiento, en un formato 
estructurado, usualmente usado y de lectura 
por dispositivosque le permita su ulterior 
utilización o transferirlos a otro 
Responsable. El titular de los datos puede 
solicitar que sus datos personales se 
transfieran directamente de Responsable a 
Responsable cuando sea técnicamente 
posible. 

[…]” 

Ejercicio de los derechos – Art. 32 Esta sección propone que el ejercicio de 
cualquiera de los derechos del interesado 
debe ser respondido por los Responsables de 
datos dentro de los 10 días hábiles, lo que 
probablemente será un plazo poco práctico 
para que las organizaciones puedan cumplir 
con esas solicitudes que generalmente 
implicarán una cantidad sustancial de 
esfuerzo y tiempo. 
 
Además, es importante considerar que 
muchas organizaciones han estado 
ajustando su operación para cumplir con el 

Sugerimos la siguiente redacción “El ejercicio 
de cualquiera de los derechos del Titular de 
los datos no es requisito previo, ni impide el 
ejercicio de otro. Los derechos del Titular son 
irrenunciables. Será nula de pleno derecho 
toda estipulación en contrario. El 
Responsable del tratamiento debe responder 
y, en su caso, satisfacer los derechos del 
Titular de los datos dentro de los 
TREINTADIEZ (3010) días hábiles de haber 
sido intimado fehacientemente”. 
 
[…] 
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RGPD, una fuente principal de inspiración 
para este debate también en Argentina. El 
RGDP define un plazo de 30 días que ha 
establecido el estándar para las regulaciones 
de privacidad. 
 
Cada cambio en los procesos y operaciones 
de las organizaciones podría crear más 
costos para la operación en Argentina. 
 
Una forma muy efectiva de brindar más 
protección a los datos es enfocarse en la 
interoperabilidad de la ley en Argentina con 
las principales regulaciones en todo el 
mundo, principalmente el RGPD. Con eso, 
sugerimos cambiar el plazo por 30 días. 
 
Una propuesta alternativa es establecer un 
plazo de 30 días cuando la solicitud requiera 
una acción más extensa por parte del 
Responsable. 
 
Adicionalmente, respeto del segundo 
párrafo sugerimos que en vez de que el 
Titular se dirija directamente a la Autoridad 
de Aplicación o a los tribunales sugerimos 
que se provea por un paso intermedio de 
apelación con el mismo Responsable del 
tratamiento. Esto también permitiría reducir 
la carga administrativa para la Autoridad de 
Aplicación, así como para los tribunales. 

Deberes del Responsable del 
Responsables del tratamiento – Art. 
34 

Sugerimos que el artículo refleje la misma 
flexibilidad contenida en el Art. 24 del RGPD 
que reconoce la naturaleza, alcance, 
contexto y finalidad del tratamiento, así 
como los riesgos de diversa probabilidad y 
gravedad para los derechos de las personas 
físicas sea tenida en cuenta. 

Sugerimos las siguientes modificaciones 
“Teniendo en cuenta la naturaleza, el ámbito, 
el contexto y los fines del tratamiento así 
como los riesgos de diversa probabilidad y 
gravedad para los derechos y libertades de 
las personas físicas, lLos Responsables del 
tratamiento deberán cumplir los siguientes 
deberes, sin perjuicio de las demás 
disposiciones previstas en la presente Ley, sus 
normas reglamentarias y otras que rijan su 
actividad:” 

Deberes del Responsable del 
tratamiento – Art. 34 inciso h. 

Sugerimos remover este inciso considerando 
que la notificación de incidentes de 
seguridad ya está contemplada en el Artículo 
20. 

“h. Informar cabalmente y en plazo de ley a 
la Autoridad de aplicación cuando se  
presenten violaciones a los códigos de 
seguridad y existan riesgos en la  
administración de la información de los 
Titulares” 

Encargado del tratamiento – Art. 35 
d.  

Entendemos que la limitación del período de 
2 años no puede justificarse desde una 
perspectiva técnica. Si bien parece crear un 
límite en el tiempo que hará que los 
Encargados no conserven datos por más 
tiempo y de manera innecesaria puede crear 
también la regla inversa si se toma como 
regla general. 

Sugerimos la siguiente modificación“d. Una 
vez cumplida la prestación contractual, los 
datos personales tratados deben  
ser devueltos al Responsable o destruidos, 
salvo que medie autorización expresa del  
Responsable cuando razonablemente se 
pueda presumir la posibilidad de ulteriores 
encargos, en cuyo caso sólo podrán 
conservarse por un máximo de DOS (2) años” IF-2022-104990360-APN-DNPDP#AAIP
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Encargado del tratamiento – Art. 35 
e.  

Sugerimos alinear la redacción al RGPD que 
permite auditorías por otros auditores (no la 
Autoridad de Aplicación). Esto colaborará 
con reducir la carga de la Autoridad de 
Aplicación y ayudará a hacer más eficiente el 
proceso de auditoría para el Responsable (si 
así lo quisiera). 

Sugerimos la siguiente redacción “e. Permitir 
al Responsable u otro Auditoro Autoridad de 
aplicación realizar inspecciones o auditorías 
para verificar el cumplimiento de la Ley y de 
lo pactado en el contrato de  
prestación de servicios;” 

Encargado del Tratamiento- Art. 35 
j, 

De acuerdo a lo establecido por las buenas 
prácticas en el mundo solo los Responsables 
son responsables de recibir los 
requerimientos de los Titulares. Esto tiene 
sentido porque los Responsables del 
tratamiento son quienes interactúan 
directamente con los Titulares, teniendo en 
cuenta la naturaleza del tratamiento y la 
información disponible para el Responsable. 
Por favor ver el Art. 28 del RGPD. 

j. Tramitar debidamente las solicitudes 
presentadas por el Titular, respondiéndolas  
de manera completa y oportunamente; 

Encargado del Tratamiento – Art k. Idealmente, el Responsable del tratamiento 
debería ser quien se comunique con la 
Autoridad de Aplicación para evitar así, 
confusiones y notificaciones inconsistentes. 

Sugerimos la siguiente redacción “k. 
Informar cabalmente y en plazo de ley a la 
Autoridad de aplicación y al Responsable  
del tratamiento cuando se presenten 
violaciones a los códigos de seguridad y 
existan riesgos en la administración de la 
información de los Titulares;
“ 

Política de tratamiento de datos 
personales – Art. 36 

Tal como explicamos más arriba, las 
obligaciones de Transparencia no son 
generalmente apropiadas para Encargados 
de tratamiento de los datos que tratan los 
datos en nombre del Responsable del 
tratamiento. Por ejemplo, un proveedore de 
nube puede guardar datos en nombre de 
cientos o miles de clientes corporativos. Si el 
Encargado tiene que dar a conocer cierta 
información relacionada con los 
consumidores finales sería difícil redactar 
una política que tenga sentido y que tenga en 
cuenta la variedad de tratamientos que se 
realizan para esos numerosos clientes 
corporativos. Sugerimos alinear el artículo 
con lo establecido en el Art. 12 del RGPD.  

Sugerimos la siguiente redacción “Los 
Responsables y los Encargados deberán 
desarrollar sus políticas para el tratamiento 
de los datos personales, las que deberán 
constar en medio físico y electrónico, en un 
lenguaje claro y sencillo, ser puestas en 
conocimiento de los Titulares de los datos 
personales y deben incluir la información 
detallada en el artículo 15 de la presente Ley, 
y la fecha de su entrada en vigencia.  
 
En caso de haber cambios sustanciales en el 
contenido de estas políticas, se debe  
notificar estos cambios al Titular y obtener 
una nueva autorización para el  
tratamiento de los datos.” 

Protección de datos desde el diseño 
y por defecto – Art. 38 

Tal como mencionamos más arriba, los 
Responsables de tratamiento deberían ser 
los únicos responsables del cumplimiento 
con la ley (con la asistencia de los 
Encargados, cuando así sea apropiado). Esto 
se alinea con el RGPD en su artículo 25 y 
mejora la asunción de responsabilidad por 
parte de las partes pertinentes. 

Sugerimos remover las referencias a los 
Encargados de tratamientos de este Artículo. 

Informe previo – Art. 41 Sugerimos agregar la referencia a factores 
mitigantes teniendo en cuenta que los 
riesgos que se identifiquen podrían ser 
mitigados. Esto es consistente con el Art. 36 
del RGPD. 

Sugerimos la siguiente redacción “Cuando 
una evaluación de impacto muestre que el 
tratamiento entrañaría un alto riesgo y en 
ausencia de medidas de mitigación, el 
Responsable debe informar a la Autoridad de 
aplicación.”  

Delegado de Protección de Datos – 
Art. 42 

Es importante aclarar que el DPO podrá ser 
empleado del Responsable o de cualquier 
compañía que pertenezca al mismo grupo 
económico. De esta manera la redacción 

Sugerimos cambiar la redacción para que 
solo aplique a los Responsables. 
Adicionalmente, entendemos que el articulo 
debería ser modificado de la siguiente 
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sería consistente con el párrafo del artículo 
que permite a nombrar un solo DPO para 
todo el grupo económico. 

manera:  

“Un Grupo económico puede nombrar un 
único Delegado de protección de datos 
siempre que esté en contacto permanente 
con cada establecimiento. 

La designación del Delegado de protección 
de datos debe recaer en una persona que 
reúna los requisitos de idoneidad, capacidad 
y conocimientos específicos para el ejercicio 
de sus funciones. 

Las funciones del Delegado de protección de 
datos pueden ser desempeñadas por un 
empleado del Responsable o de alguna de 
las compañías que pertenecen al mismo 
Grupo Económico o Encargado del 
tratamiento o en el marco de un contrato de 
prestación de servicios. El Delegado de 
protección de datos puede ejercer otras 
funciones siempre que no den lugar a 
conflictos de intereses” 

Representantes de Responsables y 
Encargados del tratamiento no 
establecidos en la República 
Argentina– Art. 44 

La obligación establecida en este artículo 
solo debe aplicarse al Responsable de datos. 
Un Encargado de datos extranjero podría no 
estar en condiciones para evaluar que cierta 
organización sujeta a la ley en Argentina está 
utilizando el servicio para ese propósito 
específico (procesar datos sujetos a la ley en 
Argentina), lo que desencadenaría esta 
obligación. En otras palabras, esto podría ser 
una obligación imposible para los 
procesadores de datos en ciertos casos. 

Deberían realizarse los cambios para que 
solo aplique a los Responsables de Datos. 

Registro Nacional de Protección de 
Datos – art. 45 

El registro nacional propuesto no se 
encuentra previsto en otras regulaciones 
relevantes de privacidad y protección de 
datos. En términos prácticos, casi todas las 
organizaciones tendrán alguna operación 
con respecto a los datos personales 
(ejemplo: datos laborales), lo que implicaría 
para casi todas las organizaciones inscribirse 
ante dicho Registro. En otras palabras, podría 
duplicar otros registros ya existentes, 
creando costos innecesarios tanto para el 
gobierno como para las organizaciones, así 
como más burocracia. El objetivo que busca 
el Anteproyecto se puede lograr con la 
interoperabilidad de los sistemas 
gubernamentales y las inscripciones, lo que 
aporta más eficiencia al propio gobierno, así 
como un proceso más ágil para las 
organizaciones. Si bien para ciertas 
organizaciones este proceso formal adicional 
podría no ser una carga pesada, puede 
agregar costos relevantes para las PYMES. 

 

Autoridad de Aplicación – Capítulo 7 Es esencial que la autoridad de protección de 
datos sea independiente en la 
interpretación, supervisión y cumplimiento 
de la futura norma sobre la protección de 
datos personales. A nivel internacional, casi 
todos los países que han promulgado leyes 
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de protección de datos personales han 
establecido un organismo nacional 
específico e independiente con estos 
poderes.   
 
Las ventajas de un modelo de autoridad 
independiente son la consistencia de las 
interpretaciones, la experiencia técnica y 
legal en el tema, la certeza regulatoria y la 
independencia necesaria para actuar con 
eficacia y sopesar todos los derechos e 
intereses en juego. Cabe señalar, sin 
embargo, que el presupuesto operativo de la 
agencia debe ser autónomo, sin incluir 
ninguna multa impuesta debido a 
violaciones de la ley, porque de lo contrario 
habría un claro conflicto de intereses e 
incentivo para distorsionar.  
 
La independencia también apunta a un 
poder legal específico y enfocado en la 
protección de datos a la autoridad que no 
entre en conflicto con otros deberes. 

Facultades de la Autoridad de 
Aplicación - Art. 51, part (h) 
 
 
  
 
 
 
 

Las acciones penales son una pena 
desproporcionada para violar una ley de 
privacidad de datos. Sugerimos eliminar esta 
disposición.  

Sugerimos eliminar el siguiente inciso: 
“h. Constituirse en querellante en las 
acciones penales que se promovieran por  
violaciones a la presente Ley.” 

Facultades de la Autoridad de 
Aplicación Art. 51,  (q) 
 
 

No está claro qué es la "violencia digital", por 
lo que sería útil aclarar en esta sección.  

 

Sanciones -  Art. 58, (d) y (e)— 
 

Requerir el cierre de las operaciones, 
temporal o inmediatamente, parece muy 
severo. Si se deja en el proyecto de ley, 
recomendamos dejar más claras las 
condiciones bajo las cuales se aplicaría esta 
sanción en particular (con más detalles que 
la lista general de factores para cualquier 
sanción bajo el Art. 62).   
 
Un mejor enfoque sería no cerrar las 
operaciones, sino centrarse en suspender el 
procesamiento, según el Art. 58 (c).  

Sugerimos la siguiente “La Autoridad de 
aplicación podrá imponer a los Responsables 
y Encargados del 
tratamiento las siguientes sanciones: 
a. Apercibimientos; 
b. Multas; 
c. Suspensión de las actividades relacionadas 
con el tratamiento de datos personales; 
d. Cierre temporal de las operaciones; 
e. Cierre inmediato de las operaciones que 
involucren el tratamiento de datos  
sensibles y de niñas, niños y adolescentes.”  

Vigencia – Art. 72 Teniendo en cuenta la extensión de la 
regulación propuesta, se recomienda que la 
ley entre en vigor en 2 años en lugar de 1; 
alternativamente, las organizaciones tendrán 
que cumplir con la nueva legislación dentro 
de 2 años. 

Sugerimos la siguiente redacción “Las 
disposiciones de la presente Ley entrarán en 
vigencia a partir de los dos (2) años de su 
publicación en el Boletín Oficial” 
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Sres. Agencia de Acceso a la Información Pública. 

Aportes a la modificación de la Ley de Protección de Datos Personales. 

 

En primer lugar, quiero agradecer a la Directora de la Agencia de Acceso a la Información 

Pública,  Dra. Beatriz de Anchorena, por la apertura de este espacio para opinar sobre la 

modificación de la ley de Protección de Datos Personales y sobre el anteproyecto elaborado. 

He de opinar  sobre algunos artículos  de la propuesta del anteproyecto de actualización de la 

ley 25.326 en general aquellos que han llamado más mi atención y en particular  acerca del 

Capítulo 6  de “Protección de Datos de Información Crediticia”, debido a que es el tema de mi 

mayor especialidad. 

También adjunto, a continuación mi aporte realizado en la convocatoria anterior del año  

2016 con mi criterio sobre los parámetros de la reforma de la ley 25.326 acerca del mismo 

tema. 

 

Algunos artículos en general 

Art. 1. Objeto: Observamos que dicho art. ha limitado los derechos de los individuos. En primer 

lugar la ley 25.326 tutela a las personas humanas y a las jurídicas y también  garantiza el derecho 

al honor y a la intimidad de las personas. Estos derechos fueron incorporados por la ley como 

consecuencia de opiniones doctrinarias y jurisprudenciales acerca de la interpretación del art. 

43, 3er pár.  de la Constitución Nacional. En el anteproyecto presentado se ha eliminado a las 

personas jurídicas y a los derechos mencionados, ello produciendo en la sociedad un estado de 

mayor vulnerabilidad. 

Art. 7°. Principio de finalidad. En el 2° párrafo donde establece  “No se considerarán 

incompatibles con los objetivos iniciales del tratamiento ulterior de los datos personales con 

fines estadísticos, de archivo, investigación científica e histórica de interés pública”. En tal caso 

debiera establecerse que dicha conservación deberá ser disociada, es decir que no se pueda  

IF-2022-104486383-APN-DNPDP#AAIP

Página 1 de 21



 

 

asociar a ninguna persona determinada o determinable. Debiera observarse la misma previsión 

en el art. 10°. Plazo de conservación. 

  

Capítulo 7. Art. 50. Autoridad de aplicación. La Autoridad de aplicación debiera  gozar de una 

autonomía  amplia para resultar una garantía eficiente para el efectivo cumplimiento de la ley. 

 

Capítulo 6. Protección de Datos de Información Crediticia. Art. 47. Protección de datos de 

información crediticia del sector financiero y no financiero. Como podemos observar del 

enunciado del art. se ha agregado el sector no financiero. Si bien las bases de datos de estos 

servicios ya han  incorporado incumplimientos de obligaciones del sector no financiero no se 

encontraban expresamente legislados, con esta modificación propuesta se los legitimaría en 

forma total. Se han eliminado las fuentes para la obtención de los datos que conforme al art. 26, 

ley 25.326 inc. 1 y 2 son las “fuentes accesibles al público o procedentes de informaciones 

facilitadas por el interesado o con su consentimiento” y “facilitadas por el acreedor o por quien 

actúe por su cuenta o interés”. Al ser suprimidas las fuentes se les otorga a los Responsables de  

las bases de datos la incorporación de los datos de información crediticia de una manera 

amplísima, lo que dará lugar a que recaben la información de cualquier fuente pudiendo no ser 

lo suficientemente fiables y proporcionando mayor cantidad de errores o falta de calidad de los 

datos en los términos del art 4 de la LPDP con el consecuente  perjuicios a los titulares de datos.  

La obtención de datos personales de  cualquier fuente implica un grave riesgo a la privacidad 

de las personas como también a los derechos y libertades individuales que deben prevalecer 

frente al interés de los terceros conforme  a la legislación europea Directiva 46/95 del Consejo 

de Europa reemplazada por el nuevo RGPD puesto en vigencia a partir del 25 de mayo de 2018    

en su Art. 6° sobre “Licitud del tratamiento” que exige expresamente que prevalezcan  tales 

valores frente al interés de los terceros. 

En el 2° párrafo del mismo art. observamos con satisfacción que se prohíbe expresamente a las 

empresas prestadoras de servicios de información crediticia el tratamiento de datos de los 

parientes de los titulares. Aunque esta prohibición ya existe en el art. 15 de la ley 25.326 

(Contenido de la información) estableciendo que “en ningún caso el informe podrá revelar datos 

pertenecientes a terceros, aun cuando se vinculen con el interesado”. En el Anteproyecto se 

reitera esta norma en el art. 25 de Derecho de acceso. No obstante las empresas de información 
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crediticias generalmente no cumplen con la mencionada disposición. También agrega el art. en 

el párrafo 3° que no se podrán tratar datos comerciales negativos referidos a la prestación de 

servicios públicos esenciales lo que implica un beneficio para los titulares de datos. Motivo por 

el cual es pertinente y beneficioso que la ley lo disponga expresamente. 

 

Art. 48. Plazo de conservación de la información crediticia. Este artículo del Anteproyecto es  

quizás el más conflictivo de este Capítulo 6, se trata del plazo de conservación de la información 

crediticia  o llamado comúnmente  “derecho al olvido”.  En el artículo que se adjunta al final de 

éste analizamos todas las complicaciones interpretativas que se originaron con el texto del inc. 

4 del art 26 de la LPDP y su decreto reglamentario 1558/01, en cuanto al comienzo del cómputo 

del plazo para determinar los 5 o 2 años de conservación de los datos crediticios. Ello originó 

que actualmente existan tres posturas jurisprudenciales diferentes, una que sostiene que el 

cómputo del plazo debe comenzar a partir del momento en que se produjo la mora, es decir 

desde la exigibilidad de la obligación, otra que mientras dure la mora  o el acreedor continúe 

informando debe continuar  en las bases de datos crediticias y la tercera de la CSJN por la que 

el punto de partida del cómputo debe comenzar al año desde que fue informado en la Central de 

Deudores del Banco Central de la República Argentina (cuando obtuvo la clasificación 5)  es 

decir seis años desde que se produjo la mora. 

Entonces, el artículo 48  del Anteproyecto,  “Plazo de conservación de la información crediticia” 

establece: “Sólo se podrán tratar datos personales que sean significativos para evaluar la 

solvencia económica financiera durante los últimos cinco (5) años a contar desde la última 

información significativa, o desde el vencimiento del plazo original de la operación de crédito 

de que se trate, el que fuere mayor. El plazo se reduce a un (1) año cuando el deudor cancele o 

extinga la obligación, a contar a partir de la fecha precisa en que lo hace, debiendo constar en el 

informe crediticio”. 

 El Anteproyecto proyecto de ley sigue básicamente el criterio del Dec. Reglamentario 1558/01, 

en cuanto a los párrafos que como se ha dicho (artículo adjunto) son inconstitucionales por 

apartarse de la letra de la ley 25.326 reglamentaria del art. 43, 3° Parr. CN. En primer lugar 

dispone que el plazo comenzará a partir de “la última información significativa” o “desde el 

vencimiento del plazo original de la operación de crédito de que se trate” ésta última desde el 

comienzo de la mora o exigibilidad de obligación, aclarando que se tomará el que resulte mayor. 
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En cuanto a la última información significativa, tanto en doctrina como en jurisprudencia se ha 

interpretado que se puede entender como el inicio de la demanda, la sentencia judicial, la 

calificación del acreedor informada a  la Central de Deudores del Sistema Financiero 

administrada por el BCRA, etc., así podríamos enumerar una gran cantidad de hechos. Es decir 

“última información significativa” es un término impreciso que puede significar muchos hechos, 

por lo que consideramos que es una técnica legislativa poco apropiada, pues una ley debe crear 

seguridad jurídica y no imprecisión. La ley debe definir claramente el momento en que comienza 

a computarse el plazo, por ejemplo a partir del comienzo de  la mora de la obligación o bien si 

se pronuncia por la postura más dura podría ser desde que cancela la obligación o bien nunca. 

Pero con esta terminología continuaríamos siempre con la misma incertidumbre que da lugar a 

varias interpretaciones como con la ley actual. Esta irresolución va en desmedro de los titulares 

de los datos financieros y de la sociedad en su conjunto como también en el descrédito de los 

que realizan el tratamiento de estos datos. A propósito de ello acreditada doctrina,  

jurisprudencia y dictámenes de la Procuración del Tesoro de la Nación, y de la Dirección 

Nacional de Protección de Datos Personales han interpretado que cuando el decreto 

reglamentario habla de la “última información adversa archivada que revele que dicha deuda 

era exigible” no puede referirse a otra situación como que no sea,  cuando la deuda se tornó 

exigible, a partir de la mora. Sería satisfactorio que este párrafo se modificara por una solución 

concreta y justa. 

Observamos con beneplácito el último párrafo del artículo que dispone,  para el caso que se haya 

cancelado o extinguido la deuda el plazo para dejar de informar la deuda será de 1 año en lugar 

de 2 como en la ley 25.326. No obstante ello, leyes como la de España por ejemplo,  una vez 

que se cancela o extingue la obligación inmediatamente se deja de informar el dato negativo. Y 

ello tiene coherencia porque cuando una persona cancela su obligación deja de ser deudor 

moroso, no habría otro motivo para tenerlo informado con datos negativos, como que no fuera  

castigarlo  por haberlo sido en algún momento y vaya a saber en base a qué circunstancias. 

 

Continúa con el art. 49. Deber de comunicación. Este artículo reemplazaría al inc. 3 del art. 26 

la ley vigente. Se trata del derecho fundamental de acceso a la información crediticia de las 

personas. En la ley vigente se establece que los responsables o usuarios de bancos de datos, a 

solicitud de los titulares de datos deberán comunicarle las informaciones, evaluaciones y 
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apreciaciones que hayan sido comunicadas durante los últimos seis meses y el nombre y 

domicilio del cesionario en caso que los datos hayan sido obtenidos por cesión. El art. del 

Anteproyecto dispone que para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren 

un sistema de puntuación y/o calificación de acuerdo al comportamiento crediticio de las 

personas, se deberá comunicar detalladamente al titular de los datos cuál es la fórmula, variables, 

el procedimiento y la información que tomó en cuenta o el algoritmo que se utiliza y su 

composición. A diferencia del art. vigente de la ley 25.326 aquí no establece ningún plazo por 

lo que debemos  suponer que el derecho del  titular de los datos no se verá limitado a los últimos 

6 meses. Tampoco especifica la norma si esta comunicación se realizará a pedido de los titulares 

de los datos o de que manera se conducirán los Responsables de datos para efectuar esta 

comunicación. No obstante el titular de los datos siempre tendrá el derecho de ejercer el derecho 

de acceso a la información conforme al art. 26 del Anteproyecto. También se ha suprimido el 

deber del Responsable de comunicar el nombre y domicilio del cesionario en el supuesto de 

tratarse de datos obtenidos por cesión. No obstante en el art. 26 inc. c. de Acceso a la 

información se contempla que los titulares de los datos podrán obtener la información de los 

destinatarios o las categorías de destinatarios a los que se cedieron  o se prevean ceder los datos 

personales. El anteproyecto no se refiere a la gratuidad del acceso a la información por parte de 

los titulares de los datos por lo que veríamos apropiado la inclusión expresa de este derecho. 

El párrafo siguiente del art. 49 es novedoso para nuestra legislación de protección de datos 

personales, ya que se establece la obligación por parte de las entidades crediticias, de comunicar 

a los titulares de los datos la información cuando las obligaciones pasen de cumplimiento normal 

a incumplimiento. Ello, dentro de los 10 días hábiles de producida la nueva clasificación. 

Cuando los datos sean cedidos, el cedente tiene la carga de acreditar el cumplimiento de la 

comunicación indicada. A nuestro criterio, si bien la norma es ventajosa para los titulares de los 

datos ya que en la actualidad generalmente se enteran que han sido informados en banco de 

datos de morosos, en ocasión de pretender realizar alguna operación de crédito y la misma le es 

negada por tal motivo, el plazo de 10 días hábiles es demasiado exiguo para poder aclarar 

cualquier situación compleja que pudiera existir.  

El tercer párrafo del mismo artículo, con buen criterio  dispone que cuando se deniegue al titular 

de los datos la celebración de un contrato, solicitud de trabajo, servicio, crédito comercial o 
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financiero sustentado en un informe crediticio, se le deberá informar tal circunstancia y la 

empresa que proveyó el informe y hacerle entrega de una copia del mismo. 

 

A MODO DE CONCLUSIÓN 

Tal como se ha señalado, al mencionar la propuesta de la modificación de la ley 25.326 de la 

Agencia de Acceso a la Información Pública, y acerca a la caducidad de los datos por el 

transcurso del tiempo, la elaboración del proyecto de ley de protección de datos personales 

parecería haberse  inspirado en el texto del Dec. 1558/01, art. 26,  en relación a regular cual es 

la última información adversa que revele que la deuda era exigible, es decir  en el texto que 

habíamos apuntado como inconstitucional por apartarse de la letra de la ley 25.326 regulatoria 

del art. 43, 3° párr. de la CN  y por lo tanto de la fuente, es decir de la voluntad que tuvieron los 

legisladores al sancionar dicha ley que como ya lo dijimos se basaron en el interés de reinsertar 

a más personas al circuito financiero con fundamento en el abuso que comenten las entidades 

financieras y las empresas de informes crediticios con los deudores del sistema. El Anteproyecto 

aún no es ley, no se ha elevado y ni tratado en el Congreso de la Nación por lo que todavía 

alentamos la esperanza de que no se pierda esta oportunidad para legislar el tema con la claridad,  

exactitud y justicia  que la sociedad se merece  y teniendo en cuenta que se trata de una ley de 

protección de datos personales y no de protección de los empresarios que realizan tratamiento 

de datos personales. También es justo contemplar las crisis económicas a las que tenemos 

periódicamente en el país donde los deudores caen en incumplimiento de sus obligaciones 

involuntariamente, lejos de ser o convertirse en deudores morosos consuetudinarios.  

No obstante celebramos las mejoras como la obligación que se establece a las entidades 

crediticias de notificar el cambio de clasificación al titular de los datos aunque el plazo sea muy 

exiguo; la información al afectado cuando se le deniega la celebración de algún contrato a causa 

del informe crediticio.  

Adicionalmente,  podemos observar que esta regulación tiene grandes diferencias con la ley 

española, que fue en su momento el modelo de regulación de la ley de protección de datos 

personales. 
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PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES   FINANCIEROS EN EL MARCO DE LA 

PROPUESTA DE REFORMA DE LA LEY 25.326 

INTRODUCCIÓN 

La Dirección Nacional de Protección de Datos Personales ha impulsado una reforma de la ley 

25.326 de Protección de los Datos Personales. Con tal fin ha elaborado una propuesta con los 

temas que deberían ser modificados o agregados en consonancia con la nueva regulación 

europea, Reglamento UE, 679/20161, la que entrará en vigor en 2018. Consideramos muy 

acertada la propuesta señalada, en relación a la reforma del art. 26 de la LPDP, acerca del 

cómputo de los plazos de caducidad de los datos negativos, pues desde que se sancionó la ley, 

este es un tema que ha obtenido distintas posturas tanto doctrinarias como jurisprudenciales, 

pero se le debe a la sociedad una solución definitiva que otorgue certidumbre a los distintos 

actores de ésta, es decir: afectados, responsables de ficheros, profesionales, magistrados de los 

tribunales judiciales, etc. Igualmente opinamos en relación a las distintas notificaciones a los 

titulares de los datos referidas en la propuesta indicada. Por ello hemos de permitirnos realizar 

un análisis del origen de la  norma en cuestión y su trayectoria para llegar a una opinión acerca 

de la hipotética reforma del artículo 26 de la ley 25.326 con respecto a los puntos señalados. 

LA PROPUESTA DE LA DNPDP EN RELACIÓN A  LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE 

LOS SERVICIOS DE INFORMACIÓN CREDITICIA.  ART. 26 DE LA LPDP 

“En tal sentido, se propone la determinación del momento a partir del cual deben contarse los plazos en 

que está permitido archivar, registrar o ceder datos personales significativos para evaluar la solvencia 

económico-financiera de los afectados. Asimismo, se entiende aconsejable regular aquellos casos de 

información significativa que renueva el plazo de información de una deuda en mora. Finalmente, se 
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propone que el acreedor, antes de ceder información de incumplimientos patrimoniales a los bancos de 

datos que prestan servicios de información crediticia, deberá notificar previamente al deudor, con lo que 

se le está dando a éste la oportunidad de cancelar y/o controlar la exactitud de la información que se va 

a ceder a terceros; y se propicia establecer la obligación de informar cuando se utiliza un informe de 

riesgo crediticio para denegar la celebración de un contrato, solicitud de trabajo, servicio, crédito 

comercial, bancario o financiero, por cuanto se ha detectado que en la práctica muchas personas se 

enteran luego y de manera indirecta, los motivos por los cuales se les ha negado un crédito o un producto 

financiero; a lo que se suma que a veces se les niega también la entrega del informe y deben investigar 

por sus propios medios cuál es la empresa que los ha informado, afectando así sus derechos 

constitucionales.”2 

 

ANTECEDENTES 

Nuestra legislación referente a la protección de datos personales encuentra sus raíces en la 

normativa de la Unión Europea. Efectivamente las leyes protectorias en la materia, en los 

Estados de la Unión deben respetar las disposiciones de la Directiva 46/953 del Consejo de 

Europa y el Parlamento Europeo de 24 de noviembre de 1995. Esta Directiva no establece 

normas específicas para la recolección y tratamiento de este tipo de información, pero los 

Estados partes han considerado que se encuentra legitimado en el artículo 7° de “Principios 

relativos a la Legitimación” en su inc. f) es decir cuando “… es necesario para la satisfacción 

del interés legítimo perseguido por el responsable del tratamiento o por terceros a quién se le 

comuniquen los datos, siempre que no prevalezca el interés o los derechos y libertades 

fundamentales del interesado.” 

En el Nuevo Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril 

de 2016, que comenzará a regir a partir  de mayo del año 2018, esta misma norma se encuentra 

en el artículo 6° de “Licitud del tratamiento” en su inc. f).  

Podemos decir que nuestra ley 25.3264 es una adaptación a nuestro país de la LORTAD (Ley 

Orgánica de Tratamiento Automatizados de Datos de Carácter Personal) española, la que fue 

reemplazada por la Ley Orgánica 15/19995 de carácter Personal de 13 de diciembre de 1999.  

Esta ley en su art. 29  establece las directivas que ha de regir la “Prestación de servicios de 

información crediticia sobre solvencia patrimonial y crédito”. Los inc. 1 y 2 del art. señalado 

dispone que tipo de datos podrán ser objeto de tratamiento. 1. Los datos  de carácter personal 
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sobre  solvencia patrimonial y el crédito. 2. Los datos de carácter personal de cumplimiento o 

incumplimiento de obligaciones dinerarias. Con referencia  a las notificaciones al titular de los 

datos, en su inc. 2. dispone que “…se notificará a los interesados respecto de los que hayan 

registrado datos de carácter personal en ficheros, en el plazo de treinta días desde dicho registro, 

una referencia de los que hubiesen sido incluidos y se les informará de su derecho a recabar 

información de la totalidad de ellos, en los términos establecidos por la presente Ley.” En el inc. 

4. del mismo art. establece que “Sólo se podrán registrar y ceder los datos de carácter personal 

que sean determinantes para enjuiciar la solvencia económica de los interesados y que no se 

refieran, cuando sean adversos, a más de seis años, siempre que respondan con veracidad a la 

situación actual de aquéllos.” Es decir, se notificará a los interesados en el plazo de 30 días 

desde la registración de los datos en ficheros morosos de aquellos que han sido incluidos. Los 

datos deberán ser determinantes para enjuiciar la solvencia económica de los interesados. Y 

cuando los datos sean adversos no podrán ser anteriores a 6 años. 

Pero a través del Reglamento de Desarrollo de la Ley el Real Decreto 1720/20076, art. 38 y 

siguientes se establecieron otros requisitos de procedencia para la inclusión de los datos de 

carácter personal en los ficheros de morosos concordantes con las disposiciones de la LOPD. 

Así el mencionado art. 38 del RLRD de “Requisitos para la inclusión de datos” dispone 1. Que 

los datos de carácter personal deberán ser determinantes para enjuiciar la solvencia económica 

del afectado, y que además deberán concurrir los siguientes requisitos: a) existencia previa de 

una deuda cierta, vencida, exigible, que haya resultado impagada; b) que no hayan trascurrido 

seis años desde la fecha en que hubo procederse al pago de la deuda o del vencimiento de la 

obligación o del plazo concreto si aquella fuera de vencimiento periódico. Es decir, desde que 

se produce la mora. c) Debe existir requerimiento previo de pago a quien corresponda el 

cumplimiento de la obligación. Además, el acreedor o quien actúe por su cuenta o interés quedan 

obligados a conservar documentación que acredite el cumplimiento de estos requisitos. 

También, el responsable del fichero común, (ej. Agencias de informes crediticios) deberá 

notificar a los interesados la inclusión en su fichero dentro del plazo de 30 días desde dicho 

registro (art. 40 LOPD). 
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Antes del dictado del mencionado Real Decreto de 2007, estos requisitos se habían dispuesto a 

través de la Instrucción 1/1995 de la Agencia Española de Protección de Datos Personales  bajo 

el título Calidad de los Datos. 

De la normativa española podemos observar que determina con precisión el momento en que ha 

de computarse el plazo de 6 años para la comunicación de los datos adversos o negativos: desde 

la registración de los mismos. Estos requisitos de notificaciones tanto del acreedor como del 

responsable del fichero común español fueron otorgados a los afectados como compensación 

por la excepción de  exigibilidad de prestación del consentimiento.  

 

La prestación de servicios de información crediticia en la ley 25.326. 

Requisitos para la inclusión en los ficheros de morosos. 

Ahora bien, recordemos que el proyecto de ley de protección de datos personales en Argentina 

ingresó al Congreso de la Nación en el año 1998. Este proyecto, en el art. 26, al final del inc. 2° 

contenía un párrafo que no fue incluido en la ley 25.326 finalmente sancionada. El párrafo 

aludido exigía requisitos para la inclusión de los datos negativos en las bases de datos de 

morosos en los siguientes términos: “Los datos relacionados con el incumplimiento de 

obligaciones dinerarias sólo podrán tratarse si concurren los siguientes recaudos: a) Existencia 

previa de una deuda cierta, vencida y exigible, que haya resultado impaga; b) Requerimiento 

previo de pago a su deudor o a quien corresponda el cumplimiento de la obligación”.7 Pero 

finalmente el art. 26 de nuestra LPDP sobre “Prestación de servicios de información crediticia” 

quedó sancionado sin la exigencia de estos requisitos siendo su texto vigente el siguiente:  

ARTICULO 26. — (Prestación de servicios de información crediticia). 

1. En la prestación de servicios de información crediticia sólo pueden tratarse datos personales de 

carácter patrimonial relativos a la solvencia económica y al crédito, obtenidos de fuentes accesibles 

al público o procedentes de informaciones facilitadas por el interesado o con su consentimiento. 

2. Pueden tratarse igualmente datos personales relativos al cumplimiento o incumplimiento de 

obligaciones de contenido patrimonial, facilitados por el acreedor o por quien actúe por su cuenta o 

interés. 

3. A solicitud del titular de los datos, el responsable o usuario del banco de datos, le comunicará las 

informaciones, evaluaciones y apreciaciones que sobre el mismo hayan sido comunicadas durante 
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los últimos seis meses y el nombre y domicilio del cesionario en el supuesto de tratarse de datos 

obtenidos por cesión. 

4. Sólo se podrán archivar, registrar o ceder los datos personales que sean significativos para evaluar 

la solvencia económico-financiera de los afectados durante los últimos cinco años. Dicho plazo se 

reducirá a dos años cuando el deudor cancele o de otro modo extinga la obligación, debiéndose hace 

constar dicho hecho. 

5. La prestación de servicios de información crediticia no requerirá el previo consentimiento del 

titular de los datos a los efectos de su cesión, ni la ulterior comunicación de ésta, cuando estén 

relacionados con el giro de las actividades comerciales o crediticias de los cesionarios. 

 

Pero la ley no sólo no exige los requisitos mencionados sino que al contrario establece que el interesado 

podrá saber las evaluaciones o apreciaciones que sobre el mismo se hayan comunicado durante los 

últimos seis meses a su solicitud, es decir que es el interesado quien debe requerirlo del responsable del 

archivo, estableciendo además que no se requerirá el consentimiento del afectado ni la ulterior 

comunicación por parte de las empresas de informes crediticios. 

La falta de los requerimientos señalados en la práctica no ha resultado muy feliz, pues  ha 

contribuido al perjuicio de los afectados que como sabemos, en muchas ocasiones se enteran al 

momento de intentar realizar una operación de crédito y la misma les es rechazada por figurar 

en las bases de datos personales con datos negativos en el cumplimiento de sus obligaciones, 

cuando en muchas oportunidades se trata de mala calidad de los datos (por ej. homonimia) o 

incluso cuando hayan podido ser deudores, con la intimación de pago podrían haber 

regularizado la situación o aclarado los conflictos. Todo ello ha llevado a una mayor litigiosidad 

y a una falta de seguridad y seriedad en los informes crediticios, los que deberían ser elementos 

importantes para evaluaciones de crédito responsables,   han implicado un escollo para toda la 

sociedad. 

También podemos mencionar en relación a los requisitos mencionados, el proyecto de reforma 

del art. 26 de la ley 25.326 elaborado por el ex Senador Nacional Carlos Alberto Rossi de 

setiembre de 2005, inspirado en el fallo de la CSJN “Martínez”8 y otras injusticias, donde 

proponía que se incluyera la siguiente disposición en el inc. 3°  “En todos los casos, los datos 

relacionados con el incumplimiento de obligaciones dinerarias sólo pueden tratarse si concurren 

los siguientes recaudos: a) Existencia previa de una deuda cierta, vencida y exigible, que haya 

sido impaga; b) Requerimiento previo y fehaciente de pago a su deudor o a quien corresponda 
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el cumplimiento de la obligación, y c) En tanto no exista un principio de prueba documental que 

aparentemente contradiga alguno de los requisitos anteriores.” Y el inc. 4 proponía: “El 

responsable o usuario del banco de datos deberá comunicar fehacientemente al titular de los 

datos, las informaciones, evaluaciones y apreciaciones que fueran a registrarse o asentarse, y su 

derecho a recabar, rectificar, ampliar o suprimir la información concerniente según los términos 

de la ley. Pasados diez días desde la notificación, la omisión de respuesta, facultará el asiento 

de los datos, sin perjuicio del derecho del titular a rectificación, actualización o supresión 

posterior. El incumplimiento de las previsiones contenidas en los incisos 3 y 4, dará lugar a las 

sanciones administrativas previstas en el artículo 31, a más de las acciones judiciales que 

pudieren corresponder.”9 Lamentablemente este proyecto de reforma no prosperó. 

 

Cómputo del tiempo de permanencia. 

En cuanto al plazo de caducidad de los datos por el transcurso del tiempo, el art. 26 de la LPDP 

que venimos analizando en su inc. 4. establece que sólo se podrán archivar, registrar o ceder los 

datos personales que sean significativos para evaluar la solvencia económico  financiera de los 

afectados durante los últimos 5 años y que dicho plazo se reducirá a 2 años cuando el deudor 

cancele o extinga la obligación. La norma   no establece a partir del momento que se deberá 

realizar el cómputo de los 5 o de los 2 años. Lo que parecería no acarrear ninguna duda es que 

en cuanto a los 5 años, la ley no exige que la obligación haya sido cancelada o extinguida, pues 

aclara que será de 2 años cuando precisamente se haya cancelado o extinguido la obligación. Y 

así fue, los legisladores en los debates parlamentarios se plantearon reiteradamente la voluntad 

de favorecer a aquellas personas que hubieran cumplido con sus obligaciones dinerarias.10   

Con el dictado del Decreto Reglamentario 1558/2001 se intentó regular a partir de qué  momento 

comenzaría el cómputo del plazo de 5 y 2 años, pero su complicada redacción no ha logrado 

otra cosa que, tanto doctrina como jurisprudencia, hayan realizado diversas interpretaciones no 

habiéndose zanjado todavía esta problemática hermenéutica. Así el art. 26 del dec. en cuestión, 

en la parte pertinente al cómputo del plazo textualmente dice:  

“…Para apreciar la solvencia económico-financiera de una persona, conforme lo establecido en el 

artículo 26, inciso 4, de la Ley Nº 25.326, se tendrá en cuenta toda la información disponible desde 
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el nacimiento de cada obligación hasta su extinción. En el cómputo de CINCO (5) años, éstos se 

contarán a partir de la fecha de la última información adversa archivada que revele que dicha deuda 

era exigible. Si el deudor acredita que la última información disponible coincide con la extinción de 

la deuda, el plazo se reducirá a DOS (2) años. Para los datos de cumplimiento sin mora no operará 

plazo alguno para la eliminación. 

A los efectos del cálculo del plazo de DOS (2) años para conservación de los datos cuando el deudor 

hubiere cancelado o extinguido la obligación, se tendrá en cuenta la fecha precisa en que se extingue 

la deuda.” 

Como vemos la norma en el caso del plazo de 5 años está disponiendo que se cuente “a partir 

de la última información adversa archivada que revele que dicha deuda era exigible”. Esta 

disposición ha excedido el texto de la ley, pues ésta no se  refiere a la exigibilidad o no de la 

deuda. En tal sentido Peyrano ha expresado: “En el punto, la reglamentación aprobada por dec. 

1558 del 2001 ha introducido disposiciones que inciden sobre la interpretación efectuada y 

modifican los alcances de la misma”11 Así ha generado varios interrogativos, primero que se 

debe considerar por “última información adversa archivada que revele que dicha deuda era 

exigible”, se ha dicho que se puede considerar la interposición de la demanda, una nueva 

calificación por el acreedor ante la Central de Deudores del Banco Central de la República 

Argentina; la cesión de la deuda por parte del acreedor, etc., etc. Y en relación a partir de cuándo 

se debe realizar el cómputo también ha generado variadas interpretaciones tanto doctrinarias 

como jurisprudenciales.  

También el cómputo del plazo de los 2 años tiene su propia problemática, pues del texto de la 

norma surge que comenzará a partir de la cancelación de la deuda. Ello podría ocasionar 

desventajas en el deudor que quiera ejercer el derecho de cumplir con su obligación de pago, 

pues como ejemplo típico podríamos citar un deudor que paga a los 4 años desde que se produjo 

la mora, si contamos 2 años a partir de ese momento no se produciría la caducidad hasta los 6 

años, mientras que si no cumple con la obligación de cancelar o extinguir la obligación a los 5 

años, depende de cada interpretación, la caducidad podría producirse a  los 5 años.  

Por ello consideramos que puede plantearse la inconstitucionalidad del  párrafo del dec. 

1558/2001 referido al cómputo del plazo de caducidad por apartarse de las prescripciones de la 

ley 25.326, reglamentaria del art. 43, párr. 3°, de la Constitución nacional.12  

Otros antecedentes relevantes que merecen ser citados en relación al tema que nos ocupa los 

podemos encontrar: 1) en la Opinión de la Procuración del Tesoro de la Nación. Ante la 

importancia del tema y las controvertidas opiniones se ha expedido la Procuración del Tesoro 
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de la Nación en un caso concreto que se sometió a su decisión. En Dictamen PTN 388 del 

20/11/200613, opinó en lo sustancial que las disposiciones legales que venimos analizando no 

requieren, “en modo alguno, la previa indagación acerca de la exigibilidad de la deuda de que 

se trate.” Opina que “a los efectos de establecer si un dato debe ser informado por una entidad 

bancaria a la Central de Deudores del Sistema Financiero, administrada por el BCRA, sólo 

corresponde atender a la fecha en que la deuda se tornó exigible y, a partir de allí, computar los 

cinco o dos años que establece el artículo 26, inciso 4°, de la Ley 25.326, según corresponda.” 

Considera que la norma del art. 26 inc 4 no se ve modificada por el texto del decreto 1558/01 “-

ni podría serlo en razón de su menor rango normativo-”, pues, expresa que de la interpretación 

armónica de ambas disposiciones, cabe afirmar que cuando el decreto 1558/01 indica qué 

información deberá tenerse en cuenta, es “(toda la información disponible desde el nacimiento 

de la obligación hasta su extinción) por el plazo de cinco años, y que dicho plazo debe 

computarse (a partir de la fecha de la última información adversa archivada que revele que dicha 

deuda era exigible) desde que la obligación se tornó exigible.”  

2) Posteriormente se expide la DNPDP en Dictamen 150/200714, cuyas conclusiones son: “a) Si 

se trata de obligaciones con vencimiento único o en cuotas, el plazo del denominado derecho al 

olvido comienza a correr a partir de la fecha en la que la deuda se tornó exigible, es decir, con 

prescindencia de la prescripción. b) En los casos de obligaciones con vencimiento único la mora 

se configura en el momento estipulado para el cumplimiento del total de la obligación y la 

información susceptible de ser incluida en la central de deudores sería la relacionada con el total 

de lo adeudado. c) En los casos de obligaciones en cuotas, la mora y, consecuentemente, el inicio 

del plazo del derecho al olvido se produce con el vencimiento de la primera cuota impaga y se 

interrumpe y reinicia con cada nuevo vencimiento en tanto el banco acreedor no haga uso de la 

facultad de dar por decaídos todos los plazos y exigir el pago de la totalidad de la deuda. Dentro 

de ese plazo y en virtud del principio de integridad del pago, se puede informar la totalidad de 

la deuda existente desde el inicio de la obligación.” 

Tales dictámenes no son vinculantes para los tribunales de justicia por lo que parte de la 

jurisprudencia, quizás mayoritaria, adoptó la postura de considerar  el cómputo del plazo 

conforme a los parámetros señalados por los dictámenes,  mientras que la otra postura 

jurisprudencial fue considerar que el cómputo debe comenzar desde el momento que el acreedor 

deja de informar la deuda, es decir que esto sería la última información adversa que revele que 
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la deuda era exigible. Esta postura dio lugar a que los acreedores financieros renovaran la misma 

información periódicamente de manera tal que el plazo del cómputo de los 5 años no pudiera 

comenzar transformando las prescripciones de la ley en “ilusorias”.  

3) En el fallo “Nápoli”15 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del 08/11/2008, el Alto 

Tribunal ha expresado  que el párrafo del art. 26 del decreto 1558/01 donde dispone “…a partir 

de la fecha de la última información adversa que revele que dicha deuda era exigible”, adolece 

de “imprecisión y poca claridad” acerca del momento en que comienza a correr el plazo de los 

cinco años, motivo por el cual ello “debe subsanarse mediante una interpretación que, sin excluir 

su literalidad, se ajuste estrictamente a la voluntad del legislador que dictó la ley 25.326. 

También se refiere a que dicho párrafo no ha sido impugnado por inconstitucional. Esta 

referencia formulada por la Corte en cuanto a que “-cuya constitucionalidad no ha sido 

impugnada-” podríamos interpretarla como una apertura a ejercer este derecho tendiente a lograr 

que definitivamente se obtenga la declaración de inconstitucionalidad de la parte cuestionada 

estableciéndose con mayor certeza el momento desde el cual debe computarse el plazo de cinco 

o dos años para que opere la caducidad, el que en nuestra opinión debería ser desde que la deuda 

se hizo exigible, es decir cuando comenzó la mora del deudor. Agrega el Alto Tribunal que: “Ha 

de evitarse, entonces, toda inteligencia que en los hechos implique una postergación sine die, o 

una excesiva tardanza en el inicio del cómputo del plazo que se examina, puesto que ello se 

opone al declarado propósito de lograr una reinserción del afectado en el circuito comercial o 

financiero. En este sentido, cuando el artículo 26 del decreto 1558/01 fija como hito, "la fecha 

de la última información adversa archivada que revele que dicha deuda era exigible", esta 

expresión debe ser entendida como el último dato -en su sentido cronológico- que ha ingresado 

al archivo, registro o base de datos, en la medida en que, como reza el artículo 26 de la ley 

25.326, se trate de datos "significativos" para evaluar la solvencia económica-financiera de los 

afectados". En este orden de ideas, se adelanta que, no podrá considerarse como última 

información archivada, la asentada en un registro por el sólo hecho de ser la constancia final de 

una serie o sucesión de datos, si -como ha ocurrido en el sub examine- se trata de una mera 

repetición de la misma información que, sin novedad o aditamento alguno, ha sido archivada 

durante los meses o años anteriores.” 

En relación al punto de partida del plazo, en este caso, la CSJN ha considerado que la última 

información adversa que revele que la deuda era exigible es la calificación 5 (irrecuperable) de 
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la Clasificación de Deudores del Sistema Financiero que emite el BCRA.16 Ésta establece que 

corresponde adjudicar dicha calificación cuando el tiempo de la mora en una obligación es 

mayor a un año. Es decir que el cómputo de los 5 años debe comenzar a partir del año que se 

informó la deuda,  ello sumaría 6 años desde que la deuda se hizo exigible. 

 

 

DERECHO COMPARADO 

Consideramos relevante mencionar las legislaciones  en relación a la regulación de los plazos 

de caducidad en algunos de los países de Iberoamérica, además de la ya analizada legislación 

española: 

 

Uruguay 

La ley 17.838 del 2004 de Protección de Datos Personales para ser Utilizados en Informes 

Comerciales y Acción de Hábeas Data, en relación a los plazos y el cómputo establece en su art. 

9° lo siguiente: “Los datos personales relativos a obligaciones de carácter comercial sólo podrán 

estar registrados por un plazo de cinco años contados desde su incorporación. En caso que al 

vencimiento de dicho plazo la obligación permanezca incumplida, el acreedor podrá solicitar al 

titular de la base de datos, por única vez, su nuevo registro por otros cinco años.  Este nuevo 

registro deberá ser solicitado en el plazo de treinta días anteriores al vencimiento original. Las 

obligaciones canceladas o extinguidas por cualquier medio, permanecerán registradas, con 

expresa mención de este hecho, por un plazo máximo de cinco años, no renovable, a contar de 

la fecha de la cancelación o extinción.”17 

 

Chile 

La ley 19.628 del 1999, Sobre Protección de la  Vida Privada.  Protección de Datos de Carácter 

Personal chilena, lo regula en su “Artículo 18.- En ningún caso pueden comunicarse  los datos 

a que se refiere el artículo anterior,  que se relacionen con una persona identificada o  

identificable, luego de transcurridos cinco años desde que la respectiva obligación se hizo 

exigible. Tampoco se podrá continuar comunicando los datos relativos a dicha obligación 

después de haber sido pagada o haberse extinguido por otro modo legal. Con todo, se 
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comunicará a los tribunales de Justicia la información que requieran con motivo de juicios 

pendientes.18 

 

Perú. 

Ley 27.489 de 2001/2002 de Regulación de las Centrales Privadas de Información de Riesgos 

y Protección al Titular de la Información en su art. 10° (Información excluida) establece: Las 

CEPIRS (Centrales privadas de información de riesgos) no podrán contener en sus bases de 

datos ni difundir en sus reportes de créditos la siguiente información:    a) Información 

sensible;      b) Información que viole el secreto bancario o la reserva tributaria;      c) 

Información ilegal, inexacta o errónea;      d) Información referida al incumplimiento de 

obligaciones de naturaleza civil, comercial o tributaria, cuando (i) la obligación se haya 

extinguido y hayan transcurrido 2 (dos) años desde su extinción; o (ii) 5 (cinco) años desde el 

vencimiento de la obligación. Estos plazos no rigen si el titular ejerce el derecho de cancelación 

de acuerdo a lo establecido en el inciso b) del artículo 13 de la presente Ley.      El caso de los 

protestos se regirá por la Ley de Títulos Valores.      e) Información referida a sanciones 

exigibles de naturaleza tributaria, administrativa u otras análogas de contenido económico, 

cuando (i) hayan transcurrido 2 (dos) años desde que se ejecutó la sanción impuesta al infractor 

o se extinguió por cualquier otro medio legal, y (ii) 5 (cinco) años desde que se impuso la 

sanción.      f) Informaciones referidas al incumplimiento de otras obligaciones que no sean 

comerciales, civiles, tributarias, laborales o de seguros. Excepcionalmente, las CEPIRS sólo 

podrán contener en su banco de datos obligaciones referidas a servicios públicos cuando se haya 

dejado de pagar dichos servicios por el titular de la información durante 6 (seis) meses 

continuos.      g) Información referida a la insolvencia o quiebra del titular de la información, 

cuando hayan transcurrido 2 (dos) años desde que se levantó el estado de insolvencia o 5 (cinco) 

años desde que se declaró la quiebra; o,      h) Cualquier otra información excluida por ley."19 

 

México 

Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares del 2010 en su 

art. 11 dispone: “El responsable procurará que los datos personales contenidos en las bases de 

datos sean pertinentes, correctos y actualizados para los fines para los cuales fueron recabados. 

Cuando los datos de carácter personal hayan dejado de ser necesarios para el cumplimiento de 
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las finalidades previstas por el aviso de privacidad y las disposiciones legales aplicables, 

deberán ser cancelados. El responsable de la base de datos estará obligado a eliminar la 

información relativa al incumplimiento de obligaciones contractuales, una vez que transcurra 

un plazo de setenta y dos meses, contado a partir de la fecha calendario en que se presente el 

mencionado incumplimiento.”20 

 

Colombia 

Ley Estatutaria 1266 del 2008 regula en su art. 13 de “Permanencia de la Información.  <Artículo 

condicionalmente exequible> La información de carácter positivo permanecerá de manera 

indefinida en los bancos de datos de los operadores de información. Los datos cuyo contenido 

haga referencia al tiempo de mora, tipo de cobro, estado de la cartera, y en general, aquellos 

datos referentes a una situación de incumplimiento de obligaciones, se regirán por un término 

máximo de permanencia, vencido el cual deberá ser retirada de los bancos de datos por el 

operador, de forma que los usuarios no puedan acceder o consultar dicha información. El 

término de permanencia de esta información será de cuatro (4) años contados a partir de la fecha 

en que sean pagadas las cuotas vencidas o sea pagada la obligación vencida.21 

 

A MODO DE CONCLUSIÓN 

Con el objetivo de abordar una postura en relación al cómputo del plazo de caducidad de los 

datos en el ámbito financiero he de referirme en primer lugar a lo señalado en la propuesta de la 

Dirección Nacional de Protección de Datos Personales, en cuanto propone “…se entiende 

aconsejable regular aquellos casos de información significativa que renueva el plazo de 

información de una deuda en mora.” Parecería estar conduciendo a determinar cuál es la última 

información adversa que revele que la deuda era exigible del art. 26 del dec. 1558/2001. Tal 

como lo hemos analizado, esta norma adolece de claridad, precisiones y presunta 

inconstitucionalidad, motivo por el cual estimamos pertinente apartarnos de la misma. Por lo 

tanto sería adecuado volver a las fuentes, es decir, tener en cuenta la voluntad  de los legisladores 

al sancionar la ley y recordemos que de los debates parlamentarios surge que el interés de éstos 

era reinsertar a más personas al circuito financiero  disponiéndose 5 años para quienes no 

hubieran cumplido con la obligación y beneficiar con 2 años de permanencia a los que 
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cancelaran o extinguieran la obligación, ello con fundamento en el abuso que cometían las 

entidades financieras y las empresas de informes crediticios con los afectados. Por ello 

consideramos que el art. 26 debería reformarse estableciendo concretamente el plazo de 5 años 

cuando no se haya cumplido con la obligación y 2 años cuando el deudor cancele o extinga de 

otro modo la obligación  a partir de la registración de la deuda (o desde que la deuda se hizo 

exigible o a partir de la mora de la misma)   

En cuanto a los requisitos estimamos conveniente volver al proyecto originario del art. 26 

tratado en el Congreso Nacional y al proyecto del ex senador Carlos Rossi, antes señalados es 

decir que los datos relacionados con el incumplimiento de las obligaciones dinerarias sólo 

podrán tratarse si concurren los siguientes recaudos: a) Existencia previa de una deuda cierta, 

vencida y exigible, que haya resultado impaga; b) Requerimiento previo de pago a su deudor o 

a quien corresponda el cumplimiento de la obligación, haciéndole saber que ante el 

incumplimiento será informado a las bases de datos de deudores. Asimismo exigir que las 

empresas de informes crediticios notifiquen de inmediato al deudor incluido en sus bases de 

datos. De esta manera se lograría un texto completo, definitivo y que no produzca 

incertidumbres interpretativas como en la actualidad y a la vez seguridad y seriedad en los 

informes comerciales. Es decir, necesitamos una norma clara, precisa y robusta para toda la 

sociedad en relación al tratamiento de datos personales financieros. 

 

 
*Abogada (UBA).  Especialista Universitario de Protección de Datos Personales y Privacidad. Facultad 

de derecho. Universidad de Murcia. España. 

 

1 http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A32016R0679 (20/10/2016) 
2 https://www.justicia2020.gob.ar/foro/topic/propuestas-para-una-reforma-a-la-ley-de-proteccion-de-datos-
personales/ (20/10/2016) 
3 http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=CELEX:31995L0046:es:HTML  (20/10/2016) 
4 http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/60000-64999/64790/texact.htm (20/10/2016) 
5 https://www. 
http://www.senado.gov.ar/web/proyectos/verExpe.php?&origen=S&numexp=604/07&tipo=PL&tConsulta=1bo
e.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1999-23750 (20/10/2016) 
6 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2008-979 (20/10/2016) 
7 Uicich, Rodolfo Daniel. Hábeas Data Ley 25.326. comentada y anotada. Ed. AD-HOC 2001. P. 124 
8 CSJN. “Martínez, Matilde Susana c/Organización Veraz s/sumario” 05/04/2005. Fallos:797 (2005) 
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9 Proyecto de ley modificando el art. 26 de la ley 25.326, (Hábeas Data), respecto de la prestación de servicios 
de información crediticia,  exped. 2292 del 8/9/2005, reproducido por exped. 604 del 29/3/2007. 
http://www.senado.gov.ar/web/proyectos/verExpe.php?&origen=S&numexp=604/07&tipo=PL&tConsulta=1  
(25/10/2016) 
10 Honorable Senado de la Nación, 22° Sesión Ordinaria, 4/10/2000. http://www.senado.gov.ar 
11 Peyrano, Guillermo F. Régimen Legal de los Datos Personales y Hábeas Data, LexisNexis – Depalma, 2002. 
P243 
12 Martínez, Matilde Susana. Hábeas Data Financiero. Ediciones de la República. Diciembre 2009. P. 328 
13 Dictamen PTN 388/2006, del 20/11/2006, exped. 144.241/04, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
(Dictámenes 259:197)  
14 25/9/2007. http://www.protecciondedatos.com.ar/DNPDP-150-2007.pdf (21/10/2016) 
15 Nápoli Carlos Alberto c/ Citibank N.A. CSJN. N. 112. XLII.  MJ-JU-M-69558-AR | MJJ69558 
16 Texto ordenado. http://www.bcra.gob.ar 
17 https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp2478740.htm (19/10/2016) 

18 http://www.oas.org/juridico/spanish/cyb_chi_ley_19628.pdf  (19/10/2016) 

19http://spij.minjus.gob.pe/clp/contenidos.dll/decleyes/coleccion00000.htm/a%C3%B1o25789.htm/mes25946.
htm/dia25988.htm/sector25989.htm/sumilla25990.htm?f=templates$fn=document-
frame.htm$3.0#JD_m41799  (19/10/2016) 

20 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPDPPP.pdf (19/10/2016) 
21 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1266_2008.html (19/10/2016) 
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Propuesta al Proyecto de Ley de Protección de Datos Personales 

 

 

 

Autora de la Propuesta:  

Maluf Martínez Melina.  

Vicerrectora de la Universidad Católica de Cuyo, San Luis y Profesora titular de 

Derecho Internacional Privado, carrera de Abogacía de la citada Universidad. 

 

Sin perjuicio de los anteriores intentos de modificación y actualización de la actual Ley 

de Protección de Datos Personales Ley 25.326/2000, celebro la decisión política de 

plantear una nueva legislación en la materia, especialmente porque la ley vigente data 

de hace más de veinte (20) años, tiempo durante el cual se han producido adelantos 

científicos y tecnológicos relacionados con el manejo de la información que han 

provocado que dicha ley haya quedado en muchos aspectos obsoleta y desprovista de su 

función protectoria en los actuales entornos digitales. 

 

En relación con el Proyecto de Ley de Protección de Datos Personales abierto a consulta 

pública, presento las siguientes propuestas a considerar: 

 

I. Art. 12 del Proyecto:  

 

a) El requisito del consentimiento 

Al referirse a las bases legales para el tratamiento de datos, el art. 12 dispone que 

el tratamiento de datos personales sólo podrá realizarse “si se cumple al menos UNA (1) 

de las siguientes condiciones”, enumerando a continuación cada una de ellas entra las 

que figura como primer inciso o apartado a) la necesidad que el titular de los datos 

otorgue su consentimiento para uno o varios fines específicos. 

Entiendo que el requisito del consentimiento debe ser exigible en toda clase de 

tratamiento de datos personales y en todos los casos donde el mismo se lleve a cabo, 

con excepción de aquellos que se funden en razones de interés público, salud pública, 

etc., no pudiendo ser éste un requisito que tenga carácter “alternativo” en relación al 

resto de los requisitos, especialmente el incluido como inciso o apartado f) del citado 

artículo. 

Ante ello se propone que el requisito del consentimiento quede definido como 

requisito de carácter esencial que debe estar presente (con carácter previo e informado) 

en todos los casos de tratamiento de datos personales de la persona, salvo las 

excepciones de ley fundadas en el interés y en el orden público. 

 

II. Art. 13 del Proyecto:  
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a) Consentimiento y medios de expresión 

En relación con el precepto citado y, de acuerdo a lo expuesto respecto del art. 

12, propongo la reformulación de su redacción cuando señala lo siguiente: “Cuando la 

base legal para el tratamiento de datos sea el consentimiento del Titular…”. Siempre la 

base legal del tratamiento de los datos personales del sujeto debe ser su consentimiento, 

salvo los casos de excepción. 

Deberían agregarse también los medios de prestación del consentimiento 

remarcando la importancia de contar con medios expresos que sean claros, sencillos y 

de fácil lectura y comprensión por todas las personas, especialmente por las más 

vulnerables (niñas, niños y adolescentes, adultos mayores, discapacitados, no 

alfabetizados, etc.).   

 

III. Art. 18 del Proyecto:  

 

a) Terminología utilizada  

En primer lugar, cabe advertir que la norma en su texto distingue entre “menor” 

y “adolescente” como si fueran dos categorías diferentes. Dicha terminología es 

incorrecta dado que todos los adolescentes son menores de edad, no son categorías 

distintas. Además, genera confusión con respecto al título del artículo donde se consigna 

“Tratamiento de datos de niñas, niños y adolescentes”, sin mencionar el término 

“menor”.  

Dentro de los menores de edad, el Código Civil y Comercial de la Nación (en 

adelante el CCyC), diferencia dos categorías, la de “niño” (hasta los 13 años de edad) y 

la de “adolescente” (desde los 13 años hasta que alcanza la mayoría de edad a los 18 

años1). 

En tal sentido en su art. 25 CCyC establece expresamente que: “Menor de edad 

es la persona que no ha cumplido dieciocho años. Este Código denomina adolescente a 

la persona menor de edad que cumplió trece años”. 

 Del texto del artículo citado se desprende que menor de edad es todo menor de 

18 años, incluido el adolescente, quien no es una categoría distinta a la de menor, sino 

que está dentro de ella, de allí que no sea correcta presentarlos como dos grupos 

diferentes. Esto debería corregirse en el proyecto. 

b) Consentimiento en el marco de un contrato  

El Proyecto de ley no contempla el caso de que el consentimiento de la persona 

menor de edad se dé en el marco de un contrato.  

Este tema resulta relevante sobre todo respecto a ciertas implicancias que en la 

práctica pueden derivarse del art. 684 del CCyC que presume que los contratos de 

escasa cuantía que celebra el menor en su vida cotidiana cuentan con la conformidad de 

sus progenitores. 

Cuando se produzca la contratación de servicios de esta naturaleza –relativos a 

la vida cotidiana del menor– que sean adecuados a su edad y grado de madurez, cabe 

                                                
1 Distinguiéndose como una categoría intermedia la edad de 16 a 18 años para el ejercicio de ciertos 
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presumir que cuenta con la autorización de sus progenitores y no precisan por lo tanto 

del consentimiento de ellos; ahora bien, en tal caso: ¿qué sucede con el consentimiento 

para el tratamiento de los datos del menor que sea necesario en el marco de la 

contratación? Para el contrato el menor no necesita del consentimiento de aquellos, pero 

para el tratamiento de datos sí.   

Esta reflexión cabe también considerar para los contratos que celebre el menor 

mayor de 16 años para ejercer un empleo, profesión o industria, que se presumen 

autorizados por sus padres (art. 683 del CCyC). 

La cuestión tampoco se prevé en el Proyecto de Ley respecto del tratamiento de 

datos cuando se plantea en el marco de un contrato y para su celebración se necesita 

también la asistencia o el consentimiento –según lo que la ley exija al negocio 

celebrado– de los representantes del menor. 

El art. 7 de la Ley Española 3/2018 sí prevé tales supuestos según los cuales la 

capacidad requerida para el negocio jurídico determina la exigida para el tratamiento de 

los datos, que queda así, como secundaria respecto de aquélla. 

Dice el art. 7 en su parte pertinente: “Consentimiento de los menores de edad. 1. 

El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse 

en su consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en 

que la ley exija la asistencia de los titulares de la patria potestad o tutela para la 

celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se recaba el consentimiento 

para el tratamiento”.  

c) Menor de 13 años de edad 

El art. 18, en el apartado 1. Dice que “Si la niña o niño es menor de TRECE (13) 

años, tal tratamiento únicamente se considera lícito si el consentimiento fue otorgado 

por el titular de la responsabilidad parental o tutela sobre la niña o niño…”. 

Interpreto que la disposición como está planteada no suprime el consentimiento 

del menor (el cual necesariamente debe estar por tratarse de actos que afectan sus 

derechos personalísimos, salvo que su corta edad impida que razone y evalúe aquello 

que va a consentir), sino que agrega como requisito que conste el de los titulares de la 

responsabilidad parental que serán quienes determinen el alcance de dicho tratamiento. 

Esto, debería quedar plasmado en la nueva normativa ya que es consecuente con 

las reglas generales que rigen la capacidad de ejercicio de los niños y adolescentes en 

materia de los derechos de la personalidad que involucran la autonomía progresiva en el 

ejercicio de los derechos y el derecho a ser oído entre otros principios rectores. 

d) Perfilamiento e Indexación  

Debería incluirse la prohibición de perfilamiento de los datos de los niños y 

adolescentes tal como sí lo prevé la Carta de Derechos Digitales de España que 

establece en su Apartado IX.3) “Salvo en las excepciones previstas en las leyes, se 

prohíben los tratamientos de la información de los menores orientados a establecer 

perfiles de personalidad en entornos digitales”2. 

Debería también prohibirse la indexación de los usuarios de las redes sociales 

digitales por parte de los buscadores, salvo que el usuario haya optado por esta función 

                                                
2 Instrumento de carácter no normativo elaborado por el Grupo de Expertos de la Secretaría de Estado de 

Digitalización e Inteligencia Artificial (SEDIA) del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
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público.

II. Art. 13 del Proyecto:

a) Consentimiento y medios de expresión
En relación con el precepto citado y, de acuerdo a lo expuesto respecto del
art. 12, propongo la reformulación de su redacción cuando señala lo
siguiente: “Cuando la base legal para el tratamiento de datos sea el
consentimiento del Titular…”. Siempre la base legal del tratamiento de
los datos personales del sujeto debe ser su consentimiento, salvo los casos
de excepción.
Deberían agregarse también los medios de prestación del consentimiento
remarcando la importancia de contar con medios expresos que sean claros,
sencillos y de fácil lectura y comprensión por todas las personas,
especialmente por las más vulnerables (niñas, niños y adolescentes,
adultos mayores, discapacitados, no alfabetizados, etc.).

III. Art. 18 del Proyecto:

a) Terminología utilizada
En primer lugar, cabe advertir que la norma en su texto distingue entre
“menor” y “adolescente” como si fueran dos categorías diferentes.
Dicha terminología es incorrecta dado que todos los adolescentes son menores
de edad, no son categorías distintas. Además, genera confusión con
respecto al título del artículo donde se consigna “Tratamiento de datos
de niñas, niños y adolescentes”, sin mencionar el término “menor”.
Dentro de los menores de edad, el Código Civil y Comercial de la Nación (en
adelante el CCyC), diferencia dos categorías, la de “niño” (hasta los
13 años de edad) y la de “adolescente” (desde los 13 años hasta que
alcanza la mayoría de edad a los 18 años ).
En tal sentido en su art. 25 CCyC establece expresamente que: “Menor de
edad es la persona que no ha cumplido dieciocho años. Este Código denomina
adolescente a la persona menor de edad que cumplió trece años”.
        Del texto del artículo citado se desprende que menor de edad es todo menor
de 18 años, incluido el adolescente, quien no es una categoría distinta a
la de menor, sino que está dentro de ella, de allí que no sea correcta
presentarlos como dos grupos diferentes. Esto debería corregirse en el
proyecto.
b) Consentimiento en el marco de un contrato
El Proyecto de ley no contempla el caso de que el consentimiento de la
persona menor de edad se dé en el marco de un contrato.
Este tema resulta relevante sobre todo respecto a ciertas implicancias que en
la práctica pueden derivarse del art. 684 del CCyC que presume que los
contratos de escasa cuantía que celebra el menor en su vida cotidiana
cuentan con la conformidad de sus progenitores.
Cuando se produzca la contratación de servicios de esta naturaleza
–relativos a la vida cotidiana del menor– que sean adecuados a su edad y
grado de madurez, cabe presumir que cuenta con la autorización de sus
progenitores y no precisan por lo tanto del consentimiento de ellos; ahora
bien, en tal caso: ¿qué sucede con el consentimiento para el tratamiento de
los datos del menor que sea necesario en el marco de la contratación? Para
el contrato el menor no necesita del consentimiento de aquellos, pero para el
tratamiento de datos sí.
Esta reflexión cabe también considerar para los contratos que celebre el
menor mayor de 16 años para ejercer un empleo, profesión o industria, que
se presumen autorizados por sus padres (art. 683 del CCyC).
La cuestión tampoco se prevé en el Proyecto de Ley respecto del tratamiento
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de datos cuando se plantea en el marco de un contrato y para su celebración
se necesita también la asistencia o el consentimiento –según lo que la
ley exija al negocio celebrado– de los representantes del menor.
El art. 7 de la Ley Española 3/2018 sí prevé tales supuestos según los
cuales la capacidad requerida para el negocio jurídico determina la exigida
para el tratamiento de los datos, que queda así, como secundaria respecto de
aquélla.
Dice el art. 7 en su parte pertinente: “Consentimiento de los menores de
edad. 1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad
únicamente podrá fundarse en su consentimiento cuando sea mayor de catorce
años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de los
titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o
negocio jurídico en cuyo contexto se recaba el consentimiento para el
tratamiento”.
c) Menor de 13 años de edad
El art. 18, en el apartado 1. Dice que “Si la niña o niño es menor de
TRECE (13) años, tal tratamiento únicamente se considera lícito si el
consentimiento fue otorgado por el titular de la responsabilidad parental o
tutela sobre la niña o niño…”.
Interpreto que la disposición como está planteada no suprime el
consentimiento del menor (el cual necesariamente debe estar por tratarse de
actos que afectan sus derechos personalísimos, salvo que su corta edad
impida que razone y evalúe aquello que va a consentir), sino que agrega como
requisito que conste el de los titulares de la responsabilidad parental que
serán quienes determinen el alcance de dicho tratamiento.
Esto, debería quedar plasmado en la nueva normativa ya que es consecuente
con las reglas generales que rigen la capacidad de ejercicio de los niños y
adolescentes en materia de los derechos de la personalidad que involucran la
autonomía progresiva en el ejercicio de los derechos y el derecho a ser
oído entre otros principios rectores.
d) Perfilamiento e Indexación
Debería incluirse la prohibición de perfilamiento de los datos de los
niños y adolescentes tal como sí lo prevé la Carta de Derechos Digitales
de España que establece en su Apartado IX.3) “Salvo en las excepciones
previstas en las leyes, se prohíben los tratamientos de la información de
los menores orientados a establecer perfiles de personalidad en entornos
digitales” .
Debería también prohibirse la indexación de los usuarios de las redes
sociales digitales por parte de los buscadores, salvo que el usuario haya
optado por esta función y prohibirse la indexación de información de
niños en todas sus formas; y, para el caso de adolescentes, éstos deberían
autorizar de forma expresa la indexación de sus datos mínimos.
e) Verificación de la edad legal exigida
En los entornos digitales y en relación con el tratamiento de sus datos
personales, resulta necesario establecer mecanismos para la verificación de
la edad del menor.
El “Memorándum de Montevideo” (Memorándum sobre la protección de datos
personales y la vida privada en las redes sociales en Internet, en particular
de niños, niñas y adolescentes) , en su apartado 23 dispone que “toda red
social digital debe indicar de manera clara la razón que motiva el exigir
ciertos datos personales y en particular, la fecha de nacimiento en el
momento de la inscripción y la creación de una cuenta. Se debe por tanto
explicar que la fecha de nacimiento exigida tiene por objeto el poder
verificar la edad mínima permitida para poder crearse una cuenta en la red
social digital” y agrega que la industria deberá implementar mecanismos
para una verificación fehaciente de la edad de niñas, niños y adolescentes
para la creación de una cuenta de usuario y/o acceder a determinado
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contenido.
f) Alcance de la regulación
Por último, el art. 18 del Proyecto de Ley regula solo los supuestos del
tratamiento de datos de los menores de edad vinculados a la utilización de
servicios de la sociedad de la información específicamente diseñados o
aptos para ellos. ¿Qué sucede en los restantes casos? ¿Qué régimen se
aplica al tratamiento de datos en contextos que no sean digitales? Estos
aspectos deberían ser también materia de regulación en la nueva ley.

Si deseas adjuntar documentación relacionada con tus propuestas y opiniones,
hacelo a continuación:
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/webform/propuesta_al_proyecto_de_ley_de_proteccion_de_datos_personales._maluf_m
artinez_melina.pdf?80c856445e68
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Propuesta de Anteproyecto de Ley de Protección de Datos Personales Agencia 

de Acceso a la Información Pública 

Septiembre 2022 

CAPÍTULO 1  

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1°. - Objeto 

La presente Ley tiene por objeto garantizar el ejercicio del derecho fundamental de las 

personas humanas a la protección de sus datos personales y su privacidad, de 

conformidad a lo establecido en el artículo 43, párrafo tercero, de la CONSTITUCIÓN 

NACIONAL, los convenios internacionales sobre protección de datos personales y los tratados 

de derechos humanos en los que la REPÚBLICA ARGENTINA sea parte. 

Esta Ley establece las reglas para el debido tratamiento de los datos personales y la 

autodeterminación informativa, así como los derechos de las personas humanas y los 

deberes de quienes realizan su tratamiento. 

 
ARTÍCULO 2°. - Definiciones 

 
A los fines de la presente Ley se entiende por: 

Anonimización: la aplicación de medidas dirigidas a impedir la identificación o 

reidentificación de una persona humana, sin esfuerzos o plazos desproporcionados o 

inviables, teniendo en cuenta factores como los costos y el tiempo necesario para la 

identificación o reidentificación de la persona a la luz de la tecnología disponible en el 

momento del tratamiento. 

Autodeterminación informativa: derecho de la persona de decidir o autorizar de forma libre, previa, 

expresa e informada la recolección, uso o tratamiento de sus datos personales, así como de 

conocer, actualizar, rectificar o suprimirlos, o controlar lo que se hace con su información. 

Comprende un conjunto de principios y garantías relativas al legítimo tratamiento de sus 

datos personales. 

Autoridad de aplicación: órgano que debe velar por el cumplimiento de los principios y 

procedimientos de la presente Ley de acuerdo a lo establecido en el Capítulo 7. 

Base de datos: conjunto estructurado de datos personales cualquiera que fuera la forma, 

modalidad de creación, almacenamiento, organización, tipo de soporte, tratamiento, 

procesamiento, localización o acceso, centralizado, descentralizado o repartido de forma 

funcional o geográfica. Indistintamente, también se la puede denominar también como 

archivo, registro, fichero o banco de datos. 

Consentimiento del Titular de los datos: toda manifestación de voluntad expresa, libre, inequívoca, 

informada y específica por medio de la cual el Titular de los datos o su representante acepta, 

mediante una declaración o una clara acción afirmativa, que se traten sus datos 

personales. 

 

Datos biométricos: aquellos datos obtenidos a partir de un tratamiento técnico específico, 

relativos a las características físicas, fisiológicas o conductuales de una persona 

humana, que permitan o confirmen su identificación única, tales como imágenes faciales 

o datos dactiloscópicos, entre otros. 

Datos genéticos: aquellos relativos a las características genéticas heredadas o 

adquiridas de una persona humana que proporcionen una información sobre su 

fisiología o salud, obtenidos en particular del análisis de una muestra biológica. 
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Datos personales: información de cualquier tipo referida a personas humanas determinadas 

o determinables. Se entenderá por determinable la persona que pueda ser identificada por 

uno o varios elementos característicos de la identidad física, fisiológica, genética, biométrica, 

psíquica, económica, cultural, social o de otra índole de dicha persona. 

Datos Personales Sensibles: aquellos que se refieran a la esfera íntima de su Titular, o cuya 

utilización indebida puedan dar origen a discriminación o conlleve un riesgo grave para 

éste. De manera enunciativa, se consideran sensibles los datos personales que 

puedan revelar aspectos como origen racial o étnico; creencias o convicciones religiosas, 

filosóficas y morales; afiliación sindical u opiniones políticas; datos relativos a la salud, 

discapacidad, a la preferencia u orientación sexual, datos genéticos o datos biométricos 

dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona humana. 

Delegado de protección de datos: persona humana o jurídica encargada de informar al 

Responsable o al Encargado del tratamiento sobre sus obligaciones legales en materia de 

protección de datos, así como de velar y supervisar el cumplimiento normativo, y de 

cooperar con la Autoridad de aplicación, sirviendo como punto de contacto entre ésta y el 

Responsable o Encargado del tratamiento de datos. 

Elaboración de perfiles: toda forma de tratamiento automatizado y parcialmente 

automatizado de datos personales consistente en utilizarlos para evaluar determinados 

aspectos de una persona humana, en particular para analizar o predecir cuestiones relativas 

al rendimiento profesional, situación económica, salud, preferencias personales, intereses, 

fiabilidad, comportamiento, ubicación, etnia, raza, género o movimientos de dicha persona 

humana. 

Encargado del tratamiento: persona humana o jurídica, pública o privada, que trate datos 

personales por cuenta del Responsable del tratamiento. 

Entidades crediticias: comprende a las entidades que proveen información de situación 

crediticia al BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA. 

Establecimiento: a los fines del artículo 4 de esta Ley, se considerará que un Responsable o 

Encargado de tratamiento se encuentra “establecido” en la República Argentina si ejerce de 

manera efectiva y real una actividad a través de cualquier instalación estable en el país. La 

forma jurídica que revistan tales modalidades, ya sea una sucursal o una filial con 

personalidad jurídica, no es el factor determinante al respecto. 

Grupo económico: sociedades controlantes, controladas y aquellas vinculadas en las cuales se 

tenga influencia significativa en las decisiones, denominación, domicilio, actividad principal, 

participación patrimonial, porcentaje de votos y, para las controlantes, principales 

accionistas. Constituyen un conjunto de empresas que pueden presentarse formal y 

aparentemente independientes pero sin embargo se encuentran entrelazadas al punto de 

formar un todo complejo pero compacto que responde a un mismo interés. 

 

Incidente de seguridad de datos personales: ocurrencia de uno o varios eventos en cualquier fase 

del tratamiento que atenten contra la confidencialidad, la integridad y la disponibilidad de los 

datos personales. 

Representante de Responsable o Encargado de tratamiento: persona humana o jurídica que 

ejerce la representación a los fines del cumplimiento de esta Ley en el territorio nacional de 

Responsables o Encargados de tratamiento que no se encuentran establecidos en la 

REPÚBLICA ARGENTINA. 

Responsable de tratamiento de datos personales: persona humana o jurídica, pública o privada, u 

otro organismo, que solo o conjuntamente con otros decide sobre la finalidad y el tratamiento 

de datos personales. 

Seudonimización: la aplicación de medidas dirigidas a impedir que los datos personales 

puedan atribuirse a un Titular sin utilizar información adicional. 

Tercero: persona humana o jurídica, pública o privada, distinta del Titular de los datos, del 

Responsable del tratamiento, del Encargado del tratamiento o de las personas autorizadas 

para tratar los datos personales bajo la autoridad directa del Responsable o del Encargado. 

Titular de los datos: persona humana cuyos datos sean objeto del tratamiento al que se refiere la 

presente Ley. 

Transferencia internacional: la transmisión de datos personales fuera del territorio nacional. 

Comentario [Bomchil1]: Sugerimos 
no adoptar una definición enunciativa sino 
taxativa. La utilización indebida de cualquier 

dato –incluso algo tan simple como un 

apellido- puede dar lugar a discriminación 
por lo que mantener esta definición daría 

lugar a mucha inseguridad jurídica sobre el 

concepto. Este es el abordaje del GDPR y 
de la Ley de Protección de Datos Brasilera. 

Comentario [Bomchil2]: El concepto 
de “establecimiento” bajo el GDPR ha 
generado mucho debate y discusiones a los 

fines de determinar la procedencia o no de 

la aplicación territorial. Sugerimos 

incorporar una definición para aclarar el 
concepto. 
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Tratamiento de datos: cualquier operación o conjunto de operaciones, automatizada, 

parcialmente automatizada o no automatizada, realizada sobre datos personales, que 

permita, de manera enunciativa, la recolección, conservación, organización, estructuración, 

almacenamiento, modificación, relacionamiento, evaluación, bloqueo o destrucción y, en 

general, el procesamiento, así como también su cesión a través de comunicaciones, 

consultas, interconexiones o transferencias. 

 
ARTÍCULO 3°. – Ámbito de aplicación material de la Ley 

 
La presente Ley se aplica al tratamiento de datos personales, incluso cuando los datos 

personales tratados no formen parte de una base de datos. 

Se deberá conciliar el respeto al derecho a la protección de derechos personales con el 

derecho a la libertad de expresión. En ningún caso podrá afectar el secreto de las fuentes de 

información periodística ni su labor, ni el tratamiento de datos que se realicen en el ejercicio 

de la libertad de expresión. 

La presente Ley también es aplicable al tratamiento de datos personales efectuado por las 

Fuerzas Armadas, fuerzas de seguridad y de inteligencia. El tratamiento de datos 

realizado por dichas autoridades y cualquier medida que imponga una limitación a los 

derechos y garantías establecidos en la presente Ley, deberá ser necesaria y 

proporcional, tener en cuenta los intereses legítimos del titular de los datos y establecer 

salvaguardas conforme a lo establecido en el artículo 33 de la presente Ley, y respetar 

los derechos fundamentales consagrados en la Constitución Nacional. 

 

Queda exceptuado de los alcances de la presente Ley el tratamiento de datos que efectúe 

una persona humana para su uso exclusivamente privado o de su grupo familiar y, por 

tanto, sin conexión alguna con una actividad profesional o comercial. 

Tampoco serán aplicables las disposiciones establecidas en esta Ley a la información 

anónima ni a los datos anonimizados de forma tal que el titular de los datos no sea 

identificable. 

 
ARTÍCULO 4°. - Ámbito de aplicación territorial 

 
La presente Ley será aplicable a cualquiera de los siguientes casos: 

a. El Responsable o Encargado del tratamiento se encuentra establecido en el territorio de 

la REPÚBLICA ARGENTINA, aun cuando el tratamiento de datos tenga lugar fuera de dicho 

territorio; 

b. El Responsable o Encargado, no se encuentra establecido en el territorio de la 

REPÚBLICA ARGENTINA, pero: 

1. Realiza tratamiento de datos en el territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA mediante cualquier 

medio o procedimiento, físico o electrónico, conocido o por conocer, que le permite recolectar, 

usar, almacenar, indexar o tratar información de personas que se encuentren en dicho 

territorio; o. 

2. Efectúa actividades de tratamiento relacionadas con: (i) la oferta de bienes o servicios a 

personas que se encuentren en el territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA; o, (ii) el 

perfilamiento, seguimiento o control de los actos, comportamientos o intereses de dichas 

personas; o. 

3. Se encuentra establecido en un lugar al que se aplica la legislación de la REPÚBLICA 

ARGENTINA en virtud del derecho internacional público o contractual. 

 
ARTÍCULO 5°.- Principio de neutralidad tecnológica 

 

La presente Ley y sus normas reglamentarias aplican a cualquier tratamiento de datos 

personales, con independencia de las técnicas, procesos o tecnologías – actuales o 

futuras- que se utilicen para dicho efecto. 
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CAPÍTULO 2  

TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES 

 
ARTÍCULO 6º.- Principio de licitud, lealtad y transparencia 

 
Los datos personales deben ser tratados de manera lícita, leal y transparente. El 

tratamiento se considera lícito cuando se realiza conforme a lo establecido en la 

presente Ley. Se considera leal cuando el Responsable se abstiene de tratar los datos a 

través de medios engañosos o fraudulentos. Transparente cuando la información 

vinculada al tratamiento de los datos es fácilmente accesible y utiliza un lenguaje 

sencillo y claro. 

 
ARTÍCULO 7º.- Principio de finalidad 

 
Los datos personales deben ser recogidos con fines determinados, explícitos y 

legítimos, y no deben ser tratados de manera incompatible con los mismos. 

No se considerarán incompatibles con los objetivos iniciales el tratamiento ulterior de los 

datos personales con fines estadísticos, de archivo, investigación científica e histórica de 

interés público. 

 
ARTÍCULO 8º.- Principio de minimización de datos 

 

Los datos personales deben ser tratados de manera que sean adecuados, pertinentes y 

limitados a lo necesario en relación con los fines para los que fueron recolectados. A 

solicitud de la Autoridad de aplicación, los Responsables o Encargados deberán proveer una 

justificación de la necesidad de recolectar los datos en cada caso. 

 
ARTÍCULO 9º.- Principio de exactitud 

 

Los datos personales objeto de tratamiento deben ser veraces, exactos, completos, 

comprobables y actualizados. Si fuera necesario actualizarlos, se adoptarán todas las 

medidas razonables para que no se altere su veracidad. Se prohíbe el tratamiento de datos 

falsos, desactualizados, inexactos, incompletos o que induzcan a error. 

En los casos que los datos son proporcionados por su Titular se presume su exactitud. 
 

ARTÍCULO 10º.- Plazo de conservación 

 

Los datos personales no deben ser mantenidos más allá del tiempo estrictamente necesario 

para el cumplimiento de la finalidad del tratamiento. 

Los datos personales pueden conservarse durante períodos más largos siempre que se 

traten exclusivamente con fines estadísticos, de archivo en interés público, de 

investigación científica o histórica o si así lo requiere un ley, sin perjuicio de la aplicación 

de las medidas técnicas y organizativas apropiadas que impone la presente Ley a fin de 

proteger los derechos del Titular de los datos. 

 

ARTÍCULO 11.- Principio de responsabilidad proactiva y demostrada 

 

El Responsable o Encargado del tratamiento debe adoptar las medidas técnicas, 

organizativas o de cualquier otra índole que sean útiles, oportunas y efectivas a fin de 

garantizar un tratamiento adecuado de los datos personales, el cumplimiento de las 

obligaciones dispuestas por la presente Ley y que permitan demostrar a la Autoridad de 

aplicación su efectiva implementación. 

 
ARTÍCULO 12.- Bases legales para el tratamiento de datos 

 

El tratamiento de datos personales sólo podrá realizarse si se cumple al menos UNA 

(1) de las siguientes condiciones: 

Comentario [Bomchil3]: No es 
razonable imponer esta obligación a los 
encargados, quienes no tienen la facultad 

de verificar el cumplimiento de este 

principio. 

Comentario [Bomchil4]: No queda 

claro el alcance de este término.  
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a. El Titular de los datos otorgue su consentimiento para uno o varios fines específicos; 

b. Se efectúe en ejercicio de las funciones propias de los poderes del Estado y sean 

necesarios para el cumplimiento estricto de sus competencias; 

c. Sea necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al Responsable 

o Encargado del tratamiento; 

d. Sea necesario para la ejecución de un contrato en el que el Titular de los datos sea parte, 

o para la aplicación de medidas precontractuales. 

e. Resulte necesario para salvaguardar el interés vital del Titular de los datos o de otras 

personas humanasterceros, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los 

intereses o los derechos del Titular de los datos, y este se encuentre física o jurídicamente 

incapacitado para otorgar su consentimiento; 

f. Sea necesario para la satisfacción del interés legítimo del Responsable del tratamiento, 

siempre que no sea una persona jurídica pública y siempre que sobre dicho interés no 

prevalezcan los intereses o los derechos del Titular de los datos, en particular cuando el 

Titular sea un niño, niña o adolescente. Para determinar la existencia de un interés legítimo, 

se deberá realizar una evaluación detallada, incluyendo el contexto y las circunstancias en 

las que se llevará a cabo el tratamiento y las expectativas razonables del Titular de los datos 

sobre el mismo, utilizando criterios de proporcionalidad y razonabilidad. 

A solicitud de la Autoridad de aplicación, los Responsables deberán estar en capacidad 

de demostrar la existencia del interés legítimo y de explicar la necesidad de recolectar o 

tratar los datos en cada caso. 

 
ARTÍCULO 13.- Consentimiento 

 
Cuando la base legal para el tratamiento de datos sea el consentimiento del Titular, se 

requiere que éste sea previo, libre, específico, informado e inequívoco para una o varias 

finalidades determinadas, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa. 

Comentario [Bomchil5]: Esta 
limitación parecería ser contraria al 
principio de interés vital, que puede tener 

lugar no sólo cuando la persona tenga un 
riesgo real y concreto sobre su vida y por 
lo tanto esté incapacitada de dar su 

consentimiento, sino también un riesgo 
potencial como puede ser una pandemia o 

una catástrofe natural 

Comentario [Bomchil6]: Permitir que 

las entidades públicas se amparen en el 

interés legítimo puede ser riesgoso para la 
libertad de las personas. Esta excepción 
está en el GDPR. 
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Se entiende por: 

1) Previo, cuando se solicita el consentimiento antes de la recolección de los datos; 

2) Libre, cuando se encuentre exento de vicios. El Titular de los datos deberá tener la opción 

de negarse a otorgar su consentimiento sin sufrir perjuicio alguno; 

3) Específico, que cuando el tratamiento de datos tenga varios fines, el Titular otorgue el 

consentimiento para cada uno de ellos; 

3) Informado, de modo que el Titular cuente con la información establecida en el artículo 

15; 

4) Inequívoco, de manera que no presente dudas sobre el alcance de la autorización 

otorgada por el Titular. 

El Responsable deberá ser capaz de demostrar que el Titular consintió el tratamiento de sus 

datos personales. 

 
ARTÍCULO 14.- Revocación del consentimiento 

 

El Titular de los datos podrá revocar el consentimiento en cualquier momento y sin 

necesidad de fundamentar la petición. La revocatoria de la autorización no procederá cuando 

exista un deber legal o contractual para continuar con el tratamiento de los datos. Dicha 

revocación no tiene efectos retroactivos. 

El Responsable del tratamiento deberá proveer para la revocación mecanismos sencillos, 

gratuitos, expeditos y, al menos, con la misma facilidad con la que obtuvo el consentimiento. 

 
ARTÍCULO 15.- Información al Titular de los datos 

 
El Responsable del tratamiento debe brindar, antes de la recolección, en forma concisa, 

transparente, inteligible y de fácil acceso, con un lenguaje claro y sencillo, al menos, la 

siguiente información: 

a. Nombre o razón social, domicilio y correo electrónico medios electrónicos del 

Responsable  o del Encargado. Cuando aplique, del Delegado de protección de datos y, en 

el caso de los Responsables o Encargados no establecidos en la REPÚBLICA ARGENTINA, 

los de su Representante en el territorio nacional; 

b. Las categorías de datos personales que serán objeto del tratamiento; 

c. Las finalidades que se persiguen con el tratamiento de los datos y las bases legales del 

mismo; 

d. Los derechos del titular y los medios, procedimientos, y persona o área 

responsable para su ejercicio; 

e. Información sobre posibles cesiones a otros Responsables o Encargados de 

tratamiento; 

f. Información sobre las transferencias internacionales de datos, incluyendo países de 

destino, identidad y datos de contacto del importador, posibles riesgos asociados 

Comentario [Bomchil7]: Parece 

excesiva esta imposición, no puede saberse 
de antemano todas las razones sociales de 

encargados de tratamiento que se 
contratarán. 
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a las transferencias y salvaguardas aplicables, categorías de datos involucradas, 

finalidad y mecanismos para ejercer sus derechos; 

g. El carácter obligatorio o facultativo de proporcionar los datos personales y las 

consecuencias de proporcionarlos, o de la negativa a hacerlo, o de hacerlo en forma 

incompleta o defectuosa; 

h. El derecho del Titular de los datos a revocar el consentimiento; 

i. El plazo durante el cual se conservarán los datos personales o cuando esto no sea 

posible, los criterios utilizados para determinar este plazo; 

j. La existencia o no de decisiones automatizadas o semiautomatizadas, incluida la 

elaboración de perfiles; 

k. El derecho a presentar una denuncia, a iniciar el trámite de protección de datos 

personales ante la Autoridad de aplicación, o a ejercer la acción de Habeas Data en caso 

de que el Responsable o el Encargado del tratamiento incumpla con la presente Ley. 

El Responsable de tratamiento tendrá la obligación de proveer al Titular de los datos la 

información prevista en el presente artículo incluso cuando no obtenga la información 

directamente del Titular de los datos, así como cuando la base legal que haya utilizado para 

legitimar el tratamiento no sea el consentimiento del Titular de los datos. 

Cuando los datos no hayan sido obtenidos del Titular, el Responsable deberá proveerle la 

información prevista en el presente artículo dentro de un plazo razonable y a más tardar 

dentro de un mes. 

En las ocasiones en que los datos se utilicen para comunicarse con el Titular, se deberá 

proveer la información al momento de la primera comunicación, y cuando sean cedidos a 

otro destinatario, se deberá informar al Titular en la primera cesión. 

 
ARTÍCULO 16.- Tratamiento de datos sensibles 

 
En el tratamiento de datos sensibles se implementará responsabilidad reforzada que implica, 

entre otros, mayores niveles de seguridad, confidencialidad, restricciones de acceso, uso y 

circulación. 

Se prohíbe el tratamiento de datos sensibles, excepto cuando: 

a. El titular de los datos haya dado su consentimiento a dicho tratamiento, salvo en los 

casos en que por ley no sea requerido el otorgamiento de dicha autorización; 

b. Sea necesario para salvaguardar el interés vital del Titular de los datos y éste se 

encuentre física o legalmente incapacitado para prestar el consentimiento y sus 

representantes legales no lo puedan realizar en tiempo oportuno; 

c. Sea efectuado por establecimientos sanitarios públicos o privados o por 

profesionales vinculados a la ciencia de la salud con la finalidad de un tratamiento 

médico específico de acuerdo a lo establecido por la Ley Nº 26.529 de Derechos del 

Paciente, Historia Clínica y Consentimiento Informado y sus modificatorias. Se 
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prohíbe a los operadores de planes privados de salud tratar datos de salud para la 

práctica de selección de riesgo en la contratación de cualquier modalidad y la exclusión 

de beneficiarios; 

d. Se realice en el marco de las actividades legítimas de una fundación, asociación o 

cualquier otro organismo sin fines de lucro, cuyo objeto principal sea una actividad política, 

filosófica, religiosa o sindical, siempre que se refieran exclusivamente a sus miembros o a 

las personas que mantengan un contacto regular por razón de su objeto principal, y que 

los datos personales no se comuniquen fuera de ellos sin el consentimiento de los 

Titulares; 

e. Se refiera a datos que sean necesarios para el reconocimiento, ejercicio o defensa de un 

derecho en un proceso judicial; 

f. Tenga una finalidad histórica, de archivo de interés público, estadística o científica. En 

estos casos y en la medida de lo posible, debe adoptarse, teniendo en cuenta la finalidad, 

un procedimiento de anonimización; 

g. Sea necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos 

específicos del Responsable del tratamiento o del Titular de los datos en el ámbito del 

Derecho Laboral y de la Seguridad y Protección Social; 

h. Sea necesario en ejercicio de las funciones de los poderes del Estado en el 

cumplimiento estricto de sus competencias; 

i. Se realice en el marco de asistencia humanitaria; o 

i.j. Se realice en el marco del cumplimiento de una obligación legal. 

 
ARTÍCULO 17.- Tratamiento de datos del sector público 

 

El tratamiento de datos personales, realizado por autoridades u organismos públicos, debe 

fundarse en alguna de las bases legales establecidas en el artículo 12 (salvo la 

establecida en el punto f)) y cumplir con todos los principios y condiciones que definen la 

licitud para el tratamiento determinadas en la presente Ley. 

Cuando el tratamiento de datos consiste en una cesión, el Responsable del tratamiento 

a quien se ceden los datos personales queda sujeto a las mismas obligaciones legales y 

reglamentarias que el Responsable cedente. Ambos responden por la observancia de 

aquellas ante la Autoridad de aplicación y el Titular de los datos de que se trate. 

 
ARTÍCULO 18.- Tratamiento de datos de niñas, niños y adolescentes 

 
En el tratamiento de datos personales de un menor o adolescente, se debe privilegiar la 

protección del interés superior de éstos, conforme a la CONVENCIÓN SOBRE LOS 

DERECHOS DEL NIÑO y demás instrumentos internacionales que busquen su bienestar y 

protección integral. 

1. Es válido el consentimiento de menor o adolescente cuando se aplique al tratamiento 

de datos vinculados a la utilización de servicios de la sociedad de la información 

específicamente diseñados o aptos para ellos. En estos casos, el consentimiento es lícito 

si el menor de edad tiene como mínimo TRECE (13) años. Si la niña o niño es menor de 

TRECE (13) años, tal tratamiento únicamente se considera lícito si el consentimiento fue 

otorgado por el titular de la responsabilidad parental o tutela sobre la niña o niño, y sólo 

en la medida en que se dio o autorizó. 

 

2. El Responsable del tratamiento debe realizar esfuerzos razonables para verificar, en tales 

casos, que el consentimiento haya sido otorgado por el titular de la responsabilidad parental 

o tutela sobre el menor o adolescente, teniendo en cuenta sus posibilidades para hacerlo. 

 

3. No se podrá realizar el tratamiento de datos personales de menores y adolescentes en los 

juegos, aplicaciones de Internet u otras actividades que involucren información personal más 

allá de lo estrictamente necesario para el desarrollo de la actividad. 

IF-2022-104480595-APN-DNPDP#AAIP

Página 10 de 37



11 

 

 

4. La información sobre el tratamiento de datos a que se refiere este artículo debe ser 

brindada de forma simple, clara y accesible, considerando las características físico- 

motoras, perceptivas, sensoriales, intelectuales y mentales del usuario, con el uso de 

recursos audiovisuales cuando corresponda, con el fin de brindar la información 

necesaria a los padres o al tutor legal y adecuado a la comprensión del menor o 

adolescente. 

5. No se podrán tratar datos sensibles de menores y adolescentes a menos que se cuente 

con su consentimiento expreso o el titular de la responsabilidad parental o tutela o cuando, 

dicho tratamiento sea indispensable para el interés público o para salvaguardar la vida de 

aquellos o un tercero 

6. Es tarea del Estado y de las entidades educativas, proveer información y capacitar a los 

menores de edad y adolescentes sobre los eventuales riesgos a los que se enfrentan 

respecto del tratamiento indebido de sus datos personales, y proveer de conocimiento 

acerca del uso responsable y seguro de sus datos personales, su derecho a la privacidad, a 

la autodeterminación informativa y el respeto de los derechos de los demás. 

 
ARTÍCULO 19.- Principio de seguridad de los datos personales 

 

El Responsable o Encargado del tratamiento de datos personales deberá sujetarse al 

principio de seguridad de datos personales, para lo cual adoptaráa las medidas técnicas, 

organizativas y de cualquier otra naturaleza que resulten necesarias para garantizar la 

seguridad y confidencialidad de los datos personales, para evitar su adulteración, 

pérdida, uso, consulta o tratamiento no autorizado, y que permitan detectar 

desviaciones, intencionales o no, de información, ya sea que los riesgos provengan de la 

acción humana o del medio técnico utilizado. 

Para dichos fines deberán adoptar un sistema de administración de riesgos asociados 

tomando en cuenta las categorías y volumen de datos personales, la probabilidad de 

riesgos, el estado de la técnica, mejores prácticas de seguridad integral y los costos de 

aplicación de acuerdo a la naturaleza, alcance, contexto y los fines del tratamiento. 

El Responsable o Encargado del tratamiento deben adoptar las medidas de seguridad 

aplicables a los datos personales que traten, considerando, al menos, los siguientes 

factores: 

a. El riesgo inherente por el tipo de dato personal; 

b. El carácter sensible de los datos personales tratados; 
 

c. El desarrollo tecnológico; 

d. Las posibles consecuencias de un incidente de seguridad para los Titulares de los 

datos; 

e. Los incidentes de seguridad previos ocurridos en los sistemas de tratamiento. 

El Responsable o Encargado del tratamiento de datos personales deberán evidenciar que 

las medidas adoptadas e implementadas eviten la materialización de los riesgos 

identificados. 

 
ARTÍCULO 20.- Notificación de incidentes de seguridad 

 

En caso de que ocurra un incidente de seguridad de datos personales, el Responsable del 

tratamiento debe notificarlo a la Autoridad de aplicación dentro de las CUARENTA Y OCHO (48) 

horas de haber tomado conocimiento, a menos que sea improbable que dicho incidente de 

seguridad constituya un riesgo para los derechos de los Titulares de los datos. En caso de 

no contar con los medios materiales para cumplir el plazo previsto, debe justificar a la 

Autoridad de aplicación la extensión del mismo. Si la notificación a la Autoridad de aplicación 

no tiene lugar en el plazo previsto, deberá ir acompañada de indicación de los motivos de la 

dilación. 

De igual manera, el Responsable del tratamiento también debe informar al Titular de los 

datos sobre el incidente de seguridad ocurrido, en un lenguaje claro y sencillo, cuando 
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sea probable que entrañe altos riesgos a sus derechos. 

La notificación a los Titulares de los datos no será necesaria cuando ello suponga un 

esfuerzo desproporcionado para el Responsable del tratamiento, y se optará en su lugar por 

una comunicación pública o una medida semejante por la que se informe de manera 

igualmente efectiva a los Titulares de los datos. 

La notificación debe contener, al menos, la siguiente información: 

a. La naturaleza del incidente; 

b. Los datos personales que pueden estimarse comprometidos; 

c. Las acciones correctivas realizadas de forma inmediata; 

d. Las recomendaciones al Titular de los datos acerca de las medidas que éste puede 

adoptar para proteger sus intereses; 

e. Los medios a disposición del Titular de los datos para obtener mayor información al 

respecto, incluido el nombre y datos de contacto del Delegado de protección de datos (en 

caso de corresponder) o cualquier otro designado como contacto. 

El Responsable del tratamiento debe documentar todo incidente de seguridad que ponga 

en alto riesgo los derechos de los Titulares ocurrido en cualquier fase del tratamiento de 

datos e identificar, de manera enunciativa pero no limitativa, la fecha en que ocurrió, el 

motivo del incidente, los hechos relacionados con éste y sus efectos y las medidas correctivas 

implementadas de forma inmediata y definitiva. En caso de que no sea posible enviar toda la 

información detallada al mismo tiempo, la persona responsable podrá enviarla sin dilación 

alguna, a medida que sea posible. 

 

 
ARTÍCULO 21.- Deber de confidencialidad 

 
El Responsable del tratamiento, el Encargado y las demás personas que intervengan en 

cualquier fase del tratamiento están obligados a la confidencialidad respecto de los datos 

personales. Esta obligación subsiste aún después de finalizada su relación con el Titular 

de los datos, el Responsable o el Encargado del tratamiento, según corresponda. El 

obligado puede ser relevado del deber de confidencialidad por resolución judicial. 
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CAPÍTULO 3 

TRANSFERENCIAS 

INTERNACIONALES 

 
ARTÍCULO 22.- Principio general de las transferencias internacionales 

 

Las transferencias de datos personales fuera del territorio nacional, incluidas las transferencias 

ulteriores se podrán realizar en cualquiera de los siguientes supuestos: 

a. El país u organismo internacional o supranacional receptor proporcione un nivel de 

protección adecuado; 

b. El exportador ofrezca garantías apropiadas al tratamiento de los datos personales, en 

cumplimiento de las condiciones mínimas y suficientes establecidas en esta Ley. 

c. Las excepciones para situaciones específicas determinadas en el artículo 25 de esta 

Ley. 

A efectos de demostrar que la transferencia internacional sea realizada conforme a lo que 

establece la presente Ley, la carga de la prueba recae, en todos los casos, en el 

exportador. 

Quien realiza transferencias internacionales de datos deberá implementar medidas para 

garantizar los derechos de los Titulares y responderá frente a su eventual vulneración. 

 
ARTÍCULO 23.- Transferencias internacionales basadas en una decisión de adecuación 

 

La Autoridad de aplicación será quien determine la condición de adecuado, teniendo en 

cuenta los siguientes elementos: 

a. El Estado de Derecho, el respeto de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales; 

b. La legislación vigente, tanto general como sectorial, incluyendo las limitaciones y 

garantías para el acceso de las autoridades públicas a los datos personales; 

c. La existencia de garantías judiciales e institucionales para el respeto de los derechos 

de protección de datos personales; 

d. La existencia y el funcionamiento efectivo de una o varias autoridades de control 

independientes en el país u organización que reciba la información, con la 

responsabilidad de garantizar y hacer cumplir las normas en materia de protección de 

datos, incluidos poderes de ejecución adecuados, de asistir y asesorar a los Titulares de 

los datos en el ejercicio de sus derechos, y de cooperar con la Autoridad de aplicación. 

 

ARTÍCULO 24.- Transferencias internacionales mediante garantías adecuadas 

 
A falta de una decisión de adecuación, las garantías adecuadas podrán ser aportadas por: 

a. Un instrumento jurídicamente vinculante y exigible entre autoridades u organismos públicos 

de la REPÚBLICA ARGENTINA y otros países, que contenga los principios, derechos y 

obligaciones establecidos en la presente ley; 

b. Un acuerdo internacional bilateral o multilateral, entre Argentina y otros países u 

organizaciones internacionales, que contenga los principios, obligaciones y derechos 

establecidos en la presente Ley, y que habilite las transferencias desde entidades 

privadas y/o públicas establecidas en Argentina hacia entidades privadas y/o públicas 

establecidas en otros países; 

c. Acuerdos o convenios que expresamente reconozcan todos los principios, derechos y 

obligaciones establecidos en la presente Ley, los que podrán adoptar las siguientes formas: 
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1) Cláusulas contractuales modelo que hayan sido previamente aprobadas por la 

Autoridad de aplicación; 

2) Normas corporativas vinculantes que hayan sido aprobadas por la Autoridad de 

aplicación y que apliquen a todos los miembros de un Grupo económico en los términos que 

establece la presente Ley; 

3) Mecanismos de certificación en materia de protección de datos aprobados por la 

Autoridad de aplicación. 

En todos los casos de transferencias regidas por el presente artículo, el acuerdo o 

mecanismo que instrumente la transferencia, deberá reconocer que la parte exportadora se 

encuentra sujeta a la jurisdicción de la Autoridad de aplicación y de los tribunales de 

Argentina competentes, y asegurar que la parte importadora se encuentre sujeta a la 

jurisdicción de una o varias autoridades de supervisión independientes de manera que los 

Titulares de los datos cuenten con acciones legales efectivas para proteger sus derechos. 

 
ARTÍCULO 25.- Excepciones 

 

Las transferencias internacionales podrán realizarse excepcionalmente si se cumplen 

algunas de las siguientes condiciones: 

a. El Titular de los datos ha otorgado su consentimiento; 

b. La transferencia sea necesaria para la ejecución de un contrato entre el Titular de los 

datos y el Responsable del tratamiento; en beneficio del Titular de los datos, entre el 

Responsable de tratamiento y otra persona humana o jurídica; o para la ejecución de 

medidas precontractuales adoptadas a solicitud del Titular de los datos; 

c. La transferencia sea necesaria: (i) por razones de interés público; (ii) para el 

reconocimiento, ejercicio o defensa de un derecho en un proceso judicial; o (iii) para proteger 

los intereses vitales del Titular de los datos o de otras personas, cuando el Titular de los 

datos esté física o jurídicamente incapacitado para otorgar su consentimiento. 

 

Las condiciones establecidas en el presente artículo deberán estar siempre sujetas al 

cumplimiento de los estándares internacionales de derechos humanos aplicables a la 

materia, al cumplimiento de los principios de esta Ley y a los criterios de legalidad, 

proporcionalidad y necesidad. Las excepciones enumeradas en el presente artículo no 

podrán ser utilizadas para realizar transferencias internacionales de forma periódica o 

habitual, y tampoco cuando involucren a un gran número de personas. 
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CAPÍTULO 4 

DERECHOS DE LOS TITULARES DE LOS DATOS 
 

ARTÍCULO 26.- Derecho de acceso 

 
El Titular de los datos, previa acreditación de su identidad, tiene el derecho de solicitar y 

obtener confirmación de si se están tratando o no sus datos personales, y en tal caso, el 

derecho de acceso a los mismos, así como a conocer cualquier información relacionada con 

las condiciones generales y específicas de su tratamiento. Tiene derecho a obtener la 

siguiente información sobre el tratamiento de sus datos: 

a. Las finalidades del tratamiento y las bases legales que legitiman cada finalidad; 

b. Las categorías de datos personales de que se trate; 

c. Los destinatarios o las categorías de destinatarios a los que se cedieron o se prevean 

ceder los datos personales; 

d. Información sobre las transferencias internacionales de datos que se hayan efectuado 

o se prevea efectuar, incluyendo países de destino y base legal que justifica la transferencia; 

e. El plazo previsto de conservación de los datos personales o, de no ser ello posible, los 

criterios utilizados para determinar este plazo; 

f. La existencia del derecho a solicitar del Responsable del tratamiento la rectificación, 

supresión de 

datos personales o a oponerse a dicho tratamiento; 

g. El derecho a iniciar un trámite de protección de datos personales ante la Autoridad de 

aplicación; 

h. Cuando los datos personales no se hayan obtenido del Titular de los datos, cualquier 

información disponible sobre su origen; 

i. La existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles a que se 

refiere el artículo 30 y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica 

aplicada, sin que ello afecte derechos intelectuales del Responsable del tratamiento. 

En ningún caso el informe puede revelar datos pertenecientes a terceros, aun cuando se 

vinculen con el Titular de los datos. La información, a opción del Titular de los datos, puede 

entregarse por escrito, por medios electrónicos, telefónicos, de imagen, u otro idóneo a tal fin. 

La información debe ser suministrada en forma clara, completa, exenta de codificaciones 

y, en su caso, acompañada de una explicación de los términos que se utilicen, en lenguaje 

accesible al conocimiento medio de la población. 

 

ARTÍCULO 27.- Derecho de rectificación 

 
El Titular de los datos tiene el derecho a obtener del Responsable del tratamiento la 

rectificación de sus datos personales, cuando éstos resulten ser inexactos, falsos, 

errados, incompletos o no se encuentren actualizados. 

En el supuesto de cesión o transferencia internacional de datos erróneos o desactualizados, 

el Responsable del tratamiento debe notificar la rectificación al cesionario dentro del QUINTO 

(5°) día hábil de haber tomado conocimiento efectivo del error o la desactualización. 

Durante el proceso de verificación y rectificación de la información que se trate, el 

Responsable debe bloquear el dato, o bien consignar, al proveer información relativa a éste, 

la circunstancia de que se encuentra sometido a revisión. 

 
ARTÍCULO 28.- Derecho de oposición 

 

El Titular puede oponerse al tratamiento de sus datos o de una finalidad específica de éste, 
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cuando no haya prestado consentimiento. El Responsable del tratamiento debe dejar de 

tratar los datos personales objeto de oposición, salvo que existan motivos legítimos para el 

tratamiento que prevalezcan sobre los derechos del Titular de los datos. 

El Titular también puede oponerse al tratamiento de sus datos personales cuando tengan 

por objeto la publicidad, la prospección comercial o la mercadotecnia directa, incluida la 

elaboración de perfiles, en la medida que esté relacionada con esas finalidades. Cuando 

el Titular se oponga al tratamiento para esos propósitos, sus datos personales dejarán de 

ser tratados para dichos fines. El Titular tendrá́ derecho a que el tratamiento de datos 

personales se limite a su almacenamiento durante el periodo que medie entre una solicitud 

de rectificación u oposición hasta su resolución por el Responsable. 

 
ARTÍCULO 29.- Derecho de supresión 

 

El Titular de los datos tiene derecho a solicitar la supresión de sus datos personales al 

Responsable del tratamiento. 

La supresión procede cuando: 

a. Los datos personales ya no sean necesarios en relación con los fines para los que 

fueron recolectados; 

b. El Titular de los datos revoque el consentimiento en que se basa el tratamiento de datos y 

éste no se ampare en otra base legal; 

c. El Titular de los datos haya ejercido su derecho de oposición conforme al artículo 28, y no 

d.c.  prevalezcan otros motivos legítimos para el tratamiento de sus datos; 

e.d. Los datos personales hayan sido tratados ilícitamente; 
 

f.e. Los datos personales deban suprimirse para el cumplimiento de una obligación legal o 

por orden de autoridad competente; 

g.f. Los datos son tratados para fines de publicidad, prospección comercial o mercadotecnia 

y el titular haya solicitado su remoción o se hubiera opuesto al tratamiento. 

La supresión no procederá cuando pudiese causar perjuicios a derechos o intereses 

legítimos de terceros, prevalezcan razones de interés público para el tratamiento de datos 

cuestionado, o los datos personales deban ser conservados durante los plazos previstos en 

las disposiciones aplicables o, en su caso, en las contractuales entre el Responsable o 

Encargado del tratamiento y el Titular de los datos, o cuando sean necesarios para el 

archivo de información que constituya patrimonio del Estado, investigación científica, 

histórica o estadística, siempre que no pudiera aplicarse el proceso de anonimización. 

La supresión tampoco procede cuando sea necesario para la consolidación del proceso 

de memoria, verdad y justicia y de los Derechos Humanos en general. 

 
ARTÍCULO 30.- Decisiones automatizadas y elaboración de perfiles 

 
El Titular de los datos tiene derecho no ser objeto de una decisión basada única o 

parcialmente en el tratamiento automatizado de datos, incluida la elaboración de perfiles e 

inferencias, que le produzca efectos jurídicos perniciosos, lo afecte significativamente de 

forma negativa o tenga efectos discriminatorios. 

El interesado tiene derecho a solicitar la revisión por una persona humana de las 

decisiones tomadas sobre la base del tratamiento automatizado o semi automatizado 

que afecten a sus intereses, incluidas las decisiones encaminadas a definir sus aspectos 

personales, profesionales, de consumo, crédito, de su personalidad u otros. 

El Responsable del tratamiento deberá proporcionar, siempre que se le solicite, 

información clara, completa y adecuada sobre los criterios y procedimientos utilizados 

para la decisión automatizada o semiautomatizada, observando secretos comerciales e 

industriales. 

En caso de no proporcionar la información a que se refiere este artíiculo con base en la 
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observancia del secreto comercial e industrial, la Autoridad de aplicación podrá realizar 

auditorías para verificar, entre otros, aspectos discriminatorios o de contenido erróneo o 

sesgado, en el tratamiento automatizado o semiautomatizado de información personal. 

El Responsable del tratamiento debe adoptar las medidas adecuadas para salvaguardar 

los derechos del Titular de los datos; como mínimo, el derecho a obtener intervención 

humana por parte del Responsable del tratamiento, a expresar su punto de vista y a 

impugnar la decisión. 

El Responsable del tratamiento no podrá llevar a cabo tratamientos automatizados o 

semiautomatizados de datos personales que tengan como efecto la discriminación 

arbitraria en detrimento de los Titulares de los datos, particularmente si se encuentran 

basados en alguna de las categorías de datos contenidas en la definición de datos 

sensibles del artículo 2 de la presente Ley. 

 
ARTÍCULO 31.- Derecho a la portabilidad de datos personales 

 

Cuando se traten datos personales mediante medios electrónicos o automatizados, el Titular 

de los datos tiene derecho a obtener una copia de los datos personales que hubiere 

proporcionado al Responsable o que sean objeto de tratamiento, en un formato que le 

permita su ulterior utilización o transferirlos a otro Responsable. El titular de los datos 

puede solicitar que sus datos personales se transfieran directamente de Responsable a 

Responsable cuando sea técnicamente posible. 

Este derecho no procederá cuando: 

a. Su ejercicio imponga una carga financiera o técnica excesiva o irrazonable sobre el 

Responsable o Encargado del tratamiento; 

b. Vulnere la privacidad de otro Titular de los datos; 

c. Afecte las obligaciones legales del Responsable del tratamiento; 

d. Impida que el Responsable del tratamiento proteja sus derechos, seguridad, bienes, o los 

del Encargado del tratamiento, o del Titular de los datos o de un tercero;. 

Sin perjuicio de otros derechos del Titular, el derecho a la portabilidad de los datos 

personales no es procedente cuando se trate de información inferida, derivada, creada, 

generada u obtenida a partir del análisis o tratamiento efectuado por el Responsable con 

base en los datos personales del Titular. 

 
ARTÍCULO 32.- Ejercicio de los derechos 

 
El ejercicio de cualquiera de los derechos del Titular de los datos no es requisito previo, ni 

impide el ejercicio de otro. Los derechos del Titular son irrenunciables. Será nula de pleno 

derecho toda estipulación en contrario. El Responsable del tratamiento debe responder y, en 

su caso, satisfacer los derechos del Titular de los datos dentro de los DIEZ (10) días hábiles 

de haber sido intimado fehacientemente. 

Vencido el plazo sin que se satisfaga el pedido, o si a juicio del Titular de los datos la 

respuesta se estimara insuficiente, quedará expedito el trámite de protección de los datos 

personales ante la Autoridad de aplicación en los términos del artículo 53 o, a elección del 

Titular de los datos, podrá interponer la acción de Habeas Data prevista en el artículo 63 de la 

presente Ley. En caso de optar por la acción de Habeas Data, o de haberla iniciado con 

anterioridad, no podrá iniciar el trámite de protección ante la Autoridad de aplicación. 

El ejercicio de los derechos previstos en esta Ley en el caso de Titulares de los datos de 

personas fallecidas les corresponde a sus sucesores universales. 

El Responsable del tratamiento debe establecer medios y procedimientos sencillos, 

expeditos, accesibles y gratuitos que permitan al Titular de los datos ejercer los derechos 

previstos en esta Ley. 

El derecho de acceso a que se refiere el artículo 27 sólo puede ser ejercido en forma gratuita 

a intervalos superiores a SEIS (6) meses. Si se ejerce en intervalos inferiores a dicho plazo, 

el Responsable podrá cobrar un canon razonable en función de los costos administrativos 
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afrontados para facilitar la información al Titular de los datos. 

 

El ejercicio abusivo de los derechos enumerados en este Capítulo no se encuentra 

amparado. Se considera como tal el que contraría los fines de la presente Ley, excede los 

límites impuestos por la buena fe o resulta manifiestamente infundado o excesivo. El 

Responsable del tratamiento soportará la carga de demostrar el carácter 

manifiestamente infundado o excesivo de la solicitud. 

 
ARTÍCULO 33.- Excepciones al ejercicio de los derechos 

 

Los derechos y las garantías establecidos en esta Ley podrán ser limitados en la medida 

que ello sea necesario y proporcional para salvaguardar la seguridad pública, la defensa de 

la Nación, la protección de la salud pública, de los derechos y las libertades de terceros 

y en resguardo del interés público. Dichas limitaciones y restricciones serán reconocidas 

de manera expresa mediante una norma de rango legal o constitucional, salvaguardando 

la integridad de los datos personales y restringiendo su uso estricto a los fines que persiga 

dicha norma, con el propósito de brindar certeza suficiente a los Titulares de los datos 

acerca de la naturaleza y alcances de la medida. 

Podrán establecerse limitaciones específicas cuando exista una orden fundada, dictada 

por autoridad judicial competente para la prevención, persecución, investigación, 

detención y represión de las infracciones penales, o de las infracciones a las normas éticas 

en las profesiones reguladas. 

Cualquier norma de rango constitucional o legal que tenga como propósito limitar el derecho 

a la protección de datos personales deberá contener, como mínimo, disposiciones 

relativas a: 

a) La finalidad del tratamiento; 

b) Las categorías de datos personales de que se trate; 

c) El alcance de las limitaciones establecidas; 

d) Los plazos de conservación de los datos personales; 

e) La determinación del responsable o responsables; 

f) Los posibles riesgos para los derechos y libertades de los Titulares de los datos; 

g) El derecho de los Titulares de los datos a ser informados sobre la limitación, salvo que 

resulte perjudicial o incompatible a los fines de ésta. 

Las limitaciones previstas en este artículo deberán ser las necesarias, adecuadas y 

proporcionales en una sociedad democrática, y deberán respetar los derechos y las 

libertades fundamentales de los Titulares de los datos. 

 

CAPÍTULO 5 

OBLIGACIONES DE LOS RESPONSABLES Y ENCARGADOS DEL TRATAMIENTO 
 

ARTÍCULO 34. Deberes del Responsable del tratamiento 

 

Los Responsables del tratamiento deberán cumplir los siguientes deberes, sin perjuicio 

de las demás disposiciones previstas en la presente Ley, sus normas reglamentarias y 

otras que rijan su actividad: 

a. Implementar medidas apropiadas, útiles, oportunas, pertinentes y eficaces para 

garantizar y poder demostrar el adecuado cumplimiento de la presente Ley y sus normas 

reglamentarias, especialmente los derechos de los Titulares y la materialización de los 

principios del tratamiento de datos personales; 

b. Garantizar al Titular, en todo tiempo, el pleno y efectivo ejercicio del derecho de 

protección de datos, especialmente conocer, actualizar, rectificar, suprimir sus datos 

personales u oponerse al tratamiento de los mismos; 
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c. Cumplir debidamente con el deber de informar al Titular sobre la finalidad de la 

recolección y sus derechos; 

d. Tratar los datos personales bajo condiciones de seguridad adecuadasnecesarias para 

impedir su adulteración, pérdida, consulta, uso o acceso no autorizado o fraudulento; 

e. Implementar medidas para garantizar que los datos personales sean veraces, 

actualizados, completos, exactos y comprobables; 

f. Actualizar los datos personales, rectificar la información cuando sea incorrecta y adoptar 

medidas necesarias para que la misma se mantenga actualizada; 

g. Tramitar debidamente las solicitudes presentadas por el Titular, respondiéndolas de 

manera completa y oportunamente; 

h. Informar cabalmente y en plazo de ley a la Autoridad de aplicación cuando se 

presenten violaciones a los códigos de seguridad y existan riesgos en la administración 

de la información de los Titulares; 

i. Cumplir las instrucciones, órdenes o requerimientos que imparta la Autoridad de 

aplicación. 

 

j. Formalizar mediante la suscripción de un contrato acuerdo, contrato o cualquier otro 

instrumento jurídico la prestación de servicios entre el Responsable y el Encargado. 

k. Verificar que los Encargados, o quienes éstos subcontraten, ofrecen garantías suficientes 

para realizar el tratamiento de datos personales conforme con los requisitos de la presente 

Ley y garantice la protección de los derechos del Titular. Dicha verificación debe realizarse 

con anterioridad a la contratación u realización de otro acto jurídico que lo vincule con el 

Encargado; 

 

l. Exigir al Encargado del tratamiento en todo momento, el respeto a las condiciones de 

seguridad y debido tratamiento de la información del Titular; 

m. Designar a una persona o área que asuma la función de protección de datos 

personales, que dará trámite a las solicitudes de los Titulares, para el ejercicio de los derechos a 

que se refiere la presente Ley y sus normas reglamentarias. 

Cuando el tratamiento de datos consiste en una cesión, el Responsable del tratamiento a 

quien se ceden los datos personales queda sujeto a las mismas obligaciones legales y 

reglamentarias que el cedente. Ambos responden por la observancia de aquellas ante la 

Autoridad de aplicación y el Titular de los datos de que se trate. En cualquier caso, podrán 

ser eximidos total o parcialmente de responsabilidad si demuestran que no se les puede 

imputar el hecho que ha producido el daño. 

 
ARTÍCULO 35.- Encargado de tratamiento 

 
Los Encargados del tratamiento deberán cumplir los siguientes deberes, sin perjuicio de las 

demás disposiciones previstas en la presente Ley, sus normas reglamentarias y otras que 

rijan su actividad: 

a. La prestación de servicios de tratamiento de datos por cuenta de terceros entre un 

Responsable y un Encargado del tratamiento debe quedar formalizada mediante un contrato 

por escrito y no requiere del consentimiento del Titular de los datos; 

b. El Encargado del tratamiento se encuentra limitado a llevar a cabo sólo aquellos 

tratamientos de datos encomendados por el Responsable del tratamiento o del Titular de 

los datos; 

c. Los datos personales objeto de tratamiento no pueden aplicarse o utilizarse con un fin 

distinto al que figure en el contrato ni ser cedidos a otras personas, ni aun para su 

conservación, salvo autorización expresa del Responsable del tratamiento o del Titular de 

los datos; 

d. Una vez cumplida la prestación contractual, los datos personales tratados deben ser 
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devueltos al Responsable o destruidos, salvo que medie autorización expresa del 

Responsable cuando razonablemente se pueda presumir la posibilidad de ulteriores 

encargos, en cuyo caso sólo podrán conservarse por un máximo de DOS (2) años; 

e. Permitir al Responsable o Autoridad de aplicación realizar inspecciones o auditorías para 

verificar el cumplimiento de la Ley y de lo pactado en el contrato de prestación de servicios; 

 

f. El Encargado puede suscribir un contrato para subcontratar servicios que impliquen el 

tratamiento de datos solamente cuando exista una autorización expresa del Responsable 

del tratamiento. En estos casos el subcontratado asume el carácter de Encargado en los 

términos y condiciones previstos en esta Ley. Para el supuesto en que el Encargado o el 

subcontratado incumplan sus obligaciones y responsabilidades respecto al tratamiento 

de datos que lleven a cabo conforme a lo estipulado en el contrato, asumirán la calidad 

de Responsable del tratamiento en los términos y condiciones previstos en la presente 

Ley.;  

 
Los contratos previstos en este artículo deben estipular el objeto, alcance, contenido, 

duración, naturaleza y finalidad del tratamiento de datos, el tipo de datos personales, las 

categorías de los datos, el cumplimiento del deber de confidencialidad y demás 

obligaciones y responsabilidades del Responsable y Encargado del tratamiento. 

 

g. Implementar medidas apropiadas, útiles, oportunas, pertinentes y eficaces para 

garantizar y poder demostrar el adecuado cumplimiento de la presente Ley y sus normas 

reglamentarias, especialmente los derechos de los Titulares y la materialización de los 

principios del tratamiento de datos personales; 

h. Tratar los datos personales bajo condiciones de seguridad necesarias para impedir su 

adulteración, pérdida, consulta, uso o acceso no autorizado o fraudulento; 

i. Cumplir las instrucciones, órdenes o requerimientos que imparta la Autoridad de 

aplicación; 

j. Tramitar debidamente las solicitudes presentadas por el Titular, respondiéndolas de 

manera completa y oportunamente; 

k. Informar cabalmente y en plazo de ley a la Autoridad de aplicación y al Responsable del 

tratamiento cuando se presenten violaciones a los códigos de seguridad y existan riesgos en 

la administración de la información de los Titulares; 

l. Designar a una persona o área que asuma la función de protección de datos 

personales, que dará trámite a las solicitudes de los Titulares, para el ejercicio de los 

derechos a que se refiere la presente Ley y sus normas reglamentarias. 

 
ARTÍCULO 36.- Política de tratamiento de datos personales 

 
Los Responsables y los Encargados deberán desarrollar sus políticas para el 

tratamiento de los datos personales, las que deberán constar en medio físico oy 

electrónico, en un lenguaje claro y sencillo, ser puestas en conocimiento de los Titulares 

de los datos personales y deben incluir la información detallada en el artículo 15 de la 

presente Ley, y la fecha de su entrada en vigencia. 

En caso de haber cambios sustanciales en el contenido de estas políticas, se debe notificar 

estos cambios al Titular y obtener una nueva autorización para el tratamiento de los datos. 

 
ARTÍCULO 37.- Medidas para el cumplimiento de la responsabilidad proactiva 

 

Las medidas adoptadas para el cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley deben 

ser útiles, pertinentes, efectivas y proporcionales a las modalidades y finalidades del 

tratamiento de datos, su contexto, el tipo y categoría de datos tratados, y el riesgo que el 

referido tratamiento pueda acarrear sobre los derechos de su Titular. 

Deben contemplar, como mínimo: 

a. La adopción de procesos internos para llevar adelante de manera efectiva las 

Comentario [Bomchil8]: Este 
agregado asume que la base legal es 
siempre el consentimiento. Sugerimos 

eliminarlo ya que es incorrecto, en caso de 

que se utilice otra base legal no 
corresponde que el titular dé autorización 
luego de la modificación. 
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medidas de responsabilidad; 

b. La implementación de procedimientos para atender el ejercicio de los derechos por parte de 

los 

b.  Titulares de los datos; 

c. La realización de supervisiones o auditorías, internas o externas, para controlar el 

cumplimiento de las medidas adoptadas; 

d. Implementación de procedimientos de evaluación de impacto conforme a lo establecido 

en el presente capítulo. 

Las medidas deben quedar documentadas y a disposición en caso de ser requeridas por la 

Autoridad de aplicación. 

 

La implementación efectiva de medidas de responsabilidad proactiva serán tenidas en 

cuenta como un criterio de atenuación para la graduación de la sanción por una eventual 

violación de la presente Ley y sus normas reglamentarias. 

 
ARTÍCULO 38.- Protección de datos desde el diseño y por defecto 

 
El Responsable del tratamiento y el Encargado deben, desde el diseño y antes del 

tratamiento, prever y aplicar medidas tecnológicas y organizativas apropiadas para 

cumplir los principios y garantizar los derechos de los Titulares de los datos establecidos 

en la presente Ley. 

Las medidas deben ser adoptadas teniendo en cuenta el estado de la tecnología, los costos 

de la implementación y la naturaleza, ámbito, contexto y fines del tratamiento de los datos, 

así como los riesgos que entraña el tratamiento para el derecho a la protección de los 

datos de sus Titulares. 

El Responsable y el Encargado del tratamiento deben aplicar las medidas tecnológicas y 

organizativas apropiadas con miras a garantizar que, por defecto, sólo sean objeto de 

tratamiento aquellos datos personales que sean necesarios para cada uno de los fines del 

tratamiento. Esta obligación se aplica a la cantidad, calidad y categoría de datos 

personales tratados, al alcance de su tratamiento, a su plazo de conservación y a su 

accesibilidad. Tales medidas deben garantizar que, por defecto, los datos personales no 

sean accesibles, sin la intervención del Titular de los datos, a un número indeterminado de 

personas humanas. 

 
ARTÍCULO 39.- Evaluación de impacto relativa a la protección de datos personales 

 
Cuando el Responsable del tratamiento prevea realizar algún tipo de tratamiento de datos 

que por su naturaleza, alcance, contexto o finalidades, sea probable que entrañe un alto 

riesgo de afectación a los derechos de los Titulares de los datos amparados en la presente 

Ley, deberá realizar, de manera previa a la implementación del tratamiento, una evaluación 

del impacto relativa a la protección de los datos personales. 

Esta evaluación es obligatoria en los siguientes casos, sin perjuicio de otros que 

establezca la Autoridad de aplicación: 

a. Evaluación sistemática y exhaustiva de aspectos personales de personas humanas 

que se base en un tratamiento de datos automatizado y semiautomatizado, como la 

elaboración de perfiles, y sobre cuya base se tomen decisiones que produzcan efectos 

jurídicos para las personas humanas o que les afecten significativamente de modo 

similar; 

b. Tratamiento de datos sensibles a gran escala, de datos relativos a antecedentes 

penales, contravencionales o de niños, niñas y adolescentes; 

c. Observación sistemática a gran escala de una zona de acceso público. 
 

ARTÍCULO 40.- Contenido de la evaluación de impacto 
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La evaluación debe incluir, como mínimo: 

a. Una descripción sistemática de las operaciones de tratamiento de datos previstas y de los 

fines del tratamiento, inclusive, cuando proceda, el interés legítimo perseguido por el 

Responsable del tratamiento; 

b. Una evaluación de la necesidad y la proporcionalidad de las operaciones de 

tratamiento de datos con respecto a su finalidad; 

c. Una evaluación de los riesgos para la protección de los datos personales de los 

Titulares a que se refiere el inciso a) del artículo 39; 

d. Las medidas previstas para afrontar los riesgos, incluidas garantías, medidas de 

seguridad y mecanismos que garanticen la protección de los datos personales, y para 

demostrar la conformidad con la presente Ley, teniendo en cuenta los derechos e intereses 

legítimos de los Titulares de los datos y de otras personas que pudieran verse 

potencialmente afectadas. 

 
ARTÍCULO 41.- Informe previo 

 

Cuando una evaluación de impacto muestre que el tratamiento entrañaría un alto riesgo, el 

Responsable debe informar a la Autoridad de aplicación. 

El informe debe incluir, como mínimo: 

a. Las obligaciones respectivas del Responsable y Encargado, en particular en caso de 

tratamiento de datos dentro de un mismo Grupo económico; 

b. Los fines y medios del tratamiento previsto; 

c. Las medidas y garantías establecidas para minimizar los riesgos identificados y 

proteger los derechos de los Titulares; 

d. En su caso, los datos de contacto del Delegado de protección de datos; 

e. La evaluación de impacto relativa a la protección de datos; 

f. Cualquier otra información que solicite la Autoridad de aplicación. 

El Responsable no podrá iniciar el tratamiento de datos hasta tanto la Autoridad de aplicación se 

pronuncie sobre el informe. El pronunciamiento de la Autoridad de Aplicación deberá emitirse 

en un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco (45) días hábiles, pudiendo ser 

extendido en atención por un plazo de quince (15) días hábiles en caso de que la complejidad 

del asunto sea extraordinaria.  

 
ARTÍCULO 42.- Delegado de protección de datos 

 
Los Responsables y Encargados del tratamiento deben designar un Delegado de 

protección de datos en cualquiera de los siguientes supuestos: 

a. Se trate de una autoridad u organismo público; 

b. Las actividades del Responsable o Encargado del tratamiento de datos personales 

requieran un control permanente y sistematizado por su volumen, naturaleza, alcance o 

finalidades, conforme se establezca en esta Ley, su reglamentación, o en la normativa que 

dicte al respecto la Autoridad de aplicación. 

 

Cuando los Responsables y Encargados del tratamiento no se encuentren obligados a la 

designación de un Delegado de protección de datos de acuerdo a lo previsto en este 

artículo, pueden designarlo de manera voluntaria o por orden expresa de la Autoridad de 

aplicación. 

En el caso en que se trate de una autoridad u organismo público con dependencias 

subordinadas, se puede designar un único Delegado de protección de datos, teniendo en 

consideración su tamaño y estructura organizativa. 

Un Grupo económico puede nombrar un único Delegado de protección de datos siempre 
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que esté en contacto permanente con cada establecimiento. 

La designación del Delegado de protección de datos debe recaer en una persona que reúna 

los requisitos de idoneidad, capacidad y conocimientos específicos para el ejercicio de sus 

funciones. 

Las funciones del Delegado de protección de datos pueden ser desempeñadas por un 

empleado del Responsable o Encargado del tratamiento o en el marco de un contrato de 

prestación de servicios. El Delegado de protección de datos puede ejercer otras funciones 

siempre que no den lugar a conflictos de intereses. 

El Responsable del tratamiento estará obligado a respaldar al Delegado de protección de 

datos personales en el desempeño de sus funciones, facilitándole los recursos 

necesarios para su desempeño y para el mantenimiento de sus conocimientos 

especializados y la actualización de estos. 

El Delegado debe ejercer sus funciones de manera autónoma y libre de interferencias, sin 

recibir instrucciones, y sólo debe responder ante el más alto nivel jerárquico de la 

organización. 

No será destituido ni sancionado por desempeñar sus funciones. 
 

ARTÍCULO 43.- Funciones del delegado de protección de datos 

 

El Delegado de protección de datos tiene las siguientes funciones, sin perjuicio de otras 

que se le asignen especialmente: 

a. Informar y asesorar a los Responsables y Encargados del tratamiento, así como a sus 

empleados, de las obligaciones a su cargo; 

b. Promover y participar en el diseño y aplicación de una política de tratamiento de datos 

personales; 

c. Supervisar el cumplimiento de la presente Ley y de la política de protección de datos; 

d. Asignar responsabilidades, concientizar, formar al personal y realizar las auditorías 

correspondientes; 

e. Ofrecer el asesoramiento que se le solicite para hacer una evaluación de impacto relativa 

a la protección de datos, cuando entrañe un alto riesgo de afectación para los derechos de 

los Titulares, y supervisar luego su aplicación; 

 

f. Cooperar y actuar como referente ante la Autoridad de aplicación para cualquier consulta 

sobre el tratamiento de datos efectuado por el Responsable o Encargado del tratamiento; 

g. Recibir las comunicaciones y responder los reclamos de los Titulares. 
 

ARTÍCULO 44.- Representantes de Responsables y Encargados del tratamiento no establecidos en 

la República Argentina 

 

Cuando el Responsable o el Encargado del tratamiento no se encuentren establecidos en la 

REPÚBLICA ARGENTINA conforme a lo normado en el artículo 4, inciso b de la presente Ley, 

deberá designar un Representante en el territorio nacional, quien actuará en nombre de 

ellos. 

El presente artículo no será aplicable cuando: 

a) El tratamiento sea ocasional; 

b) Se trate de organismos públicos extranjeros. 

El Representante actuará en nombre del Responsable o del Encargado del tratamiento, 

responderá los pedidos y solicitudes de la Autoridad de aplicación y de los Titulares de los 

datos. También podrá ser objeto de un procedimiento sancionatorio ante el incumplimiento 

por parte del Responsable o del Encargado. En caso de falta de respuesta por parte del 

Responsable o Encargado, el Representante será responsable de cualquier sanción 

impuesta en el marco de dicho procedimiento. 

Comentario [Bomchil9]: Esta norma 

importada del GDPR puede ser muy 

conflictiva en una legislación laboral como 

la argentina. Probablemente genere que se 

termine buscando a un delegado fuera de la 
compañía. 

Comentario [Bomchil10]: Esta 
responsabilidad parece excesiva y 
complejizará la designación de esta figura.  
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ARTÍCULO 45.- Registro Nacional para la Protección de Datos 

 

Créase el Registro Nacional para la Protección de Datos. Deberán inscribirse 

obligatoriamente en el mismo: 

a. Todos aquellos Responsables y Encargados del tratamiento que conforme al artículo 

42, deban tener un Delegado de protección de datos. 

b. Todos aquellos Responsables y Encargados del tratamiento de datos que conforme lo 

establecido en el artículo 44 deban contar con un representante en la REPÚBLICA 

ARGENTINA. 

La Autoridad de aplicación tendrá a su cargo la reglamentación del presente registro. 

 
ARTÍCULO 46.- Mecanismos de autorregulación vinculantes 

 

La Autoridad de aplicación promoverá y ponderará positivamente la elaboración de 

mecanismos de autorregulación vinculantes que tengan por objeto contribuir a la correcta 

aplicación de la presente Ley, teniendo en cuenta las características específicas del 

tratamiento de datos que se realice, así como el efectivo ejercicio y respeto de los derechos 

del Titular de los datos. 

Los mismos se pueden traducir en códigos de ética, de buenas prácticas, normas 

corporativas vinculantes, sellos de confianza, certificaciones u otros mecanismos que 

coadyuven a contribuir a los objetivos señalados. 

 

 

Los Responsables o Encargados del tratamiento pueden adherirse a ello de manera 

voluntaria. 

Las asociaciones u otras entidades representativas de categorías de Responsables o 

Encargados del tratamiento podrán adoptar mecanismos de autorregulación vinculantes 

que resulten obligatorios para todos sus miembros. 

Estos serán presentados a la homologación de la Autoridad de aplicación, la cual 

dictaminará si se adecúan a las disposiciones de la presente Ley y, en su caso, los 

aprobará o indicará las correcciones que estime necesarias. 

Los que resulten aprobados serán registrados y dados a publicidad por la Autoridad de 

aplicación. 

  

Comentario [Bomchil11]: Parece un 
trámite burocrático que va en contra del 

principio de responsabilidad proactiva.  
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CAPÍTULO 6  

PROTECCIÓN DE DATOS DE INFORMACIÓN CREDITICIA 
 

ARTÍCULO 47.- Protección de datos de información crediticia del sector financiero y no financiero 

 

En la prestación de servicios de información crediticia sólo pueden tratarse datos 

personales de carácter patrimonial relativos a la solvencia económica y al crédito cuando 

se cuente con una base legal conforme a lo establecido en el artículo 12 de la presente 

Ley. 

Se prohíbe a las empresas prestadoras de servicios de información crediticia el 

tratamiento de datos de parientes del Titular, exceptuando el supuesto de quienes 

participen dentro de una misma sociedad comercial. 

No se podrán tratar los datos comerciales negativos referidos a la prestación de los 

servicios públicos esenciales. 

 
ARTÍCULO 48.- Plazo de conservación de la información crediticia 

 
Sólo se podrán tratar datos personales que sean significativos para evaluar la solvencia 

económico financiera durante los últimos CINCO (5) años a contar desde la última 

información significativa, o desde el vencimiento del plazo original de la operación de crédito 

de que se trate, el que fuera mayor. El plazo se reduce a UN (1) año cuando el deudor 

cancele o extinga la obligación, a contar a partir de la fecha precisa en que lo hace, 

debiendo constar en el informe crediticio. 

 
ARTÍCULO 49.- Deber de comunicación 

 
Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un sistema de 

puntuación y/o calificación de acuerdo al comportamiento crediticio de las personas, se 

deberá comunicar detalladamente al Titular de los datos cuál es la fórmula, variables, el 

procedimiento y la información que tomó en cuenta o el algoritmo que se utiliza y su 

composición. 

Las entidades crediticias deben comunicar de forma diligente al Titular de los datos el 

cambio de situación crediticia que permita acreditar el envío y su fecha. Dicha comunicación 

se debe efectuar cuando las obligaciones pasen de cumplimiento normal a incumplimiento, 

dentro de los DIEZ (10) días hábiles de producida la nueva clasificación. El cedente tiene la 

carga de acreditar el cumplimiento de la comunicación aquí dispuesta. 

Cuando se deniegue al Titular de los datos la celebración de un contrato, solicitud de trabajo, 

servicio, crédito comercial o financiero, sustentado exclusivamente en un informe crediticio, 

exclusivamente en caso de que el Titular lo requiera deberá informársele tal circunstancia, 

así como la empresa que proveyó dicho informe y hacerle entrega de una copia del 

mismo. 

Comentario [Bomchil12]: Este punto 
aparenta ser redundante ya que el 

concepto de base legal aplica para todas las 
categorías de datos. No es necesario 

repetirlo acá ya que resulta claro del 

artículo 12. 

Comentario [Bomchil13]: En la 
medida en que exista una base legal que lo 

avale, no debería existir esta limitación. 
¿Cuál es el fundamento? 

Comentario [Bomchil14]: Mismo 

comentario que el anterior. ¿Cuál es el 
fundamento? 

Comentario [Bomchil15]: La 
redacción de esta norma parece confusa. 
¿Qué significa “desde la última información 

significativa”? Si una persona tiene una 
deuda que se encuentra en proceso de 

recupero e incluso con acciones judiciales 
iniciadas, ¿deben borrarse los registros 

anteriores a los últimos 5 años? ¿No se 
puede considerar el total de la deuda sino 

sólo los intereses devengados en los 

últimos 5 años?  
 
En caso de decidir igualmente mantener 

este artículo, sugerimos aclarar que este 

artículo no aplica a entidades crediticias 

sino a entidades de provisión de servicios 

de información crediticia, tal como lo 
prevé la norma actual. Aplicar el Artículo 
48 a las Entidades Crediticias colisiona con 

los requerimientos de otras normativas 
que imponen la obligación de conservar la 
información (cómo por ejemplo las normas 
de prevención del lavado y la obligación de 

conservar los soportes de la contabilidad). 
 
No existen antecedentes similares 

bajo el GDPR 
 

Comentario [Bomchil16]: Entendemo
s que no es necesario este punto, ya está 

regulado en el artículo 30 sobre 
tratamiento automatizado. Esta norma es 
incluso más gravosa que la del artículo 30 

ya que no se protegen los secretos 

comerciales. No debería existir este 
tratamiento desigual para las empresas 

crediticias.  

Comentario [Bomchil17]: No parece 
ser razonable imponer esta obligación en 

cabeza de las compañías cuando la persona 
que se encuentra en mora es el titular del 

dato. Por otro lado, la obligación no 

especifica si el Responsable del tratamiento 
de datos debe informar al BCRA al mismo 

tiempo que al Titular de los datos, en 

forma previa al informe al BCRA o cuál es 
la obligación subyacente. Dada la carga 
administrativa adicional y tratándose de 

información pública, sugerimos eliminar 
este párrafo. 
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AUTORIDAD DE APLICACIÓN 
 

ARTÍCULO 50.- Autoridad de aplicación 

 

La AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, ente autárquico con autonomía 

funcional conforme a la Ley Nº 27.275 es la Autoridad de aplicación de la presente Ley. 

 
ARTÍCULO 51.- Facultades de la Autoridad de aplicación 

 

La Autoridad de aplicación tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 

a. Ejercer la supervisión, control y evaluación de las actividades efectuadas por el 

Responsable y Encargado del tratamiento de datos personales; en el caso que para tal fin se 

requiera el auxilio de la fuerza pública, podrá solicitar autorización judicial para acceder a 

locales, equipos o programas de tratamiento de datos a fin de verificar infracciones al 

cumplimiento de esta Ley; 

b. Dictar las normas, reglamentaciones y criterios orientadores que se deben observar 

en el desarrollo de las actividades comprendidas por esta Ley; 

c. Tramitar los requerimientos y denuncias interpuestos en relación al tratamiento de datos en 

los términos de la presente Ley; 

d. Solicitar información a los Responsables o Encargados de tratamiento, Delegados de 

protección de datos y Representantes, los que deberán proporcionar los antecedentes, 

documentos, programas u otros elementos relativos al tratamiento de datos que se le 

requieran; en estos casos, la Autoridad deberá garantizar la seguridad y confidencialidad de 

la información y elementos suministrados; 

e. Dictar órdenes administrativas para garantizar el debido tratamiento de los datos 

personales y derechos de los Titulares, e imponer las sanciones por violación de la 

presente Ley y de las reglamentaciones que se dicten en consecuencia; 

f. Iniciar las actuaciones administrativas de oficio, a petición de parte o por solicitud de otra 

autoridad o de organizaciones con interés legítimo; 

g. Implementar mecanismos voluntarios de solución de controversias para que los Titulares 

y los Responsables o Encargados lleguen a acuerdos que garanticen el debido tratamiento 

de los datos personales y los derechos de los Titulares; 

h. Constituirse en querellante en las acciones penales que se promovieran por 

violaciones a la presente Ley; 

i. Interponer acciones colectivas de Habeas Data conforme a lo establecido en la 

presente Ley; 

j. Aprobar las cláusulas contractuales modelo para la transferencia internacional de datos; 

i. Homologar los mecanismos de autorregulación vinculantes y supervisar su 

cumplimiento; 

 

l. Crear, regular y aprobar los mecanismos de certificación en materia de protección de 

datos y los requisitos que deben cumplir los organismos de certificación; 

ll. Promover acciones de cooperación con autoridades de protección de datos 

personales de otros países y entidades u organismos internacionales; celebrar 

convenios de cooperación y contratos con organizaciones públicas o privadas, 

nacionales o extranjeras, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de sus 

funciones; 

m. Asistir, asesorar y capacitar a las personas, entidades públicas y privadas acerca de 

los alcances de la presente Ley; 

n. Promover la cultura de la privacidad, el debido tratamiento de datos y la 

autodeterminación informativa, así como una gestión responsable, ética y transparente del 

procesamiento automatizado; 

ñ. Desarrollar investigación aplicada y conocimiento sobre la protección de datos 
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personales; 

o. Promover, organizar y desarrollar programas tendientes a la protección de datos 

personales de niños, niñas y adolescentes en internet, juegos electrónicos y otras 

plataformas digitales; 

p. Divulgar los derechos de los Titulares en relación con el tratamiento de datos 

personales e implementar campañas pedagógicas para capacitar e informar a los 

ciudadanos, Responsables y Encargados acerca del ejercicio y garantía del derecho 

fundamental a la protección de datos; 

q. Generar estrategias para la prevención de la violencia digital en relación a la defensa 

de la privacidad y tratamiento de datos; 

r. Promover la incorporación de contenidos educativos vinculados al tratamiento de datos, 

privacidad y autodeterminación informativa; 

s. Promover la capacitación y formación profesional en materia de protección de datos 

personales; 

t. Ejecutar otras facultades que le sean asignadas por la ley o su reglamentación. 
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CAPÍTULO 8 PROCEDIMIENTOS Y 

SANCIONES 

 
ARTÍCULO 52.-Procedimiento 

 
A los efectos de constatar el cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley, la Autoridad de 

aplicación podrá iniciar procedimientos: 

a. A instancias del Titular de los datos; 

b. A instancias de la Autoridad de aplicación; 

A instancias de un tercero por denuncia de violaciones a la presente Ley. 
 

ARTÍCULO 53.- Trámite de protección de los datos personales 

 
El Titular de los datos o su representante legal puede realizar una denuncia, en forma 

gratuita, mediante cualquier medio habilitado para dicho efecto por la Autoridad de 

aplicación, expresando con claridad el contenido de su requerimiento, los preceptos de esta 

Ley que considere vulnerados, y acreditando haber efectuado la intimación prevista en el 

artículo 32. 

La presentación debe realizarse dentro de los TREINTA (30) días hábiles siguientes a la 

fecha en que se comunique la respuesta al Titular de los datos por parte del 

Responsable o Encargado del tratamiento de acuerdo a lo previsto en la citada norma, o 

dentro de los TREINTA (30) días hábiles del vencimiento del plazo para responder, en 

cualquier momento si el mismoplazo allí establecido hubiere vencido sin respuesta del 

Responsable o Encargado del tratamiento. 

La Autoridad de aplicación intimará a los Responsables o Encargados del tratamiento, para 

que en el plazo de QUINCE (15) días hábiles, emita respuesta, ofrezca las pruebas que 

estime pertinentes y manifieste por escrito lo que a su derecho convenga. En caso de ser 

solicitado de manera fundada, la Autoridad de aplicación podrá otorgar una prórroga que no 

exceda el plazo inicial. 

Concluida la recepción de las pruebas, se procederá a labrar acta en la que se dejará 

constancia el hecho denunciado y/o verificado y las normas presuntamente infringidas. 

Dicha acta se notificará al Responsable o Encargado haciéndole saber que le asiste el 

derecho a presentar su descargo dentro de los CINCO (5) días hábiles. 

 
ARTÍCULO 54.- Resolución 

 

La Autoridad de aplicación podrá, mediante resolución fundada: 

a. Desestimar las denuncias presentadas; 

b. En caso de considerar que asiste derecho al Titular de los datos, requerirle al 

Responsable o Encargado del tratamiento que haga efectivo el ejercicio de los derechos 

objeto de protección, debiendo dar cuenta por escrito de dicho cumplimiento a la Autoridad 

de aplicación dentro de los QUINCE (15) días hábiles de efectuado; 

c. De verificarse incumplimientos a la presente Ley, imponer las sanciones previstas. 
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La Autoridad de aplicación dictará la resolución que corresponda dentro de un plazo 

razonable, atendiendo a la complejidad del tema a resolver. 

 
ARTÍCULO 55.- Notificaciones 

 

Serán válidas las notificaciones realizadas por medios electrónicos conforme la 

reglamentación de la autoridad de aplicación, teniendo en consideración lo establecido 

por el artículo 5 de esta Ley. 

 
ARTÍCULO 56.- Recursos 

 

Contra las resoluciones de la Autoridad de aplicación los Responsables o Encargados podrán 

interponer ante ella y dentro de los 15 (QUINCE) días hábiles de notificados, el recurso de 

reconsideración. No procederá el recurso de alzada. Las resoluciones de la Autoridad de 

aplicación agotarán la vía administrativa a los efectos de lo previsto en la Ley Nacional de 

Procedimientos Administrativos Nº 19.549 y sus modificatorias. Podrán ser impugnadas ante 

la JUSTICIA FEDERAL. 

 
ARTÍCULO 57.- Medidas correctivas 

 

En caso de incumplimiento de las disposiciones previstas en la presente Ley, su 

reglamentación y las regulaciones emitidas por la Autoridad de aplicación, ésta dictará 

medidas correctivas con el objeto de evitar que se siga cometiendo la infracción y que la 

conducta se produzca nuevamente, sin perjuicio de la aplicación de las correspondientes 

sanciones administrativas. 

Las obligaciones con efecto correctivo a implementar consisten en medidas técnicas, 

jurídicas, organizativas, educativas o administrativas que la Autoridad de aplicación 

considere pertinentes evaluando las circunstancias particulares del caso, para garantizar 

un tratamiento adecuado de datos personales. 

 
ARTÍCULO 58.- Sanciones 

 

La Autoridad de aplicación podrá imponer a los Responsables y Encargados del tratamiento las 

siguientes sanciones: 

a. Apercibimientos; 

b. Multas; 

c. Suspensión de las actividades relacionadas con el tratamiento de datos personales; 

d. Cierre temporal de las operaciones; 

e.d. Suspensión inmediata Cierre inmediato de las operaciones que involucren el 

tratamiento de datos sensibles y de niñas, niños y adolescentes. 

En todos los casos la Autoridad de aplicación dará a publicidad la resolución en su sitio 

web y, si lo considere pertinente, en el Boletín Oficial y ordenará su publicación en el sitio 

web del Responsable, a su costa. 

La Autoridad de aplicación tendrá a su cargo la reglamentación del presente artículo. 

Comentario [Bomchil18]: Para 
excesivo sin una intervención judicial 
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ARTÍCULO 59.- Determinación de la unidad móvil 

 
La Autoridad de aplicación podrá establecer multas en base a la unidad de cuenta 

definida en la presente Ley. 

El valor inicial de la unidad móvil se establece en DIEZ MIL (10.000) pesos, y será 

actualizado anualmente utilizando la variación del índice de precios al consumidor (IPC) 

que publica el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) o el indicador oficial que lo 

reemplace en el futuro. 

La Autoridad de aplicación realizará su actualización el último día hábil de cada año, 

entrando en vigencia desde el momento de su publicación en el Boletín Oficial y en su 

página web. 

 
ARTÍCULO 60.- Multas 

 
Las multas se establecen desde las cinco (5) unidades móviles hasta un millón 

(1.000.000.000) de unidades móviles o, del dos por ciento (2 %) hasta el cuatro por ciento (4 

%) de la facturación total anual global del ejercicio financiero anterior, atendiendo a lo 

establecido en el artículo 62. 

La Autoridad de aplicación reglamentará las condiciones, modalidades y procedimientos 

para el pago de las multas. 

 
ARTÍCULO 61.- Incumplimiento por parte del sector público 

 
En caso de que la Autoridad de aplicación advierta un presunto incumplimiento de las 

disposiciones de la presente Ley por parte de un organismo público, podrá imponer medidas 

correctivas a fin de subsanar y mitigar los efectos producidos por el incumplimiento a la 

presente Ley. Entre ellas, la obligación de documentar los procedimientos establecidos 

para el tratamiento de los datos personales, disponer planes de responsabilidad y 

cumplimiento, capacitación especializada y formación profesional obligatoria en la materia 

para el personal de los organismos, disponer la implementación de mejoras de 

infraestructura y medidas de seguridad, entre otras disposiciones. 

Las infracciones a la Ley por parte de organismos públicos serán pasibles de la sanción 

prevista en el artículo 58, excepto el inciso b, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones 

civiles, disciplinarias y penales establecidas en los artículos 117 bis y 

157 bis del Código Penal de la Nación Argentina, respecto de los funcionarios públicos. 

 
ARTÍCULO 62.- Gradación 

 

Las sanciones a las que se refiere el artículo 58 se aplicarán después de un 

procedimiento administrativo llevado a cabo por la Autoridad de aplicación que garantice 

la defensa plena, gradual, aislada o acumulativa, según las peculiaridades del caso 

específico, atendiendo los siguientes criterios: 

Comentario [Bomchil19]: Entendemo

s que es desproporcionado importar esta 
norma del derecho europeo, que puede 
llevar a multas groseramente 

desproporcionadas con las operaciones 
que llevan empresas multinacionales en 

Argentina. 
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a. La naturaleza y dimensión del daño o peligro a los intereses jurídicos tutelados por la 

presente Ley; 

b. El beneficio económico obtenido por el infractor o terceros, en virtud de la comisión de la 

infracción; 

c. La reincidencia en la comisión de la infracción; 

d. La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de vigilancia de la 

Autoridad de aplicación; 

e. El incumplimiento de los requerimientos u órdenes impartidas por la Autoridad de 

aplicación; 

f. El reconocimiento o aceptación expresa que haga el investigado sobre la comisión de la 

infracción antes de la imposición de la sanción a que hubiere lugar; 

g. La condición económica del infractor; 

h.g. La adopción demostrada de medidas correctivas y mecanismos y procedimientos 

internos capaces de minimizar el daño, tendientes al tratamiento seguro y adecuado de los 

datos; 

i.h. La adopción de mecanismos de autorregulación vinculantes; 

j.i. La proporcionalidad entre la gravedad de la falta y de la sanción; 

k.j. La designación voluntaria de un Delegado de protección de datos; 

l.k. La notificación oportuna de incidentes de seguridad; 

ll. Otros que pueda considerar la Autoridad de aplicación según la naturaleza del caso. 
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CAPÍTULO 9 ACCIÓN DE 

HABEAS DATA 

 

ARTÍCULO 63.- Procedencia 

 
La acción de Habeas Data procede para tutelar los derechos que resulten restringidos, 

alterados, lesionados o amenazados por un tratamiento de datos personales contrario a la 

presente Ley por parte de Responsables o Encargados de tratamiento de datos personales. 

 
ARTÍCULO 64.- Legitimación activa y pasiva 

 

La acción de Habeas Data podrá ser ejercida por el Titular de los datos afectado, sus tutores, 

curadores o por el titular de la responsabilidad parental o tutela en caso de niñas, niños o 

adolescentes. En el caso de las personas humanas fallecidas, la acción podrá ser ejercida 

por sus sucesores universales. 

En el proceso podrá intervenir, en forma coadyuvante y cuando corresponda, la 

Autoridad de aplicación, quien será notificada del inicio de la acción de habeas data. 

La acción podrá ser también intentada en representación colectiva por la Autoridad de 

aplicación, el Defensor del pueblo y asociaciones u organizaciones con interés legítimo, 

siempre que su objeto se limite a la impugnación de tratamientos que conlleven 

violaciones generalizadas. En tal caso, los promotores de tales acciones no podrán tener 

acceso a los datos de las demás personas que integran el colectivo por ellas representado, 

sino sólo a los datos propios. 

La acción procede respecto de los Responsables y Encargados. Excepcionalmente estos 

podrán interponer la acción contra otros Responsables o Encargados del tratamiento cuando 

los últimos incumplan con sus obligaciones legales o convencionales y esto pueda 

acarrearles perjuicio. 

 
ARTÍCULO 65.- Competencia 

 
Será competente para entender en esta acción el juez del domicilio del actor o del 

demandado, a elección del actor. 

Procederá la competencia federal cuando la acción se interponga en contra de los 

Responsables y Encargados del tratamiento que sean parte de la Administración Pública 

Nacional, en los términos del artículo 8° de la Ley N° 24.156 y sus modificatorias. 

 
ARTÍCULO 66.- Procedimiento aplicable 

 

La acción de Habeas Data tramitará según las disposiciones de la presente Ley y, 

supletoriamente, según el procedimiento que corresponde a la acción de amparo común y 

según las normas del CÓDIGO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL DE LA NACIÓN, en lo 

atinente al juicio sumarísimo. El juez dispondrá de amplias facultades 
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para adaptar los procedimientos de acuerdo a las circunstancias particulares del caso y 

a fin de dar mayor eficacia tuitiva al proceso. 

 
ARTÍCULO 67.- Requisitos de la demanda 

 
La demanda deberá interponerse por escrito, individualizando con la mayor precisión posible 

el nombre y domicilio del Responsable o Encargado del tratamiento y, en su caso, el nombre 

de la base de datos o cualquier otra información que pudiera ser útil a efectos de 

identificarla. En el caso de bases de datos públicas, se procurará establecer la autoridad 

u organismo público del cual dependan el responsable o el encargado del tratamiento. 

El accionante deberá alegar las razones por las cuales entienda que se esté efectuando 

tratamiento de datos referido a su persona y los motivos por los cuales considere que 

procede el ejercicio de los derechos que le reconoce la presente Ley. Asimismo, deberá 

justificar el cumplimiento de los recaudos que hacen al ejercicio de tales derechos. 

El accionante podrá solicitar al juez que, mientras dure el procedimiento, el Responsable 

o el Encargado del tratamiento informe que los datos cuestionados están sometidos a un 

proceso judicial. 

El juez podrá disponer el bloqueo provisional del acceso a la base de datos en lo referente a 

los datos personales motivo del juicio cuando sea manifiesto el carácter ilícito del tratamiento 

de esos datos o ellos sean inequívocamente falsos o inexactos. 

 
ARTÍCULO 68.- Trámite 

 

Admitida la acción, el juez requerirá al Responsable o Encargado del tratamiento la remisión 

de la información concerniente al accionante y el ofrecimiento de la prueba pertinente. 

También podrá requerir informes sobre el soporte técnico de datos, documentación de base 

relativa al tratamiento y cualquier otro aspecto que resulte conducente a la resolución de la 

causa que estime procedente. 

El plazo para contestar el informe no podrá ser mayor a CINCO (5) días hábiles, el que podrá 

ser ampliado prudencialmente por el juez. 

Los Responsables o Encargados del tratamiento no podrán alegar la confidencialidad de la 

información que se les requiere, salvo el caso en que se afecten las fuentes de información 

periodística. 

Cuando un Responsable o Encargado se oponga a la remisión del informe solicitado, con 

invocación de las excepciones autorizadas por la presente Ley o por una ley específica, 

deberá acreditar los extremos que hacen aplicable la excepción legal. En tales casos, el 

juez podrá tomar conocimiento personal y directo de la información requerida 

manteniendo su confidencialidad. 
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ARTÍCULO 69.- Contestación del informe 

 
Al contestar el informe, el Responsable o Encargado del tratamiento de datos deberá 

expresar las razones por las cuales efectuó el tratamiento cuestionado y, en su caso, 

aquellos motivos por los que no evacuó el pedido efectuado por el accionante. 

 
ARTÍCULO 70.- Ampliación de la demanda 

 
Contestado el informe, el actor podrá, en el término de TRES (3) días, ampliar el objeto de la 

demanda, ofreciendo en el mismo acto la prueba pertinente. De esta presentación se dará 

traslado al demandado por igual término para que conteste y ofrezca prueba. 

 
ARTÍCULO 71.- Sentencia 

 

Vencido el plazo para la contestación del informe o contestado éste, o luego de 

contestada la ampliación, y en su caso habiendo sido producida la prueba, el juez 

dictará sentencia. 

De estimarse procedente la acción, se especificará si la información debe ser 

bloqueada, suprimida, rectificada, o actualizada, estableciendo un plazo para su 

cumplimiento. 

El rechazo de la acción no constituye presunción respecto de la responsabilidad en que 

hubiera podido incurrir el demandado. 

La sentencia deberá ser comunicada a la Autoridad de aplicación y contra la sentencia 

procede el recurso de apelación. 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

ARTÍCULO 72.- Vigencia 

 

Las disposiciones de la presente Ley entrarán en vigencia a partir de su publicación en el 

Boletín Oficial. 

Los Responsables y Encargados del tratamiento contarán con el plazo máximo de UN 

(1) año desde la publicación de la presente Ley en el Boletín Oficial, para adaptarse a las 

obligaciones contenidas en ella. 
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DISPOSICIONES FINALES 
 

ARTÍCULO 73.- Orden público 

 

Las normas de la presente Ley son de orden público y de aplicación en todo el territorio 

nacional. 

 
ARTÍCULO 74.- Referencias 

 

Toda referencia normativa a la entonces DIRECCIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES, su competencia o sus autoridades, se considerará referida a la AGENCIA DE 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. 

En todas aquellas normas en que se mencione la Ley 25.326, se debe considerar referida 

a la presente Ley. 

 

 
ARTÍCULO 75.- Derogación 

 

Con la entrada en vigencia de la presente Ley, quedan derogadas las Leyes Nros. 

25.326 y 26.343, con excepción de lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 25.326 texto ordenado por 

Ley N.º 26.388. No obstante, se continuará tramitando las causas que estuvieren abiertas bajo las 

referidas normas y sus modificatorias a la fecha de entrada en vigencia de esta Ley, bajo dichas 

normas. 

 

Las normas reglamentarias y complementarias a la Ley N° 25.326 y sus modificatorias, se entenderán 

reglamentarias y complementarias de esta Ley en tanto no contradigan las disposiciones de la misma ni sean 

reemplazadas por otras en el futuro. 

 

 
ARTÍCULO 76.- Comuníquese al PODER EJECUTIVO NACIONAL. 
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 2 

INTRODUCTION 

Privacy is a fundamental human right. Protecting privacy in the modern era is essential to effective and 

good democratic governance. This is why data protection laws exist in over 145 countries worldwide 

including various countries in Latin America,1 and instruments have been introduced by international and 

regional institutions such as the the OECD,2 Council of Europe,3 and the Red Iberoamericana de 

protección de datos.4 

Privacy International welcomes the continued efforts by Argentina to provide protections for the right to 

privacy, already enshrined in the Constitution of Argentina. PI welcomes the main aim of the draft law for 

protection of personal data (“the Bill”), namely to regulate the processing of personal data in order to 

guarantee fully the exercise of data subjects’ rights in accordance with Article 43 of the Constitution 

(Article1 of the Bill).  

Privacy International notes the advances made in the Bill to include protections for personal data to 

reflect the new challenges and opportunities that result from the data-driven ecosystem we live in, with 

the inclusion of provisions on cloud computing, automated decision-making including profiling, credit 

ratings and services and innovative marketing.  

Based on our experience of working on privacy for over 25 years, our expertise on international principles 

and standards applicable to the protection of personal data, our leadership and research on modern 

technologies and data processing, Privacy International wishes to make a number of observations and 

recommendations on the draft law (these are non-exhaustive and are intended to highlight our main 

concerns).  

 

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1 - Objeto 

Privacy International welcomes the direct reference to the Constitutional protection of the rights of 

individuals under Article 43(3) of the Constitution and the reference to Argentina’s international human 

rights treaties to which it is a signatory.  

 

 
1 See Graham Greenleaf, Now 157 Countries: Twelve Data Privacy Laws in 2021/22 (2022) 176 Privacy Laws & Business International Report 
1, 3-8, UNSW Law Research. Available at: https://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=4137418  
2 See the OECD Guidelines on the Protection of Privacy and Transborder Flows of Personal Data, updated in 2013, available at 

http://www.oecd.org/internet/ieconomy/oecdguidelinesontheprotectionofprivacyandtransborderflowsofpersonald ata.htm  
3 See the Convention for the Protection of Individuals with regard to Automatic Processing of Personal Data, ETS 108, 1981, available at 

http://conventions.coe.int/Treaty/en/Treaties/html/108.htm  
4 See the non-binding Iberoamericana Network ‘Estandares de  Proteccion de Datos Personales Para Los Estados Iberoamericanos’ available at: 

http://www.redipd.es/documentacion/common/Estandares_Esp_Con_logo_RIPD.pdf  
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ARTÍCULO 2 - Definiciones 

Clear definitions are essential to a strong and accessible law, and Privacy International welcomes the 

inclusion of new and/or updated definitions in this Bill. However, Privacy International has the following 

observations as to how these definitions could be strengthened:  

Anonymisation – ‘Anonimización’ 

This definition does not make clear that pseudonymised data does not constitute anonymised data. While 

pseudonymisation is defined later in Article 2, the concept is not used anywhere else in the legislation, 

and nowhere is made clear that pseudonymised data constitutes personal data. The definition of 

Anonymisation should therefore specify that pseudonymised data does not constitute anonymised data. In 

addition, Article 3 (‘Ambito de aplicación material de la Ley’) should specify that the law applies to 

pseudonymised data.  

Data protection authority - ‘Autoridad de aplicación” 

In light of Article 50 which provides for and upholds the autonomous or independent quality of the 

competent supervisory authority, Privacy International recommends revising the wording of this 

definition to reflect this, to read as follows: “Autoridad de aplicación autónomo”.  

Personal data - ‘Datos personales’ 

This definition does not address the question of identifiability sufficiently, specifically indirect 

identifiability. It is essential that the definition recognise that personal data should include data that 

combined with other data relates to an identifiable individual. It should also give explicit recognition to 

online identifiers (this could be IP addresses, cookie IDs, advertising IDs) as well as location data, 

amongst other types of data commonly known as metadata.  

Sensitive data – ‘Datos sensibles’ 

Privacy International welcomes the inclusion of the categories of sensitive data already identified in the 

Bill. We would suggest adding reference to data pertaining to the commission or alleged commission of 

any offence, or any proceedings for any offence committed or alleged to have been committed, the 

disposal of such proceedings or the sentence of any court in such proceedings.  

Lending institutions – ‘Entidades crediticias’ 

We find the definition of ‘entidades crediticias’ very limiting given that there is a whole new industry of 

lending companies which are not part of the formal financial/banking system. Our research has raised 
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concern that this emerging industry is left unregulated.5 These companies should be subject to the same 

data protection and security obligations as traditional financial institutions to ensure that the international 

nature of their operations is not being used as a loophole to evade regulation. We would also request that 

this definition clarify its application to all credit referencing agencies. 

ARTÍCULO 3 - Ambito de aplicación material de la Ley  

Privacy International welcomes the explicit recognition of the protection of journalistic sources and the 

right to freedom of expression. It is important that the law is used to strengthen as opposed to undermine 

all fundamental rights. Data protection and freedom of expression should not be seen as incompatible, as 

this is often the contrary. Data protection and privacy are essential enabling rights for freedom of 

expression - for example, journalistic sources will be better protected if strong data security measures are 

implemented, and individuals will be freer to speak if their personal data is not collected and analysed 

every time they do so. Given that this article would mean that the law does not apply at all (as opposed to 

an exemption to certain provisions) further details or at the very least guidance should be provided as to 

how this applies in practice to ensure that rights are truly upheld. 

We welcome the amendment made to the scope of application of the law to include the Army, security 

and intelligence agencies and forces.  

In addition, this article should specify that the law applies to pseudonymised data. 

 

CAPÍTULO II TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES  

We welcome the inclusion of the key data protection principles as follows: 

• Principle of Fairness, Lawfulness, and Transparency 

• Principle of Purpose Limitation 

• Principle of Minimisation 

• Principle of Accuracy 

• Storage Limitation 

• Principle of Accountability 

 

We also welcome the list of lawful bases for processing as follows: 

• Consent 

• Performance of a public function 

• Compliance with a legal obligation 

• Performance of a contract  

• Vital interests of the data subject 

 
5 See Privacy International’s research on Financial Privacy, including our report ‘Fintech: Privacy and Identity In the New Data-Intensive 

Financial Sector”, available at: https://privacyinternational.org/topics/financial-privacy  
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• Legitimate interests of the controller  

 

Below we set out some outstanding concerns in relation to these principles and lawful bases for 

processing.  

 

ARTÍCULO 7 - Principio de finalidad 

The inclusion of the principle of purpose limitation is important. However, the current text of the Bill 

allows for the further processing of personal data “for archiving purposes in the public interest or 

scientific, statistical or historical purposes.” It is unclear what those statistical and scientific purposes are 

and there is no condition that such purposes be in the public interest.  This provision should at least be 

subject to a number of safeguards such as requiring compliance with the principle of data minimisation, 

mandating anonymisation where the purposes described in this article can be fulfilled in that manner, and 

mandating pseudonymisation where they cannot.  

ARTÍCULO 10 – Plazo de conservación 

As with Article 7, further limitations and safeguards should be added for the situations where personal 

data is to be kept indefinitely for archiving purposes.  

ARTÍCULO 12 - Bases legales para el tratamiento de datos  

With regards to Article 12 (f), the definition of legitimate interests may be too vague and open to abuse 

by controllers who are unable to rely on other lawful bases. Indeed, since the coming into force of the 

General Data Protection Regulation (GDPR) in the EU, controllers have liberally relied on this lawful 

basis to perform personal data processing when it enabled them to market their products or services or to 

make profit out of the processing, with minimal or no consideration for individuals’ fundamental rights 

and freedoms. We would recommend that this article include a provision requiring controllers who rely 

on this lawful basis to publish and/or to provide, upon request by a data subject (i.e. not only upon request 

by the data protection authority), a copy of the legitimate interests assessment they performed.  

ARTÍCULO 16 - Tratamiento de datos sensibles  

The definitions of the following terms “el interés vital” in subsection (b), |finalidad histórica, de archivo 

de interés público, estadística o científica” in subsection (f) and “asistencia humanitarian” in subsection 

(i) need to be further qualified to prevent abuse. 

In relation to subsection (a), the consent condition for processing of sensitive data does not establish a 

sufficiently high threshold for consent. Given the heightened risks to data subjects when their sensitive 

data is processed, this condition should require explicit consent – which requires that consent is affirmed 
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in a clear statement (as opposed to just a clear affirmative action). Explicit consent cannot be inferred 

from someone’s actions.  

In relation to subsection (g), processing of sensitive personal data in the application of labour or social 

security law can have significant consequences for data subjects, in particular where such processing can 

lead to the denial of certain social benefits. This condition should therefore require authorities to 

demonstrate they have applied appropriate safeguards for preserving the fundamental rights and the 

interests of the data subject in such processing. 

In relations to subsection (h), this condition for processing is not sufficiently bounded. Processing of 

sensitive data by authorities of the State can profoundly threaten the rights and freedoms of data subjects 

if sufficient safeguards are not established.  

ARTÍCULO 17 - Tratamiento de antecedentes penales y contravencionales.  

We are concerned by the lack of safeguards this provision provides in particular given that this sort of 

data has not been included in the definition of ‘sensitive personal’ data as we noted above. Even where 

such data is processed by or under the supervision of public authorities, protections must be in place. This 

is extremely important given the sensitive nature of this data. 

ARTÍCULO 20 - Notificación de incidentes de seguridad 

Privacy International welcomes the inclusion of Article 20 which provides an obligation on the data 

controller to inform the data subject of a security incidents as it relates to their personal data.  

The current provisions limit this obligation to cases whereby the security breach implies high risks (“altos 

riesgos”) for the rights of the data subject. The Bill does not provide sufficient detail as to what would 

constitute high risks. Privacy International suggests that further detail be provided in the Bill itself to 

enable the assessment of what constitutes high risks for the rights of the data subject and/or requires the 

independent data protection authority to develop key guidance to support this impact assessment of a 

breach.  

 

 

CAPÍTULO 3 TRANSFERENCIAS INTERNACIONALES  

ARTÍCULO 23 - Transferencias internacionales basadas en una decisión de adecuación  

This list is a good starting point. However we would recommend that the Bill requires an adequacy 

decision to reflect on the international commitments of the receiving entity, their other obligations under 

legally binding conventions or instruments, or their participation in multilateral and regional systems. 
IF-2022-104477771-APN-DNPDP#AAIP

Página 6 de 12



 7 

This provision also needs to include a monitoring process to identify any developments that would affect 

the adequacy decisions, and if the level of adequacy is no longer guaranteed, take steps where necessary 

to revoke, amend or suspend the decision until the situation is rectified. 

ARTÍCULO 25 - Excepciones  

We are concerned by the following provisions: 

• paragraph (a): the threshold for relying on consent for international transfers is too low. This 

condition should require explicit consent, and require that the data subject has been informed of 

the possible risks of such transfer due to the absence of an adequacy decision and appropriate 

safeguards; 

• paragraph (b): even where the data subject enters into a contract which requires international 

transfers, there must be safeguards in place; 

• paragraph (c): interpretation as to what public interest is left open. 

 

 

 

CAPÍTULO 4 DERECHOS DE LOS TITULARES DE LOS 

DATOS 

Privacy International welcomes the inclusion of articles 26-33 which provide for the rights of data 

subjects. We stress however that the burden should be on the data controller to facilitate the exercise of 

these rights and the authority should provide relevant guidance. 

ARTÍCULO 26 – Derecho de acceso 

Further guidance should be provided as to what is meant by asking the data subject to provide ‘previa 

acreditación de su identidad’. Whilst it is important that people’s personal data is not disclosed to others 

in error, this requirement should not be used to undermine individual’s ability to exercise their rights.  

ARTÍCULO 28 - Derecho de oposición 

This article enables a data controller to refuse to comply with a data subject’s right to object should there 

be “legitimate grounds”. However, we would like to stress once again that the onus must be on the data 

controller to provide evidence for the need to continue processing the data of that individual, with reasons 

which override the interests, rights, and freedoms of that individual. Clarity must be provided on what 

constitutes “legitimate grounds”, and on balance and if in doubt the interests and rights of the individual 

should prevail. Should the data controller not comply with this request, the individual should be provided 

with an explanation and have the right to further challenge such a decision. 

 IF-2022-104477771-APN-DNPDP#AAIP
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ARTÍCULO 29 - Derecho de supresión  

Some of the exceptions included in this provision are very broad and need to be defined further such as 

for “public interest” or “legitimate interest” of third parties, as well as wider historical and archiving 

purposes, and for the process of “memory, truth and justice”. Further guidance on what this constitutes 

would help ensure interpretation of these vague terms does not curtail data subjects’ rights in arbitrary 

and discriminatory ways.  

ARTÍCULO 31 - Derecho a la portabilidad de datos personales 

Further guidance is needed on this right so that the exemptions in paragraphs a) to d) are not abused. 

There is an exemption that this right to does not apply to data “inferida, derivada, creada, generada u 

obtenida a partir del análisis o tratamiento” which may open a loophole to distinguish between data 

provided by the data subject compared to data inferred, derived, created, generated, or obtained through 

analysis. 

ARTÍCULO 32 - Ejercicio de los derechos 

We are pleased that the exercise of data subjects’ rights is free and welcome the 10-day period in which 

the requests to exercise rights must be responded to and fulfilled.  

We note the provision regarding the rights of individuals who have passed away, if the law is intended to 

apply to the deceased then this requires consideration and clarity. 

We are concerned by the provision that there must be 6 months intervals in between each free access 

request of a data subject unless new reasons are provided by the data subject for their additional requests, 

and that the Data Controller will be able to charge data subjects for the processing of their requests. The 

exercise of these rights should not come at a cost to the data subject. This financial burden may deter data 

subjects from exercising their rights, and this would likely further impact those already in a marginalised 

position that may be disproportionally affected by invasive data processing practices. 

ARTÍCULO 33 - Excepciones 

Privacy International is concerned by the possible broad interpretation of exceptions in Article 33 in 

particular given the lack of definition and scope of what constitutes the following terms: “la seguridad 

pública, la defensa de la Nación, la protección de la salud pública, de los derechos y las libertades de 

terceros y en resguardo del interés público.”    
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In addition to the listed requirements to justify the curtailment of data subjects’ rights provided for in this 

article, Privacy International would also recommend the independent competent supervisory authority to 

develop relevant guidelines for each of those exceptions.  

 

CAPÍTULO 5 OBLIGACIONES DE LOS RESPONSABLES Y 

ENCARGADOS DEL TRATAMIENTO 

ARTÍCULO 39 - Evaluación de impacto relativa a la protección de datos personales 

Privacy International welcomes the introduction of the requirement of an impact assessment when a type 

of processing is likely to result in a high risk of harm to the rights of data subjects. We note that this 

article contemplates the authority establishing other cases where impact assessments will be mandatory. 

This would be a positive development and the authority should also promote impact assessments as best 

practice across the board, regardless of the level of risk identified prior to processing. Further 

consideration should be given to making impact assessments available to individuals who are subject to 

the processing.  

One concern remains as the requirement only applies where a high risk to the rights of data subjects is 

identified, rather than to the rights of any natural persons. Indeed, any large-scale processing operation 

may have consequences for individuals beyond the data subjects whose data is concerned by the 

processing. Hence we would recommend that this Article be amended to require an impact assessment 

where a type of processing is likely to result in a high risk of harm to the right of natural persons.  

There are many risks associated with storing the very information that an individual’s identity is in part 

composed of. The misappropriation of this information can deny individuals their identity and lead to 

limits on personal freedom. Furthermore, the processing of such data raises concerns about 

discrimination, particularly in environments prone to social sorting. It is thus imperative that the 

processing of such personal data be robustly overseen and managed by this Bill.  

ARTÍCULO 43 - Delegado de Protección de Datos 

Privacy International welcomes the inclusion of this provision, but would nevertheless request adding a 

requirement that the name and contact details of the data protection officer be publicly available and 

submitted to the independent supervisory authority.  It is also important that independence of Data 

Protection Officers is protected. 
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CAPÍTULO 7 AUTORIDAD DE CONTROL 

 

ARTÍCULO 43 - Delegado de Protección de Datos 

An initial version of the proposed law provided for the establishment of an independent data protection 

authority, the Agencia Nacional de Protección de Datos Personales (ANPDP). 

However, the Argentinian Data Protection Authority has since been brought into the structure of the 

Access to Information Agency following the passing of a Presidential Decree of Need and Urgency, 

(which this situation was not), on 26 September 2018 which modified the newly adopted Access to 

Information Law. 

We are concerned that this change will impact the data protection regime in Argentina.  

In addition to the powers and functions of the authority provided for within the Bill, should be the ability 

to issue not just guidance but binding Codes of Conduct. 

 

CAPÍTULO 8 PROCEDIMIENTOS Y SANCIONES 

 

ARTÍCULO 53 - Trámite de protección de los datos personales  

This provision should explicitly include provisions for collective redress. The information and power 

imbalance between individuals and those controlling their personal data is growing and collective 

complaints would ensure corrective action by organisations processing personal information, which 

would benefit all those affected.   

Provision should therefore be made in the process to allow individuals to be represented by qualified 

representatives and for certain qualified bodies, such as non-profit groups working in the field of data 

protection, to make complaints and seek remedies. Such bodies should also be able to bring complaints 

before the authority, without the mandate of an individual, for example, where they have identified 

systematic contraventions of the law. This can be particularly important where for example the 

contravention is complex to identify but affects many individuals, such as with a connected toy or in 

cases of online tracking. 

ARTÍCULO 54 - Resolución 

This article fails to include that one outcome could be that a person whose rights are found to have been 

violated should have a right to compensation for the damage suffered – material or non-material (e.g. 

distress).  IF-2022-104477771-APN-DNPDP#AAIP
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This underlines the need for robust enforcement models to be in place to ensure that any violation can be 

investigated and acted upon by a relevant authority.  

ARTÍCULO 58 - Sanciones  

Further consideration should be given to whether the maximum amount of the fine is sufficient to be seen 

as a threat and thus encourage implementation of the law. 
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ANTEPROYECTO DE LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES
Aportes y observaciones de la Asociación del Personal Legislativo (APL)

El desarrollo y la innovación de la ciencia aplicada a la tecnología,
especialmente en los progresos que se fueron dando en este siglo, han
tenido un profundo impacto en todos los ámbitos de las relaciones
interpersonales, lo que hizo posible cambios cada vez más veloces en los
escenarios actuales y en las perspectivas futuras.

La actividad laboral no escapa a esta lógica. El trabajo en su visión
tradicional ha sido objeto de decisivos procesos de transformación, que
fueron creando nuevos paradigmas y oportunidades, pero también nuevos
desafíos. Las herramientas y los insumos imprescindibles para llevar a
cabo las tareas laborales en estos tiempos requieren de adecuados
conocimientos, normas y protocolos que garanticen su buen uso.

La era digital y de la información promovió una revolución de los modelos
de la comunicación. A su vez, trajo consigo una extrema vulnerabilidad en
la seguridad, en la privacidad y en la intimidad de las personas. Creemos
que es imprescindible brindar un marco de protección estatal que sea
compatible con una visión actual del problema y acompañe los procesos
de desarrollo tecnológico en un entorno seguro.

Celebramos la iniciativa promovida por la Agencia de Acceso a la
Información Pública, con la convicción de que una nueva ley de protección
de datos personales permitirá dar respuesta los desafíos que plantean los
usos de las nuevas tecnologías, particularmente en lo referido a las
relaciones laborales y al ejercicio de los derechos de los trabajadores y las
trabajadoras.

El presente documento se elabora con el fin de ser presentado dentro del
proceso de debate participativo, abierto y transparente para la
actualización de la Ley 25.326 de protección de Datos Personales.
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A tal fin enumeramos las propuestas que a nuestro criterio deben ser
tenidas en consideración para alcanzar una legislación en la materia que
defienda los derechos laborales de las personas. En síntesis:

1. Los derechos fundamentales de los trabajadores y las trabajadoras
en la actualidad se ven atravesados por la recolección, el
almacenamiento y tratamiento de datos de carácter personal dentro
de la relación de trabajo. Por tal motivo debería considerarse y
regularse de modo diferenciado a la protección de datos personales
del trabajador y la trabajadora en su calidad de sujeto social
hipervulnerable.

2. En esa inteligencia debería reconocerse expresamente el derecho a
la autodeterminación informativa de los trabajadores y las
trabajadoras. Actualmente la libertad informática en el trabajo y la
consecuente protección de sus datos es condición sine qua non para
la operatividad de todo el sistema jurídico vigente en materia
laboral.

3. El consentimiento expreso, libre, informado, inequívoco y específico
debería ser establecido como la base fundamental y excluyente para
la legitimación de cualquier tipo de tratamiento de datos personales.
En el particular, en consonancia con derecho comparado, como
excepción a esta regla mínima se podría considerar la creación de
ficheros de datos por parte del empleador únicamente con la
finalidad de verificar el cumplimiento de los deberes y obligaciones
laborales de los trabajadores y las trabajadoras. Sin embargo, como
contracara resulta imperioso disponer que la prescindibilidad de
consentimiento previo del trabajador, como requisito legitimante
para el procesamiento de sus datos a estos fines, no exceptúa al
empleador del deber de notificar a sus empleados, previamente y
de modo expreso e inequívoco, sobre la existencia de un fichero o
tratamiento de datos de carácter personal, del objetivo de la
recolección de éstos y de los posibles destinatarios de la
información resultante. Así como también de las consecuencias de
la obtención de estos datos, o de la negativa a brindarlos, y la
posibilidad de ejercer los conocidos derechos ARCO (Acceso,
Rectificación, Cancelación y Oposición)

4. Bajo este entendimiento se debería disponer que el empleador: a)
Debe notificar fehacientemente a los trabajadores sobre la finalidad
del procesamiento de sus datos b) No está autorizado a recolectar
más datos de los estrictamente necesarios a los fines declarados c)
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No está legitimado a utilizar los datos de sus trabajadores y
trabajadoras con una finalidad distinta del control que le
corresponde a su calidad de empleador.

5. Ante el procesamiento de datos biométricos por empleadores
mediante sistemas de reconocimiento facial, y atento a la
naturaleza sensible de esos datos, se debería hacer especial
hincapié en el resguardo de esos datos con medidas de protección y
seguridad reforzadas, en la limitación estricta del uso de los datos
de acuerdo con la finalidad para la cual son obtenidos, en
proporcionarle a los empleados y empleadas toda información
relativa al tratamiento de sus datos mediante estas técnicas, así
como dónde se almacena, quiénes acceden a esa información, etc.
El uso de controles de acceso a las instalaciones a través de la
aplicación de datos biométricos, la instalación de sistemas de
videovigilancia, el registro de la jornada laboral y/o salarios, así
como el uso de sistemas de geolocalización de los trabajadores y las
trabajadoras son cuestiones delicadas que ameritan un análisis y
regulación pormenorizado donde se dispongan medidas de control y
responsabilidades detalladas para el tratamiento, el
almacenamiento y la eliminación de los datos que generen.

6. Ante la ocurrencia de un incidente de seguridad que produzca una
brecha de datos personales de empleados públicos o privados,
debería extenderse la obligación de notificar tal suceso a la
asociación sindical que agrupa a los trabajadores afectados por la
filtración.

7. Debería también reconocerse específicamente a las asociaciones
sindicales la posibilidad de ejercer la representación de los
trabajadores y las trabajadoras cuyos derechos hayan sido
afectados por incumplimientos de los deberes de quienes fueran
empleadores responsables del tratamiento de sus datos, o por la
omisión a la hora de efectivizar el ejercicio de alguno de los
derechos de los titulares, peticionando ante la autoridad
administrativa competente y en sede judicial, otorgando
expresamente legitimación activa a la asociación sindical para el
inicio de acción de Habeas Data cuando se trate de afectación de
datos correspondientes a los trabajadores y trabajadoras que ésta
represente.

8. En el marco de una relación laboral desarrollada mediante la
modalidad de trabajo a distancia (también conocida como
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“teletrabajo”), se debería informar específicamente al trabajador o
la trabajadora cuáles son los datos adicionales que se tratarán,
observando los principios de proporcionalidad y de limitación de la
finalidad, así como contar con una base legítima que permita
demostrar que ante una evaluación de ponderación ese tratamiento
extra está justificado.

9. Deben realizarse capacitaciones periódicas y obligatorias en el
tratamiento de datos personales a quienes intervienen en todo el
proceso de obtención, almacenamiento, conservación, organización,
transferencia y evaluación, etc.

10. Respecto a representantes de responsables, quienes tengan a su
cargo el tratamiento de datos personales no establecidos en la
República Argentina y de las personas autorizadas para el
tratamiento de datos, debe expresamente disponerse la
responsabilidad solidaria de estos, habilitando al o la titular de
datos personales, su representante legal u asociación sindical a
exigir indistintamente de manera individual o en conjunto el
cumplimiento de los derechos y obligaciones dispuestos en la
presente ley.

Norberto Di Próspero

Secretario General

Asociación del Personal Legislativo

Matías D’Onofrio, presidente de la Comisión de Ciencia y Tecnología de
APL, Dr. Lucas Barreiro, Dra Laura Lissi, Dr. Franco Endrek, Dr. Ignacio
Perillo.
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Por tal motivo debería considerarse y regularse de modo diferenciado a la
protección de datos personales del trabajador y la trabajadora en su calidad
de sujeto social hipervulnerable.
En esa inteligencia debería reconocerse expresamente el derecho a la
autodeterminación informativa de los trabajadores y las trabajadoras.
Actualmente la libertad informática en el trabajo y la consecuente
protección de sus datos es condición sine qua non para la operatividad de
todo el sistema jurídico vigente en materia laboral.
El consentimiento expreso, libre, informado, inequívoco y específico
debería ser establecido como la base fundamental y excluyente para la
legitimación de cualquier tipo de tratamiento de datos personales. En el
particular, en consonancia con derecho comparado, como excepción a esta
regla mínima se podría considerar la creación de ficheros de datos por
parte del empleador únicamente con la finalidad de verificar el cumplimiento
de los deberes y obligaciones laborales de los trabajadores y las
trabajadoras. Sin embargo, como contracara resulta imperioso disponer que la
prescindibilidad de consentimiento previo del trabajador, como requisito
legitimante para el procesamiento de sus datos a estos fines, no exceptúa al
empleador del deber de notificar a sus empleados, previamente y de modo
expreso e inequívoco, sobre la existencia de un fichero o tratamiento de
datos de carácter personal, del objetivo de la recolección de éstos y de
los posibles destinatarios de la información resultante. Así como también
de las consecuencias de la obtención de estos datos, o de la negativa a
brindarlos, y la posibilidad de ejercer los conocidos derechos  ARCO (Acceso,
Rectificación, Cancelación y Oposición)
Bajo este entendimiento se debería disponer que el empleador: a) Debe
notificar fehacientemente a los trabajadores sobre la finalidad del
procesamiento de sus datos b) No está autorizado a recolectar más datos de
los estrictamente necesarios a los fines declarados c) No está legitimado a
utilizar los datos de sus trabajadores y trabajadoras con una finalidad
distinta del control que le corresponde a su calidad de empleador.
Ante el procesamiento de datos biométricos por empleadores mediante sistemas
de reconocimiento facial, y atento a la naturaleza sensible de esos datos, se
debería hacer especial hincapié en el resguardo de esos datos con medidas
de protección y seguridad reforzadas, en la limitación estricta del uso de
los datos de acuerdo con la finalidad para la cual son obtenidos, en
proporcionarle a los empleados y empleadas toda información relativa al
tratamiento de sus datos mediante estas técnicas, así como dónde se
almacena, quiénes acceden a esa información, etc. El uso de controles de
acceso a las instalaciones a través de la aplicación de datos biométricos,
la instalación de sistemas de videovigilancia, el registro de la jornada
laboral y/o salarios, así como el uso de sistemas de geolocalización de los
trabajadores y las trabajadoras son cuestiones delicadas que ameritan un
análisis y regulación pormenorizado donde se dispongan medidas de control y
responsabilidades detalladas para el tratamiento, el almacenamiento y la
eliminación de los datos que generen.
Ante la ocurrencia de un incidente de seguridad que produzca una brecha de
datos personales de empleados públicos o privados, debería extenderse la
obligación de notificar tal suceso a la asociación sindical que agrupa a
los trabajadores afectados por la filtración.
Debería también reconocerse específicamente a las asociaciones sindicales
la posibilidad de ejercer la representación de los trabajadores y las
trabajadoras cuyos derechos hayan sido afectados por incumplimientos de los
deberes de quienes fueran empleadores responsables del tratamiento de sus
datos, o por la omisión a la hora de efectivizar el ejercicio de alguno de
los derechos de los titulares, peticionando ante la autoridad administrativa
competente y en sede judicial, otorgando expresamente legitimación activa a
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la asociación sindical para el inicio de acción de Habeas Data cuando se
trate de afectación de datos correspondientes a los trabajadores y
trabajadoras que ésta represente.
En el marco de una relación laboral desarrollada mediante la modalidad de
trabajo a distancia (también conocida como “teletrabajo”), se debería
informar específicamente al trabajador o la trabajadora cuáles son los
datos adicionales que se tratarán, observando los principios de
proporcionalidad y de limitación de la finalidad, así como contar con una
base legítima que permita demostrar que ante una evaluación de ponderación
ese tratamiento extra está justificado.
Deben realizarse capacitaciones periódicas y obligatorias en el tratamiento
de datos personales a quienes intervienen en todo el proceso de obtención,
almacenamiento, conservación, organización, transferencia y evaluación,
etc.
Respecto a representantes de responsables, quienes tengan a su cargo el
tratamiento de datos personales no establecidos en la República Argentina y
de las personas autorizadas para el tratamiento de datos, debe expresamente
disponerse la responsabilidad solidaria de estos, habilitando al o la titular
de datos personales, su representante legal u asociación sindical a exigir
indistintamente de manera individual o en conjunto el cumplimiento de los
derechos y obligaciones dispuestos en la presente ley.

Norberto Di Próspero
Secretario General
Asociación del Personal Legislativo

Matías D’Onofrio, presidente de la Comisión de Ciencia y Tecnología de
APL, Dr. Lucas Barreiro, Dra Laura Lissi, Dr. Franco Endrek, Dr. Ignacio
Perillo.

Si deseas adjuntar documentación relacionada con tus propuestas y opiniones,
hacelo a continuación:
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/webform/aportes_de_apl_al_proyecto_de_actualizacion_de_la_ley_de_datos_personales
.pdf?80c856445e68
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Septiembre 2022

Contribución al proceso de consulta pública para la actualización de la Ley

de Protección de Datos Personales en Argentina.

1.Introducción

En cumplimiento del cronograma establecido por la Agencia de Acceso a

la Información Pública (en adelante AAIP), de acuerdo a la Resolución AAIP

119/2022 y el Reglamento General para la Elaboración Participativa de Normas,

Anexo V del Decreto 1172/03, desde la Asociación por los Derechos Civiles (en

adelante ADC) presentamos a continuación una serie de consideraciones acerca

del anteproyecto para la actualización de la Ley de Protección de Datos

Personales.

En primer lugar, queremos resaltar que la propuesta constituye un marco

más adecuado para afrontar los desafíos que la presente realidad tecnológica

impone a las personas. La necesidad de actualizar la legislación vigente es un

anhelo que goza de un consenso general y en consecuencia, consideramos que

este anteproyecto cumple con la exigencia de modernizar las normas a aplicar.

En este sentido, destacamos la ampliación del catálogo de definiciones, ya que

permitió incorporar conceptos -como los de elaboración de perfiles, datos

biométricos, datos genéticos, grupo económico, entre otros- que pertenecen a

nuestro actual ecosistema digital.

1
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También destacamos el hecho de que numerosas disposiciones se

ajustan a los actuales estándares en materia de protección de datos personales.

Por un lado, la extensión de los principios y el mayor desarrollo del contenido de

los derechos constituye una oportunidad para ampliar la protección de las

personas frente a posibles abusos en el tratamiento de sus datos. Por otro lado,

la adopción de institutos como delegada o delegado de protección de datos, la

evaluación de impacto o la “privacidad por diseño y por defecto” constituyen

herramientas que pueden contribuir a incrementar la función preventiva del

derecho de la protección de datos, evitando el daño antes de que se produzca.

No obstante, antes de pasar a los comentarios es importante resaltar que

el plazo otorgado para participar en la consulta impide un análisis

pormenorizado de una ley tan compleja y llena de aspectos dignos de una

detenida consideración. Un proceso participativo robusto y significativo requiere

un tiempo más amplio de debate. En este sentido, el presente documento

provee algunas de las apreciaciones de la ADC alcanzadas en el poco tiempo de

la consulta y no constituye la visión completa de la organización. Esperamos que

instancias futuras de discusión, en especial en el Congreso, habiliten nuevos

espacios para ampliar la posición de la sociedad civil.

2.Sobre la asimetría en la relación del titular y responsable (encargada o

encargado) de la protección de datos personales

Para comenzar, resaltamos una característica fundamental de la relación

entre quien es titular y quien es responsable (y/o encargada o encargado) de los

datos: la asimetría. Es frecuente que las y los sujetos responsables (o

encargadas o encargados) sean el Estado y empresas o grupos económicos que

tratan grandes volúmenes de datos personales y que para hacerlo emplean

técnicas y tecnologías que, generalmente, se encuentran a una distancia abismal

de la cabal comprensión y entendimiento de la persona titular de los datos.

2
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Frente a estas entidades, es ilusorio pensar que los y las titulares de los datos se

encuentran en una relación de equilibrio. Esta desigual distribución de poder

debe ser el enfoque que nos guíe al momento de analizar las disposiciones de

toda legislación que se proponga regular los datos personales.

Con esta pauta en mente, debemos mencionar un rasgo del anteproyecto

que puede dar lugar a una desnaturalización de sus fines protectorios: la amplia

utilización de conceptos jurídicos indeterminados. En efecto, a lo largo del

anteproyecto encontramos numerosos términos de vago significado, que

pueden dar lugar a interpretaciones perjudiciales a los derechos de las y los

titulares de los datos. Para mencionar solo algunos: “incompatibles” (art. 7 del

anteproyecto) “expectativas razonables” e “interés legítimo” (art. 12 inc f del

anteproyecto) “esfuerzo desproporcionado” (art. 20 del anteproyecto).

Estos conceptos podrían provocar varios problemas. A título

ejemplificativo, si consideramos las “expectativas razonables” como aquellas

reales de las personas, no es desatinado pensar que sean muy bajas, debido a la

falta de conocimiento acerca de las diferentes técnicas de recolección y

tratamiento de datos personales que se emplean actualmente así como de las

formas legales de prevenir posibles abusos. El propio proyecto lo reconoce ya

que entre las facultades de la autoridad de aplicación se encuentra la promover

la incorporación de contenidos educativos sobre el tema (art. 51 inc. r del

anteproyecto).

Si bien es inevitable la utilización de conceptos generales, no es menos

cierto que existen riesgos para los derechos de las personas, debido a la

posibilidad de una mala interpretación de los mismos. Por lo tanto,

consideramos necesario incluir en el anteproyecto ciertas pautas que, ante un

concepto indeterminado o una excepción, compensen la disparidad en la

relación titular-responsable señalada anteriormente. Para esto, sugerimos la
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incorporación del “principio de la norma más favorable a la persona titular

del dato”. Mediante este principio, en caso de duda sobre la interpretación o

alcance de la ley, o en apreciación de la prueba en los casos concretos, la

autoridad de aplicación, los jueces y las juezas o quienes se encarguen de

aplicarla decidirán en el sentido más favorable a la persona titular del dato.

Este principio ya se encuentra establecido en, por ejemplo, la legislación

laboral (art. 9 de la ley 20.744 de contrato de trabajo) y de defensa del

consumidor (art. 3, 25 y 37 de la ley 24.240 de defensa del consumidor), cuyo

objetivo reside en proteger a la parte más débil de la relación, es decir, la

persona trabajadora o consumidora. Si esta desigualdad de poder se reitera en

la protección de datos personales, es aconsejable que se otorguen las mismas

herramientas hermenéuticas para nivelar la situación.

3. Aspectos a mantener del Anteproyecto

En la presente sección se resaltan aspectos del anteproyecto que la ADC

considera imprescindible que no sean eliminados en posteriores revisiones.

1. La incorporación de los tratados internacionales de derechos humanos en el

objeto del artículo 1° resulta adecuada. En la actualidad la protección de los

datos personales constituye un derecho cuya violación puede ocasionar graves

perjuicios a quienes resulten afectados, por lo que es necesario que toda ley que

tenga por objeto la defensa de las y los titulares de datos sea interpretada y

aplicada de acuerdo a los mayores estándares protectorios vigentes.

2. El anteproyecto reconoce a la AAIP como ente autárquico con autonomía

funcional, en concordancia con lo establecido por la Ley 27.275 de acceso a la

información pública. Asimismo, las facultades y las potestades sancionatorias

están en conformidad con los desafíos actuales de la protección de datos

personales. De todas maneras, es necesario que la ley disponga que la

4
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autoridad recibirá los recursos financieros, técnicos y humanos suficientes para

desempeñar su labor. De lo contrario, es improbable que la AAIP pueda cumplir

con lo estipulado por el anteproyecto.

3. En referencia a la legitimación activa del artículo 64, se celebra la

incorporación del párrafo que establece que “la acción podrá ser también

intentada en representación colectiva por la Autoridad de aplicación, el

Defensor del pueblo y asociaciones u organizaciones con interés legítimo,

siempre que su objeto se limite a la impugnación de tratamientos que conlleven

violaciones generalizadas”. El reconocimiento está en consonancia con la

consagración de los derechos “de incidencia colectiva” en nuestra Constitución

luego de la reforma del 1994, y con lo establecido por la Corte Suprema de

Justicia de la Nación en el fallo “Halabi”.1 El fenómeno de la explotación masiva

de datos ha dejado en claro la necesidad de pensar en formas colectivas en que

se afecta el derecho a la protección de datos personales. Es decir, si

consideramos la vulneración de modo individual se podrían generar

resoluciones dispares ante un mismo evento dañoso y además se continuaría

fortaleciendo la idea de la sola responsabilidad de protección pertenece a los

titulares de los datos, planteamiento incompatible con la asimetría de poder

imperante en los modelos comerciales actuales. A modo de ejemplo, la

biometría puede ser utilizada para restringir derechos que ya son considerados

de índole colectiva desde su propia esencia, como los derechos sociales.

Pensemos en la provisión de servicios de salud, educación o seguridad social

que pueden estar condicionados a la entrega obligatoria de datos biométricos

Es conveniente en este punto incorporar además, la mención del Defensor o

Defensora de Niños, Niñas, y Adolescentes al listado de personas legitimadas en

función de la aplicación del artículo 55 de la Ley 26.061.

4.Aspectos a mejorar del anteproyecto
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1. La definición de “datos personales” debe ser lo suficientemente amplia como

para abarcar tratamientos ulteriores o aquellos datos que pueden identificar

indirectamente a una persona. El anteproyecto correctamente incluye la

información de una persona humana determinable. Pero cuando define

“determinable” únicamente se refiere a diversos elementos de la identidad de

una persona. Además, debería incorporar explícitamente otros identificadores

como un número de identificación, datos de localización o un identificador en

línea (ver art. 4 inc 1 del Reglamento General de Protección de Datos de la Unión

Europea).

2. Respecto al consentimiento de la persona titular de los datos consideramos

oportuno agregar de forma expresa la finalidad del tratamiento de los datos. Si

bien puede considerarse que se encuentra incluida dentro de la características

informada y específica del concepto, proponemos que para una mejor

aplicación de la normativa la definición misma de consentimiento expresamente

refiera a los detalles sobre la finalidad de la captación, retención y tratamiento

de los datos sobre los cuales se consiente. Vale mencionar que toda información

que se brinde para poder manifestar la voluntad al respecto deberá tener en

consideración a la persona titular de los datos poniendo a disposición una

redacción clara y concisa que contemple una pluralidad de destinatarios y

destinatarias tales como personas con discapacidad, con baja alfabetización

digital y Niños, Niñas y Adolescentes (NNA), por ejemplo.

3. En relación al concepto de seudonimización entendemos que para un mejor

entendimiento de su alcance y una clara diferenciación con la anonimización

debe hacerse una mención al procedimiento mediante el cual se establece. Es

decir, incorporar que este estado de los datos es el resultado de un proceso de

transformación reversible que otorga sentido a la implementación del mismo.
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4. La redacción del anteproyecto sobre “interés legítimo” no es suficiente en

cuanto a las garantías para evitar un uso discrecional de dicha base legal. El

proyecto debería incorporar la prohibición a las autoridades públicas de recurrir

a esta justificación, tal como sucede en el Reglamento General de Protección de

datos de la Unión Europea (art. 6.1). Al mismo tiempo, además de la necesidad,

la persona responsable debería demostrar la proporcionalidad y la no afectación

de los derechos de la persona titular del dato.

5. El principio de finalidad es un aspecto esencial de la protección de datos

personales. El avance de la tecnología -en especial, los análisis de big data para

la publicidad segmentada- implica la constante reacomodación de las

finalidades del tratamiento. Por lo tanto, los términos utilizados deben ser

definidos con la mayor precisión posible. El artículo 7 del anteproyecto no

cumple con este requisito al mencionar la palabra archivo sin más detalles. Esta

falta de claridad permite una interpretación amplia de la palabra a tal punto que

pueda considerarse un término que pueda incluir en sí mismo situaciones

distantes de un sistema de protección. Como referencia, en subsiguientes

menciones del término en el articulado del anteproyecto la palabra “archivo”

encuentra dos tipos de especificidades distintas: archivo de interés público (art.

10 y 16) y archivo de información que constituya patrimonio del Estado (art. 29).

Consideramos entonces oportuno agregar al artículo 7 al definir la finalidad de

archivo las características que tendrá el mismo.

6. Resulta necesario reveer la introducción de excepciones que pueden

neutralizar y/o desvirtuar la regla general que se intenta consagrar en el texto. A

modo de ejemplo puede mencionarse la definición de anonimización en el

artículo 2, que establece que debe ser “sin esfuerzos o plazos

desproporcionados o inviables, teniendo en cuenta factores como los costos y el

tiempo necesario para la identificación o reidentificación de la persona a la luz
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de la tecnología disponible”. Específicamente en el caso de la anonimización

toma especial relevancia, ya que el artículo 3 establece que la ley no se aplica a

este tipo de datos. Otro ejemplo importante de mencionar es el plazo de

conservación establecido en el artículo 10. Es recomendable que el plazo

máximo de conservación sea definido numéricamente y con carácter perentorio

a diferencia de la solución presentada en el artículo que es amplia y que puede

producir diversidad de interpretaciones.

7. Respecto a la no procedencia del derecho a la portabilidad cuando “su

ejercicio imponga una carga financiera o técnica excesiva o irrazonable” para el

responsable del tratamiento (artículo 31, inc. a), nuevamente el uso de un

término amplio puede frustrar el derecho consagrado en forma previa.

8. El título del artículo 19 se refiere al “Principio de seguridad de los datos

personales”. Si tenemos en cuenta que los principios están ubicados al inicio del

capítulo II (arts. 5 a 10) creemos que tal disposición debería ser trasladada allí o

en su caso reformular el título del art. 19 a “Deber de seguridad de los datos

personales”, lo cual nos parece la opción más adecuada en virtud de las

obligaciones que impone la disposición.

9. En relación a la realización de estudios de impacto (art. 39), consideramos

necesario establecer su obligatoriedad cuando se utilicen tecnologías de

biometría. Asimismo, también entendemos que deben especificarse las pautas

por las cuales un tratamiento será considerado de “gran escala”.

10. Sobre el ejercicio de los derechos (art. 32) sostenemos que fijar un posible

canon razonable si se ejerce el derecho de acceso más de una vez en 6 meses

podría ocasionar abusos por parte de las empresas y limitaciones a los derechos

de las y los titulares de datos. En este mismo artículo no se debería considerar

como abusivo el ejercicio cuando resulte “manifiestamente infundado o

excesivo”, ya que la o el titular puede de buena fe iniciar un reclamo de tal
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naturaleza, sin conocer lo que dicho pedido acarrea. Es por ello que

recomendamos la supresión del supuesto o la incorporación de la necesidad de

acreditar un conocimiento efectivo de la irrazonabilidad.

11. En el art. 17 sobre tratamientos de datos del sector público consideramos

necesario agregar en el texto la exigencia de que tal disposición deba publicarse

en el Boletín Oficial. El agregado propuesto busca reflejar lo establecido por la

jurisprudencia, que sostuvo que “la publicación oficial cuya obligatoriedad se

impone en las disposiciones de la Ley 19.549 y su decreto reglamentario no es otra

que la publicación en el Boletín Oficial conforme las previsiones contenidas en el

Decreto 659/47. Por ello, la publicación en el boletín informativo ministerial no posee

el alcance de una publicación general que permita presumir el conocimiento de los

actos por todos los habitantes del país.”2

12. Respecto al tratamiento de los datos personales para la publicidad, y su

posibilidad de oposición y supresión, recomendamos incluir la prohibición de

elaboración de perfiles de niños, niñas y adolescentes con fines comerciales. Tal

como lo sostiene la Observación General Nº25 del Comité de los Derechos del

Niño, “los Estados partes deben prohibir por ley la elaboración de perfiles o la

selección de niños de cualquier edad con fines comerciales mediante un registro

digital de sus características reales o inferidas, incluidos los datos grupales o

colectivos, la selección por asociación o los perfiles de afinidad. Las prácticas

basadas en la publicidad subliminal, la analítica emocional, la publicidad inmersiva

y la publicidad en entornos de realidad virtual y aumentada para promocionar

productos, aplicaciones y servicios también deben tener prohibida la interacción

directa o indirecta con niños”3

13. Tal como lo ha ratificado la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la

causa “Denegri, Natalia Ruth c/ Google Inc”, la protección de datos personales no

debe ser convertida en una herramienta para menoscabar el ejercicio de la
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libertad de expresión e información. El art. 3 del anteproyecto reconoce este

principio. Sin embargo, la redacción de otras normas puede ser interpretada

como una contradicción con lo recién mencionado. Por ejemplo, el art. 27

dispone que durante el proceso de verificación y rectificación de información se

debe bloquear el dato, y en art. 67 también se faculta al juez a ordenar su

bloqueo. El uso de estos términos reintroduce la posibilidad de poder solicitar la

baja de contenidos amparados por la libertad de expresión. En conclusión,

consideramos que cuando la ley se refiere al bloqueo provisional es necesario

reiterar que dicha medida no procederá cuando se afecte la libertad de

expresión e información.

14. Por último consideramos necesario incluir expresamente en el anteproyecto

a los metadatos, es decir, aquella información que se refiere al origen, destino,

duración, fecha, hora y ubicación de las comunicaciones. Estos datos revelan

patrones de comportamientos, hábitos o relaciones, por lo que actualmente

constituyen una de las formas más eficaces de violar la privacidad de las

personas. Aún cuando la definición de datos personales ya abarca estos casos,

es conveniente su determinación expresa, a fin de ahuyentar eventuales

interpretaciones restrictivas.

5.Sobre las Investigaciones penales, y otros procedimientos

administrativos o judiciales.

El artículo 33 puede ser visto como un piso mínimo respecto a la utilización de

datos personales en el marco de procesos penales y otros procesos judiciales y

administrativos. En materia de acceso a datos personales, el artículo 33 del

anteproyecto prevé que existan limitaciones y restricciones reconocidas de

manera expresa en una norma legal que someta el posible uso a un control de

proporcionalidad, necesariedad y adecuación en los términos ya expresados a

través de los tratados con jerarquía constitucional.

10
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No obstante, entendemos que dicha regulación puede ser incrementada y

perfeccionada. En ese sentido sostenemos que el texto debe, como mínimo: a)

establecer la obligación de distinguir entre datos personales recabados en base

a hechos de aquellos que puedan derivarse de apreciaciones personales,

opiniones, juicios de valor propios de las y los agentes que realizan las tareas de

seguridad o de defensa; b) fijar un plazo determinado para la supresión de los

datos personales y en caso que la o el responsable o encargado del tratamiento

considera necesario una extensión justificarlo ante la autoridad de control. Otra

alternativa sería establecer plazos para su revisión periódica, a fin de evaluar la

pertinencia de su almacenamiento.

Por otro lado, creemos conveniente incorporar expresamente los datos relativos

a antecedentes penales y contravencionales dentro de la categoría de datos

sensibles. En este sentido, el propio anteproyecto reconoce implícitamente la

sensibilidad de este dato cuando dispone la obligatoriedad de hacer una

evaluación de impacto en protección de datos personales en el caso de

tratamientos sobre este tipo de datos (art. 39 inc. b del anteproyecto). Dada la

sensibilidad de este tipo de datos, es necesario otorgar las más altas garantías a

las personas titulares del dato frente a posibles abusos de las autoridades.

6.Sobre Niños, Niñas y Adolescentes

En primer lugar, y como comentario general a toda legislación sobre niños, niñas

y adolescentes (en adelante NNA), consideramos que la protección específica

debe aplicarse a todas aquellas personas menores de 18 años por encontrarse

en una situación diferencial producto de su constante desarrollo, crecimiento y

aprendizaje. Es así como se reconoce en la Convención de los derechos del niño

( en adelante CDN)4, el Código Civil y Comercial (en adelante CCC)5, la Ley 26.0616

y demás normas que en concordancia que existen en el sistema argentino.
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Además, tomando los principios rectores del sistema de protección integral de

NNA, toda normativa que les afecte deberá tener en consideración en su

redacción e implementación el interés superior del niño, su autonomía

progresiva y el derecho a ser oído y ser tenido en cuenta.

Respecto a la distinción de edad y en función de la evolución constante de su

capacidades, es dable realizar una diferenciación de personas entre los 16 y los

18 años de edad considerando las disposiciones presentes en el CCC.7 Debemos

notar que si bien es posible realizar esta distinción, en caso de existir duda

sobre el contenido de disposiciones que contemplen a adolescentes deberá

siempre ponderarse el respeto al interés superior del niño y su operativización

que es la protección integral.

En particular, sobre el artículo 18, realizamos los siguientes comentarios:

Relacionándolo con nuestro comentario general, la edad para poder realizar un

consentimiento válido debería ser 16 años de edad y siempre primando su

protección integral. En personas menores de 16 años debería ser siempre

obligatorio exigir el consentimiento de quien ejerza la responsabilidad parental.

Similar exigencia deberá contemplarse en situaciones en las cuales toda

persona menor de mayor de 16 años pero menor de 18 lo requiera en virtud de

la madurez y entendimiento cabal sobre el acto a realizar.8

La forma de realizar el consentimiento debe ser determinada y acorde a la

situación. Además de las disposiciones generales que se aplican del artículo 13

deberían incluirse, al menos respecto a NNA, la prohibición de carteles con

botones de aceptación automática y el uso de un lenguaje poco accesible que

dificulte el entendimiento de su contenido. Además, deberían considerarse el

ofrecimiento de canales de consulta para despejar dudas que puedan surgir

respecto al consentimiento que se solicita.

12
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La regulación sobre el consentimiento deberá aplicarse al tratamiento de datos

en la utilización de todos los servicios de la sociedad de la información que

puedan acceder los/as NNA. Aquellos servicios que sean específicamente

diseñados para NNA deberán contemplar las características especiales en las

que debe brindarse el consentimiento como las mencionadas en el punto

inmediatamente anterior y el inciso 4 del artículo en cuestión.

En lo sucesivo proponemos interpretaciones y agregados sobre conceptos y

secciones del borrador del anteproyecto:

● Titularidad de los datos. Dentro de los parámetros para obtener el pleno

efecto del principio de interés superior del niño se encuentra el

reconocimiento de los/as NNA como titulares de derechos.9 En este

sentido es dable interpretar que todos los derechos que están

comprendidos en la ley para la persona titular de los datos pueden ser

ejercidos por los/as NNA. Deberá tenerse en cuenta que el ejercicio podrá

estar acompañado en función de su grado de madurez y entendimiento

suficiente por las personas que ejerzan la responsabilidad parental. En

todo caso, deberán articularse sistemas de aplicación de la ley que

permitan el ejercicio del derecho de los/as NNA por sí, mediante o con

acompañamiento de sus representantes y asegurando en todo momento

el derecho a ser oído/a y ser tenido/a en cuenta en todas las decisiones

que le involucren.

● Protección de datos desde el diseño y por defecto. Es recomendable en el

artículo 38 hacer una mención especial a la seguridad y protección por

defecto desde el diseño en aquellos servicios a los que puedan acceder

los/as NNA. Existen diversos ejemplos de prácticas abusivas desde el

diseño que se deben evitar tales como las prácticas inmersivas y la
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anticipación de conducta con el fin de obtener beneficios comerciales por

parte de las empresas. En relación a este punto, el Comité de los

Derechos del Niño ha instado a los Estados a prohibir por ley la

elaboración de perfiles con fines comerciales mediante un registro digital

de sus características ya sea de forma individual o grupal.10

● Sistemas automatizados. Además de las consideraciones generales

realizadas en este documento, en particular respecto a los/as NNA los

sistemas implementados de decisiones automatizadas deberán ser

respetuosos de su privacidad y no deberán aplicarse de forma rutinaria

en entornos comerciales, educativos y asistenciales.11

7.Sobre la debida diligencia en materia de datos personales

En el Capítulo 5 “Obligaciones de los responsables y encargados del tratamiento”

del anteproyecto se sugiere que el artículo 34 “Deberes del Responsable del

Tratamiento” inciso A, se redacte de la siguiente manera:

A. “Implementar medidas apropiadas, útiles, oportunas, pertinentes y

eficaces para garantizar y poder demostrar el adecuado cumplimiento de

la presente Ley y sus normas reglamentarias, especialmente los derechos

de los y las Titulares, la materialización de los principios del tratamiento

de datos personales y la implementación de la debida diligencia en la

materia.”

La debida diligencia en datos personales es un proceso continuo, orientado a

identificar, prevenir, mitigar y rendir cuentas de los impactos adversos que los

responsables del tratamiento puedan ocasionar o contribuir a ello en forma

directa o indirecta como resultado de sus actividades, al tiempo que deben
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contribuir a su reparación cuando tienen lugar12. Este proceso resumidamente

incluye cuatro componentes básicos:

1.Identificar y evaluar los efectos adversos reales o potenciales sobre los

derechos humanos que los responsables y encargados del tratamiento haya

causado o contribuido a causar a través de sus actividades, o que guarden

relación directa con las operaciones, los productos o los servicios prestados por

sus relaciones comerciales;

2. Integrar los resultados de las evaluaciones de impacto en los procesos

correspondientes, y adoptar las medidas adecuadas para mitigar y revertir los

impactos negativos;

3. Hacer un seguimiento de la eficacia de las medidas y procesos adoptados

para contrarrestar los efectos adversos sobre la protección´ de los datos

personales fin de conocer los resultados y su eficacia;

4. Comunicar de qué manera se enfrentan los efectos adversos y demostrar a

las partes interesadas –en particular a las afectadas– que existen políticas y

procesos adecuados.

La prevención de los efectos adversos sobre las y los Titulares es el objetivo

principal de la debida diligencia en materia de protección de datos personales.

Debe ser continua, ya que los riesgos pueden cambiar con el tiempo, y basarse

en la participación significativa de las partes interesadas, en particular las partes

afectadas y los grupos sociales en situación de vulnerabilidad.13
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datos, la evaluación de impacto o la “privacidad por diseño y por
defecto” constituyen herramientas que pueden contribuir a incrementar la
función preventiva del derecho de la protección de datos, evitando el daño
antes de que se produzca.
No obstante, antes de pasar a los comentarios es importante resaltar que el
plazo otorgado para participar en la consulta impide un análisis
pormenorizado de una ley tan compleja y llena de aspectos dignos de una
detenida consideración. Un proceso participativo robusto y significativo
requiere un tiempo más amplio de debate. En este sentido, el presente
documento provee algunas de las apreciaciones de la ADC alcanzadas en el poco
tiempo de la consulta y no constituye la visión completa de la
organización. Esperamos que instancias futuras de discusión, en especial en
el Congreso, habiliten nuevos espacios para ampliar la posición de la
sociedad civil.

2.Sobre la asimetría en la relación del titular y responsable (encargada o
encargado) de la protección de datos personales
Para comenzar, resaltamos una característica fundamental de la relación
entre quien es titular y  quien es responsable (y/o encargada o encargado) de
los datos: la asimetría. Es frecuente que las y los sujetos responsables (o
encargadas o encargados) sean el Estado y empresas o grupos económicos que
tratan grandes volúmenes de datos personales y que para hacerlo emplean
técnicas y tecnologías que, generalmente, se encuentran a una distancia
abismal de la cabal comprensión y entendimiento de la persona titular de los
datos. Frente a estas entidades, es ilusorio pensar que los y las titulares
de los datos se encuentran en una relación de equilibrio. Esta desigual
distribución de poder debe ser el enfoque que nos guíe al momento de
analizar las disposiciones de toda legislación que se proponga regular los
datos personales.
        Con esta pauta en mente, debemos mencionar un rasgo del anteproyecto que
puede dar lugar a una desnaturalización de sus fines protectorios: la amplia
utilización de conceptos jurídicos indeterminados. En efecto, a lo largo
del anteproyecto encontramos numerosos términos de vago significado, que
pueden dar lugar a interpretaciones perjudiciales a los derechos de las y los
titulares de los datos. Para mencionar solo algunos: “incompatibles”
(art. 7 del anteproyecto) “expectativas razonables” e “interés
legítimo” (art. 12 inc f del anteproyecto) “esfuerzo desproporcionado”
(art. 20 del anteproyecto).
        Estos conceptos podrían provocar varios problemas. A título
ejemplificativo, si consideramos las “expectativas razonables” como
aquellas reales de las personas, no es desatinado pensar que sean muy bajas,
debido a la falta de conocimiento acerca de las diferentes técnicas de
recolección y tratamiento de datos personales que se emplean actualmente
así como de las formas legales de prevenir posibles abusos. El propio
proyecto lo reconoce ya que entre las facultades de la autoridad de
aplicación se encuentra la promover la incorporación de contenidos
educativos sobre el tema (art. 51 inc. r del anteproyecto).
        Si bien es inevitable la utilización de conceptos generales, no es menos
cierto que existen riesgos para los derechos de las personas, debido a la
posibilidad de una mala interpretación de los mismos. Por lo tanto,
consideramos necesario incluir en el anteproyecto ciertas pautas que,  ante
un concepto indeterminado o una excepción, compensen la disparidad en la
relación titular-responsable señalada anteriormente. Para esto, sugerimos
la incorporación del “principio de la norma más favorable a la persona
titular del dato”. Mediante este principio, en caso de duda sobre la
interpretación o alcance de la ley, o en apreciación de la prueba en los
casos concretos, la autoridad de aplicación, los jueces y las juezas o

IF-2022-104328126-APN-DNPDP#AAIP

Página 18 de 25



30/9/22, 12:11 Correo - Formularioconsultapublica@aaip.gob.ar

https://owa.jgm.gob.ar/owa/Formularioconsultapublica@aaip.gob.ar/?offline=disabled#path=/mail 3/9

quienes se encarguen de aplicarla decidirán en el sentido más favorable a
la persona titular del dato.
Este principio ya se encuentra establecido en, por ejemplo, la legislación
laboral (art. 9 de la ley 20.744 de contrato de trabajo) y de defensa del
consumidor (art. 3, 25 y 37 de la ley 24.240 de defensa del consumidor), cuyo
objetivo reside en proteger a la parte más débil de la relación, es decir,
la persona trabajadora o consumidora. Si esta desigualdad de poder se reitera
en la protección de datos personales, es aconsejable que se otorguen las
mismas herramientas hermenéuticas para nivelar la situación.

3. Aspectos a mantener del Anteproyecto
En la presente sección se resaltan aspectos del anteproyecto que la ADC
considera imprescindible que no sean eliminados en posteriores revisiones.
1. La incorporación de los tratados internacionales de derechos humanos en
el objeto del artículo 1° resulta adecuada. En la actualidad la protección
de los datos personales constituye un derecho cuya violación puede ocasionar
graves perjuicios a quienes resulten afectados, por lo que es necesario que
toda ley que tenga por objeto la defensa de las y los titulares de datos sea
interpretada y aplicada de acuerdo a los mayores estándares protectorios
vigentes.
2. El anteproyecto reconoce a la AAIP como ente autárquico con autonomía
funcional, en concordancia con lo establecido por la Ley 27.275 de acceso a
la información pública. Asimismo, las facultades y las potestades
sancionatorias están en conformidad con los desafíos actuales de la
protección de datos personales. De todas maneras, es necesario que la ley
disponga que la autoridad recibirá los recursos financieros, técnicos y
humanos suficientes para desempeñar su labor. De lo contrario, es improbable
que la AAIP pueda cumplir con lo estipulado por el anteproyecto.
3. En referencia a la legitimación activa del artículo 64, se celebra la
incorporación del párrafo que establece que “la acción podrá ser
también intentada en representación colectiva por la Autoridad de
aplicación, el Defensor del pueblo y asociaciones u organizaciones con
interés legítimo, siempre que su objeto se limite a la impugnación de
tratamientos que conlleven violaciones generalizadas”. El reconocimiento
está en consonancia con la consagración de los derechos “de incidencia
colectiva” en nuestra Constitución luego de la reforma del 1994, y con lo
establecido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo
“Halabi”.1 El fenómeno de la explotación masiva de datos ha dejado en
claro la necesidad de pensar en formas colectivas en que se afecta el derecho
a la protección de datos personales. Es decir, si consideramos la
vulneración de modo individual se podrían generar resoluciones dispares
ante un mismo evento dañoso y además se continuaría fortaleciendo la idea
de la sola responsabilidad de protección pertenece a los titulares de los
datos, planteamiento incompatible con la asimetría de poder imperante en los
modelos comerciales actuales. A modo de ejemplo, la biometría puede ser
utilizada para restringir derechos que ya son considerados de índole
colectiva desde su propia esencia, como los derechos sociales. Pensemos en la
provisión de servicios de salud, educación o seguridad social que pueden
estar condicionados a la entrega obligatoria de datos biométricos Es
conveniente en este punto incorporar además, la mención del Defensor o
Defensora de Niños, Niñas, y Adolescentes al listado de personas
legitimadas en función de la aplicación del artículo 55 de la Ley 26.061.

4.Aspectos a mejorar del anteproyecto
1. La definición de “datos personales” debe ser lo suficientemente
amplia como para abarcar tratamientos ulteriores o aquellos datos que pueden
identificar indirectamente a una persona. El anteproyecto correctamente
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incluye la información de una persona humana determinable. Pero cuando
define “determinable” únicamente se refiere a diversos elementos de la
identidad de una persona. Además, debería incorporar explícitamente otros
identificadores como un número de identificación, datos de localización o
un identificador en línea (ver art. 4 inc 1 del Reglamento General de
Protección de Datos de la Unión Europea).
2. Respecto al consentimiento de la persona titular de los datos consideramos
oportuno agregar de forma expresa la finalidad del tratamiento de los datos.
Si bien puede considerarse que se encuentra incluida dentro de la
características informada y específica del concepto, proponemos que para
una mejor aplicación de la normativa la definición misma de consentimiento
expresamente refiera a los detalles sobre la finalidad de la captación,
retención y tratamiento de los datos sobre los cuales se consiente. Vale
mencionar que toda información que se brinde para poder manifestar la
voluntad al respecto deberá tener en consideración a la persona titular de
los datos poniendo a disposición una redacción clara y concisa que
contemple una pluralidad de destinatarios y destinatarias tales como personas
con discapacidad, con baja alfabetización digital y Niños, Niñas y
Adolescentes (NNA), por ejemplo.
3. En relación al concepto de seudonimización entendemos que para un mejor
entendimiento de su alcance y una clara diferenciación con la anonimización
debe hacerse una mención al procedimiento mediante el cual se establece. Es
decir, incorporar que este estado de los datos es el resultado de un proceso
de transformación reversible que otorga sentido a la implementación del
mismo.
4. La redacción del anteproyecto sobre “interés legítimo” no es
suficiente en cuanto a las garantías para evitar un uso discrecional de
dicha base legal. El proyecto debería incorporar la prohibición a las
autoridades públicas de recurrir a esta justificación, tal como sucede en
el Reglamento General de Protección de datos de la Unión Europea (art.
6.1). Al mismo tiempo, además de la necesidad, la persona responsable
debería demostrar la proporcionalidad y la no afectación de los derechos de
la persona titular del dato.
5. El principio de finalidad es un aspecto esencial de la protección de
datos personales. El avance de la tecnología -en especial, los análisis de
big data para la publicidad segmentada- implica la constante reacomodación
de las finalidades del tratamiento. Por lo tanto, los términos utilizados
deben ser definidos con la mayor precisión posible. El artículo 7 del
anteproyecto no cumple con este requisito al mencionar la palabra archivo sin
más detalles. Esta falta de claridad permite una interpretación amplia de
la palabra a tal punto que pueda considerarse un término que pueda incluir
en sí mismo situaciones distantes de un sistema de protección. Como
referencia, en subsiguientes menciones del término en el articulado del
anteproyecto la palabra “archivo” encuentra dos tipos de especificidades
distintas: archivo de interés público (art. 10 y 16) y archivo de
información que constituya patrimonio del Estado (art. 29). Consideramos
entonces oportuno agregar al artículo 7 al definir la finalidad de archivo
las características que tendrá el mismo.
6. Resulta necesario reveer la introducción de excepciones que pueden
neutralizar y/o desvirtuar la regla general que se intenta consagrar en el
texto. A modo de ejemplo puede mencionarse la definición de anonimización
en el artículo 2, que establece que debe ser “sin esfuerzos o plazos
desproporcionados o inviables, teniendo en cuenta factores como los costos y
el tiempo necesario para la identificación o reidentificación de la persona
a la luz de la tecnología disponible”. Específicamente en el caso de la
anonimización toma especial relevancia, ya que el artículo 3 establece que
la ley no se aplica a este tipo de datos. Otro ejemplo importante de
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mencionar es el plazo de conservación establecido en el artículo 10. Es
recomendable que el plazo máximo de conservación sea definido
numéricamente y con carácter perentorio a diferencia de la solución
presentada en el artículo que es amplia y que puede producir diversidad de
interpretaciones.
7. Respecto a la no procedencia del derecho a la portabilidad cuando “su
ejercicio imponga una carga financiera o técnica excesiva o irrazonable”
para el responsable del tratamiento (artículo 31, inc. a), nuevamente el uso
de un término amplio puede frustrar el derecho consagrado en forma previa.
8. El título del artículo 19 se refiere al “Principio de seguridad de los
datos personales”. Si tenemos en cuenta que los principios están ubicados
al inicio del capítulo II (arts. 5 a 10) creemos que tal disposición
debería ser trasladada allí o en su caso reformular el título del art. 19
a “Deber de seguridad de los datos personales”, lo cual nos parece la
opción más adecuada en virtud de las obligaciones que impone la
disposición.
9. En relación a la realización de estudios de impacto (art. 39),
consideramos necesario establecer su obligatoriedad cuando se utilicen
tecnologías de biometría. Asimismo, también entendemos que deben
especificarse las pautas por las cuales un tratamiento será considerado de
“gran escala”.
10. Sobre el ejercicio de los derechos (art. 32) sostenemos que fijar un
posible canon razonable si se ejerce el derecho de acceso más de una vez en
6 meses podría ocasionar abusos por parte de las empresas y limitaciones a
los derechos de las y los titulares de datos. En este mismo artículo no se
debería considerar como abusivo el ejercicio cuando resulte
“manifiestamente infundado o excesivo”, ya que la o el titular puede de
buena fe iniciar un reclamo de tal naturaleza, sin conocer lo que dicho
pedido acarrea. Es por ello que recomendamos la supresión del supuesto o la
incorporación de la necesidad de acreditar un conocimiento efectivo de la
irrazonabilidad.
11. En el art. 17 sobre tratamientos de datos del sector público
consideramos necesario agregar en el texto la exigencia de que tal
disposición deba publicarse en el Boletín Oficial. El agregado propuesto
busca reflejar lo establecido por la jurisprudencia, que sostuvo que “la
publicación oficial cuya obligatoriedad se impone en las disposiciones de la
Ley 19.549 y su decreto reglamentario no es otra que la publicación en el
Boletín Oficial conforme las previsiones contenidas en el Decreto 659/47.
Por ello, la publicación en el boletín informativo ministerial no posee el
alcance de una publicación general que permita presumir el conocimiento de
los actos por todos los habitantes del país.”2
12. Respecto al tratamiento de los datos personales para la publicidad, y su
posibilidad de oposición y supresión, recomendamos incluir la prohibición
de elaboración de perfiles de niños, niñas y adolescentes con fines
comerciales. Tal como lo sostiene la Observación General Nº25 del Comité
de los Derechos del Niño, “los Estados partes deben prohibir por ley la
elaboración de perfiles o la selección de niños de cualquier edad con
fines comerciales mediante un registro digital de sus características reales
o inferidas, incluidos los datos grupales o colectivos, la selección por
asociación o los perfiles de afinidad. Las prácticas basadas en la
publicidad subliminal, la analítica emocional, la publicidad inmersiva y la
publicidad en entornos de realidad virtual y aumentada para promocionar
productos, aplicaciones y servicios también deben tener prohibida la
interacción directa o indirecta con niños”3
13. Tal como lo ha ratificado la Corte Suprema de Justicia de la Nación en
la causa “Denegri, Natalia Ruth c/ Google Inc”, la protección de datos
personales no debe ser convertida en una herramienta para menoscabar el
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ejercicio de la libertad de expresión e información. El art. 3 del
anteproyecto reconoce este principio. Sin embargo, la redacción de otras
normas puede ser interpretada como una contradicción con lo recién
mencionado. Por ejemplo, el art. 27 dispone que durante el proceso de
verificación y rectificación de información se debe bloquear el dato, y en
art. 67 también se faculta al juez a ordenar su bloqueo. El uso de estos
términos reintroduce la posibilidad de poder solicitar la baja de contenidos
amparados por la libertad de expresión. En conclusión, consideramos que
cuando la ley se refiere al bloqueo provisional es necesario reiterar que
dicha medida no procederá cuando se afecte la libertad de expresión e
información.
14. Por último consideramos necesario incluir expresamente en el
anteproyecto a los metadatos, es decir, aquella información que se refiere
al origen, destino, duración, fecha, hora y ubicación de las
comunicaciones. Estos datos revelan patrones de comportamientos, hábitos o
relaciones, por lo que actualmente constituyen una de las formas más
eficaces de violar la privacidad de las personas. Aún cuando la definición
de datos personales ya abarca estos casos, es conveniente su determinación
expresa, a fin de ahuyentar eventuales interpretaciones restrictivas.

5.Sobre las Investigaciones penales, y otros procedimientos administrativos o
judiciales.
El artículo 33 puede ser visto como un piso mínimo  respecto a  la
utilización de datos personales en el marco de procesos penales y otros
procesos judiciales y administrativos. En materia de acceso a datos
personales, el artículo 33 del anteproyecto prevé que existan limitaciones
y restricciones reconocidas de manera expresa en una norma legal que someta
el posible uso a un control de proporcionalidad, necesariedad y adecuación
en los términos ya expresados a través de los tratados con jerarquía
constitucional.
No obstante, entendemos que dicha regulación puede ser incrementada y
perfeccionada. En ese sentido sostenemos que el texto debe, como mínimo: a)
establecer la obligación de distinguir entre datos personales recabados en
base a hechos de aquellos que puedan derivarse de apreciaciones personales,
opiniones, juicios de valor propios de las y los agentes que realizan las
tareas de seguridad o de defensa; b) fijar un plazo determinado para la
supresión de los datos personales y en caso que la o el responsable o
encargado del tratamiento considera necesario una extensión justificarlo
ante la autoridad de control. Otra alternativa sería establecer plazos para
su revisión periódica, a fin de evaluar la pertinencia de su
almacenamiento.
Por otro lado, creemos conveniente incorporar expresamente los datos
relativos a antecedentes penales y contravencionales dentro de la categoría
de datos sensibles. En este sentido, el propio anteproyecto reconoce
implícitamente la sensibilidad de este dato cuando dispone la obligatoriedad
de hacer una evaluación de impacto en protección de datos personales en el
caso de tratamientos sobre este tipo de datos (art. 39 inc. b del
anteproyecto). Dada la sensibilidad de este tipo de datos, es necesario
otorgar las más altas garantías a las personas titulares del dato frente a
posibles abusos de las autoridades.

6.Sobre Niños, Niñas y Adolescentes
En primer lugar, y como comentario general a toda legislación sobre niños,
niñas y adolescentes (en adelante NNA), consideramos que la protección
específica debe aplicarse a todas aquellas personas menores de 18 años por
encontrarse en una situación diferencial producto de su constante
desarrollo, crecimiento y aprendizaje. Es así como se reconoce en la
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Convención de los derechos del niño ( en adelante CDN)4, el Código Civil y
Comercial (en adelante CCC)5, la Ley 26.0616 y demás normas que en
concordancia que existen en el sistema argentino.
Además, tomando los principios rectores del sistema de protección integral
de NNA, toda normativa que les afecte deberá tener en consideración en su
redacción e implementación el interés superior del niño, su autonomía
progresiva y el derecho a ser oído y ser tenido en cuenta.
Respecto a la distinción de edad y en función de la evolución constante de
su capacidades, es dable realizar una diferenciación de personas entre los
16 y los 18 años de edad considerando las disposiciones presentes en el
CCC.7 Debemos notar que si bien es posible realizar esta distinción, en caso
de existir duda sobre el contenido de disposiciones que contemplen a
adolescentes deberá siempre ponderarse el respeto al interés superior del
niño y su operativización que es la protección integral.
En particular, sobre el artículo 18, realizamos los siguientes comentarios:     
Relacionándolo con nuestro comentario general, la edad para poder realizar
un consentimiento válido debería ser 16 años de edad y siempre primando su
protección integral. En personas menores de 16 años debería ser siempre
obligatorio exigir el consentimiento de quien ejerza la responsabilidad
parental. Similar exigencia deberá contemplarse en situaciones en las cuales
toda persona menor de mayor de 16 años pero menor de 18 lo requiera en
virtud de la madurez y entendimiento cabal sobre el acto a realizar.8
La forma de realizar el consentimiento debe ser determinada y acorde a la
situación. Además de las disposiciones generales que se aplican del
artículo 13 deberían incluirse, al menos respecto a NNA, la prohibición de
carteles con botones de aceptación automática y el uso de un lenguaje poco
accesible que dificulte el entendimiento de su contenido. Además, deberían
considerarse el ofrecimiento de canales de consulta para despejar dudas que
puedan surgir respecto al consentimiento que se solicita.
La regulación sobre el consentimiento deberá aplicarse al tratamiento de
datos en la utilización de todos los servicios de la sociedad de la
información que puedan acceder los/as NNA. Aquellos servicios que sean
específicamente diseñados para NNA deberán contemplar las características
especiales en las que debe brindarse el consentimiento como las mencionadas
en el punto inmediatamente anterior y el inciso 4 del artículo en cuestión.
        
En lo sucesivo proponemos interpretaciones y agregados sobre conceptos y
secciones del borrador del anteproyecto:
Titularidad de los datos. Dentro de los parámetros para obtener el pleno
efecto del principio de interés superior del niño se encuentra el
reconocimiento de los/as NNA como titulares de derechos.9 En este sentido es
dable interpretar que todos los derechos que están comprendidos en la ley
para la persona titular de los datos pueden ser ejercidos por los/as NNA.
Deberá tenerse en cuenta que el ejercicio podrá estar acompañado en
función de su grado de madurez y entendimiento suficiente por las personas
que ejerzan la responsabilidad parental. En todo caso, deberán articularse
sistemas de aplicación de la ley que permitan el ejercicio del derecho de
los/as NNA por sí, mediante o con acompañamiento de sus  representantes y
asegurando en todo momento el derecho a ser oído/a y ser tenido/a en cuenta
en todas las decisiones que le involucren.       

Protección de datos desde el diseño y por defecto. Es recomendable en el
artículo 38 hacer una mención especial a la seguridad y protección por
defecto desde el diseño en aquellos servicios a los que puedan acceder
los/as NNA. Existen diversos ejemplos de prácticas abusivas desde el diseño
que se deben evitar tales como las prácticas inmersivas y la anticipación
de conducta con el fin de obtener beneficios comerciales por parte de las
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empresas. En relación a este punto, el Comité de los Derechos del Niño ha
instado a los Estados a prohibir por ley la elaboración de perfiles con
fines comerciales mediante un registro digital de sus características ya sea
de forma individual o grupal.10
         
Sistemas automatizados. Además de las consideraciones generales realizadas
en este documento, en particular respecto a los/as NNA los sistemas
implementados de decisiones automatizadas deberán ser respetuosos de su
privacidad y no deberán aplicarse de forma rutinaria en entornos
comerciales, educativos y asistenciales.11
7.Sobre la debida diligencia en materia de datos personales
En el Capítulo 5 “Obligaciones de los responsables y encargados del
tratamiento” del anteproyecto se sugiere que el artículo 34 “Deberes del
Responsable del Tratamiento” inciso A, se redacte de la siguiente manera:

“Implementar medidas apropiadas, útiles, oportunas, pertinentes y eficaces
para garantizar y poder demostrar el adecuado cumplimiento de la presente Ley
y sus normas reglamentarias, especialmente los derechos de los y las
Titulares, la materialización de los principios del tratamiento de datos
personales y la implementación de la debida diligencia en la materia.”

La debida diligencia en datos personales es un proceso continuo, orientado a
identificar, prevenir, mitigar y rendir cuentas de los impactos adversos que
los responsables del tratamiento puedan ocasionar o contribuir a ello en
forma directa o indirecta como resultado de sus actividades, al tiempo que
deben contribuir a su reparación cuando tienen lugar12. Este proceso
resumidamente incluye cuatro componentes básicos:

1.Identificar y evaluar los efectos adversos reales o potenciales sobre los
derechos humanos que los responsables y encargados del tratamiento haya
causado o contribuido a causar a través de sus actividades, o que guarden
relación directa con las operaciones, los productos o los servicios
prestados por sus relaciones comerciales;

2. Integrar los resultados de las evaluaciones de impacto en los procesos
correspondientes, y adoptar las medidas adecuadas para mitigar y revertir los
impactos negativos;

3. Hacer un seguimiento de la eficacia de las medidas y procesos adoptados
para contrarrestar los efectos adversos sobre la protección´ de los datos
personales fin de conocer los resultados y su eficacia;

4. Comunicar de qué manera se enfrentan los efectos adversos y demostrar a
las partes interesadas –en particular a las afectadas– que existen
políticas y procesos adecuados.

La prevención de los efectos adversos sobre las y los Titulares es el
objetivo principal de la debida diligencia en materia de protección de datos
personales. Debe ser continua, ya que los riesgos pueden cambiar con el
tiempo, y basarse en la participación significativa de las partes
interesadas, en particular las partes afectadas y los grupos sociales en
situación de vulnerabilidad.13

Notas
1.  Corte Suprema de Justicia de La Nación. Halabi, Ernesto c/ P.E.N. - Ley
25.873- dto. 1563/04 s/ amparo Ley 16.986. Ciudad Autónoma de Buenos Aires:
Corte Suprema de Justicia de La Nación, 2009. Disponible en:
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http://www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion?80c856445e68-
2.  Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.
Marítima Heinlein S.A. c/ M? de Salud y Acción Social -Sec. de Recursos s/
proceso de conocimiento, 27/08/1998. Sumario oficial disponible en:
http://www.saij.gob.ar/camara-nac-apelac-contencioso-administrativo-federal-federal-ciudad-autonoma-buenos-aires-maritima-
heinlein-sa-salud-accion-social-sec-recursos-proceso-conocimiento-fa98100560-1998-08-27/123456789-065-0018-9ots-
eupmocsollaf?80c856445e68?
3.  ONU. Comité de los Derechos del Niño. Observación General Nº25
relativa a los derechos
4.  Convención sobre los Derechos del Niño (1989) Disponible en:
https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf?80c856445e68
5.  Código Civil y Comercial de la Nación (2015) Disponible en:
http://servicios.info-leg.gob.ar/infolegInternet/anexos/235000-239999/235975/norma.htm?80c856445e68
6.  Ley 26.061 (2005) Disponible en:
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/110000-114999/110778/norma.htm?80c856445e68
7.  Artículos 26 y 26 del Código Civil y Comercial de la Nación.
8.   ONU. Comité de los Derechos del Niño. Observación General Nº25
relativa a los derechos
9.  ONU. Comité de los Derechos del Niño. Observación general Nº14 sobre
el derecho del niño
10.  ONU. Comité de los Derechos del Niño. Observación General Nº25
relativa a los derechos
11.  ONU. Comité de los Derechos del Niño. Observación General Nº25
relativa a los derechos
12.  Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. (2011).
Líneas Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales. Disponible en
https:// wwcancelleria.gob.ar/userfiles/ut/mneguidelinesespanol.pdf
13.   “Los Estados partes deben exigir al sector empresarial que actúe con
la diligencia debida en relación con los derechos del niño, en particular
que lleve a cabo evaluaciones de impacto en dichos derechos y las haga
públicas, prestando especial atención a los efectos diferenciados y, a
veces, graves que tiene el entorno digital en los niños. Deben adoptar
medidas apropiadas para prevenir, vigilar, investigar y castigar las
vulneraciones de los derechos del niño por parte de empresas.” ONU.
Comité de los Derechos del Niño. Observación General Nº25 relativa a los
derechos de los niños en relación con el entorno digital. (2021)Disponible
en:
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CRC%2fC%2fGC%2f25&Lang=en?
80c856445e68
Párrafo 38

Si deseas adjuntar documentación relacionada con tus propuestas y opiniones,
hacelo a continuación:
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/webform/adc-
contribucion_a_la_consulta_publica_para_la_actualizacion_de_la_ley_de_proteccion_de_datos_personales_1.pdf?80c856445e68
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consentimiento sin sufrir perjuicio alguno”. 

Debería ampliarse el concepto de “sin sufrir perjuicio alguno”, de forma tal que se 

entienda que el titular de los datos pueda hacer uso del servicio, por ejemplo en el 

caso de una app móvil o sitio web, con todos los mismos beneficios que si hubiese 

dado su consentimiento.  

No se define “clara acción afirmativa”. Sería conveniente que mínimamente refiera 

que significa esta acción a los efectos de otorgar consentimiento para el tratamiento 

de datos.  

 

● ARTÍCULO 14.- Revocación del consentimiento 

“El Responsable del tratamiento deberá proveer para la revocación mecanismos 

sencillos, gratuitos, expeditos y, al menos, con la misma facilidad con la que obtuvo el 

consentimiento.”  

Asimismo, en caso de cesión a otro responsable, el primer responsable debería 

notificar de la revocaciónal otro responsable que reciba los datosy que actué en 

consecuencia. Dicha carga  no debería caer sobre el titular de los datos 

 
 

● Artículo 16.- Tratamiento de datos sensibles. 

Debería establecerse que se entiende por “mayores niveles” de seguridad, 

confidencialidad, restricciones de acceso, uso y circulación. 

Inc. D. Pareciera bastante difícil identificar quienes son “…las personas que 

mantengan un contacto regular por razón de su objeto principal…” 

Inc. E. Los datos a los que refiere este inciso, ¿deben ser tratados en el marco de la 

acción judicial o pueden ser solicitados previamente? En este caso ¿Quién y cómo 

puede solicitar su tratamiento? 

Inc. H. Denota una prerrogativa excesiva. 

 

 

● Artículo 18.- Tratamiento de datos de niñas, niños y adolescentes. 

Punto 2.Debería establecerse la forma en que el responsable pueda realizar 

esfuerzos razonables para verificar el consentimiento otorgado por los titulares de la 

responsabilidad parental. Caso contrario sería un pedido de muy difícil 

cumplimiento para el responsable del tratamiento. Asimismo, no queda claro cuál 

sería la sanción en caso de incumplimiento. 

 

 

● Artículo 19.- Principio de seguridad de los datos personales. 

Sin perjuicio de los factores establecidos que deben tener en cuenta los Responsables 

o Encargados del tratamiento, creemos conveniente que se determinen una serie de 

exigencias mínimas acordes a los mejores estándares de seguridad a nivel 

internacional. 

 

 

● Artículo 24.- Transferencias internacionales mediante garantías 
adecuadas. 

Inc. C. Tal vez sería conveniente indicar cuál es el proceso para obtener la IF-2022-104323325-APN-DNPDP#AAIP
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aprobación de los modelos de cláusulas, normas corporativas y mecanismos de 

certificación. 

 

 

● Artículo 28.- Derecho de oposición. 

“… salvo que existan motivos legítimos para el tratamiento que prevalezcan sobre los 

derechos del Titular de los datos”. 

Entendemos conveniente establecer cuáles serían los motivos legítimos para que 

prevalezca el tratamiento sobre el derecho de oposición. 

 

 

● Artículo 30.- Decisiones automatizadas y elaboración de perfiles. 

Al referirse a inferencias, sería conveniente que no solo se circunscriba a efectos 

jurídicos perniciosos, que afecte negativamente o tenga efectos discriminatorios. 

Cualquier inferencia, ya sea negativa o positiva, no deja de ser una deducción que 

entendemos deber ser revisada por una persona humana y en caso de este tipo de 

decisiones o elaboraciones de perfiles, el consentimiento del titular de los datos tiene 

que ser inequívoco. 

 

 

● Artículo 31.- Derecho a la portabilidad de datos personales. 

Creemos que el último párrafo de este artículo no comulga con el espíritu del 

proyecto, ya que no entendemos porque se coarta el derecho a la portabilidad 

cuando se trata de información inferida, derivada, generada u obtenida de los datos 

personales del titular. Es aquí en donde la norma debe velar por los derechos de los 

titulares de los datos y permitir que puedan solicitar la portabilidad de los mismos, sin 

tener en cuenta si trata de inferencias, deducciones, etc. Máxime cuando los mismos 

pueden acarrear errores o datos falsos o incompletos. 

Además, los datos inferidos, aunque sean consecuencia de un proceso técnico 

determinado y automatizado por parte de un responsable, dichos datos pueden 

identificar a una persona, con lo cual creemos que los datos inferidos son de su 

titular como los demás datos personales. 

 

 

● ARTÍCULO 32.- Ejercicio de los derechos 

“El derecho de acceso a que se refiere el artículo 27 sólo puede ser ejercido en forma 

gratuita a intervalos superiores a SEIS (6) meses.” 

Se mantiene el mismo plazo que la Ley vigente sancionada 22 años atrás, sin 

contemplar la velocidad y volúmenes en las transferencias de datos personales 

facilitados por las TICs actuales. Dado ello, aconsejamos que el plazo de 6 meses se 

reduzca a 3 meses sin costo alguno para el titular de los datos.  

 

 

● ARTÍCULO 49.- Deber de comunicación 

La comunicación establecida a los efectos de este artículo debe ser clara, precisa y en 

lenguaje natural para la fácil comprensión del titular de los datos. 
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● ARTÍCULO 57.- Medidas correctivas 

Entendemos que debe quedar claro que las medidas correctivas bajo ningún caso 

pueden reemplazar a las sanciones administrativas, sino que deben ser 

independientes de las sanciones administrativas. En caso contrario quedaría a 

criterio de la autoridad de aplicación aplicar sanciones o no aunque se incumpla la 

ley. 

 

 

● Otras observaciones:  

- Cuando se mencione “fines estadísticos, de archivo en interés público, de 

investigación científica o histórica” entendemos que deben establecerse los 

criterios de aplicación. 

- Base de datos. No surge del texto del anteproyecto la obligación de registrar 

las bases de datos. Creemos que sería conveniente que continúe la exigencia 

de que, en caso de utilizarse bases de datos, las mismas sean registradas. 

 

 
Dra. Maria Elena Barbagelata, Presidenta Asociación de Abogadas y Abogados de 

Buenos Aires –AABA-  

Dr. Mariano Bermúdez, Presidente de la Comisión de Derecho Digital y de las Nuevas 

Tecnologías, Asociación de Abogadas y Abogados de Buenos Aires –AABA- 

Dr. Cristian Medina, Vicepresidente de la Comisión de Derecho Digital y de las Nuevas 

Tecnologías, Asociación de Abogadas y Abogados de Buenos Aires –AABA 

 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 28 de septiembre de 2022.- 
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Buenos Aires, 29 de septiembre de 2022 

A la  

Agencia de Acceso a la Información Pública (AAIP) 

S / D 

 

At: Dra. Beatriz de Anchorena 

 

Ref: Comentarios al Anteproyecto de Ley de Protección de Datos Personales 

 

De nuestra mayor consideración: 

 

Desde el Centro de Propiedad Intelectual de la Universidad Austral, nos dirigimos a la AAIP en el marco 
de la Resolución AAIP N° 119/2022, que estableció un procedimiento de elaboración participativa de 
normas, a fin de hacer llegar nuestros comentarios al Anteproyecto de Ley de Protección de Datos 
Personales. 

 

A tal fin, hemos analizado el texto propuesto y, como Anexo I de la presente, adjuntamos nuestros 
comentarios respecto de cada uno de sus artículos. Para facilitar su lectura e interpretación, hemos 
incorporado los cambios en un cuadro de dos columnas, la primera de ellas con el texto propuesto por la 
AAIP y la segunda con el texto modificado según nuestras sugerencias. En la primera columna, a su vez, 
dejamos “tachado” el texto que proponemos suprimir, y en la segunda columna identificado en color rojo 
el texto que proponemos incluir. Adicionalmente, hemos incluido algunas explicaciones en aquellos casos 
en que los cambios propuestos implican una modificación en el criterio propiciado por la AAIP. 

 

Más allá de los cambios que proponemos incorporar en el anteproyecto, consideramos oportuno hacerle 
saber que entendemos conveniente el debate sobre la actualización de la Ley de Protección de Datos 
Personales y su adecuación a los estándares internacionales fijados por el Reglamento General de 
Protección de Datos Europeo. En tal contexto, esperamos que nuestros comentarios sean considerados 
como un aporte desde el ámbito académico para coadyuvar a una regulación sólida, consistente y eficaz. 

 

Sin otro particular, saludamos a Uds. con nuestra mayor atención. 
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ANEXO I 

PROPUESTAS Y OPINIONES SOBRE EL  

ANTEPROYECTO DE LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 

 

  
ANTEPROYECTO 

 

 
PROPUESTAS Y OPINIONES 

 
 CAPÍTULO 1 

DISPOSICIONES GENERALES 
CAPIÍULO 1 

DISPOSICIONES GENERALES 
Art. 1 Objeto. 

La presente Ley tiene por objeto garantizar 
el ejercicio del derecho fundamental de las 
personas humanas a la protección de sus 
datos personales y su privacidad, de 
conformidad a lo establecido en el artículo 
43, párrafo tercero, de la CONSTITUCIÓN 
NACIONAL, los convenios internacionales 
sobre protección de datos personales y los 
tratados de derechos humanos en los que la 
REPÚBLICA ARGENTINA sea parte. 
Esta Ley establece las reglas para el debido 
tratamiento de los datos personales y la 
autodeterminación informativa, así como los 
derechos de las personas humanas y los 
deberes de quienes realizan su tratamiento. 

Objeto. 
La presente Ley tiene por objeto garantizar 
el ejercicio del derecho fundamental de las 
personas humanas a la protección de sus 
datos personales y su privacidad, de 
conformidad a lo establecido en el artículo 
43, párrafo tercero, de la CONSTITUCIÓN 
NACIONAL, los convenios internacionales 
sobre protección de datos personales y los 
tratados de derechos humanos en los que la 
REPÚBLICA ARGENTINA sea parte. 
Esta Ley establece las reglas para el debido 
tratamiento de los datos personales, así 
como los derechos de las personas humanas 
y los deberes de quienes realizan su 
tratamiento. 

 
COMENTARIO: Sugerimos eliminar la referencia a la autodeterminación informativa. Este principio fue 
el que inspiró la Ley 25.326, y propone que los titulares de los datos personales deben conocer y poder 
controlar, en todo momento, quién tiene sus datos personales, cómo los utiliza, etc. Bajo este 
paradigma, adquieren relevancia obligaciones tales como la de registrar las bases de datos, y también 
tiene sentido que el concepto de “dato personal” tenga la amplitud prevista en la Ley 25.326 (que lo 
extiende a las personas determinables sin establecer ningún límite).  
 
Ahora bien, el avance tecnológico y de procesamiento de información determinó que el principio de 
autodeterminación informativa cediera el paso, como principio cardinal en esta materia, al de la 
responsabilidad proactiva, que ha sido receptado por el Reglamento Europeo y también aparece en 
este anteproyecto. De acuerdo con el principio de responsabilidad proactiva, no es tan relevante que 
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el titular de los datos pueda conocer dónde están siendo tratados en todo momento, sino que sea 
asegure que ese tratamiento cumpla con los recaudos necesarios para garantizar al titular el ejercicio 
de sus derechos.  
 
En virtud de lo expuesto, entendemos conveniente eliminar la referencia al principio de 
autodeterminación informativa como fundamento de la norma.  
 
Art. 2 Definiciones. 

A los fines de la presente Ley se entiende 
por:  
Anonimización: la aplicación de medidas 
dirigidas a impedir la identificación o 
reidentificación de una persona humana, sin 
esfuerzos o plazos desproporcionados o 
inviables, teniendo en cuenta factores como 
los costos y el tiempo necesario para la 
identificación o reidentificación de la 
persona a la luz de la tecnología disponible 
en el momento del tratamiento.  
Autodeterminación informativa: derecho de 
la persona de decidir o autorizar de forma 
libre, previa, expresa e informada la 
recolección, uso o tratamiento de sus datos 
personales, así como de conocer, actualizar, 
rectificar o suprimirlos, o controlar lo que se 
hace con su información. Comprende un 
conjunto de principios y garantías relativas al 
legítimo tratamiento de sus datos 
personales.  
Autoridad de aplicación: órgano que debe 
velar por el cumplimiento de los principios y 
procedimientos de la presente Ley de 
acuerdo a lo establecido en el Capítulo 7. 
Base de datos: conjunto estructurado de 
datos personales cualquiera que fuera la 
forma, modalidad de creación, 
almacenamiento, organización, tipo de 
soporte, tratamiento, procesamiento, 
localización o acceso, centralizado, 

Definiciones. 
A los fines de la presente Ley se entiende 
por:  
1. Anonimización: aplicación de medidas 
dirigidas a impedir la identificación o 
reidentificación de una persona humana, sin 
esfuerzos o plazos desproporcionados o 
inviables, teniendo en cuenta factores como 
los costos y el tiempo necesario para la 
identificación o reidentificación de la 
persona a la luz de la tecnología disponible 
en el momento del tratamiento.  
2. Autoridad de aplicación: órgano que debe 
velar por el cumplimiento de los principios y 
procedimientos de la presente Ley, de 
acuerdo con lo establecido en el CAPÍTULO 
7. 
3. Base de datos: conjunto ordenado de 
datos personales cualquiera que fuera la 
forma, modalidad de creación, 
almacenamiento, organización, tipo de 
soporte, tratamiento, procesamiento, 
localización o acceso, centralizado, 
descentralizado o repartido de forma 
funcional o geográfica. Indistintamente, 
también se la puede denominar archivo, 
registro, fichero o banco de datos.  
4. Consentimiento del Titular de los datos: es 
toda manifestación de voluntad expresa, 
libre, inequívoca, informada y específica, por 
medio de la cual el Titular de los datos 
acepta, mediante una declaración o una 
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descentralizado o repartido de forma 
funcional o geográfica. Indistintamente, 
también se la puede denominar también 
como archivo, registro, fichero o banco de 
datos.  
Consentimiento del Titular de los datos: toda 
manifestación de voluntad expresa, libre, 
inequívoca, informada y específica por 
medio de la cual el Titular de los datos o su 
representante acepta, mediante una 
declaración o una clara acción afirmativa, 
que se traten sus datos personales. 
Datos biométricos: aquellos datos obtenidos 
a partir de un tratamiento técnico específico, 
relativos a las características físicas, 
fisiológicas o conductuales de una persona 
humana, que permitan o confirmen su 
identificación única, tales como imágenes 
faciales o datos dactiloscópicos, entre otros.  
Datos genéticos: aquellos relativos a las 
características genéticas heredadas o 
adquiridas de una persona humana que 
proporcionen una información sobre su 
fisiología o salud, obtenidos en particular del 
análisis de una muestra biológica. 
Datos personales: información de cualquier 
tipo referida a personas humanas 
determinadas o determinables. Se 
entenderá por determinable la persona que 
pueda ser identificada por uno o varios 
elementos característicos de la identidad 
física, fisiológica, genética, biométrica, 
psíquica, económica, cultural, social o de 
otra índole de dicha persona.  
Datos Personales Sensibles: aquellos que se 
refieran a la esfera íntima de su Titular, o 
cuya utilización indebida puedan dar origen 
a discriminación o conlleve un riesgo grave 
para éste. De manera enunciativa, se 

clara acción afirmativa, que se traten sus 
datos personales. 
5. Datos biométricos: datos obtenidos a 
partir de un tratamiento técnico específico, 
relativos a las características físicas, 
fisiológicas o conductuales de una persona 
humana, que permitan o confirmen su 
identificación única, tales como imágenes 
faciales, datos dactiloscópicos, entre otros.  
6. Datos genéticos: datos relativos a las 
características genéticas heredadas o 
adquiridas de una persona humana que 
proporcionen una información sobre su 
fisiología o salud; en particular, obtenidos 
del análisis de una muestra biológica. 
7. Datos personales: información de 
cualquier tipo referida a personas humanas 
determinadas o determinables. Se 
entenderá por determinable la persona que 
pueda ser identificada por uno o varios 
elementos característicos de la identidad 
física, fisiológica, genética, biométrica, 
psíquica, económica, cultural, social o de 
cualquier índole de dicha persona.  
8. Datos sensibles: datos personales que 
puedan revelar aspectos como origen racial 
o étnico; creencias o convicciones religiosas, 
filosóficas y morales; afiliación sindical u 
opiniones políticas; datos relativos a la salud, 
discapacidad, preferencia u orientación 
sexual, datos genéticos o datos biométricos, 
dirigidos a identificar de manera unívoca a 
una persona humana.  
9. Delegado de protección de datos: persona 
humana o jurídica encargada de informar al 
Responsable o al Encargado del tratamiento 
de datos personales sobre sus obligaciones 
legales en materia de protección de datos, 
así como de velar y supervisar el 
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consideran sensibles los datos personales 
que puedan revelar aspectos como origen 
racial o étnico; creencias o convicciones 
religiosas, filosóficas y morales; afiliación 
sindical u opiniones políticas; datos relativos 
a la salud, discapacidad, a la preferencia u 
orientación sexual, datos genéticos o datos 
biométricos dirigidos a identificar de manera 
unívoca a una persona humana.  
Delegado de protección de datos: persona 
humana o jurídica encargada de informar al 
Responsable o al Encargado del tratamiento 
sobre sus obligaciones legales en materia de 
protección de datos, así como de velar y 
supervisar el cumplimiento normativo, y de 
cooperar con la Autoridad de aplicación, 
sirviendo como punto de contacto entre ésta 
y el Responsable o Encargado del 
tratamiento de datos.  
Elaboración de perfiles: toda forma de 
tratamiento automatizado y parcialmente 
automatizado de datos personales 
consistente en utilizarlos para evaluar 
determinados aspectos de una persona 
humana, en particular para analizar o 
predecir cuestiones relativas al rendimiento 
profesional, situación económica, salud, 
preferencias personales, intereses, 
fiabilidad, comportamiento, ubicación, etnia, 
raza, género o movimientos de dicha 
persona humana.  
Encargado del tratamiento: persona humana 
o jurídica, pública o privada, que trate datos 
personales por cuenta del Responsable del 
tratamiento.  
Entidades crediticias: comprende a las 
entidades que proveen información de 
situación crediticia al BANCO CENTRAL DE LA 
REPÚBLICA ARGENTINA. 

cumplimiento normativo, y de cooperar con 
la Autoridad de aplicación, sirviendo como 
punto de contacto entre ésta y el 
Responsable o Encargado del tratamiento de 
datos personales.  
9. Elaboración de perfiles: es toda forma de 
tratamiento automatizado y parcialmente 
automatizado de datos personales 
consistente en utilizarlos para evaluar 
determinados aspectos de una persona 
humana. En particular para analizar o 
predecir cuestiones relativas al rendimiento 
profesional, situación económica, salud, 
preferencias personales, intereses, 
fiabilidad, comportamiento, ubicación, etnia, 
raza, género o movimientos de dicha 
persona humana.  
10. Encargado del tratamiento de datos 
personales: persona humana o jurídica, 
pública o privada, que trate datos personales 
por cuenta del Responsable del tratamiento 
de datos personales.  
11. Entidades crediticias: entidades que 
proveen información de situación crediticia 
al BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA 
ARGENTINA. 
12. Incidente de seguridad de datos 
personales: ocurrencia de uno o varios 
eventos en cualquier fase del tratamiento de 
datos que atenten contra la 
confidencialidad, integridad y disponibilidad 
de los datos personales.  
13. Responsable del tratamiento de datos 
personales: persona humana o jurídica, 
pública o privada, u otro organismo, que 
solo o conjuntamente con otros decide 
sobre la finalidad y el tratamiento de datos 
personales.  
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Grupo económico: sociedades controlantes, 
controladas y aquellas vinculadas en las 
cuales se tenga influencia significativa en las 
decisiones, denominación, domicilio, 
actividad principal, participación 
patrimonial, porcentaje de votos y, para las 
controlantes, principales accionistas. 
Constituyen un conjunto de empresas que 
pueden presentarse formal y aparentemente 
independientes pero sin embargo se 
encuentran entrelazadas al punto de formar 
un todo complejo pero compacto que 
responde a un mismo interés. 
Incidente de seguridad de datos personales: 
ocurrencia de uno o varios eventos en 
cualquier fase del tratamiento que atenten 
contra la confidencialidad, la integridad y la 
disponibilidad de los datos personales.  
Representante de Responsable o Encargado 
de tratamiento: persona humana o jurídica 
que ejerce la representación en el territorio 
nacional de Responsables o Encargados de 
tratamiento que no se encuentran 
establecidos en la REPÚBLICA ARGENTINA. 
Responsable de tratamiento de datos 
personales: persona humana o jurídica, 
pública o privada, u otro organismo, que 
solo o conjuntamente con otros decide 
sobre la finalidad y el tratamiento de datos 
personales.  
Seudonimización: la aplicación de medidas 
dirigidas a impedir que los datos personales 
puedan atribuirse a un Titular sin utilizar 
información adicional.  
Tercero: persona humana o jurídica, pública 
o privada, distinta del Titular de los datos, 
del Responsable del tratamiento, del 
Encargado del tratamiento o de las personas 
autorizadas para tratar los datos personales 

14. Seudonimización: aplicación de medidas 
dirigidas a impedir que los datos personales 
puedan atribuirse a un Titular sin utilizar 
información adicional.  
15. Titular de los datos: persona humana 
cuyos datos sean objeto del tratamiento al 
que se refiere la presente Ley.  
16. Transferencia internacional: transmisión 
de datos personales fuera del territorio 
nacional.  
17. Tratamiento de datos: cualquier 
operación o conjunto de operaciones, 
automatizadas, parcialmente automatizadas 
o no automatizadas, realizadas sobre datos 
personales, que permitan, de manera 
enunciativa, la recolección, conservación, 
organización, estructuración, 
almacenamiento, modificación, 
relacionamiento, evaluación, bloqueo o 
destrucción y, en general, el procesamiento, 
así como también su cesión a través de 
comunicaciones, consultas, interconexiones 
o transferencias. 
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bajo la autoridad directa del Responsable o 
del Encargado. 
Titular de los datos: persona humana cuyos 
datos sean objeto del tratamiento al que se 
refiere la presente Ley.  
Transferencia internacional: la transmisión 
de datos personales fuera del territorio 
nacional.  
Tratamiento de datos: cualquier operación o 
conjunto de operaciones, automatizada, 
parcialmente automatizada o no 
automatizada, realizada sobre datos 
personales, que permita, de manera 
enunciativa, la recolección, conservación, 
organización, estructuración, 
almacenamiento, modificación, 
relacionamiento, evaluación, bloqueo o 
destrucción y, en general, el procesamiento, 
así como también su cesión a través de 
comunicaciones, consultas, interconexiones 
o transferencias. 

COMENTARIO: En este artículo, el anteproyecto sigue el mismo criterio de la actual Ley 25.326 en 
cuanto a la definición de ciertos términos. Consideramos que ese criterio es adecuado, pero que debe 
limitarse a los términos que estén específicamente relacionados con el marco regulatorio de la 
protección de los datos personales. Es decir, no consideramos que sea conveniente que ciertos 
términos que se refieren a disciplinas jurídicas específicas, como por ejemplo el concepto de “grupo 
económico”, sean definidos por la ley de protección de datos personales, que es una norma de orden 
público, ya que ello podría generar inconsistencias o llevar a resultados no deseados. 
 
En virtud de lo expuesto, proponemos: (i) eliminar la definición de “Grupo económico”; (ii) eliminar la 
definición del “Representante de Responsable o Encargado de tratamiento” por entender que no tiene 
un valor esencial que requiera ser definido, y puede generar inconsistencias en este mismo 
anteproyecto (porque en varias cláusulas posteriores en las que se hace mención del resto de los 
sujetos definidos no se menciona al “Representante de Responsable o Encargado de tratamiento”); (iii) 
eliminar la definición de “Tercero” dado que resulta innecesario en los términos previstos en el 
anteproyecto (tercero tiene el mismo significado que se le asignaría jurídicamente si no estuviera 
definido); y (iv) suprimir, en la definición de “Consentimiento del Titular de los datos”, la referencia a 
que la manifestación de voluntad la puede ejercer el representante del Titular de los datos, dado que 
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ello surge de la aplicación de los principios generales que rigen la actuación de los representantes en el 
Código Civil y Comercial de la Nación. 
 
Adicionalmente, por los motivos explicados en el comentario al artículo anterior, sugerimos eliminar 
la definición de “autodeterminación informativa”.  
 
Por último, con relación a la definición de “datos sensibles”, entendemos que las categorías deberían 
ser listadas de un modo taxativo, como ocurre actualmente, y no de un modo genérico, como cualquier 
información con aptitud para discriminar. El fundamento de nuestra posición en tal sentido es que la 
consecuencia de calificar a un dato como sensible es muy grave -el régimen jurídico aplicable a los datos 
sensibles es mucho más tuitivo que el régimen general- y, por lo tanto, debe existir certeza respecto de 
cuándo estamos ante este tipo de datos.  
 
Art. 3 Ámbito de aplicación material de la Ley  

La presente Ley se aplica al tratamiento de 
datos personales, incluso cuando los datos 
personales tratados no formen parte de una 
base de datos. 
Se deberá conciliar el respeto al derecho a la 
protección de derechos personales con el 
derecho a la libertad de expresión. En 
ningún caso podrá afectar el secreto de las 
fuentes de información periodística, ni el 
tratamiento de datos que se realicen en el 
ejercicio de la libertad de expresión.  
La presente Ley también es aplicable al 
tratamiento de datos personales efectuado 
por las Fuerzas Armadas, fuerzas de 
seguridad y de inteligencia. El tratamiento 
de datos realizado por dichas autoridades y 
cualquier medida que imponga una 
limitación a los derechos y garantías 
establecidos en la presente Ley, deberá ser 
necesaria y proporcional, tener en cuenta los 
intereses legítimos del titular de los datos y 
establecer salvaguardas conforme a lo 
establecido en el artículo 33 de la presente 
Ley, y respetar los derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución Nacional. 

Ámbito de aplicación material de la Ley  
La presente Ley se aplica al tratamiento de 
datos que formen parte de una base de 
datos, sea pública o privada. 
Se deberá conciliar el respeto al derecho a la 
protección de datos personales con el 
derecho a la libertad de expresión. En 
ningún caso podrá afectarse el secreto de las 
fuentes de información periodística.  
Queda exceptuado de los alcances de la 
presente Ley el tratamiento de datos que 
efectúe una persona humana para su uso 
exclusivamente privado o de su grupo 
familiar. 
Tampoco serán aplicables las disposiciones 
establecidas en esta Ley a la información 
anónima, con fines estadísticos, de archivo, 
investigación científica o histórica de interés 
público ni a los datos anonimizados de forma 
tal que el titular de los datos no sea 
identificable. 
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Queda exceptuado de los alcances de la 
presente Ley el tratamiento de datos que 
efectúe una persona humana para su uso 
exclusivamente privado o de su grupo 
familiar y, por tanto, sin conexión alguna con 
una actividad profesional o comercial. 
Tampoco serán aplicables las disposiciones 
establecidas en esta Ley a la información 
anónima ni a los datos anonimizados de 
forma tal que el titular de los datos no sea 
identificable. 

 
COMENTARIO: Entendemos que la ley debería aplicarse a los datos personales siempre que ellos estén 
asentados en bases de datos, tal como ocurre con la Ley 25.326. Ello por cuanto el concepto de base 
de datos es suficientemente amplio como para resultar de aplicación a todos los supuestos relevantes, 
y extender la aplicación de la ley a supuestos en que los datos no estén asentados en una base de datos 
nos llevaría al extremo de que se aplicaría, por ejemplo, a una anotación individual (un único dato) en 
una hoja de papel.  
 
Por otra parte, en el segundo párrafo se hace referencia a la necesidad de conciliar la protección de los 
datos personales con la libertad de expresión. Estamos de acuerdo con ese concepto. Sin embargo, la 
redacción sugiere que la libertad de expresión debe prevalecer por sobre la protección de los datos 
personales, en lo que parece ser una regla para resolver la conciliación entre ambos derechos, que no 
nos parece adecuada. Es por ello que proponemos realizar algunos ajustes en tal sentido.  
 
También realizamos un ajuste en el ámbito de aplicación material de la norma, dado que consideramos 
que debería seguirse el mismo criterio previsto en la Constitución Nacional, según el cual están 
comprendidas en el ámbito de aplicación de la acción de habeas data las bases de datos públicas y 
privadas. En tal contexto, la referencia específica a las bases de datos de las fuerzas armadas, de 
seguridad y de inteligencia aparece como innecesaria (dado que todas ellas están comprendidas dentro 
del concepto de base de datos pública).  
 
Finalmente, proponemos algunas modificaciones adicionales que tienen por finalidad evitar 
inconsistencias en la normativa.  
 
Art. 4 Ámbito de aplicación territorial  

La presente Ley será aplicable a cualquiera 
de los siguientes casos: 

Ámbito de aplicación territorial  
La presente Ley será aplicable a cualquiera 
de los siguientes casos: 
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a. El Responsable o Encargado del 
tratamiento se encuentra establecido en el 
territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA, aun 
cuando el tratamiento de datos tenga lugar 
fuera de dicho territorio; 
b. El Responsable o Encargado,  no se 
encuentra establecido en el territorio de la 
REPÚBLICA ARGENTINA, pero: 
1. Realiza tratamiento de datos en el 
territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA 
mediante cualquier medio o procedimiento, 
físico o electrónico, conocido o por conocer, 
que le permite recolectar, usar, almacenar, 
indexar o tratar información de personas 
que se encuentren en dicho territorio. 
2. Efectúa actividades de tratamiento 
relacionadas con: (i) la oferta de bienes o 
servicios a personas que se encuentren en el 
territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA; o, (ii) 
el perfilamiento, seguimiento o control de 
los actos, comportamientos o intereses de 
dichas personas. 
3. Se encuentra establecido en un lugar al 
que se aplica la legislación de la REPÚBLICA 
ARGENTINA en virtud del derecho 
internacional o contractual. 

a. El Responsable o Encargado del 
tratamiento de datos personales se 
encuentre establecido en el  
territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA, aun 
cuando el tratamiento de datos tenga lugar 
fuera de dicho territorio; 
b. El Responsable o Encargado del 
tratamiento de datos personales no se 
encuentre establecido en el territorio de la 
REPÚBLICA ARGENTINA, pero: 
1. Realiza tratamiento de datos en el 
territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA 
mediante cualquier medio o procedimiento, 
físico o electrónico, conocido o por conocer, 
que le permite recolectar, usar, almacenar, 
indexar o tratar información de personas 
que se encuentren en dicho territorio. 
2. Efectúa actividades de tratamiento 
relacionadas con: (i) la oferta de bienes o 
servicios a personas que se encuentren en el 
territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA; o, (ii) 
el perfilamiento, seguimiento o control de 
los actos, comportamientos o intereses de 
dichas personas. 
3. Se encuentre establecido en un lugar 
donde se aplica la legislación de la 
REPÚBLICA ARGENTINA en virtud del 
derecho internacional o contractual. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales.  
 
Art. 5 Principio de neutralidad tecnológica. 

La presente Ley y sus normas reglamentarias 
aplican a cualquier tratamiento de datos 
personales, con independencia de las 
técnicas, procesos o tecnologías – actuales o 
futuras- que se utilicen para dicho efecto. 

Principio de neutralidad tecnológica. 
La presente Ley aplica a cualquier 
Tratamiento de datos, con independencia de 
las técnicas, procesos o tecnologías – 
actuales o futuras- que se utilicen para dicho 
efecto. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales.  
 
 CAPÍTULO 2 CAPÍTULO 2 
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TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES 
Art. 6 Principio de licitud, lealtad y transparencia. 

Los datos personales deben ser tratados de 
manera lícita, leal y transparente. El 
tratamiento se considera lícito cuando se 
realiza conforme a lo establecido en la 
presente Ley. Se considera leal cuando el 
Responsable se abstiene de tratar los datos a 
través de medios engañosos o fraudulentos. 
Transparente cuando la información 
vinculada al tratamiento de los datos es 
fácilmente accesible y utiliza un lenguaje 
sencillo y claro. 

Principio de licitud, lealtad y transparencia. 
Los datos personales deben ser tratados de 
manera lícita, leal y transparente. 
El tratamiento de datos se considera (i) lícito 
cuando se realiza conforme a lo establecido 
en la presente Ley; (ii) leal cuando el 
Responsable del tratamiento de datos 
personales se abstiene de tratar los datos a 
través de medios engañosos o fraudulentos; 
y (iii) transparente cuando la información 
vinculada al tratamiento de datos es 
fácilmente accesible y utiliza un lenguaje 
sencillo y claro. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales.  
 
Art. 7 Principio de finalidad. 

Los datos personales deben ser recogidos 
con fines determinados, explícitos y 
legítimos, y no deben ser tratados de 
manera incompatible con los mismos. 
No se considerarán incompatibles con los 
objetivos iniciales el tratamiento ulterior de 
los datos personales con fines estadísticos, 
de archivo, investigación científica e 
histórica de interés público. 

Principio de finalidad. 
Los datos personales deben ser recogidos 
con fines determinados, explícitos y 
legítimos, y no deben ser tratados de 
manera incompatible con dichos fines. 
El tratamiento ulterior con fines estadísticos, 
de archivo, investigación científica o 
histórica de interés público, no se 
considerará incompatible con los objetivos 
iniciales del tratamiento de datos. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales.  
 
Art. 8 Principio de minimización de datos.  

Los datos personales deben ser tratados de 
manera que sean adecuados, pertinentes y 
limitados a lo necesario en relación con los 
fines para los que fueron recolectados. A 
solicitud de la Autoridad de aplicación, los 
Responsables o Encargados deberán proveer 
una justificación de la necesidad de 
recolectar los datos en cada caso. 

Principio de minimización de datos.  
Los datos personales deben ser tratados de 
manera que sean adecuados, pertinentes y 
limitados a lo necesario con relación a los 
fines para los que fueron recolectados. 
A solicitud de la Autoridad de aplicación, los 
Responsables o Encargados del tratamiento 
de datos personales deberán proveer una 
justificación de la necesidad de recolectar los 
datos en cada caso. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales.  
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Art. 9 Principio de exactitud.  

Los datos personales objeto de tratamiento 
deben ser veraces, exactos, completos, 
comprobables y actualizados. Si fuera 
necesario actualizarlos, se adoptarán todas 
las medidas razonables para que no se altere 
su veracidad. Se prohíbe el tratamiento de 
datos falsos, desactualizados, inexactos, 
incompletos o que induzcan a error. 
En los casos que los datos son 
proporcionados por su Titular se presume su 
exactitud. 

Principio de exactitud.  
Los datos personales objeto de tratamiento 
deben ser veraces, exactos, completos, 
comprobables y actualizados. Si fuera 
necesario actualizarlos, se adoptarán todas 
las medidas razonables para que no se altere 
su veracidad. 
En los casos en que los datos personales son 
proporcionados por el Titular de los datos se 
presume su exactitud y veracidad. 

COMENTARIO: además de algunos ajustes formales, proponemos suprimir la prohibición del 
tratamiento de datos falsos, desactualizados, inexactos, incompletos o que induzcan a error. El motivo 
es que entendemos que la regulación debe estar orientada a establecer los recaudos que deben 
cumplirse para que el tratamiento sea lícito y no con una formulación “negativa” como la propuesta. 
Es que, en la práctica, será muy difícil aplicar esta prohibición porque debería acreditarse que el 
encargado del tratamiento tiene efectivo conocimiento de que los datos son falsos, por ejemplo.  
 
Art. 10 Plazo de conservación. 

Los datos personales no deben ser 
mantenidos más allá del tiempo 
estrictamente necesario para el 
cumplimiento de la finalidad del 
tratamiento. 
Los datos personales pueden conservarse 
durante períodos más largos siempre que se 
traten exclusivamente con fines estadísticos, 
de archivo en interés público, de 
investigación científica o histórica, sin 
perjuicio de la aplicación de las medidas 
técnicas y organizativas apropiadas que 
impone la presente Ley a fin de proteger los 
derechos del Titular de los datos. 

Plazo de conservación. 
Los datos personales no deben ser 
mantenidos más allá del tiempo 
estrictamente necesario para el 
cumplimiento de la finalidad del 
tratamiento. 
Los datos personales pueden conservarse 
durante períodos más largos siempre que se 
traten exclusivamente con fines estadísticos, 
de archivo, investigación científica o 
histórica de interés público, sin perjuicio de 
la aplicación de las medidas técnicas y 
organizativas apropiadas que impone la 
presente Ley a fin de proteger los derechos 
del Titular de los datos. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales.  
 
Art. 11 Principio de responsabilidad proactiva y 

demostrada.  
Principio de responsabilidad proactiva y 
demostrada.  
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El Responsable o Encargado del tratamiento 
debe adoptar las medidas técnicas, 
organizativas o de cualquier otra índole que 
sean útiles, oportunas y efectivas a fin de 
garantizar un tratamiento adecuado de los 
datos personales, el cumplimiento de las 
obligaciones dispuestas por la presente Ley y 
que permitan demostrar a la Autoridad de 
aplicación su efectiva implementación. 

El Responsable o Encargado del tratamiento 
de datos personales debe adoptar las 
medidas técnicas y organizativas apropiadas 
que impone la presente Ley, o de cualquier 
otra índole, que sean útiles, oportunas y 
efectivas para garantizar el tratamiento 
adecuado de los datos personales, el 
cumplimiento de las obligaciones dispuestas 
por la presente Ley y, además, permitan 
demostrar a la Autoridad de aplicación su 
efectiva implementación. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales.  
 
Art. 12 Bases legales para el tratamiento de datos. 

El tratamiento de datos personales sólo 
podrá realizarse si se cumple al menos UNA 
(1) de las siguientes condiciones: 
a. El Titular de los datos otorgue su 
consentimiento para uno o varios fines 
específicos; 
b. Se efectúe en ejercicio de las funciones 
propias de los poderes del Estado y sean 
necesarios para el cumplimiento estricto de 
sus competencias; 
c. Sea necesario para el cumplimiento de 
una obligación legal aplicable al Responsable 
o Encargado del tratamiento; 
d. Sea necesario para la ejecución de un 
contrato en el que el Titular de los datos sea 
parte, o para la aplicación de medidas 
precontractuales. 
e. Resulte necesario para salvaguardar el 
interés vital del Titular de los datos o de 
terceros, siempre que sobre dichos intereses 
no prevalezcan los intereses o los derechos 
del Titular de los datos, y este se encuentre 
física o jurídicamente incapacitado para 
otorgar su consentimiento; 

Bases legales para el tratamiento de datos. 
El tratamiento de datos sólo podrá realizarse 
si se cumple al menos UNA (1) de las 
siguientes condiciones: 
a. El Titular de los datos otorgue su 
consentimiento para uno o varios fines 
específicos; 
b. Se efectúe en ejercicio de las funciones 
propias de los poderes del Estado y sean 
necesarios para el cumplimiento estricto de 
sus competencias; 
c. Sea necesario para el cumplimiento de 
una obligación legal aplicable al Responsable 
o Encargado del tratamiento de datos 
personales; 
d. Sea necesario para la ejecución de un 
contrato en el que el Titular de los datos sea 
parte. 
e. Los datos personales se obtengan de 
fuentes de acceso público irrestricto. 
f. Se trate de las operaciones que realicen las 
entidades financieras y de las informaciones 
que reciban de sus clientes conforme las 
disposiciones del artículo 39 de la Ley 
21.526. 
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f. Sea necesario para la satisfacción del 
interés legítimo del Responsable del 
tratamiento, siempre que sobre dicho 
interés no prevalezcan los intereses o los 
derechos del Titular de los datos, en 
particular cuando el Titular sea un niño, niña 
o adolescente. Para determinar la existencia 
de un interés legítimo, se deberá realizar una 
evaluación detallada, incluyendo el contexto 
y las circunstancias en las que se llevará a 
cabo el tratamiento y las expectativas 
razonables del Titular de los datos sobre el 
mismo, utilizando criterios de 
proporcionalidad y razonabilidad. 
A solicitud de la Autoridad de aplicación, los 
Responsables deberán estar en capacidad de 
demostrar la existencia del interés legítimo y 
de explicar la necesidad de recolectar o 
tratar los datos en cada caso. 

g. Sea necesario para la satisfacción del 
interés legítimo del Responsable del 
tratamiento de datos personales, siempre 
que sobre dicho interés no prevalezcan los 
intereses o los derechos del Titular de los 
datos, en particular cuando el Titular de los 
datos sea un niño, niña o adolescente. Para 
determinar la existencia de un interés 
legítimo, se deberá realizar una evaluación 
detallada, incluyendo el contexto y las 
circunstancias en las que se llevará a cabo el 
tratamiento y las expectativas razonables del 
Titular de los datos sobre el mismo, 
utilizando criterios de proporcionalidad y 
razonabilidad. 
A solicitud de la Autoridad de aplicación, los 
Responsables del tratamiento de datos 
personales deberán estar en capacidad de 
demostrar la existencia del interés legítimo y 
de explicar la necesidad de recolectar o 
tratar los datos en cada caso. 

COMENTARIO: en este artículo se listan todos los supuestos que habilitan el tratamiento de los datos 
personales, además del caso del consentimiento informado del titular -que también aparece como uno 
de dichos supuestos-.  
 
Además de proponer algunos cambios y ajustes formales, sugerimos (i) eliminar la alusión de 
“aplicación de medidas precontractuales” al inciso “d”, por entender que dicha referencia puede 
generar confusiones en cuanto a sus alcances; (ii) añadir dos supuestos que están previstos en la Ley 
25.326 y que entendemos son relevantes, como lo son el tratamiento de datos obtenidos a través de 
fuentes de acceso público e irrestricto, y el tratamiento que realizan las entidades financieras; y (iv) 
eliminar el inciso “e” porque regula situaciones que deberían resolverse por aplicación de las reglas 
generales.  
 
Art. 13 Consentimiento.  

Cuando la base legal para el tratamiento de 
datos sea el consentimiento del Titular, se 
requiere que éste sea previo, libre, 
específico, informado e inequívoco para una 
o varias finalidades determinadas, ya sea 

Consentimiento.  
Cuando la base legal para el tratamiento de 
datos sea el Consentimiento del Titular de 
los datos, se requiere que éste sea previo, 
libre, específico, informado e inequívoco 
para una o varias finalidades determinadas, 
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mediante una declaración o una clara acción 
afirmativa. 
Se entiende por: 
1) Previo, cuando se solicita el 
consentimiento antes de la recolección de 
los datos; 
2) Libre, cuando se encuentre exento de 
vicios. El Titular de los datos deberá tener la 
opción de negarse a otorgar su 
consentimiento sin sufrir perjuicio alguno; 
3) Específico, que cuando el tratamiento de 
datos tenga varios fines, el Titular otorgue el 
consentimiento para cada uno de ellos; 
3) Informado, de modo que el Titular cuente 
con la información establecida en el artículo 
15; 
4) Inequívoco, de manera que no presente 
dudas sobre el alcance de la autorización 
otorgada por el Titular. 
El Responsable deberá ser capaz de 
demostrar que el Titular consintió el 
tratamiento de sus datos personales. 

ya sea mediante una declaración o una clara 
acción afirmativa. 
Se entiende por: 
1) Previo, cuando se solicita el 
consentimiento antes de la recolección de 
los datos; 
2) Libre, cuando se encuentra exento de 
vicios. El Titular de los datos deberá tener la 
opción de negarse a otorgar su 
consentimiento sin sufrir algún perjuicio; 
3) Específico, cuando el tratamiento de 
datos tenga varios fines, el Titular debe 
otorgar su consentimiento para cada uno de 
ellos; 
4) Informado, de modo que el Titular cuente 
con la información establecida en el artículo 
15; 
5) Inequívoco, cuando no se presentan 
dudas sobre el alcance de la autorización 
otorgada por el Titular. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales deberá ser capaz de demostrar 
que el Titular  de los datosconsintió el 
tratamiento de datos. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales.  
 
Art. 14 Revocación del consentimiento  

El Titular de los datos podrá revocar el 
consentimiento en cualquier momento y sin 
necesidad de fundamentar la petición. La 
revocatoria de la autorización no procederá 
cuando exista un deber legal o contractual 
para continuar con el tratamiento de los 
datos. Dicha revocación no tiene efectos 
retroactivos. 
El Responsable del tratamiento deberá 
proveer para la revocación mecanismos 
sencillos, gratuitos, expeditos y, al menos, 

Revocación del consentimiento  
El Titular de los datos podrá revocar el 
consentimiento en cualquier momento y sin 
necesidad de fundamentar la petición. La 
revocación del consentimiento no procederá 
cuando exista un deber legal o contractual 
para continuar con el tratamiento de los 
datos. Dicha revocación no tiene efectos 
retroactivos. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales deberá proveer para la 
revocación mecanismos sencillos, gratuitos, 
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con la misma facilidad con la que obtuvo el 
consentimiento. 

expeditos y, al menos, con la misma facilidad 
con la que obtuvo el consentimiento. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales.  
 
Art. 15 Información al Titular de los datos. 

El Responsable del tratamiento debe 
brindar, antes de la recolección, en forma 
concisa, transparente, inteligible y de fácil 
acceso, con un lenguaje claro y sencillo, al 
menos, la siguiente información: 
a. Nombre o razón social, domicilio y medios 
electrónicos del Responsable o del 
Encargado. Cuando aplique, del Delegado de 
protección de datos y, en el caso de los 
Responsables o Encargados no establecidos 
en la REPÚBLICA ARGENTINA, los de su 
Representante en el territorio nacional; 
b. Las categorías de datos personales que 
serán objeto del tratamiento;  
c. Las finalidades que se persiguen con el 
tratamiento de los datos y las bases legales 
del mismo; 
d. Los derechos del titular y los medios, 
procedimientos, y persona o área 
responsable para su ejercicio; 
e. Información sobre posibles cesiones a 
otros Responsables o Encargados de 
tratamiento; 
f. Información sobre las transferencias 
internacionales de datos, incluyendo países 
de destino, identidad y datos de contacto del 
importador, posibles riesgos asociados a las 
transferencias y salvaguardas aplicables, 
categorías de datos involucradas, finalidad y 
mecanismos para ejercer sus derechos; 
g. El carácter obligatorio o facultativo de 
proporcionar los datos personales y las 
consecuencias de proporcionarlos, o de la 

Información al Titular de los datos. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales debe brindar antes de la 
recolección, en forma concisa, transparente, 
inteligible y de fácil acceso, con lenguaje 
claro y sencillo, al menos, la siguiente 
información: 
a. Nombre o razón social, domicilio y medios 
electrónicos del Responsable o del 
Encargado del tratamiento de datos 
personales. Cuando aplique, del Delegado de 
protección de datos. 
b. Las categorías de datos que serán objeto 
del tratamiento;  
c. Las finalidades que se persiguen con el 
tratamiento de los datos y las bases legales 
del mismo; 
d. Los derechos del Titular de los datos, los 
medios, procedimientos y persona o área 
responsable para su ejercicio; 
e. Información sobre posibles cesiones a 
otros Responsables o Encargados del 
tratamiento de datos personales; 
f. Información sobre la Transferencia 
internacional, incluyendo países de destino, 
identidad y datos de contacto del 
importador, posibles riesgos asociados a las 
transferencias y salvaguardas aplicables, 
categorías de datos involucradas, finalidad y 
mecanismos para ejercer sus derechos, 
entre otros aspectos; 
g. El carácter obligatorio o facultativo de 
proporcionar los datos personales y las 
consecuencias de proporcionarlos, de la 
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negativa a hacerlo, o de hacerlo en forma 
incompleta o defectuosa; 
h. El derecho del Titular de los datos a 
revocar el consentimiento; 
i. El plazo durante el cual se conservarán los 
datos personales o cuando esto no sea 
posible, los criterios utilizados para 
determinar este plazo; 
j. La existencia o no de decisiones 
automatizadas o semiautomatizadas, 
incluida la elaboración de perfiles; 
k. El derecho a presentar una denuncia, a 
iniciar el trámite de protección de datos 
personales ante la Autoridad de aplicación, o 
a ejercer la acción de Habeas Data en caso 
de que el Responsable o el Encargado del 
tratamiento incumpla con la presente Ley. 
El Responsable de tratamiento tendrá la 
obligación de proveer al Titular de los datos 
la información prevista en el presente 
artículo incluso cuando no obtenga la 
información directamente del Titular de los 
datos, así como cuando la base legal que 
haya utilizado para legitimar el tratamiento 
no sea el consentimiento del Titular de los 
datos. 
Cuando los datos no hayan sido obtenidos 
del Titular, el Responsable deberá proveerle 
la información prevista en el presente 
artículo dentro de un plazo razonable y a 
más tardar dentro de un mes. 
En las ocasiones en que los datos se utilicen 
para comunicarse con el Titular, se deberá 
proveer la información al momento de la 
primera comunicación, y cuando sean 
cedidos a otro destinatario, se deberá 
informar al Titular en la primera cesión. 

negativa a hacerlo, o de hacerlo en forma 
incompleta o defectuosa; 
h. El derecho del Titular de los datos a 
revocar el consentimiento; 
i. El plazo durante el cual se conservarán los 
datos personales o cuando esto no sea 
posible, los criterios utilizados para 
determinar este plazo; 
j. La existencia o no de decisiones 
automatizadas o parcialmente 
automatizadas, incluida la Elaboración de 
perfiles; 
k. El derecho a presentar una denuncia, a 
iniciar el trámite de protección de datos 
personales ante la Autoridad de aplicación y 
a ejercer la acción de Habeas Data en caso 
de que el Responsable o Encargado del 
tratamiento de datos personales incumpla 
con la presente Ley. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales tendrá la obligación de proveer al 
Titular de los datos la información prevista 
en el presente artículo, incluso cuando no 
obtenga la información directamente del 
Titular de los datos así como cuando la base 
legal que haya utilizado para legitimar el 
tratamiento no sea el consentimiento del 
Titular de los datos. 
Cuando los datos no hayan sido obtenidos 
del Titular de los datos, el Responsable del 
tratamiento de datos personales deberá 
proveerle la información prevista en el 
presente artículo dentro de un plazo 
razonable y a más tardar dentro de un mes. 
En las ocasiones en que los datos se utilicen 
para comunicarse con el Titular de los datos, 
se deberá proveer la información al 
momento de la primera comunicación, y 
cuando sean cedidos a otro destinatario, se 
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deberá informar al Titular de los datos cada 
cesión. en la primera cesión. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales, o que 
resultan necesarias para resguardar la consistencia con el resto de las modificaciones que proponemos 
para los artículos anteriores.  
 
Art. 16 Tratamiento de datos sensibles. 

En el tratamiento de datos sensibles se 
implementará responsabilidad reforzada que 
implica, entre otros, mayores niveles de 
seguridad, confidencialidad, restricciones de 
acceso, uso y circulación. 
Se prohíbe el tratamiento de datos sensibles, 
excepto cuando: 
a. El titular de los datos haya dado su 
consentimiento a dicho tratamiento, salvo 
en los casos en que por ley no sea requerido 
el otorgamiento de dicha autorización; 
b. Sea necesario para salvaguardar el interés 
vital del Titular de los datos y éste se 
encuentre física o legalmente incapacitado 
para prestar el consentimiento y sus 
representantes legales no lo puedan realizar 
en tiempo oportuno; 
c. Sea efectuado por establecimientos 
sanitarios públicos o privados o por 
profesionales vinculados a la ciencia de la 
salud con la finalidad de un tratamiento 
médico específico de acuerdo a lo 
establecido por la Ley Nº 26.529 de 
Derechos del Paciente, Historia Clínica y 
Consentimiento Informado y sus 
modificatorias. Se prohíbe a los operadores 
de planes privados de salud tratar datos de 
salud para la práctica de selección de riesgo 
en la contratación de cualquier modalidad y 
la exclusión de beneficiarios; 
d. Se realice en el marco de las actividades 
legítimas de una fundación, asociación o 

Tratamiento de datos sensibles. 
En el tratamiento de datos sensibles se 
implementará responsabilidad reforzada que 
implica, entre otros, mayores niveles de 
seguridad, confidencialidad, restricciones de 
acceso, uso y circulación. 
Se prohíbe el tratamiento de datos sensibles, 
excepto cuando: 
a. El Titular de los datos haya dado su 
consentimiento a dicho tratamiento, salvo 
las excepciones previstas por la presente 
Ley; 
b. Sea efectuado por establecimientos 
sanitarios públicos o privados o por 
profesionales vinculados a la ciencia de la 
salud con la finalidad de un tratamiento 
médico específico de acuerdo con lo 
establecido por la Ley Nº 26.529 de 
Derechos del Paciente, Historia Clínica y 
Consentimiento Informado -y modificatorias-
. Se prohíbe a los operadores de planes 
privados de salud tratar datos sensibles para 
la práctica de selección de riesgo en la 
contratación de cualquier modalidad y la 
exclusión de beneficiarios; 
c. Se realice en el marco de las actividades 
legítimas de una fundación, asociación o 
cualquier otro organismo sin fines de lucro, 
cuyo objeto principal sea una actividad 
política, filosófica, religiosa o sindical, 
siempre que se refieran exclusivamente a 
sus miembros o a las personas que 
mantengan un contacto regular por razón de 
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cualquier otro organismo sin fines de lucro, 
cuyo objeto principal sea una actividad 
política, filosófica, religiosa o sindical, 
siempre que se refieran exclusivamente a 
sus miembros o a las personas que 
mantengan un contacto regular por razón de 
su objeto principal, y que los datos 
personales no se comuniquen fuera de ellos 
sin el consentimiento de los Titulares; 
e. Se refiera a datos que sean necesarios 
para el reconocimiento, ejercicio o defensa 
de un derecho en un proceso judicial; 
f. Tenga una finalidad histórica, de archivo 
de interés público, estadística o científica. En 
estos casos y en la medida de lo posible, 
debe adoptarse, teniendo en cuenta la 
finalidad, un procedimiento de 
anonimización; 
g. Sea necesario para el cumplimiento de 
obligaciones y el ejercicio de derechos 
específicos del Responsable del tratamiento 
o del Titular de los datos en el ámbito del 
Derecho Laboral y de la Seguridad y 
Protección Social; 
h. Sea necesario en ejercicio de las funciones 
de los poderes del Estado en el 
cumplimiento estricto de sus competencias; 
i. Se realice en el marco de asistencia 
humanitaria. 

su objeto principal, y que los datos 
personales no se comuniquen fuera de ellos 
sin el consentimiento de los Titulares de los 
datos; 
d. Se refiera a datos que sean necesarios 
para el reconocimiento, ejercicio o defensa 
de un derecho del Titular de los datos en un 
proceso judicial; 
e. Se traten con una finalidad estadística, de 
archivo, de investigación científica o 
histórica de interés público. En estos casos y 
en la medida de lo posible, debe adoptarse, 
teniendo en cuenta la finalidad y un 
procedimiento de anonimización; 
f. Sea necesario para el cumplimiento de 
obligaciones y el ejercicio de derechos 
específicos del Responsable del tratamiento 
de datos personales o del Titular de los 
datos en el ámbito del Derecho Laboral y de 
la Seguridad y Protección Social; 
g. Sea necesario en ejercicio de las funciones 
de los poderes del Estado en el 
cumplimiento estricto de sus competencias. 
h. Se realice en el marco de asistencia 
humanitaria. 

COMENTARIO: además de algunas adecuaciones formales y tendientes a que la redacción de este 
artículo resulte consistente con las anteriores -conforme nuestras sugerencias-, entendemos que 
debería modificarse el inciso “e” del modo que proponemos para dejar aclarado que el proceso judicial 
en el que podrán tratarse los datos sensibles sin consentimiento deber ser un proceso relacionado con 
el titular de los datos. 
 
Art. 17 Tratamiento de datos del sector público. 

El tratamiento de datos personales, 
realizado por autoridades u organismos 
públicos, debe fundarse en alguna de las 

Tratamiento de datos del sector público. 
El Tratamiento de datos realizado por 
autoridades u organismos públicos, debe 
fundarse en alguna de las bases legales 
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bases legales establecidas en el artículo 12 y 
cumplir con todos los principios y 
condiciones que definen la licitud para el 
tratamiento determinadas en la presente 
Ley. 
Cuando el tratamiento de datos consiste en 
una cesión, el Responsable del tratamiento a 
quien se ceden los datos personales queda 
sujeto a las mismas obligaciones legales y 
reglamentarias que el Responsable cedente. 
Ambos responden por la observancia de 
aquellas ante la Autoridad de aplicación y el 
Titular de los datos de que se trate. 

establecidas en el artículo 12 y cumplir con 
todos los principios y condiciones que 
definen la licitud para el tratamiento 
determinadas en la presente Ley. 
 

COMENTARIO: proponemos eliminar el último párrafo porque resulta redundante dado que la 
responsabilidad del cesionario se encuentra regulada en el art. 34.  
 
Art. 18 Tratamiento de datos de niñas, niños y 

adolescentes.  
En el tratamiento de datos personales de un 
menor o adolescente, se debe privilegiar la 
protección del interés superior de éstos, 
conforme a la CONVENCIÓN SOBRE LOS 
DERECHOS DEL NIÑO y demás instrumentos 
internacionales que busquen su bienestar y 
protección integral. 
1. Es válido el consentimiento de menor o 
adolescente cuando se aplique al 
tratamiento de datos vinculados a la 
utilización de servicios de la sociedad de la 
información específicamente diseñados o 
aptos para ellos. En estos casos, el 
consentimiento es lícito si el menor de edad 
tiene como mínimo TRECE (13) años. Si la 
niña o niño es menor de TRECE (13) años, tal 
tratamiento únicamente se considera lícito si 
el consentimiento fue otorgado por el titular 
de la responsabilidad parental o tutela sobre 
la niña o niño, y sólo en la medida en que se 
dio o autorizó. 

Tratamiento de datos de niñas, niños y 
adolescentes.  
En el tratamiento de datos personales de un 
menor o adolescente, se debe privilegiar la 
protección del interés superior de éstos, 
conforme a la CONVENCIÓN SOBRE LOS 
DERECHOS DEL NIÑO y demás instrumentos 
internacionales que busquen su bienestar y 
protección integral. 
1. Es válido el consentimiento del menor o 
adolescente cuando se aplique al 
Tratamiento de datos vinculados a la 
utilización de servicios específicamente 
diseñados o aptos para ellos. En estos casos, 
el consentimiento es lícito si el menor de 
edad tiene como mínimo TRECE (13) años. Si 
la niña o niño es menor de TRECE (13) años, 
tal tratamiento únicamente se considera 
lícito si el consentimiento fue otorgado por 
el titular de la responsabilidad parental o 
tutela sobre la niña o niño. 
2. El Responsable del tratamiento de datos 
personales debe realizar esfuerzos 
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2. El Responsable del tratamiento debe 
realizar esfuerzos razonables para verificar, 
en tales casos, que el consentimiento haya 
sido otorgado por el titular de la 
responsabilidad parental o tutela sobre el 
menor o adolescente, teniendo en cuenta 
sus posibilidades para hacerlo. 
3. No se podrá realizar el tratamiento de 
datos personales de menores y adolescentes 
en los juegos, aplicaciones de Internet u 
otras actividades que involucren información 
personal más allá de lo estrictamente 
necesario para el desarrollo de la actividad. 
4. La información sobre el tratamiento de 
datos a que se refiere este artículo debe ser 
brindada de forma simple, clara y accesible, 
considerando las características 
físicomotoras, perceptivas, sensoriales, 
intelectuales y mentales del usuario, con el 
uso de recursos audiovisuales cuando 
corresponda, con el fin de brindar la 
información necesaria a los padres o al tutor 
legal y adecuado a la comprensión del 
menor o adolescente. 
5. No se podrán tratar datos sensibles de 
menores y adolescentes a menos que se 
cuente con su consentimiento expreso o el 
titular de la responsabilidad parental o tutela 
o cuando, dicho tratamiento sea 
indispensable para el interés público o para 
salvaguardar la vida de aquellos o un 
tercero. 
6. Es tarea del Estado y de las entidades 
educativas, proveer información y capacitar 
a los menores de edad y adolescentes sobre 
los eventuales riesgos a los que se enfrentan 
respecto del tratamiento indebido de sus 
datos personales, y proveer de conocimiento 
acerca del uso responsable y seguro de sus 

razonables para verificar, en tales casos, que 
el consentimiento haya sido otorgado por el 
titular de la responsabilidad parental o 
tutela sobre el menor o adolescente, 
teniendo en cuenta sus posibilidades para 
hacerlo. 
3. No se podrá realizar el Tratamiento de 
datos de menores y adolescentes en los 
juegos, aplicaciones de Internet u otras 
actividades que involucren información 
personal más allá de lo estrictamente 
necesario para el desarrollo de la actividad. 
4. La información sobre el Tratamiento de 
datos a que se refiere este artículo debe ser 
brindada de forma simple, clara y accesible, 
considerando las características 
físicomotoras, perceptivas, sensoriales, 
intelectuales y mentales del usuario, con el 
uso de recursos audiovisuales cuando 
corresponda, con el fin de brindar la 
información necesaria a los padres o al tutor 
legal y adecuado a la comprensión del 
menor o adolescente. 
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datos personales, su derecho a la privacidad, 
a la autodeterminación informativa y el 
respeto de los derechos de los demás. 

COMENTARIOS: además de realizar algunos ajustes y modificaciones formales o relacionados con la 
consistencia de este artículo con los previos, consideramos que: (i) debe eliminarse la referencia a la 
“sociedad de la información” dado que se trata de un concepto jurídico indeterminado que no es 
utilizado habitualmente en nuestro derecho (es más propio de la legislación europea); (ii) debe 
eliminarse el inciso 5 porque regula un supuesto -datos sensibles- que se encuentra previsto en el art. 
16 de esta misma norma; y (iii) debería eliminarse el inciso 6 porque resulta exorbitante que la ley de 
protección de datos personales regule contenidos educativos que, además, podrían depender de 
jurisdicciones locales.  
 
 
Art. 19 Principio de seguridad de los datos 

personales.  
El Responsable o Encargado del tratamiento 
de datos personales deberá sujetarse al 
principio de seguridad de datos personales, 
para lo cual adoptara las medidas técnicas, 
organizativas y de cualquier otra naturaleza 
que resulten necesarias para garantizar la 
seguridad y confidencialidad de los datos 
personales, para evitar su adulteración, 
pérdida, uso, consulta o tratamiento no 
autorizado, y que permitan detectar 
desviaciones, intencionales o no, de 
información, ya sea que los riesgos 
provengan de la acción humana o del medio 
técnico utilizado. 
Para dichos fines deberán adoptar un 
sistema de administración de riesgos 
asociados tomando en cuenta las categorías 
y volumen de datos personales, la 
probabilidad de riesgos, el estado de la 
técnica, mejores prácticas de seguridad 
integral y los costos de aplicación de acuerdo 
a la naturaleza, alcance, contexto y los fines 
del tratamiento. 

Principio de seguridad de los datos 
personales.  
El Responsable o Encargado del tratamiento 
de datos personales deberá sujetarse al 
principio de seguridad de datos personales. 
A tal efecto, adoptara las medidas técnicas y 
organizativas apropiadas que impone la 
presente Ley, y de cualquier otra naturaleza, 
que resulten necesarias para garantizar la 
seguridad e integridad de los datos 
personales, para evitar su adulteración, 
pérdida, uso, consulta o tratamiento no 
autorizado, y que permitan detectar 
desviaciones, intencionales, o no, de 
información, ya sea que los riesgos 
provengan de la acción humana o del medio 
tecnológico utilizado. 
Para dichos fines deberán adoptar un 
sistema de administración de riesgos 
asociados tomando en cuenta las categorías 
y volumen de datos personales, la 
probabilidad de riesgos, el estado de la 
técnica, mejores prácticas de seguridad 
integral y los costos de aplicación de acuerdo 
con la naturaleza, alcance, contexto y los 
fines del tratamiento. 
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El Responsable o Encargado del tratamiento 
deben adoptar las medidas de seguridad 
aplicables a los datos personales que traten, 
considerando, al menos, los siguientes 
factores: 
a. El riesgo inherente por el tipo de dato 
personal; 
b. El carácter sensible de los datos 
personales tratados; 
c. El desarrollo tecnológico; 
d. Las posibles consecuencias de un 
incidente de seguridad para los Titulares de 
los datos; 
e. Los incidentes de seguridad previos 
ocurridos en los sistemas de tratamiento. 
El Responsable o Encargado del tratamiento 
de datos personales deberán evidenciar que 
las medidas adoptadas e implementadas 
eviten la materialización de los riesgos 
identificados. 

El Responsable o Encargado del tratamiento 
de datos personales deben adoptar las 
medidas de seguridad aplicables a los datos 
personales que traten, considerando, al 
menos, los siguientes factores: 
a. El riesgo inherente por el tipo de dato 
personal; 
b. El carácter sensible de los datos tratados;  
c. El desarrollo tecnológico; 
d. Las posibles consecuencias de un 
incidente de seguridad para los Titulares de 
los datos; 
e. Los incidentes de seguridad previos 
ocurridos en los sistemas de tratamiento. 
El Responsable o Encargado del tratamiento 
de datos personales deberá evidenciar que 
las medidas adoptadas e implementadas 
eviten la materialización de los riesgos 
identificados. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales, o relativas 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 20 Notificación de incidentes de seguridad.  

En caso de que ocurra un incidente de 
seguridad de datos personales, el 
Responsable del tratamiento debe 
notificarlo a la Autoridad de aplicación 
dentro de las CUARENTA Y OCHO (48) horas 
de haber tomado conocimiento, a menos 
que sea improbable que dicho incidente de 
seguridad constituya un riesgo para los 
derechos de los Titulares de los datos. En 
caso de no contar con los medios materiales 
para cumplir el plazo previsto, debe justificar 
a la Autoridad de aplicación la extensión del 
mismo. Si la notificación a la Autoridad de 
aplicación no tiene lugar en el plazo previsto, 

Notificación de incidentes de seguridad.  
En caso de que ocurra un Incidente de 
seguridad de datos personales, el 
Responsable del tratamiento de datos 
personales debe notificarlo a la Autoridad de 
aplicación dentro de las CUARENTA Y OCHO 
(48) horas de haber tomado conocimiento, a 
menos que sea improbable que dicho 
Incidente de seguridad de datos personales 
constituya un riesgo para los derechos de los 
Titulares de los datos. En caso de no contar 
con los medios materiales para cumplir el 
plazo previsto, debe justificar a la Autoridad 
de aplicación la extensión del mismo. Si la 
notificación a la Autoridad de aplicación no 
tiene lugar en el plazo previsto, deberá ir 
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deberá ir acompañada de indicación de los 
motivos de la dilación. 
De igual manera, el Responsable del 
tratamiento también debe informar al 
Titular de los datos sobre el incidente de 
seguridad ocurrido, en un lenguaje claro y 
sencillo, cuando sea probable que entrañe 
altos riesgos a sus derechos. 
La notificación a los Titulares de los datos no 
será necesaria cuando ello suponga un 
esfuerzo desproporcionado para el 
Responsable del tratamiento, y se optará en 
su lugar por una comunicación pública o una 
medida semejante por la que se informe de 
manera igualmente efectiva a los Titulares 
de los datos. 
La notificación debe contener, al menos, la 
siguiente información: 
a. La naturaleza del incidente; 
b. Los datos personales que pueden 
estimarse comprometidos; 
c. Las acciones correctivas realizadas de 
forma inmediata; 
d. Las recomendaciones al Titular de los 
datos acerca de las medidas que éste puede 
adoptar para proteger sus intereses; 
e. Los medios a disposición del Titular de los 
datos para obtener mayor información al 
respecto, incluido el nombre y datos de 
contacto del Delegado de protección de 
datos o cualquier otro designado como 
contacto. 
El Responsable del tratamiento debe 
documentar todo incidente de seguridad 
que ponga en riesgo los derechos de los 
Titulares ocurrido en cualquier fase del 
tratamiento de datos e identificar, de 
manera enunciativa pero no limitativa, la 
fecha en que ocurrió, el motivo del 

acompañada de indicación de los motivos de 
la dilación. 
Además, el Responsable del tratamiento de 
datos personales debe informar al Titular de 
los datos sobre el Incidente de seguridad de 
datos personales ocurrido, en lenguaje claro 
y sencillo, cuando sea probable que entrañe 
riesgos a sus derechos. 
La notificación a los Titulares de los datos no 
será necesaria cuando ello suponga un 
esfuerzo desproporcionado para el 
Responsable del tratamiento de datos 
personales y se optara en su lugar por una 
comunicación pública o una medida 
semejante por la que se informe de manera 
igualmente efectiva a los Titulares de los 
datos. 
La notificación debe contener, al menos, la 
siguiente información: 
a. La naturaleza del incidente; 
b. Los datos personales que pueden 
estimarse comprometidos; 
c. Las acciones correctivas realizadas de 
forma inmediata; 
d. Las recomendaciones al Titular de los 
datos acerca de las medidas que éste puede 
adoptar para proteger sus intereses; 
e. Los medios a disposición del Titular de los 
datos para obtener mayor información al 
respecto, incluido el nombre y datos de 
contacto del Delegado de protección de 
datos o cualquier otro designado como 
contacto. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales debe documentar todo Incidente 
de seguridad de datos personales que ponga 
en riesgo los derechos de los Titulares 
ocurrido en cualquier fase del Tratamiento 
de datos e identificar, de manera 
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incidente, los hechos relacionados con éste y 
sus efectos y las medidas correctivas 
implementadas de forma inmediata y 
definitiva. En caso de que no sea posible 
enviar toda la información detallada al 
mismo tiempo, la persona responsable 
podrá enviarla sin dilación alguna, a medida 
que sea posible. 

enunciativa pero no limitativa, la fecha en 
que ocurrió, el motivo del incidente, los 
hechos relacionados y sus efectos, y las 
medidas correctivas implementadas de 
forma inmediata y definitiva. En caso de que 
no sea posible enviar toda la información 
detallada al mismo tiempo, el Responsable 
del tratamiento de datos personales podrá 
enviarla, sin dilación alguna, a medida que le 
sea posible. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 21 Deber de confidencialidad. 

El Responsable del tratamiento, el 
Encargado y las demás personas que 
intervengan en cualquier fase del 
tratamiento están obligados a la 
confidencialidad respecto de los datos 
personales. Esta obligación subsiste aún 
después de finalizada su relación con el 
Titular de los datos, el Responsable o el 
Encargado del tratamiento, según 
corresponda. El obligado puede ser relevado 
del deber de confidencialidad por resolución 
judicial. 

Deber de confidencialidad. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales, el Encargado del tratamiento de 
datos personales y las demás personas que 
intervengan en cualquier fase del 
tratamiento están obligados a la 
confidencialidad respecto de los datos 
personales. Esta obligación subsiste aún 
después de finalizada su relación con el 
Titular de los datos, el Responsable o el 
Encargado del tratamiento de datos 
personales, según corresponda. El obligado 
puede ser relevado del deber de 
confidencialidad por resolución judicial. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
 CAPÍTULO 3 

TRANSFERENCIAS INTERNACIONALES 
CAPÍTULO 3 

TRANSFERENCIAS INTERNACIONALES 
Art. 22 Principio general de las transferencias 

internacionales.  
Las transferencias de datos personales fuera 
del territorio nacional, incluidas las 
transferencias ulteriores se podrán realizar 
en cualquiera de los siguientes supuestos: 

Principio general de las Transferencias 
internacionales.  
Las transferencias de datos personales fuera 
del territorio nacional, se podrán realizar en 
cualquiera de los siguientes supuestos: 
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a. El país u organismo internacional o 
supranacional receptor proporcione un nivel 
de protección adecuado; 
b. El exportador ofrezca garantías 
apropiadas al tratamiento de los datos 
personales, en cumplimiento de las 
condiciones mínimas y suficientes 
establecidas en esta Ley. 
c. Las excepciones para situaciones 
específicas determinadas en el artículo 25 de 
esta Ley. 
A efectos de demostrar que la transferencia 
internacional sea realizada conforme a lo 
que establece la presente Ley, la carga de la 
prueba recae, en todos los casos, en el 
exportador. 
Quien realiza transferencias internacionales 
de datos deberá implementar medidas para 
garantizar los derechos de los Titulares y 
responderá frente a su eventual vulneración. 

a. El país u organismo internacional o 
supranacional receptor proporcione un nivel 
de protección adecuado; 
b. El exportador ofrezca garantías 
apropiadas al tratamiento de los datos 
personales, en cumplimiento de las 
condiciones mínimas y suficientes 
establecidas en esta Ley. 
c. Las excepciones para situaciones 
específicas determinadas en el artículo 25 de 
esta Ley. 
A efectos de demostrar que la transferencia 
internacional sea realizada conforme a lo 
que establece la presente Ley, la carga de la 
prueba recae, en todos los casos, en el 
exportador. 
Quien realiza Transferencias internacionales 
deberá implementar medidas para 
garantizar los derechos de los Titulares de 
los datos y responderá frente a su eventual 
vulneración. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 23 Transferencias internacionales basadas en 

una decisión de adecuación.  
La Autoridad de aplicación será quien 
determine la condición de adecuado, 
teniendo en cuenta los siguientes 
elementos: 
a. El Estado de Derecho, el respeto de los 
derechos humanos y las libertades 
fundamentales; 
b. La legislación vigente, tanto general como 
sectorial, incluyendo las limitaciones y 
garantías para el acceso de las autoridades 
públicas a los datos personales; 

Transferencias internacionales basadas en 
una decisión de adecuación.  
La Autoridad de aplicación será quien 
determine la condición de adecuado, 
teniendo en cuenta los siguientes 
elementos: 
a. El Estado de Derecho, el respeto de los 
derechos humanos y las libertades 
fundamentales; 
b. La legislación vigente, tanto general como 
sectorial, incluyendo las limitaciones y 
garantías para el acceso de las autoridades 
públicas a los datos personales; 
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c. La existencia de garantías judiciales e 
institucionales para el respeto de los 
derechos de protección de datos personales; 
d. La existencia y el funcionamiento efectivo 
de una o varias autoridades de control 
independientes en el país u organización que 
reciba la información, con la responsabilidad 
de garantizar y hacer cumplir las normas en 
materia de protección de datos, incluidos 
poderes de ejecución adecuados, de asistir y 
asesorar a los Titulares de los datos en el 
ejercicio de sus derechos, y de cooperar con 
la Autoridad de aplicación. 

c. La existencia de garantías judiciales e 
institucionales para el respeto de los 
derechos de protección de datos personales; 
d. La existencia y el funcionamiento efectivo 
de una o varias autoridades de control 
independientes en el país u organización que 
reciba la información, con la responsabilidad 
de garantizar y hacer cumplir las normas en 
materia de protección de datos, incluidos 
poderes de ejecución adecuados, de asistir y 
asesorar a los Titulares de los datos en el 
ejercicio de sus derechos, y de cooperar con 
la Autoridad de aplicación. 

 
 
Art. 24 Transferencias internacionales mediante 

garantías adecuadas. 
A falta de una decisión de adecuación, las 
garantías adecuadas podrán ser aportadas 
por: 
a. Un instrumento jurídicamente vinculante 
y exigible entre autoridades u organismos 
públicos de la REPÚBLICA ARGENTINA y 
otros países, que contenga los principios, 
derechos y obligaciones establecidos en la 
presente ley; 
b. Un acuerdo internacional bilateral o 
multilateral, entre Argentina y otros países u 
organizaciones internacionales, que 
contenga los principios, obligaciones y 
derechos establecidos en la presente Ley, y 
que habilite las transferencias desde 
entidades privadas y/o públicas establecidas 
en Argentina hacia entidades privadas y/o 
públicas establecidas en otros países; 
c. Acuerdos o convenios que expresamente 
reconozcan todos los principios, derechos y 
obligaciones establecidos en la presente Ley, 

Transferencias internacionales mediante 
garantías adecuadas. 
A falta de una decisión de adecuación, las 
garantías adecuadas podrán ser aportadas 
por: 
a. Un instrumento jurídicamente vinculante 
y exigible entre autoridades u organismos 
públicos de la REPÚBLICA ARGENTINA y 
otros países, que contenga los principios, 
derechos y obligaciones establecidos en la 
presente Ley; 
b. Un acuerdo internacional bilateral o 
multilateral, entre la REPÚBLICA ARGENTINA 
y otros países u organizaciones 
internacionales, que contenga los principios, 
obligaciones y derechos establecidos en la 
presente Ley, y que habilite las 
transferencias desde entidades privadas y/o 
públicas establecidas en la REPÚBLICA 
ARGENTINA hacia entidades privadas y/o 
públicas establecidas en otros países; 
c. Acuerdos o convenios que expresamente 
reconozcan todos los principios, derechos y 
obligaciones establecidos en la presente Ley, 
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los que podrán adoptar las siguientes 
formas: 
1) Cláusulas contractuales modelo que 
hayan sido previamente aprobadas por la 
Autoridad de aplicación; 
2) Normas corporativas vinculantes que 
hayan sido aprobadas por la Autoridad de 
aplicación y que apliquen a todos los 
miembros de un Grupo económico en los 
términos que establece la presente Ley; 
3) Mecanismos de certificación en materia 
de protección de datos aprobados por la 
Autoridad de aplicación. 
En todos los casos de transferencias regidas 
por el presente artículo, el acuerdo o 
mecanismo que instrumente la 
transferencia, deberá reconocer que la parte 
exportadora se encuentra sujeta a la 
jurisdicción de la Autoridad de aplicación y 
de los tribunales de Argentina competentes, 
y asegurar que la parte importadora se 
encuentre sujeta a la jurisdicción de una o 
varias autoridades de supervisión 
independientes de manera que los Titulares 
de los datos cuenten con acciones legales 
efectivas para proteger sus derechos. 

los que podrán adoptar las siguientes 
formas: 
1) Cláusulas contractuales modelo que 
hayan sido previamente aprobadas por la 
Autoridad de aplicación; 
2) Normas corporativas vinculantes que 
hayan sido aprobadas por la Autoridad de 
aplicación y que apliquen a todos los sujetos 
que participen de la Transferencia 
internacional. 
3) Mecanismos de certificación en materia 
de protección de datos aprobados por la 
Autoridad de aplicación. 
En todos los casos de Transferencias 
internacionales, el acuerdo o mecanismo 
que instrumente la transferencia, deberá 
reconocer que la parte exportadora se 
encuentra sujeta a la jurisdicción de la 
Autoridad de aplicación y de los tribunales 
de Argentina competentes, y asegurar que la 
parte importadora se encuentre sujeta a la 
jurisdicción de una o varias autoridades de 
supervisión independientes de manera que 
los Titulares de los datos cuenten con 
acciones legales efectivas para proteger sus 
derechos. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
  
Art. 25 Excepciones. 

Las transferencias internacionales podrán 
realizarse excepcionalmente si se cumplen 
algunas de las siguientes condiciones: 
a. El Titular de los datos ha otorgado su 
consentimiento; 
b. La transferencia sea necesaria para la 
ejecución de un contrato entre el Titular de 
los datos y el Responsable del tratamiento; 
en beneficio del Titular de los datos, entre el 

Excepciones. 
Si las Transferencias internacionales no 
cumplen con lo dispuesto en el art. 24, 
podrán realizarse sólo si se cumplen algunas 
de las siguientes condiciones: 
a. El Titular de los datos ha otorgado su 
consentimiento; 
b. La transferencia sea necesaria para la 
ejecución de un contrato entre el Titular de 
los datos y el Responsable del tratamiento 
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Responsable de tratamiento y otra persona 
humana o jurídica; o para la ejecución de 
medidas precontractuales adoptadas a 
solicitud del Titular de los datos; 
c. La transferencia sea necesaria: (i) por 
razones de interés público; (ii) para el 
reconocimiento, ejercicio o defensa de un 
derecho en un proceso judicial; o (iii) para 
proteger los intereses vitales del Titular de 
los datos o de otras personas, cuando el 
Titular de los datos esté física o 
jurídicamente incapacitado para otorgar su 
consentimiento. 
Las condiciones establecidas en el presente 
artículo deberán estar siempre sujetas al 
cumplimiento de los estándares 
internacionales de derechos humanos 
aplicables a la materia, al cumplimiento de 
los principios de esta Ley y a los criterios de 
legalidad, proporcionalidad y necesidad. 
Las excepciones enumeradas en el presente 
artículo no podrán ser utilizadas para realizar 
transferencias internacionales de forma 
periódica o habitual, y tampoco cuando 
involucren a un gran número de personas. 

de datos personales; ya sea en beneficio del 
Titular de los datos o entre el Responsable 
del tratamiento de datos personales y otra 
persona humana o jurídica; 
c. La transferencia sea necesaria: (i) por 
razones de interés público; o (ii) para el 
reconocimiento, ejercicio o defensa de un 
derecho en un proceso judicial;  
Las condiciones establecidas en el presente 
artículo deberán estar siempre sujetas al 
cumplimiento de los estándares 
internacionales de derechos humanos 
aplicables a la materia, al cumplimiento de 
los principios de esta Ley y a los criterios de 
legalidad, proporcionalidad y necesidad. 

COMENTARIO: en este artículo, además de ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos a la 
consistencia con el resto del articulado, consideramos que debería eliminarse el último párrafo, ya que 
desnaturaliza el alcance de las excepciones.  
 
 
 CAPÍTULO 4 

DERECHOS DE LOS TITULARES DE LOS 
DATOS 

CAPÍTULO 4 
DERECHOS DE LOS TITULARES DE LOS 

DATOS 
Art. 26 Derecho de acceso.  

El Titular de los datos, previa acreditación de 
su identidad, tiene el derecho de solicitar y 
obtener confirmación de si se están tratando 
o no sus datos personales, y en tal caso, el 
derecho de acceso a los mismos, así como a 

Derecho de acceso.  
El Titular de los datos, previa acreditación de 
su identidad, tiene el derecho de solicitar y 
obtener confirmación de si se están tratando 
o no sus datos personales, y en tal caso, el 
derecho de acceso a los mismos, así como a 
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conocer cualquier información relacionada 
con las condiciones generales y específicas 
de su tratamiento. Tiene derecho a obtener 
la siguiente información sobre el 
tratamiento de sus datos: 
a. Las finalidades del tratamiento y las bases 
legales que legitiman cada finalidad; 
b. Las categorías de datos personales de que 
se trate; 
c. Los destinatarios o las categorías de 
destinatarios a los que se cedieron o se 
prevean ceder los datos personales; 
d. Información sobre las transferencias 
internacionales de datos que se hayan 
efectuado o se prevea efectuar, incluyendo 
países de destino y base legal que justifica la 
transferencia; 
e. El plazo previsto de conservación de los 
datos personales o, de no ser ello posible, 
los criterios utilizados para determinar este 
plazo; 
f. La existencia del derecho a solicitar del 
Responsable del tratamiento la rectificación, 
supresión de datos personales o a oponerse 
a dicho tratamiento; 
g. El derecho a iniciar un trámite de 
protección de datos personales ante la 
Autoridad de aplicación; 
h. Cuando los datos personales no se hayan 
obtenido del Titular de los datos, cualquier 
información disponible sobre su origen; 
i. La existencia de decisiones automatizadas, 
incluida la elaboración de perfiles a que se 
refiere el artículo 30 y, al menos en tales 
casos, información significativa sobre la 
lógica aplicada, sin que ello afecte derechos 
intelectuales del Responsable del 
tratamiento. 

conocer cualquier información relacionada 
con las condiciones generales y específicas 
de su tratamiento. Tiene derecho a obtener 
la siguiente información sobre el 
tratamiento de sus datos: 
a. Las finalidades del tratamiento y las bases 
legales que legitiman cada finalidad; 
b. Las categorías de datos personales de que 
se trate; 
c. Los destinatarios o las categorías de 
destinatarios a los que se cedieron o se 
prevean ceder los datos personales; 
d. Información sobre las Transferencias 
internacionales que se hayan efectuado o se 
prevea efectuar, incluyendo países de 
destino y base legal que justifica la 
transferencia; 
e. El plazo previsto de conservación de los 
datos personales o, de no ser ello posible, 
los criterios utilizados para determinar este 
plazo; 
f. La existencia del derecho a solicitar del 
Responsable del tratamiento de datos 
personales la rectificación, supresión de 
datos personales o a oponerse a dicho 
tratamiento; 
g. El derecho a iniciar un reclamo ante la 
Autoridad de aplicación; 
h. Cuando los datos personales no se hayan 
obtenido del Titular de los datos, cualquier 
información disponible sobre su origen; 
i. La existencia de decisiones automatizadas, 
incluida la Elaboración de perfiles a que se 
refiere el artículo 30 y, al menos en tales 
casos, información significativa sobre la 
lógica aplicada, sin que ello afecte derechos 
de propiedad intelectual del Responsable del 
tratamiento de datos personales. 
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En ningún caso el informe puede revelar 
datos pertenecientes a terceros, aun cuando 
se vinculen con el Titular de los datos. La 
información, a opción del Titular de los 
datos, puede entregarse por escrito, por 
medios electrónicos, telefónicos, de imagen, 
u otro idóneo a tal fin. 
La información debe ser suministrada en 
forma clara, completa, exenta de 
codificaciones y, en su caso, acompañada de 
una explicación de los términos que se 
utilicen, en lenguaje accesible al 
conocimiento medio de la población. 

En ningún caso el informe puede revelar 
datos pertenecientes a terceros, aun cuando 
se vinculen con el Titular de los datos. La 
información, a opción del Titular de los 
datos, puede entregarse por escrito, por 
medios electrónicos, telefónicos, de imagen, 
u otro idóneo a tal fin. 
La información debe ser suministrada en 
forma clara, completa, exenta de 
codificaciones y, en su caso, acompañada de 
una explicación de los términos que se 
utilicen, en lenguaje accesible al 
conocimiento medio de la población. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 27 Derecho de rectificación.  

El Titular de los datos tiene el derecho a 
obtener del Responsable del tratamiento la 
rectificación de sus datos personales, 
cuando éstos resulten ser inexactos, falsos, 
errados, incompletos o no se encuentren 
actualizados. 
En el supuesto de cesión o transferencia 
internacional de datos erróneos o 
desactualizados, el Responsable del 
tratamiento debe notificar la rectificación al 
cesionario dentro del QUINTO (5°) día hábil 
de haber tomado conocimiento efectivo del 
error o la desactualización. 
Durante el proceso de verificación y 
rectificación de la información que se trate, 
el Responsable debe bloquear el dato, o bien 
consignar, al proveer información relativa a 
éste, la circunstancia de que se encuentra 
sometido a revisión. 

Derecho de rectificación.  
El Titular de los datos tiene el derecho a 
obtener del Responsable del tratamiento de 
datos personales la rectificación de sus datos 
personales, cuando éstos resulten ser 
inexactos, falsos, erróneos, incompletos o no 
se encuentren actualizados. 
En el supuesto de cesión o Transferencia 
internacional de datos erróneos o 
desactualizados, el Responsable del 
tratamiento de datos personales debe 
notificar la rectificación al cesionario en el 
menor tiempo posible de haber tomado 
conocimiento efectivo del error o la 
desactualización y el que en ningún caso 
debe exceder los QUINCE (15) días contados 
desde la toma de conocimiento efectivo.  
Durante el proceso de verificación y 
rectificación de la información que se trate, 
el Responsable debe bloquear el dato, o bien 
consignar, al proveer información relativa a 
éste, la circunstancia de que se encuentra 
sometido a revisión. 
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COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 28 Derecho de oposición.  

El Titular puede oponerse al tratamiento de 
sus datos o de una finalidad específica de 
éste, cuando no haya prestado 
consentimiento. El Responsable del 
tratamiento debe dejar de tratar los datos 
personales objeto de oposición, salvo que 
existan motivos legítimos para el 
tratamiento que prevalezcan sobre los 
derechos del Titular de los datos. 
El Titular también puede oponerse al 
tratamiento de sus datos personales cuando 
tengan por objeto la publicidad, la 
prospección comercial o la mercadotecnia 
directa, incluida la elaboración de perfiles, 
en la medida que esté relacionada con esas 
finalidades. Cuando el Titular se oponga al 
tratamiento para esos propósitos, sus datos 
personales dejarán de ser tratados para 
dichos fines. El Titular tendrá́ derecho a que 
el tratamiento de datos personales se limite 
a su almacenamiento durante el periodo que 
medie entre una solicitud de rectificación u 
oposición hasta su resolución por el 
Responsable. 

Derecho de oposición.  
El Titular de los datos puede oponerse al 
Tratamiento de datos o de una finalidad 
específica de éste, cuando no haya prestado 
consentimiento. El Responsable del 
tratamiento de datos personales debe dejar 
de tratar los datos personales objeto de 
oposición, salvo que exista una obligación 
legal de hacerlo. 
El Titular de los datos también puede 
oponerse al tratamiento de sus datos 
personales cuando tengan por objeto la 
publicidad, la prospección comercial o la 
mercadotecnia directa, incluida la 
elaboración de perfiles, en la medida que 
esté relacionada con esas finalidades. 
Cuando el Titular de los datos se oponga al 
Tratamiento de datos para esos propósitos, 
sus datos personales dejarán de ser tratados 
para dichos fines. El Titular tendrá́ derecho a 
que el Tratamiento de datos se limite a su 
almacenamiento durante el periodo que 
medie entre una solicitud de rectificación u 
oposición hasta su resolución por el 
Responsable del tratamiento de datos 
personales. 

COMENTARIO: en este artículo, ante la oposición del titular de los datos personales a su tratamiento, 
entendemos que el Responsable del tratamiento únicamente debería poder continuar con él si existe 
una obligación legal de hacerlo. La redacción propuesta en el anteproyecto, que hace referencia a que 
podría hacerlo cuando existan “motivos legítimos” que prevalezcan por sobre los derechos del titular, 
nos parece que generará confusión en la práctica.  
 
Art. 29 Derecho de supresión. 

El Titular de los datos tiene derecho a 
solicitar la supresión de sus datos personales 
al Responsable del tratamiento. 

Derecho de supresión. 
El Titular de los datos tiene derecho a 
solicitar la supresión de sus datos personales 
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La supresión procede cuando: 
a. Los datos personales ya no sean 
necesarios en relación con los fines para los 
que fueron recolectados; 
b. El Titular de los datos revoque el 
consentimiento en que se basa el 
tratamiento de datos y éste no se ampare en 
otra base legal; 
c. El Titular de los datos haya ejercido su 
derecho de oposición conforme al artículo 
28, y no prevalezcan otros motivos legítimos 
para el tratamiento de sus datos; 
d. Los datos personales hayan sido tratados 
ilícitamente; 
e. Los datos personales deban suprimirse 
para el cumplimiento de una obligación legal 
o por orden de autoridad competente; 
f. Los datos son tratados para fines de 
publicidad, prospección comercial o 
mercadotecnia. 
La supresión no procederá cuando pudiese 
causar perjuicios a derechos o intereses 
legítimos de terceros, prevalezcan razones 
de interés público para el tratamiento de 
datos cuestionado, o los datos personales 
deban ser conservados durante los plazos 
previstos en las disposiciones aplicables o, 
en su caso, en las contractuales entre el 
Responsable o Encargado del tratamiento y 
el Titular de los datos, o cuando sean 
necesarios para el archivo de información 
que constituya patrimonio del Estado, 
investigación científica, histórica o 
estadística, siempre que no pudiera aplicarse 
el proceso de anonimización. 
La supresión tampoco procede cuando sea 
necesario para la consolidación del proceso 
de memoria, verdad y justicia y de los 
Derechos Humanos en general. 

al Responsable del tratamiento de datos 
personales. 
La supresión procede cuando: 
a. Los datos personales ya no sean 
necesarios en relación con los fines para los 
que fueron recolectados; 
b. El Titular de los datos revoque el 
consentimiento en que se basa el 
tratamiento de datos y éste no se ampare en 
otra base legal; 
c. El Titular de los datos haya ejercido su 
derecho de oposición conforme al artículo 
28, salvo que exista una obligación legal de 
hacerlo. 
d. Los datos personales hayan sido tratados 
ilícitamente; 
e. Los datos personales deban suprimirse 
para el cumplimiento de una obligación legal 
o por orden de autoridad competente; 
f. Los datos sean tratados para fines de 
publicidad, prospección comercial o 
mercadotecnia. 
La supresión no procederá cuando pudiese 
causar perjuicios a derechos o intereses 
legítimos de terceros, prevalezcan razones 
de interés público para el tratamiento de 
datos cuestionado, o los datos personales 
deban ser conservados durante los plazos 
previstos en las disposiciones aplicables o, 
en su caso, en las contractuales entre el 
Responsable o Encargado del tratamiento de 
datos personales y el Titular de los datos, o 
cuando sean necesarios para fines 
estadísticos, de archivo, de investigación 
científica, histórica de interés público, 
siempre que no pudiera aplicarse el proceso 
de anonimización. 
La supresión tampoco procede cuando sea 
necesario para la consolidación del proceso 
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de memoria, verdad y justicia y de los 
Derechos Humanos en general. 

COMENTARIO: en este artículo, además de ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos a la 
consistencia con el resto del articulado hemos reemplazado “motivos legítimos” por “obligación legal” 
en los mismos términos que el artículo anterior.  
 
Art. 30 Decisiones automatizadas y elaboración de 

perfiles.  
El Titular de los datos tiene derecho no ser 
objeto de una decisión basada única o 
parcialmente en el tratamiento 
automatizado de datos, incluida la 
elaboración de perfiles e inferencias, que le 
produzca efectos jurídicos perniciosos, lo 
afecte significativamente de forma negativa 
o tenga efectos discriminatorios. 
El interesado tiene derecho a solicitar la 
revisión por una persona humana de las 
decisiones tomadas sobre la base del 
tratamiento automatizado o semi 
automatizado que afecten a sus intereses, 
incluidas las decisiones encaminadas a 
definir sus aspectos personales, 
profesionales, de consumo, crédito, de su 
personalidad u otros. 
El Responsable del tratamiento deberá 
proporcionar, siempre que se le solicite, 
información clara, completa y adecuada 
sobre los criterios y procedimientos 
utilizados para la decisión automatizada o 
semiautomatizada, observando secretos 
comerciales e industriales. 
En caso de no proporcionar la información a 
que se refiere este articulo con base en la 
observancia del secreto comercial e 
industrial, la Autoridad de aplicación podrá 
realizar auditorías para verificar, entre otros, 
aspectos discriminatorios o de contenido 
erróneo o sesgado, en el tratamiento 

Decisiones automatizadas y elaboración de 
perfiles.  
El Titular de los datos tiene derecho a no ser 
objeto de una decisión basada única o 
sustancialmente en el tratamiento 
automatizado de datos, incluida la 
Elaboración de perfiles e inferencias, que lo 
perjudiquen o afecten significativamente de 
forma negativa o tengan efectos 
discriminatorios. 
En todos los casos, el Titular de los datos 
tiene derecho a solicitar la revisión por una 
persona humana de las decisiones tomadas 
sobre la base del tratamiento automatizado 
o parcialmente automatizado que afecten a 
sus intereses, incluidas las decisiones 
encaminadas a definir sus aspectos 
personales, profesionales, de consumo, 
crédito, personalidad u otros. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales deberá proporcionar, siempre 
que se le solicite, información clara, 
completa y adecuada sobre los criterios y 
procedimientos utilizados para la decisión 
automatizada o parcialmente automatizada, 
observando secretos comerciales e 
industriales. 
En caso de no proporcionar la información a 
que se refiere este articulo con base en la 
observancia del secreto comercial e 
industrial, la Autoridad de aplicación podrá 
realizar auditorías para verificar, entre otros, 
aspectos discriminatorios o de contenido 
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automatizado o semiautomatizado de 
información personal. 
El Responsable del tratamiento debe 
adoptar las medidas adecuadas para 
salvaguardar los derechos del Titular de los 
datos; como mínimo, el derecho a obtener 
intervención humana por parte del 
Responsable del tratamiento, a expresar su 
punto de vista y a impugnar la decisión. 
El Responsable del tratamiento no podrá 
llevar a cabo tratamientos automatizados o 
semiautomatizados de datos personales que 
tengan como efecto la discriminación en 
detrimento de los Titulares de los datos, 
particularmente si se encuentran basados en 
alguna de las categorías de datos contenidas 
en la definición de datos sensibles del 
artículo 2 de la presente Ley. 

erróneo o sesgado, en el tratamiento 
automatizado o parcialmente automatizado 
de información personal. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales debe adoptar las medidas 
adecuadas para salvaguardar los derechos 
del Titular de los datos; como mínimo, el 
derecho a obtener intervención humana por 
parte del Responsable del tratamiento de 
datos personales, y a impugnar la decisión. 
El Responsable del tratamiento no podrá 
llevar a cabo tratamientos automatizados o 
semiautomatizados de datos personales que 
tengan como efecto la discriminación en 
detrimento de los Titulares de los datos, 
particularmente si se encuentran basados en 
alguna de las categorías de datos contenidas 
en la definición de datos sensibles del 
artículo 2 de la presente Ley. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 31 Derecho a la portabilidad de los datos 

personales. 
Cuando se traten datos personales mediante 
medios electrónicos o automatizados, el 
Titular de los datos tiene derecho a obtener 
una copia de los datos personales que 
hubiere proporcionado al Responsable o que 
sean objeto de tratamiento, en un formato 
que le permita su ulterior utilización o 
transferirlos a otro Responsable. El titular de 
los datos puede solicitar que sus datos 
personales se transfieran directamente de 
Responsable a Responsable cuando sea 
técnicamente posible. 
Este derecho no procederá cuando: 

Derecho a la portabilidad de los datos 
personales. 
Cuando el Tratamiento de datos sea 
mediante medios electrónicos o 
automatizados, el Titular de los datos tiene 
derecho a obtener una copia de los datos 
personales que hubiere proporcionado al 
Responsable del tratamiento de datos 
personales o que sean objeto de 
tratamiento, en un formato que le permita 
su ulterior utilización o transferencia a otro 
Responsable del tratamiento de datos 
personales. El Titular de los datos puede 
solicitar que sus datos personales se 
transfieran directamente de Responsable del 
tratamiento de datos personales a otro 
Responsable del tratamiento de datos 
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a. Su ejercicio imponga una carga financiera 
o técnica excesiva o irrazonable sobre el 
Responsable o Encargado del tratamiento; 
b. Vulnere la privacidad de otro Titular de los 
datos; 
c. Afecte las obligaciones legales del 
Responsable del tratamiento; 
d. Impida que el Responsable del 
tratamiento proteja sus derechos, seguridad, 
bienes, o los del Encargado del tratamiento, 
o del Titular de los datos o de un tercero. 
Sin perjuicio de otros derechos del Titular, el 
derecho a la portabilidad de los datos 
personales no es procedente cuando se trate 
de información inferida, derivada, creada, 
generada u obtenida a partir del análisis o 
tratamiento efectuado por el Responsable 
con base en los datos personales del Titular. 

personales cuando sea técnicamente 
posible. 
Este derecho no procederá cuando: 
a. Su ejercicio imponga una carga financiera 
o técnica excesiva o irrazonable sobre el 
Responsable o Encargado del tratamiento de 
datos personales; 
b. Vulnere la privacidad de otro Titular de los 
datos; 
c. Afecte las obligaciones legales del 
Responsable del tratamiento de datos 
personales; 
d. Impida que el Responsable del 
tratamiento de datos personales proteja sus 
derechos, seguridad, bienes, los del 
Encargado del tratamiento de datos 
personales o del Titular de los datos o de un 
tercero. 
Sin perjuicio de otros derechos del Titular de 
los datos, el derecho a la portabilidad de los 
datos personales no es procedente cuando 
se trate de información inferida, derivada, 
creada, generada u obtenida a partir del 
análisis o tratamiento efectuado por el 
Responsable del tratamiento de datos 
personales con base en los datos personales 
del Titular de los datos. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 32 Ejercicio de los derechos 

El ejercicio de cualquiera de los derechos del 
Titular de los datos no es requisito previo, ni 
impide el ejercicio de otro. Los derechos del 
Titular son irrenunciables. Será nula de pleno 
derecho toda estipulación en contrario. El 
Responsable del tratamiento debe 
responder y, en su caso, satisfacer los 
derechos del Titular de los datos dentro de 

Ejercicio de los derechos 
El ejercicio de cualquiera de los derechos del 
Titular de los datos no es requisito previo, ni 
impide el ejercicio de otro. 
Los derechos del Titular de los datos son 
irrenunciables. Será nula de pleno derecho 
toda estipulación en contrario. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales debe responder y, en su caso, 
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los DIEZ (10) días hábiles de haber sido 
intimado fehacientemente. 
Vencido el plazo sin que se satisfaga el 
pedido, o si a juicio del Titular de los datos la 
respuesta se estimara insuficiente, quedará 
expedito el trámite de protección de los 
datos personales ante la Autoridad de 
aplicación en los términos del artículo 53 o, a 
elección del Titular de los datos, podrá 
interponer la acción de Habeas Data prevista 
en el artículo 63 de la presente Ley. En caso 
de optar por la acción de Habeas Data, o de 
haberla iniciado con anterioridad, no podrá 
iniciar el trámite de protección ante la 
Autoridad de aplicación. 
El ejercicio de los derechos previstos en esta 
Ley en el caso de Titulares de los datos de 
personas fallecidas les corresponde a sus 
sucesores universales. 
El Responsable del tratamiento debe 
establecer medios y procedimientos 
sencillos, expeditos, accesibles y gratuitos 
que permitan al Titular de los datos ejercer 
los derechos previstos en esta Ley. 
El derecho de acceso a que se refiere el 
artículo 27 sólo puede ser ejercido en forma 
gratuita a intervalos superiores a SEIS (6) 
meses. Si se ejerce en intervalos inferiores a 
dicho plazo, el Responsable podrá cobrar un 
canon razonable en función de los costos 
administrativos afrontados para facilitar la 
información al Titular de los datos.  
El ejercicio abusivo de los derechos 
enumerados en este Capítulo no se 
encuentra amparado. Se considera como tal 
el que contraría los fines de la presente Ley, 
excede los límites impuestos por la buena fe 
o resulta manifiestamente infundado o 
excesivo. El Responsable del tratamiento 

satisfacer los derechos del Titular de los 
datos dentro de los DIEZ (10) días hábiles de 
haber sido intimado fehacientemente. 
Vencido el plazo sin que se satisfaga el 
pedido, o si a juicio del Titular de los datos la 
respuesta se estimara insuficiente, quedará 
expedito el trámite de protección de los 
datos personales ante la Autoridad de 
aplicación en los términos del artículo 53 de 
la presente Ley o, a elección del Titular de 
los datos, la acción de Habeas Data prevista 
en el artículo 63 de la presente Ley. En caso 
de optar por la acción de Habeas Data, o de 
haberla iniciado con anterioridad, no podrá 
iniciar el reclamo ante la Autoridad de 
aplicación. 
Ante el fallecimiento del Titular de los datos, 
el ejercicio de los derechos previstos en la 
presente Ley corresponde a sus sucesores 
universales. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales debe establecer medios y 
procedimientos sencillos, expeditos, 
accesibles y gratuitos que permitan al Titular 
de los datos ejercer los derechos previstos 
en esta Ley. 
El derecho de acceso a que se refiere el 
artículo 27 sólo puede ser ejercido en forma 
gratuita a intervalos superiores a SEIS (6) 
meses. Si se ejerce en intervalos inferiores a 
dicho plazo, el Responsable del tratamiento 
de datos personales podrá cobrar un canon 
razonable en función de los costos 
administrativos afrontados para facilitar la 
información al Titular de los datos.  
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soportará la carga de demostrar el carácter 
manifiestamente infundado o excesivo de la 
solicitud. 

COMENTARIO: en este artículo, además de ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos a la 
consistencia con el resto del articulado, proponemos eliminar el último párrafo, que se refiere el 
ejercicio abusivo de los derechos previstos en esta norma. Ello por cuanto entendemos que la 
determinación de que se verifica un ejercicio abusivo de los derechos, como así también las 
consecuencias de tal situación, deberán regirse por lo previsto en el Código Civil y Comercial de la 
Nación.  
 
Art. 33 Excepciones al ejercicio de los derechos. 

Los derechos y las garantías establecidos en 
esta Ley podrán ser limitados en la medida 
que ello sea necesario y proporcional para 
salvaguardar la seguridad pública, la defensa 
de la Nación, la protección de la salud 
pública, de los derechos y las libertades de 
terceros y en resguardo del interés público. 
Dichas limitaciones y restricciones serán 
reconocidas de manera expresa mediante 
una norma de rango legal o constitucional, 
salvaguardando la integridad de los datos 
personales y restringiendo su uso estricto a 
los fines que persiga dicha norma, con el 
propósito de brindar certeza suficiente a los 
Titulares de los datos acerca de la naturaleza 
y alcances de la medida. 
Podrán establecerse limitaciones específicas 
cuando exista una orden fundada, dictada 
por autoridad judicial competente para la 
prevención, persecución, investigación, 
detención y represión de las infracciones 
penales, o de las infracciones a las normas 
éticas en las profesiones reguladas. 
Cualquier norma de rango constitucional o 
legal que tenga como propósito limitar el 
derecho a la protección de datos personales 
deberá contener, como mínimo, 
disposiciones relativas a: 

Excepciones al ejercicio de los derechos. 
Los derechos y las garantías establecidos en 
esta Ley podrán ser limitados en la medida 
que ello sea necesario y proporcional para 
salvaguardar la seguridad pública, la defensa 
de la Nación, la protección de la salud 
pública, de los derechos y las libertades de 
terceros y en resguardo del interés público. 
Dichas limitaciones y restricciones serán 
reconocidas de manera expresa, 
salvaguardando la integridad de los datos 
personales y restringiendo su uso estricto a 
los fines que persiga dicha norma, con el 
propósito de brindar certeza suficiente a los 
Titulares de los datos acerca de la naturaleza 
y alcances de la medida. 
Podrán establecerse limitaciones específicas 
cuando exista una orden fundada, dictada 
por autoridad judicial competente para la 
prevención, persecución, investigación, 
detención y represión de las infracciones 
penales, o de las infracciones a las normas 
éticas en las profesiones reguladas. 
Cualquier norma que limite los derechos 
establecidos por esta Ley deberá contener, 
como mínimo, disposiciones relativas a: 
a) La finalidad del tratamiento; 
b) Las categorías de datos personales de que 
se trate; 
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a) La finalidad del tratamiento; 
b) Las categorías de datos personales de que 
se trate; 
c) El alcance de las limitaciones establecidas; 
d) Los plazos de conservación de los datos 
personales; 
e) La determinación del responsable o 
responsables; 
f) Los posibles riesgos para los derechos y 
libertades de los Titulares de los datos; 
g) El derecho de los Titulares de los datos a 
ser informados sobre la limitación, salvo que 
resulte perjudicial o incompatible a los fines 
de ésta. 
Las limitaciones previstas en este artículo 
deberán ser las necesarias, adecuadas y 
proporcionales en una sociedad 
democrática, y deberán respetar los 
derechos y las libertades fundamentales de 
los Titulares de los datos. 

c) El alcance de las limitaciones establecidas; 
d) Los plazos de conservación de los datos 
personales; 
e) La determinación del responsable o 
responsables; 
f) Los posibles riesgos para los derechos y 
libertades de los Titulares de los datos; 
g) El derecho de los Titulares de los datos a 
ser informados sobre la limitación, salvo que 
resulte perjudicial o incompatible a los fines 
de ésta. 
 

COMENTARIO: en este artículo, además de los cambios o adecuaciones formales o referidos a la 
consistencia con el resto del articulado, consideramos que deben eliminarse las referencias al 
contenido que deberían tener las normas legales o constitucionales referidas a la protección de los 
datos personales. Una ley no puede condicionar el contenido de una norma constitucional, y tampoco 
de otra ley de igual rango.   
 
 CAPÍTULO 5 

OBLIGACIONES DE LOS RESPONSABLES Y 
ENCARGADOS DEL TRATAMIENTO 

CAPÍTULO 5 
OBLIGACIONES DE LOS RESPONSABLES Y 

ENCARGADOS DEL TRATAMIENTO 
Art. 34 Deberes del Responsable del tratamiento.  

Los Responsables del tratamiento deberán 
cumplir los siguientes deberes, sin perjuicio 
de las demás disposiciones previstas en la 
presente Ley, sus normas reglamentarias y 
otras que rijan su actividad: 
a. Implementar medidas apropiadas, útiles, 
oportunas, pertinentes y eficaces para 
garantizar y poder demostrar el adecuado 
cumplimiento de la presente Ley y sus 

Deberes del Responsable del tratamiento 
de datos personales.  
Los Responsables del tratamiento de datos 
personales deberán cumplir los siguientes 
deberes, sin perjuicio de las demás 
disposiciones previstas en la presente Ley, 
sus normas reglamentarias y otras 
disposiciones que rijan su actividad: 
a. Implementar medidas apropiadas, útiles, 
oportunas, pertinentes y eficaces para 
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normas reglamentarias, especialmente los 
derechos de los Titulares y la materialización 
de los principios del tratamiento de datos 
personales; 
b. Garantizar al Titular, en todo tiempo, el 
pleno y efectivo ejercicio del derecho de 
protección de datos, especialmente conocer, 
actualizar, rectificar, suprimir sus datos 
personales u oponerse al tratamiento de los 
mismos; 
c. Cumplir debidamente con el deber de 
informar al Titular sobre la finalidad de la 
recolección y sus derechos; 
d. Tratar los datos personales bajo 
condiciones de seguridad necesarias para 
impedir su adulteración, pérdida, consulta, 
uso o acceso no autorizado o fraudulento; 
e. Implementar medidas para garantizar que 
los datos personales sean veraces, 
actualizados, completos, exactos y 
comprobables; 
f. Actualizar los datos personales, rectificar la 
información cuando sea incorrecta y adoptar 
medidas necesarias para que la misma se 
mantenga actualizada; 
g. Tramitar debidamente las solicitudes 
presentadas por el Titular, respondiéndolas 
de manera completa y oportunamente; 
h. Informar cabalmente y en plazo de ley a la 
Autoridad de aplicación cuando se presenten 
violaciones a los códigos de seguridad y 
existan riesgos en la administración de la 
información de los Titulares; 
i. Cumplir las instrucciones, órdenes o 
requerimientos que imparta la Autoridad de 
aplicación. 
j. Formalizar mediante la suscripción de un 
acuerdo, contrato o cualquier otro 
instrumento jurídico la prestación de 

garantizar y poder demostrar el adecuado 
cumplimiento de la presente Ley y sus 
normas reglamentarias, especialmente los 
derechos de los Titulares de los datos y la 
materialización de los principios aplicables al 
Tratamiento de datos; 
b. Garantizar al Titular de los datos, en todo 
tiempo, el pleno y efectivo ejercicio de sus 
derechos, especialmente conocer, actualizar, 
rectificar, suprimir sus datos personales u 
oponerse al tratamiento de los mismos; 
c. Cumplir debidamente con el deber de 
informar al Titular de los datos sobre la 
finalidad de la recolección y sus derechos; 
d. Tratar los datos personales bajo 
condiciones de seguridad necesarias para 
impedir su adulteración, pérdida, consulta, 
uso o acceso no autorizado o fraudulento; 
e. Implementar medidas para garantizar que 
los datos personales sean veraces, 
actualizados, completos, exactos y 
comprobables; 
f. Actualizar los datos personales, rectificar la 
información cuando sea incorrecta y adoptar 
medidas necesarias para que la misma se 
mantenga actualizada; 
g. Tramitar debidamente las solicitudes 
presentadas por el Titular de los datos, 
respondiéndolas de manera completa y 
oportunamente; 
h. Informar cabalmente y conforme los 
plazos establecidos por Ley a la Autoridad de 
aplicación cuando se presenten violaciones a 
los códigos de seguridad y existan riesgos en 
la administración de la información de los 
Titulares de los datos; 
i. Cumplir las instrucciones, órdenes o 
requerimientos que imparta la Autoridad de 
aplicación. 
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servicios entre el Responsable y el 
Encargado. 
k. Verificar que los Encargados, o quienes 
éstos subcontraten, ofrecen garantías 
suficientes para realizar el tratamiento de 
datos personales conforme con los 
requisitos de la presente Ley y garantice la 
protección de los derechos del Titular. Dicha 
verificación debe realizarse con anterioridad 
a la contratación u realización de otro acto 
jurídico que lo vincule con el Encargado; 
l. Exigir al Encargado del tratamiento en todo 
momento, el respeto a las condiciones de 
seguridad y debido tratamiento de la 
información del Titular; 
m. Designar a una persona o área que asuma 
la función de protección de datos 
personales, que dará trámite a las solicitudes 
de los Titulares, para el ejercicio de los 
derechos a que se refiere la presente Ley y 
sus normas reglamentarias.  
Cuando el tratamiento de datos consiste en 
una cesión, el Responsable del tratamiento a 
quien se ceden los datos personales queda 
sujeto a las mismas obligaciones legales y 
reglamentarias que el cedente. Ambos 
responden por la observancia de aquellas 
ante la Autoridad de aplicación y el Titular 
de los datos de que se trate. En cualquier 
caso, podrán ser eximidos total o 
parcialmente de responsabilidad si 
demuestran que no se les puede imputar el 
hecho que ha producido el daño. 

j. Formalizar mediante la suscripción de un 
acuerdo, contrato o cualquier otro 
instrumento jurídico la prestación de 
servicios entre el Responsable del 
tratamiento de datos personales y el 
Encargado del tratamiento de datos 
personales. 
k. Verificar que los Encargados del 
tratamiento de datos personales, o quienes 
éstos subcontraten, ofrecen garantías 
suficientes para realizar el Tratamiento de 
datos conforme con los requisitos de la 
presente Ley y garanticen la protección de 
los derechos del Titular de los datos. Dicha 
verificación debe realizarse con anterioridad 
a la contratación u realización de otro acto 
jurídico que los vincule; 
l. Exigir al Encargado del tratamiento de 
datos personales en todo momento, el 
respeto a las condiciones de seguridad y 
debido tratamiento de la información del 
Titular de los datos; 
m. Designar a una persona o área que asuma 
la función de protección de datos 
personales, que dará trámite a las solicitudes 
de los Titulares de los datos, para el ejercicio 
de los derechos a que se refiere la presente 
Ley y sus normas reglamentarias.  
Cuando el Tratamiento de datos consiste en 
una cesión, el Responsable del tratamiento 
de datos personales a quien se ceden los 
datos personales queda sujeto a las mismas 
obligaciones legales y reglamentarias que el 
cedente. Ambos responderán solidariamente 
por la observancia de aquellas ante la 
Autoridad de aplicación y el Titular de los 
datos de que se trate.  
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COMENTARIO: en este artículo, proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos a la 
consistencia con el resto del articulado. Además, hemos incluido la responsabilidad solidaria entre 
cedente y cesionario, siguiendo el mismo criterio de la Ley 25.326. 
 

Art. 35 Encargado del tratamiento. 
Los Encargados del tratamiento deberán 
cumplir los siguientes deberes, sin perjuicio 
de las demás disposiciones previstas en la 
presente Ley, sus normas reglamentarias y 
otras que rijan su actividad: 
a. La prestación de servicios de tratamiento 
de datos por cuenta de terceros entre un 
Responsable y un Encargado del tratamiento 
debe quedar formalizada mediante un 
contrato por escrito y no requiere del 
consentimiento del Titular de los datos;  
b. El Encargado del tratamiento se encuentra 
limitado a llevar a cabo sólo aquellos 
tratamientos de datos encomendados por el 
Responsable del tratamiento; 
c. Los datos personales objeto de 
tratamiento no pueden aplicarse o utilizarse 
con un fin distinto al que figure en el 
contrato ni ser cedidos a otras personas, ni 
aun para su conservación, salvo autorización 
expresa del Responsable del tratamiento; 
d. Una vez cumplida la prestación 
contractual, los datos personales tratados 
deben ser devueltos al Responsable o 
destruidos, salvo que medie autorización 
expresa del Responsable cuando 
razonablemente se pueda presumir la 
posibilidad de ulteriores encargos, en cuyo 
caso sólo podrán conservarse por un 
máximo de DOS (2) años; 
e. Permitir al Responsable o Autoridad de 
aplicación realizar inspecciones o auditorías 
para verificar el cumplimiento de la Ley y de 

Deberes del Encargado del tratamiento de 
datos personales. 
La prestación de servicios de tratamiento de 
datos por cuenta de terceros entre un 
Responsable del tratamiento de datos 
personales y un Encargado del tratamiento 
de datos personales debe formalizarse 
mediante un contrato por escrito, que no 
requiere del consentimiento del Titular de 
los datos. 
Los Encargados del tratamiento de datos 
personales deberán cumplir los siguientes 
deberes, sin perjuicio de las demás 
disposiciones previstas en la presente Ley, 
sus normas reglamentarias y otras 
disposiciones que rijan su actividad: 
a. Limitarse a llevar a cabo sólo aquellos 
Tratamientos de datos encomendados por el 
Responsable del tratamiento de datos 
personales; 
b. No utilizar los datos personales objeto de 
tratamiento con un fin distinto al que figura 
en el contrato ni cederlos a otras personas, 
ni aun para su conservación, salvo 
autorización expresa del Responsable del 
tratamiento de los datos personales; 
c. Devolver al Responsable del tratamiento 
de datos personales los datos personales 
tratados o destruirlos, una vez cumplida la 
prestación contractual, salvo que medie 
autorización expresa del Responsable del 
tratamiento de datos personales cuando 
razonablemente se pueda presumir la 
posibilidad de ulteriores encargos, en cuyo 
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lo pactado en el contrato de prestación de 
servicios; 
f. El Encargado puede suscribir un contrato 
para subcontratar servicios que impliquen el 
tratamiento de datos solamente cuando 
exista una autorización expresa del 
Responsable del tratamiento. En estos casos 
el subcontratado asume el carácter de 
Encargado en los términos y condiciones 
previstos en esta Ley. Para el supuesto en 
que el subcontratado incumpla sus 
obligaciones y responsabilidades respecto al 
tratamiento de datos que lleve a cabo 
conforme a lo estipulado en el contrato, 
asumirá la calidad de Responsable del 
tratamiento en los términos y condiciones 
previstos en la presente Ley; los contratos 
previstos en este artículo deben estipular el 
objeto, alcance, contenido, duración, 
naturaleza y finalidad del tratamiento de 
datos, el tipo de datos personales, las 
categorías de los datos, el cumplimiento del 
deber de confidencialidad y demás 
obligaciones y responsabilidades del 
Responsable y Encargado del tratamiento. 
g. Implementar medidas apropiadas, útiles, 
oportunas, pertinentes y eficaces para 
garantizar y poder demostrar el adecuado 
cumplimiento de la presente Ley y sus 
normas reglamentarias, especialmente los 
derechos de los Titulares y la materialización 
de los principios del tratamiento de datos 
personales; 
h. Tratar los datos personales bajo 
condiciones de seguridad necesarias para 
impedir su adulteración, pérdida, consulta, 
uso o acceso no autorizado o fraudulento; 

caso sólo podrán conservarse por un 
máximo de DOS (2) años; 
d. Permitir al Responsable del tratamiento 
de datos personales o a la Autoridad de 
aplicación, realizar inspecciones o auditorías 
para verificar el cumplimiento de la Ley y de 
lo pactado en el contrato de prestación de 
servicios; 
e. Suscribir, cuando exista autorización 
expresa del Responsable del tratamiento de 
datos personales un contrato para 
subcontratar servicios que impliquen el 
Tratamiento de datos. En estos casos el 
subcontratado asume el carácter de 
Encargado de tratamiento de datos 
personales en los términos y condiciones 
previstos en esta Ley. Para el supuesto en 
que el subcontratado incumpla sus 
obligaciones y responsabilidades respecto al 
Tratamiento de datos que lleve a cabo 
conforme a lo estipulado en el contrato, 
asumirá la calidad de Responsable del 
tratamiento de datos personales en los 
términos y condiciones previstos en la 
presente Ley. Los contratos previstos en este 
artículo deben estipular el objeto, alcance, 
contenido, duración, naturaleza y finalidad 
del Tratamiento de datos, el tipo de datos 
personales, las categorías de los datos, el 
cumplimiento del deber de confidencialidad 
y demás obligaciones y responsabilidades 
del Responsable y Encargado del 
tratamiento de datos personales. 
f. Implementar medidas apropiadas, útiles, 
oportunas, pertinentes y eficaces para 
garantizar y poder demostrar el adecuado 
cumplimiento de la presente Ley y sus 
normas reglamentarias, especialmente los 
derechos de los Titulares de los datos y la 
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i. Cumplir las instrucciones, órdenes o 
requerimientos que imparta la Autoridad de 
aplicación; 
j. Tramitar debidamente las solicitudes 
presentadas por el Titular, respondiéndolas 
de manera completa y oportunamente; 
k. Informar cabalmente y en plazo de ley a la 
Autoridad de aplicación y al Responsable del 
tratamiento cuando se presenten violaciones 
a los códigos de seguridad y existan riesgos 
en la administración de la información de los 
Titulares; 
l. Designar a una persona o área que asuma 
la función de protección de datos 
personales, que dará trámite a las solicitudes 
de los Titulares, para el ejercicio de los 
derechos a que se refiere la presente Ley y 
sus normas reglamentarias. 

materialización de los principios del 
Tratamiento de datos; 
g. Tratar los datos personales bajo 
condiciones de seguridad necesarias para 
impedir su adulteración, pérdida, consulta, 
uso o acceso no autorizado o fraudulento; 
h. Cumplir las instrucciones, órdenes o 
requerimientos que imparta la Autoridad de 
aplicación; 
i. Tramitar debidamente las solicitudes 
presentadas por el Titular, respondiéndolas 
de manera completa y oportunamente; 
j. Informar cabalmente y conforme los plazos 
establecidos por Ley, a la Autoridad de 
aplicación y al Responsable del tratamiento  
de datos personales, cuando se presenten 
violaciones a los códigos de seguridad y 
existan riesgos en la administración de la 
información de los Titulares de los datos; 
k. Designar a una persona o área que asuma 
la función de protección de datos 
personales, que dará trámite a las solicitudes 
de los Titulares de los datos, para el ejercicio 
de los derechos a que se refiere la presente 
Ley y sus normas reglamentarias. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
  
Art. 36 Política de tratamiento de datos 

personales. 
Los Responsables y los Encargados deberán 
desarrollar sus políticas para el tratamiento 
de los datos personales, las que deberán 
constar en medio físico y electrónico, en un 
lenguaje claro y sencillo, ser puestas en 
conocimiento de los Titulares de los datos 
personales y deben incluir la información 
detallada en el artículo 15 de la presente 
Ley, y la fecha de su entrada en vigencia. 

Política de tratamiento de datos 
personales. 
Los Responsables y los Encargados del 
tratamiento de datos personales deberán 
desarrollar sus políticas para el Tratamiento 
de datos, las que deberán constar en medio 
físico y electrónico, en lenguaje claro y 
sencillo, ser puestas en conocimiento de los 
Titulares de los datos y deben incluir la 
información detallada en el artículo 15 de la 
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En caso de haber cambios sustanciales en el 
contenido de estas políticas, se debe 
notificar estos cambios al Titular y obtener 
una nueva autorización para el tratamiento 
de los datos. 

presente Ley, y la fecha de su entrada en 
vigencia. 
En caso de haber cambios sustanciales en el 
contenido de estas políticas, se debe 
notificar estos cambios al Titular de los datos 
y obtener una nueva autorización para el 
Tratamiento de datos. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 37 Medidas para el cumplimiento de la 

responsabilidad proactiva. 
Las medidas adoptadas para el cumplimiento 
de las disposiciones de la presente Ley 
deben ser útiles, pertinentes, efectivas y 
proporcionales a las modalidades y 
finalidades del tratamiento de datos, su 
contexto, el tipo y categoría de datos 
tratados, y el riesgo que el referido 
tratamiento pueda acarrear sobre los 
derechos de su Titular. 
Deben contemplar, como mínimo: 
a. La adopción de procesos internos para 
llevar adelante de manera efectiva las 
medidas de responsabilidad; 
b. La implementación de procedimientos 
para atender el ejercicio de los derechos por 
parte de los Titulares de los datos; 
c. La realización de supervisiones o 
auditorías, internas o externas, para 
controlar el cumplimiento de las medidas 
adoptadas; 
d. Implementación de procedimientos de 
evaluación de impacto conforme a lo 
establecido en el presente capítulo. 
Las medidas deben quedar documentadas y 
a disposición en caso de ser requeridas por 
la Autoridad de aplicación. 

Medidas para el cumplimiento de la 
responsabilidad proactiva. 
Las medidas adoptadas para el cumplimiento 
de las disposiciones de la presente Ley 
deben ser útiles, pertinentes, efectivas y 
proporcionales a las modalidades y 
finalidades del tratamiento de datos, su 
contexto, el tipo y categoría de datos 
tratados, y el riesgo que el referido 
tratamiento pueda acarrear sobre los 
derechos del Titular de los datos. 
Deben contemplar, como mínimo: 
a. La adopción de procesos internos para 
llevar adelante de manera efectiva las 
medidas de responsabilidad; 
b. La implementación de procedimientos 
para atender el ejercicio de los derechos por 
parte de los Titulares de los datos; 
c. La realización de supervisiones o 
auditorías, internas o externas, para 
controlar el cumplimiento de las medidas 
adoptadas; 
d. La implementación de procedimientos de 
evaluación de impacto conforme a lo 
establecido en el presente capítulo. 
Las medidas deben quedar documentadas y 
a disposición en caso de ser requeridas por 
la Autoridad de aplicación. 
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La implementación efectiva de medidas de 
responsabilidad proactiva serán tenidas en 
cuenta como un criterio de atenuación para 
la graduación de la sanción por una eventual 
violación de la presente Ley y sus normas 
reglamentarias. 

La implementación efectiva de medidas de 
responsabilidad proactiva serán tenidas en 
cuenta como un criterio de atenuación para 
la graduación de la sanción por una eventual 
violación de la presente Ley y sus normas 
reglamentarias. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 38 Protección de datos desde el diseño y por 

defecto. 
El Responsable del tratamiento y el 
Encargado deben, desde el diseño y antes 
del tratamiento, prever y aplicar medidas 
tecnológicas y organizativas apropiadas para 
cumplir los principios y garantizar los 
derechos de los Titulares de los datos 
establecidos en la presente Ley. 
Las medidas deben ser adoptadas teniendo 
en cuenta el estado de la tecnología, los 
costos de la implementación y la naturaleza, 
ámbito, contexto y fines del tratamiento de 
los datos, así como los riesgos que entraña el 
tratamiento para el derecho a la protección 
de los datos de sus Titulares. 
El Responsable y el Encargado del 
tratamiento deben aplicar las medidas 
tecnológicas y organizativas apropiadas con 
miras a garantizar que, por defecto, sólo 
sean objeto de tratamiento aquellos datos 
personales que sean necesarios para cada 
uno de los fines del tratamiento. Esta 
obligación se aplica a la cantidad, calidad y 
categoría de datos personales tratados, al 
alcance de su tratamiento, a su plazo de 
conservación y a su accesibilidad. Tales 
medidas deben garantizar que, por defecto, 
los datos personales no sean accesibles, sin 
la intervención del Titular de los datos, a un 

Protección de datos desde el diseño y por 
defecto. 
El Responsable y el Encargado del 
tratamiento de datos personales deben, 
desde el diseño de cualquier procedimiento 
relacionado con datos personales y antes del 
tratamiento, prever y aplicar medidas 
tecnológicas y organizativas apropiadas para 
cumplir los principios y garantizar los 
derechos de los Titulares de los datos 
establecidos en la presente Ley. 
Las medidas deben ser adoptadas teniendo 
en cuenta el estado de la tecnología, los 
costos de la implementación y la naturaleza, 
ámbito, contexto y fines del Tratamiento de 
datos, así como los riesgos que entraña el 
tratamiento para el derecho a la protección 
de los datos de los Titulares de los datos. 
El Responsable y el Encargado del 
tratamiento de datos personales deben 
aplicar las medidas tecnológicas y 
organizativas apropiadas con miras a 
garantizar que, por defecto, sólo sean objeto 
de tratamiento aquellos datos personales 
que sean necesarios para cada uno de los 
fines del tratamiento. Esta obligación se 
aplica a la cantidad, calidad y categoría de 
datos personales tratados, al alcance de su 
tratamiento, a su plazo de conservación y a 
su accesibilidad. Tales medidas deben 
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número indeterminado de personas 
humanas. 

garantizar que, por defecto, los datos 
personales no sean accesibles, sin la 
intervención del Titular de los datos, a un 
número indeterminado de personas 
humanas. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 39 Evaluación de impacto relativa a la 

protección de datos personales. 
Cuando el Responsable del tratamiento 
prevea realizar algún tipo de tratamiento de 
datos que por su naturaleza, alcance, 
contexto o finalidades, sea probable que 
entrañe un alto riesgo de afectación a los 
derechos de los Titulares de los datos 
amparados en la presente Ley, deberá 
realizar, de manera previa a la 
implementación del tratamiento, una 
evaluación del impacto relativa a la 
protección de los datos personales. 
Esta evaluación es obligatoria en los 
siguientes casos, sin perjuicio de otros que 
establezca la Autoridad de aplicación: 
a. Evaluación sistemática y exhaustiva de 
aspectos personales de personas humanas 
que se base en un tratamiento de datos 
automatizado y semiautomatizado, como la 
elaboración de perfiles, y sobre cuya base se 
tomen decisiones que produzcan efectos 
jurídicos para las personas humanas o que 
les afecten significativamente de modo 
similar; 
b. Tratamiento de datos sensibles a gran 
escala, de datos relativos a antecedentes 
penales, contravencionales o de niños, niñas 
y adolescentes; 
c. Observación sistemática a gran escala de 
una zona de acceso público. 

Evaluación de impacto relativa a la 
protección de datos personales. 
Cuando el Responsable del tratamiento de 
datos personales prevea realizar algún tipo 
de tratamiento de datos que por su 
naturaleza, alcance, contexto o finalidades, 
sea probable que entrañe un alto riesgo de 
afectación a los derechos de los Titulares de 
los datos amparados en la presente Ley, 
deberá realizar, de manera previa a la 
implementación del tratamiento, una 
evaluación del impacto relativa a la 
protección de los datos personales. 
Esta evaluación es obligatoria en los 
siguientes casos, sin perjuicio de otros que 
establezca la Autoridad de aplicación: 
a. Evaluación sistemática y exhaustiva de 
aspectos personales de personas humanas 
que se base en un tratamiento de datos 
automatizado y semiautomatizado, como la 
elaboración de perfiles, y sobre cuya base se 
tomen decisiones que produzcan efectos 
jurídicos para las personas humanas o que 
les afecten significativamente de modo 
similar; 
b. Tratamiento de datos sensibles a gran 
escala, de datos relativos a antecedentes 
penales, contravencionales o de niños, niñas 
y adolescentes; 
c. Observación sistemática a gran escala de 
una zona de acceso público. 
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COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 40 Contenido de la evaluación de impacto. 

La evaluación debe incluir, como mínimo: 
a. Una descripción sistemática de las 
operaciones de tratamiento de datos 
previstas y de los fines del tratamiento, 
inclusive, cuando proceda, el interés legítimo 
perseguido por el Responsable del 
tratamiento; 
b. Una evaluación de la necesidad y la 
proporcionalidad de las operaciones de 
tratamiento de datos con respecto a su 
finalidad; 
c. Una evaluación de los riesgos para la 
protección de los datos personales de los 
Titulares a que se refiere el inciso a) del 
artículo 39; 
d. Las medidas previstas para afrontar los 
riesgos, incluidas garantías, medidas de 
seguridad y mecanismos que garanticen la 
protección de los datos personales, y para 
demostrar la conformidad con la presente 
Ley, teniendo en cuenta los derechos e 
intereses legítimos de los Titulares de los 
datos y de otras personas que pudieran 
verse potencialmente afectadas. 

Contenido de la evaluación de impacto. 
La evaluación debe incluir, como mínimo: 
a. Una descripción sistemática de las 
operaciones de tratamiento de datos 
previstas y de los fines del tratamiento, 
inclusive, cuando proceda, el interés legítimo 
perseguido por el Responsable del 
tratamiento de datos personales; 
b. Una evaluación de la necesidad y la 
proporcionalidad de las operaciones de 
tratamiento de datos con respecto a su 
finalidad; 
c. Una evaluación de los riesgos para la 
protección de los datos personales de los 
Titulares de los datos a que se refiere el 
inciso a) del artículo 39; 
d. Las medidas previstas para afrontar los 
riesgos, incluidas garantías, medidas de 
seguridad y mecanismos que garanticen la 
protección de los datos personales, y para 
demostrar la conformidad con la presente 
Ley, teniendo en cuenta los derechos e 
intereses legítimos de los Titulares de los 
datos y de otras personas que pudieran 
verse potencialmente afectadas. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 41 Informe previo.  

Cuando una evaluación de impacto muestre 
que el tratamiento entrañaría un alto riesgo, 
el Responsable debe informar a la Autoridad 
de aplicación. 
El informe debe incluir, como mínimo: 
a. Las obligaciones respectivas del 
Responsable y Encargado, en particular en 

Informe previo.  
Cuando una evaluación de impacto muestre 
que el tratamiento entrañaría un alto riesgo, 
el Responsable del tratamiento de datos 
personales debe informar a la Autoridad de 
aplicación. 
El informe debe incluir, como mínimo: 
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caso de tratamiento de datos dentro de un 
mismo Grupo económico; 
b. Los fines y medios del tratamiento 
previsto; 
c. Las medidas y garantías establecidas para 
minimizar los riesgos identificados y 
proteger los derechos de los Titulares; 
d. En su caso, los datos de contacto del 
Delegado de protección de datos; 
e. La evaluación de impacto relativa a la 
protección de datos; 
f. Cualquier otra información que solicite la 
Autoridad de aplicación. 
El Responsable no podrá iniciar el 
tratamiento de datos hasta tanto la 
Autoridad de aplicación se pronuncie sobre 
el informe. 

a. Las obligaciones respectivas del 
Responsable y Encargado del tratamiento de 
datos personales, en particular en caso de 
Tratamiento de datos personales entre 
sociedades vinculadas, controlantes, 
controladas o sujetas a control común; 
b. Los fines y medios del tratamiento 
previsto; 
c. Las medidas y garantías establecidas para 
minimizar los riesgos identificados y 
proteger los derechos de los Titulares de los 
datos; 
d. En su caso, los datos de contacto del 
Delegado de protección de datos; 
e. La evaluación de impacto relativa a la 
protección de datos; 
f. Cualquier otra información que solicite la 
Autoridad de aplicación. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales no podrá iniciar el Tratamiento 
de datos hasta tanto la Autoridad de 
aplicación se pronuncie sobre el informe. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 42 Delegado de protección de datos. 

Los Responsables y Encargados del 
tratamiento deben designar un Delegado de 
protección de datos en cualquiera de los 
siguientes supuestos: 
a. Se trate de una autoridad u organismo 
público; 
b. Las actividades del Responsable o 
Encargado del tratamiento de datos 
personales requieran un control permanente 
y sistematizado por su volumen, naturaleza, 
alcance o finalidades, conforme se 
establezca en esta Ley, su reglamentación, o 

Delegado de protección de datos. 
Los Responsables y Encargados del 
tratamiento de datos personales deben 
designar un Delegado de protección de 
datos en cualquiera de los siguientes 
supuestos: 
a. Se trate de una autoridad u organismo 
público; 
b. Las actividades del Responsable o 
Encargado del tratamiento de datos 
personales requieran un control permanente 
y sistematizado por su volumen, naturaleza, 
alcance o finalidades, conforme se 
establezca en esta Ley, su reglamentación, o 
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en la normativa que dicte al respecto la 
Autoridad de aplicación.  
Cuando los Responsables y Encargados del 
tratamiento no se encuentren obligados a la 
designación de un Delegado de protección 
de datos de acuerdo a lo previsto en este 
artículo, pueden designarlo de manera 
voluntaria o por orden expresa de la 
Autoridad de aplicación. 
En el caso en que se trate de una autoridad u 
organismo público con dependencias 
subordinadas, se puede designar un único 
Delegado de protección de datos, teniendo 
en consideración su tamaño y estructura 
organizativa. 
Un Grupo económico puede nombrar un 
único Delegado de protección de datos 
siempre que esté en contacto permanente 
con cada establecimiento. 
La designación del Delegado de protección 
de datos debe recaer en una persona que 
reúna los requisitos de idoneidad, capacidad 
y conocimientos específicos para el ejercicio 
de sus funciones. 
Las funciones del Delegado de protección de 
datos pueden ser desempeñadas por un 
empleado del Responsable o Encargado del 
tratamiento o en el marco de un contrato de 
prestación de servicios. El Delegado de 
protección de datos puede ejercer otras 
funciones siempre que no den lugar a 
conflictos de intereses. 
El Responsable del tratamiento estará 
obligado a respaldar al Delegado de 
protección de datos personales en el 
desempeño de sus funciones, facilitándole 
los recursos necesarios para su desempeño y 
para el mantenimiento de sus conocimientos 
especializados y la actualización de estos. 

en la normativa que dicte al respecto la 
Autoridad de aplicación.  
Cuando los Responsables y Encargados del 
tratamiento de datos personales no se 
encuentren obligados a la designación de un 
Delegado de protección de datos de acuerdo 
a lo previsto en este artículo, pueden 
designarlo de manera voluntaria o por orden 
expresa de la Autoridad de aplicación. 
En el caso en que se trate de una autoridad u 
organismo público con dependencias 
subordinadas, se puede designar un único 
Delegado de protección de datos, teniendo 
en consideración su tamaño y estructura 
organizativa. 
Las sociedades vinculadas, controlantes, 
controladas o sujetas a control común 
pueden nombrar un único Delegado de 
protección de datos siempre y cuando esté 
en contacto permanente con cada una de 
ellas.  
La designación del Delegado de protección 
de datos debe recaer en una persona que 
reúna los requisitos de idoneidad, capacidad 
y conocimientos específicos para el ejercicio 
de sus funciones. 
Las funciones del Delegado de protección de 
datos pueden ser desempeñadas por un 
empleado del Responsable o Encargado del 
tratamiento de datos personales o por una 
persona humana o jurídica en el marco de 
un contrato de prestación de servicios. El 
Delegado de protección de datos puede 
ejercer otras funciones siempre que no den 
lugar a conflictos de intereses. 
El Responsable del tratamiento de datos 
personales estará obligado a respaldar al 
Delegado de protección de datos personales 
en el desempeño de sus funciones, 
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El Delegado debe ejercer sus funciones de 
manera autónoma y libre de interferencias, 
sin recibir instrucciones, y sólo debe 
responder ante el más alto nivel jerárquico 
de la organización. 
No será destituido ni sancionado por 
desempeñar sus funciones. 

facilitándole los recursos necesarios para su 
desempeño y para el mantenimiento de sus 
conocimientos especializados y la 
actualización de estos. 
El Delegado debe ejercer sus funciones de 
manera autónoma y libre de interferencias, 
sin recibir instrucciones, y sólo debe 
responder ante el más alto nivel jerárquico 
de la organización. 
No será destituido ni sancionado por 
desempeñar sus funciones. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
 
Art. 43 Funciones del delegado de protección de 

datos. 
El Delegado de protección de datos tiene las 
siguientes funciones, sin perjuicio de otras 
que se le asignen especialmente: 
a. Informar y asesorar a los Responsables y 
Encargados del tratamiento, así como a sus 
empleados, de las obligaciones a su cargo; 
b. Promover y participar en el diseño y 
aplicación de una política de tratamiento de 
datos personales; 
c. Supervisar el cumplimiento de la presente 
Ley y de la política de protección de datos; 
d. Asignar responsabilidades, concientizar, 
formar al personal y realizar las auditorías 
correspondientes; 
e. Ofrecer el asesoramiento que se le solicite 
para hacer una evaluación de impacto 
relativa a la protección de datos, cuando 
entrañe un alto riesgo de afectación para los 
derechos de los Titulares, y supervisar luego 
su aplicación; 
f. Cooperar y actuar como referente ante la 
Autoridad de aplicación para cualquier 

Funciones del delegado de protección de 
datos. 
El Delegado de protección de datos tiene las 
siguientes funciones, sin perjuicio de otras 
que se le asignen especialmente: 
a. Informar y asesorar a los Responsables y 
Encargados del tratamiento de datos 
personales, así como a sus empleados, de las 
obligaciones a su cargo; 
b. Promover y participar en el diseño y 
aplicación de una política de tratamiento de 
datos personales; 
c. Supervisar el cumplimiento de la presente 
Ley y de la política de protección de datos; 
d. Asignar responsabilidades, concientizar, 
formar al personal y realizar las auditorías 
correspondientes; 
e. Ofrecer el asesoramiento que se le solicite 
para hacer una evaluación de impacto 
relativa a la protección de datos, cuando 
entrañe un alto riesgo de afectación para los 
derechos de los Titulares de los datos, y 
supervisar luego su aplicación; 
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consulta sobre el tratamiento de datos 
efectuado por el Responsable o Encargado 
del tratamiento; 
g. Recibir las comunicaciones y responder los 
reclamos de los Titulares. 

f. Cooperar y actuar como referente ante la 
Autoridad de aplicación para cualquier 
consulta sobre el Tratamiento de datos 
efectuado por el Responsable o Encargado 
del tratamiento de datos personales; 
g. Recibir las comunicaciones y responder los 
reclamos de los Titulares de los datos. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 44 Representantes de Responsables y 

Encargados del tratamiento no establecidos 
en la República Argentina.  
Cuando el Responsable o el Encargado del 
tratamiento no se encuentren establecidos 
en la REPÚBLICA ARGENTINA conforme a lo 
normado en el artículo 4, inciso b de la 
presente Ley, deberá designar un 
Representante en el territorio nacional, 
quien actuará en nombre de ellos. 
El presente artículo no será aplicable 
cuando: 
a) El tratamiento sea ocasional; 
b) Se trate de organismos públicos 
extranjeros. 
El Representante actuará en nombre del 
Responsable o del Encargado del 
tratamiento, responderá los pedidos y 
solicitudes de la Autoridad de aplicación y de 
los Titulares de los datos. También podrá ser 
objeto de un procedimiento sancionatorio 
ante el incumplimiento por parte del 
Responsable o del Encargado. En caso de 
falta de respuesta por parte del Responsable 
o Encargado, el Representante será 
responsable de cualquier sanción impuesta 
en el marco de dicho procedimiento. 

 

COMENTARIO: consideramos que este artículo debería eliminarse en su totalidad, dado que la actividad 
de las personas extranjeras en el país debe regirse por los principios generales (por ejemplo, si se 
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tratase de sociedades comerciales, resultará de aplicación lo previsto en los arts. 118 y siguientes de la 
Ley General de Sociedades 19.550). Establecer reglas particulares la ley de protección de datos 
personales podría generar inconsistencias. 
 
Art. 45 Registro Nacional para la Protección de 

Datos. 
Créase el Registro Nacional para la 
Protección de Datos. Deberán inscribirse 
obligatoriamente en el mismo: 
a. Todos aquellos Responsables y 
Encargados del tratamiento que conforme al 
artículo 42, deban tener un Delegado de 
protección de datos. 
b. Todos aquellos Responsables y 
Encargados del tratamiento de datos que 
conforme lo establecido en el artículo 44 
deban contar con un representante en la 
REPÚBLICA ARGENTINA. 
La Autoridad de aplicación tendrá a su cargo 
la reglamentación del presente registro. 

Registro Nacional para la Protección de 
Datos. 
Créase el Registro Nacional para la 
Protección de Datos. Deberán inscribirse 
obligatoriamente en el mismo todos 
aquellos Responsables y Encargados del 
tratamiento de datos personales que 
conforme al artículo 42, deban tener un 
Delegado de protección de datos. 
La Autoridad de aplicación tendrá a su cargo 
la reglamentación del presente registro. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 46 Mecanismos de autorregulación 

vinculantes.  
La Autoridad de aplicación promoverá y 
ponderará positivamente la elaboración de 
mecanismos de autorregulación vinculantes 
que tengan por objeto contribuir a la 
correcta aplicación de la presente Ley, 
teniendo en cuenta las características 
específicas del tratamiento de datos que se 
realice, así como el efectivo ejercicio y 
respeto de los derechos del Titular de los 
datos. 
Los mismos se pueden traducir en códigos 
de ética, de buenas prácticas, normas 
corporativas vinculantes, sellos de confianza, 
certificaciones u otros mecanismos que 

Mecanismos de autorregulación 
vinculantes.  
La Autoridad de aplicación promoverá y 
ponderará positivamente la elaboración de 
mecanismos de autorregulación vinculantes 
que tengan por objeto contribuir a la 
correcta aplicación de la presente Ley, 
teniendo en cuenta las características 
específicas del tratamiento de datos que se 
realice, así como el efectivo ejercicio y 
respeto de los derechos del Titular de los 
datos. 
Los mismos se pueden traducir en códigos 
de ética, de buenas prácticas, normas 
corporativas vinculantes, sellos de confianza, 
certificaciones u otros mecanismos que 
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coadyuven a contribuir a los objetivos 
señalados.  
Los Responsables o Encargados del 
tratamiento pueden adherirse a ello de 
manera voluntaria. 
Las asociaciones u otras entidades 
representativas de categorías de 
Responsables o Encargados del tratamiento 
podrán adoptar mecanismos de 
autorregulación vinculantes que resulten 
obligatorios para todos sus miembros. 
Estos serán presentados a la homologación 
de la Autoridad de aplicación, la cual 
dictaminará si se adecúan a las disposiciones 
de la presente Ley y, en su caso, los aprobará 
o indicará las correcciones que estime 
necesarias. 
Los que resulten aprobados serán 
registrados y dados a publicidad por la 
Autoridad de aplicación. 

coadyuven a contribuir a los objetivos 
señalados.  
Los Responsables o Encargados del 
tratamiento de datos personales pueden 
adherirse a ello de manera voluntaria. 
Las asociaciones u otras entidades 
representativas de categorías de 
Responsables o Encargados del tratamiento 
de datos personales podrán adoptar 
mecanismos de autorregulación vinculantes 
que resulten obligatorios para todos sus 
miembros. 
Estos serán presentados a la homologación 
de la Autoridad de aplicación, la cual 
dictaminará si se adecúan a las disposiciones 
de la presente Ley y, en su caso, los aprobará 
o indicará las correcciones que estime 
necesarias. 
Los que resulten aprobados serán 
registrados y dados a publicidad por la 
Autoridad de aplicación. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
 CAPÍTULO 6 

PROTECCION DE DATOS DE INFORMACIÓN 
CREDITICIA 

CAPÍTULO 6 
PROTECCION DE DATOS DE INFORMACIÓN 

CREDITICIA 
Art. 47 Protección de datos de información 

crediticia del sector financiero y no 
financiero.  
En la prestación de servicios de información 
crediticia sólo pueden tratarse datos 
personales de carácter patrimonial relativos 
a la solvencia económica y al crédito cuando 
se cuente con una base legal conforme a lo 
establecido en el artículo 12 de la presente 
Ley. 
Se prohíbe a las empresas prestadoras de 
servicios de información crediticia el 

Protección de datos de información 
crediticia del sector financiero y no 
financiero.  
En la prestación de servicios de información 
crediticia sólo pueden tratarse datos 
personales de carácter patrimonial relativos 
a la solvencia económica y al crédito cuando 
se cuente con una base legal conforme a lo 
establecido en el artículo 12 de la presente 
Ley. 
Se prohíbe a las empresas prestadoras de 
servicios de información crediticia el 
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tratamiento de datos de parientes del 
Titular, exceptuando el supuesto de quienes 
participen dentro de una misma sociedad 
comercial. 
No se podrán tratar los datos comerciales 
negativos referidos a la prestación de los 
servicios públicos esenciales. 

tratamiento de datos de familiares del 
Titular de los datos, exceptuando el 
supuesto de quienes participen dentro de 
una misma sociedad comercial. 
 

COMENTARIO: en este artículo, además de ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos a la 
consistencia con el resto del articulado, proponemos eliminar el último párrafo. Ello porque no resulta 
claro el supuesto que regula cuando se refiere a los “datos comerciales negativos referidos a la 
prestación de servicios públicos esenciales”. Pareciera ser que excluye los datos de morosidad respecto 
de dichos servicios, y en caso de ser así, no parece razonable tal exclusión.   
 
Art. 48 Plazo de conservación de la información 

crediticia. 
Sólo se podrán tratar datos personales que 
sean significativos para evaluar la solvencia 
económico financiera durante los últimos 
CINCO (5) años a contar desde la última 
información significativa, o desde el 
vencimiento del plazo original de la 
operación de crédito de que se trate, el que 
fuera mayor. El plazo se reduce a UN (1) año 
cuando el deudor cancele o extinga la 
obligación, a contar a partir de la fecha 
precisa en que lo hace, debiendo constar en 
el informe crediticio. 

Plazo de conservación de la información 
crediticia. 
Sólo se podrán tratar datos personales que 
sean significativos para evaluar la solvencia 
económico financiera durante los últimos 
CINCO (5) años a contar desde la última 
información significativa, o desde el 
vencimiento del plazo original de la 
operación de crédito de que se trate, el que 
fuera mayor. El plazo se reduce a UN (1) año 
cuando el deudor cancele o extinga la 
obligación, a contar a partir de la fecha 
precisa en que lo hace, debiendo constar en 
el informe crediticio. 

 
Art. 49 Deber de comunicación.  

Para los supuestos en que los Responsables 
de tratamiento elaboren un sistema de 
puntuación y/o calificación de acuerdo al 
comportamiento crediticio de las personas, 
se deberá comunicar detalladamente al 
Titular de los datos cuál es la fórmula, 
variables, el procedimiento y la información 
que tomó en cuenta o el algoritmo que se 
utiliza y su composición. 

Deber de comunicación.  
Para los supuestos en que los Responsables 
del tratamiento de datos personales 
elaboren un sistema de puntuación y/o 
calificación de acuerdo al comportamiento 
crediticio de las personas, ante el 
requerimiento del Titular de los datos, se le 
deberá comunicar detalladamente cuál es la 
fórmula, variables, el procedimiento y la 
información que tomó en cuenta o el 
algoritmo que se utiliza y su composición. 
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Las entidades crediticias deben comunicar 
de forma diligente al Titular de los datos el 
cambio de situación crediticia que permita 
acreditar el envío y su fecha. Dicha 
comunicación se debe efectuar cuando las 
obligaciones pasen de cumplimiento normal 
a incumplimiento, dentro de los DIEZ (10) 
días hábiles de producida la nueva 
clasificación. El cedente tiene la carga de 
acreditar el cumplimiento de la 
comunicación aquí dispuesta. 
Cuando se deniegue al Titular de los datos la 
celebración de un contrato, solicitud de 
trabajo, servicio, crédito comercial o 
financiero, sustentado en un informe 
crediticio, deberá informársele tal 
circunstancia, así como la empresa que 
proveyó dicho informe y hacerle entrega de 
una copia del mismo. 

Asimismo, a requerimiento del Titular de los 
datos, las entidades crediticias deben 
comunicar el cambio de situación crediticia. 
Cuando se deniegue al Titular de los datos la 
celebración de un contrato, solicitud de 
trabajo, servicio, crédito comercial o 
financiero, sustentado en un informe 
crediticio, deberá informársele tal 
circunstancia, así como la empresa que 
proveyó dicho informe y hacerle entrega de 
una copia del mismo. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
 CAPÍTULO 7 

AUTORIDAD DE APLICACIÓN 
CAPÍTULO 7 

AUTORIDAD DE APLICACIÓN 
Art. 50 Autoridad de aplicación. 

La AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA, ente autárquico con autonomía 
funcional conforme a la Ley Nº 27.275 es la 
Autoridad de aplicación de la presente Ley. 

Autoridad de aplicación. 
La AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA, ente autárquico con autonomía 
funcional conforme a la Ley Nº 27.275 es la 
Autoridad de aplicación de la presente Ley. 

 
Art. 51 Facultades de la Autoridad de aplicación.  

La Autoridad de aplicación tendrá las 
siguientes funciones y atribuciones: 
a. Ejercer la supervisión, control y evaluación 
de las actividades efectuadas por el 
Responsable y Encargado del tratamiento de 
datos personales; en el caso que para tal fin 
se requiera el auxilio de la fuerza pública, 
podrá solicitar autorización judicial para 

Facultades de la Autoridad de aplicación.  
La Autoridad de aplicación tendrá las 
siguientes funciones y atribuciones: 
a. Ejercer la supervisión, control y evaluación 
de las actividades efectuadas por el 
Responsable y Encargado del tratamiento de 
datos personales; en el caso que para tal fin 
se requiera el auxilio de la fuerza pública, 
podrá solicitar autorización judicial para 
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acceder a locales, equipos o programas de 
tratamiento de datos a fin de verificar 
infracciones al cumplimiento de esta Ley; 
b. Dictar las normas, reglamentaciones y 
criterios orientadores que se deben observar 
en el desarrollo de las actividades 
comprendidas por esta Ley; 
c. Tramitar los requerimientos y denuncias 
interpuestos en relación al tratamiento de 
datos en los términos de la presente Ley; 
d. Solicitar información a los Responsables o 
Encargados de tratamiento, Delegados de 
protección de datos y Representantes, los 
que deberán proporcionar los antecedentes, 
documentos, programas u otros elementos 
relativos al tratamiento de datos que se le 
requieran; en estos casos, la Autoridad 
deberá garantizar la seguridad y 
confidencialidad de la información y 
elementos suministrados; 
e. Dictar órdenes administrativas para 
garantizar el debido tratamiento de los datos 
personales y derechos de los Titulares, e 
imponer las sanciones por violación de la 
presente Ley y de las reglamentaciones que 
se dicten en consecuencia; 
f. Iniciar las actuaciones administrativas de 
oficio, a petición de parte o por solicitud de 
otra autoridad o de organizaciones con 
interés legítimo; 
g. Implementar mecanismos voluntarios de 
solución de controversias para que los 
Titulares y los Responsables o Encargados 
lleguen a acuerdos que garanticen el debido 
tratamiento de los datos personales y los 
derechos de los Titulares; 
h. Constituirse en querellante en las acciones 
penales que se promovieran por violaciones 
a la presente Ley; 

acceder a locales, equipos o programas de 
tratamiento de datos a fin de verificar 
infracciones al cumplimiento de esta Ley; 
b. Dictar las normas, reglamentaciones y 
criterios orientadores que se deben observar 
en el desarrollo de las actividades 
comprendidas por esta Ley; 
c. Tramitar los requerimientos y denuncias 
interpuestos en relación al tratamiento de 
datos en los términos de la presente Ley; 
d. Solicitar información a los Responsables o 
Encargados de tratamiento de datos 
personales y Delegados de protección de 
datos, los que deberán proporcionar los 
antecedentes, documentos, programas u 
otros elementos relativos al tratamiento de 
datos que se le requieran; en estos casos, la 
Autoridad deberá garantizar la seguridad y 
confidencialidad de la información y 
elementos suministrados; 
e. Dictar órdenes administrativas para 
garantizar el debido tratamiento de los datos 
personales y derechos de los Titulares de los 
datos, e imponer las sanciones por violación 
de la presente Ley y de las reglamentaciones 
que se dicten en consecuencia; 
f. Iniciar las actuaciones administrativas de 
oficio, a petición de parte o por solicitud de 
otra autoridad o de organizaciones con 
interés legítimo; 
g. Implementar mecanismos voluntarios de 
solución de controversias para que los 
Titulares de los datos y los Responsables o 
Encargados del tratamiento de datos 
personales lleguen a acuerdos que 
garanticen el debido tratamiento de los 
datos personales y los derechos de los 
Titulares de los datos; 
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i. Interponer acciones colectivas de Habeas 
Data conforme a lo establecido en la 
presente Ley; 
j. Aprobar las cláusulas contractuales 
modelo para la transferencia internacional 
de datos; 
i. Homologar los mecanismos de 
autorregulación vinculantes y supervisar su 
cumplimiento;  
l. Crear, regular y aprobar los mecanismos de 
certificación en materia de protección de 
datos y los requisitos que deben cumplir los 
organismos de certificación; 
ll. Promover acciones de cooperación con 
autoridades de protección de datos 
personales de otros países y entidades u 
organismos internacionales; celebrar 
convenios de cooperación y contratos con 
organizaciones públicas o privadas, 
nacionales o extranjeras, en el ámbito de su 
competencia, para el cumplimiento de sus 
funciones; 
m. Asistir, asesorar y capacitar a las 
personas, entidades públicas y privadas 
acerca de los alcances de la presente Ley; 
n. Promover la cultura de la privacidad, el 
debido tratamiento de datos y la 
autodeterminación informativa, así como 
una gestión responsable, ética y 
transparente del procesamiento 
automatizado; 
ñ. Desarrollar investigación aplicada y 
conocimiento sobre la protección de datos 
personales; 
o. Promover, organizar y desarrollar 
programas tendientes a la protección de 
datos personales de niños, niñas y 
adolescentes en internet, juegos 
electrónicos y otras plataformas digitales; 

h. Constituirse en querellante en las acciones 
penales que se promovieran por violaciones 
a la presente Ley; 
i. Interponer acciones colectivas de Habeas 
Data conforme a lo establecido en la 
presente Ley; 
j. Aprobar las cláusulas contractuales 
modelo para la transferencia internacional 
de datos; 
i. Homologar los mecanismos de 
autorregulación vinculantes y supervisar su 
cumplimiento;  
l. Crear, regular y aprobar los mecanismos de 
certificación en materia de protección de 
datos y los requisitos que deben cumplir los 
organismos de certificación; 
ll. Promover acciones de cooperación con 
autoridades de protección de datos 
personales de otros países y entidades u 
organismos internacionales; celebrar 
convenios de cooperación y contratos con 
organizaciones públicas o privadas, 
nacionales o extranjeras, en el ámbito de su 
competencia, para el cumplimiento de sus 
funciones; 
m. Asistir, asesorar y capacitar a las 
personas, entidades públicas y privadas 
acerca de los alcances de la presente Ley; 
n. Promover la cultura de la privacidad, el 
debido tratamiento de datos, así como una 
gestión responsable, ética y transparente del 
procesamiento automatizado; 
ñ. Desarrollar investigación aplicada y 
conocimiento sobre la protección de datos 
personales; 
o. Promover, organizar y desarrollar 
programas tendientes a la protección de 
datos personales de niños, niñas y 
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p. Divulgar los derechos de los Titulares en 
relación con el tratamiento de datos 
personales e implementar campañas 
pedagógicas para capacitar e informar a los 
ciudadanos, Responsables y Encargados 
acerca del ejercicio y garantía del derecho 
fundamental a la protección de datos; 
q. Generar estrategias para la prevención de 
la violencia digital en relación a la defensa de 
la privacidad y tratamiento de datos; 
r. Promover la incorporación de contenidos 
educativos vinculados al tratamiento de 
datos, privacidad y autodeterminación 
informativa; 
s. Promover la capacitación y formación 
profesional en materia de protección de 
datos personales; 
t. Ejecutar otras facultades que le sean 
asignadas por la ley o su reglamentación. 

adolescentes en internet, juegos 
electrónicos y otras plataformas digitales; 
p. Divulgar los derechos de los Titulares de 
los datos en relación con el tratamiento de 
datos personales e implementar campañas 
pedagógicas para capacitar e informar a los 
ciudadanos, Responsables y Encargados del 
tratamiento de datos personales acerca del 
ejercicio y garantía del derecho fundamental 
a la protección de datos; 
q. Generar estrategias para la prevención de 
la violencia digital en relación a la defensa de 
la privacidad y tratamiento de datos; 
r. Promover la incorporación de contenidos 
educativos vinculados al tratamiento de 
datos, privacidad y autodeterminación 
informativa; 
s. Promover la capacitación y formación 
profesional en materia de protección de 
datos personales; 
t. Ejecutar otras facultades que le sean 
asignadas por la ley o su reglamentación. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
 CAPÍTULO 8 

PROCEDIMIENTOS Y SANCIONES 
CAPÍTULO 8 

PROCEDIMIENTOS Y SANCIONES 
Art. 52 Procedimiento. 

A los efectos de constatar el cumplimiento 
de las disposiciones de la presente Ley, la 
Autoridad de aplicación podrá iniciar 
procedimientos: 
a. A instancias del Titular de los datos; 
b. A instancias de la Autoridad de aplicación; 
c. A instancias de un tercero por denuncia de 
violaciones a la presente Ley. 

Procedimiento. 
A los efectos de constatar el cumplimiento 
de las disposiciones de la presente Ley, la 
Autoridad de aplicación podrá iniciar 
procedimientos: 
a. A instancia del Titular de los datos; 
b. A instancia de la Autoridad de aplicación; 
c. A instancias de un tercero por denuncia de 
violaciones a la presente Ley. 

 
Art. 53 Tramite de protección de los datos 

personales. 
Tramite de protección de los datos 
personales. 
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El Titular de los datos o su representante 
legal puede realizar una denuncia, en forma 
gratuita, mediante cualquier medio 
habilitado para dicho efecto por la Autoridad 
de aplicación, expresando con claridad el 
contenido de su requerimiento, los 
preceptos de esta Ley que considere 
vulnerados, y acreditando haber efectuado 
la intimación prevista en el artículo 32. 
La presentación debe realizarse dentro de 
los TREINTA (30) días hábiles siguientes a la 
fecha en que se comunique la respuesta al 
Titular de los datos por parte del 
Responsable o Encargado del tratamiento de 
acuerdo a lo previsto en la citada norma, o 
en cualquier momento si el plazo allí 
establecido hubiere vencido sin respuesta 
del Responsable o Encargado del 
tratamiento. 
La Autoridad de aplicación intimará a los 
Responsables o Encargados del tratamiento, 
para que en el plazo de QUINCE (15) días 
hábiles, emita respuesta, ofrezca las pruebas 
que estime pertinentes y manifieste por 
escrito lo que a su derecho convenga. En 
caso de ser solicitado de manera fundada, la 
Autoridad de aplicación podrá otorgar una 
prórroga que no exceda el plazo inicial. 
Concluida la recepción de las pruebas, se 
procederá a labrar acta en la que se dejará 
constancia el hecho denunciado y/o 
verificado y las normas presuntamente 
infringidas. Dicha acta se notificará al 
Responsable o Encargado haciéndole saber 
que le asiste el derecho a presentar su 
descargo dentro de los CINCO (5) días 
hábiles. 

El Titular de los datos puede realizar una 
denuncia, en forma gratuita, mediante 
cualquier medio habilitado para dicho efecto 
por la Autoridad de aplicación, expresando 
con claridad el contenido de su 
requerimiento, los preceptos de esta Ley 
que considere vulnerados, y acreditando 
haber efectuado la intimación prevista en el 
artículo 32. 
La presentación debe realizarse dentro de 
los TREINTA (30) días hábiles siguientes a la 
fecha en que se comunique la respuesta al 
Titular de los datos por parte del 
Responsable o Encargado del tratamiento de 
datos personales de acuerdo a lo previsto en 
la citada norma, o desde el vencimiento del 
plazo establecido en el artículo 32 de la 
presente ley para dicha respuesta. 
La Autoridad de aplicación intimará a los 
Responsables o Encargados del tratamiento 
de datos personales, para que en el plazo de 
QUINCE (15) días hábiles, emita respuesta, 
ofrezca las pruebas que estime pertinentes y 
manifieste por escrito lo que a su derecho 
convenga. En caso de ser solicitado de 
manera fundada, la Autoridad de aplicación 
podrá otorgar una prórroga que no exceda el 
plazo inicial. 
Concluida la recepción de las pruebas, se 
procederá a labrar acta en la que se dejará 
constancia el hecho denunciado y/o 
verificado y las normas presuntamente 
infringidas. Dicha acta se notificará al 
Responsable o Encargado del tratamiento de 
datos personales haciéndole saber que le 
asiste el derecho a presentar su descargo 
dentro de los CINCO (5) días hábiles. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
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Art. 54 Resolución. 

La Autoridad de aplicación podrá, mediante 
resolución fundada: 
a. Desestimar las denuncias presentadas; 
b. En caso de considerar que asiste derecho 
al Titular de los datos, requerirle al 
Responsable o Encargado del tratamiento 
que haga efectivo el ejercicio de los 
derechos objeto de protección, debiendo 
dar cuenta por escrito de dicho 
cumplimiento a la Autoridad de aplicación 
dentro de los QUINCE (15) días hábiles de 
efectuado; 
c. De verificarse incumplimientos a la 
presente Ley, imponer las sanciones 
previstas. 
La Autoridad de aplicación dictará la 
resolución que corresponda dentro de un 
plazo razonable, atendiendo a la 
complejidad del tema a resolver. 

Resolución. 
La Autoridad de aplicación podrá, mediante 
resolución fundada: 
a. Desestimar las denuncias presentadas; 
b. En caso de considerar que asiste derecho 
al Titular de los datos, requerirle al 
Responsable o Encargado del tratamiento de 
los datos personales que haga efectivo el 
ejercicio de los derechos objeto de 
protección, debiendo dar cuenta por escrito 
de dicho cumplimiento a la Autoridad de 
aplicación dentro de los QUINCE (15) días 
hábiles de efectuado; 
c. De verificarse incumplimientos a la 
presente Ley, imponer las sanciones 
previstas. 
La Autoridad de aplicación dictará la 
resolución que corresponda dentro de un 
plazo razonable, atendiendo a la 
complejidad del tema a resolver. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 55 Notificaciones. 

Serán válidas las notificaciones realizadas 
por medios electrónicos conforme la 
reglamentación de la autoridad de 
aplicación, teniendo en consideración lo 
establecido por el artículo 5 de esta Ley. 

Notificaciones. 
Serán válidas las notificaciones realizadas 
por medios electrónicos conforme la 
reglamentación de la Autoridad de 
aplicación. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 56 Recursos. 

Contra las resoluciones de la Autoridad de 
aplicación los Responsables o Encargados 
podrán interponer ante ella y dentro de los 
15 (QUINCE) días hábiles de notificados, el 
recurso de reconsideración. No procederá el 

Recursos. 
Contra las resoluciones de la Autoridad de 
aplicación los Responsables o Encargados del 
tratamiento de datos personales podrán 
interponer ante ella y dentro de los 15 
(QUINCE) días hábiles de notificados, el 
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recurso de alzada. Las resoluciones de la 
Autoridad de aplicación agotarán la vía 
administrativa a los efectos de lo previsto en 
la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos Nº 19.549 y sus 
modificatorias. Podrán ser impugnadas ante 
la JUSTICIA FEDERAL. 

recurso de reconsideración. No procederá el 
recurso de alzada. Las resoluciones de la 
Autoridad de aplicación agotarán la vía 
administrativa a los efectos de lo previsto en 
la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos Nº 19.549 y sus 
modificatorias. Podrán ser impugnadas ante 
la JUSTICIA EN LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 57 Medidas correctivas.  

En caso de incumplimiento de las 
disposiciones previstas en la presente Ley, su 
reglamentación y las regulaciones emitidas 
por la Autoridad de aplicación, ésta dictará 
medidas correctivas con el objeto de evitar 
que se siga cometiendo la infracción y que la 
conducta se produzca nuevamente, sin 
perjuicio de la aplicación de las 
correspondientes sanciones administrativas. 
Las obligaciones con efecto correctivo a 
implementar consisten en medidas técnicas, 
jurídicas, organizativas, educativas o 
administrativas que la Autoridad de 
aplicación considere pertinentes evaluando 
las circunstancias particulares del caso, para 
garantizar un tratamiento adecuado de 
datos personales. 

Medidas correctivas.  
En caso de incumplimiento de las 
disposiciones previstas en la presente Ley, su 
reglamentación y las regulaciones emitidas 
por la Autoridad de aplicación, ésta dictará 
medidas correctivas con el objeto de evitar 
que se siga cometiendo la infracción y que la 
conducta se produzca nuevamente, sin 
perjuicio de la aplicación de las 
correspondientes sanciones administrativas. 
Las obligaciones con efecto correctivo a 
implementar consisten en medidas técnicas, 
jurídicas, organizativas, educativas o 
administrativas que la Autoridad de 
aplicación considere pertinentes evaluando 
las circunstancias particulares del caso, para 
garantizar un tratamiento adecuado de 
datos personales. 

 
Art. 58 Sanciones 

La Autoridad de aplicación podrá imponer a 
los Responsables y Encargados del 
tratamiento las siguientes sanciones: 
a. Apercibimientos; 
b. Multas; 
c. Suspensión de las actividades relacionadas 
con el tratamiento de datos personales; 

Sanciones 
La Autoridad de aplicación podrá imponer a 
los Responsables y Encargados del 
tratamiento de datos personales las 
siguientes sanciones: 
a. Apercibimientos; 
b. Multas; 
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d. Cierre temporal de las operaciones; 
e. Cierre inmediato de las operaciones que 
involucren el tratamiento de datos sensibles 
y de niñas, niños y adolescentes. 
En todos los casos la Autoridad de aplicación 
dará a publicidad la resolución en su sitio 
web y, si lo considere pertinente, en el 
Boletín Oficial y ordenará su publicación en 
el sitio web del Responsable, a su costa. 
La Autoridad de aplicación tendrá a su cargo 
la reglamentación del presente artículo. 

c. Suspensión de las actividades relacionadas 
con el tratamiento de datos personales; 
d. Cierre temporal de las operaciones; 
e. Cierre inmediato de las operaciones que 
involucren el tratamiento de datos sensibles 
y de niñas, niños y adolescentes. 
En todos los casos la Autoridad de aplicación 
dará a publicidad la resolución en su sitio 
web y, si lo considere pertinente, en el 
Boletín Oficial y ordenará su publicación en 
el sitio web del Responsable, a su costa. 
La Autoridad de aplicación tendrá a su cargo 
la reglamentación del presente artículo. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 59 Determinación de la unidad móvil. 

La Autoridad de aplicación podrá establecer 
multas en base a la unidad de cuenta 
definida en la presente Ley. 
El valor inicial de la unidad móvil se 
establece en DIEZ MIL (10.000) pesos, y será 
actualizado anualmente utilizando la 
variación del índice de precios al consumidor 
(IPC) que publica el Instituto Nacional de 
Estadística y Censos (INDEC) o el indicador 
oficial que lo reemplace en el futuro. 
La Autoridad de aplicación realizará su 
actualización el último día hábil de cada año, 
entrando en vigencia desde el momento de 
su publicación en el Boletín Oficial y en su 
página web. 

Determinación de la unidad móvil. 
La Autoridad de aplicación podrá establecer 
multas en base a la unidad de cuenta 
definida en la presente Ley. 
El valor inicial de la unidad móvil se 
establece en DIEZ MIL (10.000) pesos, y será 
actualizado anualmente utilizando la 
variación del índice de precios al consumidor 
(IPC) que publica el Instituto Nacional de 
Estadística y Censos (INDEC) o el indicador 
oficial que lo reemplace en el futuro. 
La Autoridad de aplicación realizará su 
actualización el último día hábil de cada año, 
entrando en vigencia desde el momento de 
su publicación en el Boletín Oficial y en su 
página web. 

 
Art. 60 Multas. 

Las multas se establecen desde las cinco (5) 
unidades móviles hasta un millón 
(1.000.000.000) de unidades móviles o, del 
dos por ciento (2 %) hasta el cuatro por 
ciento (4 %) de la facturación total anual 

Multas. 
Las multas se establecen desde las cinco (5) 
unidades móviles hasta un millón 
(1.000.000.000) de unidades móviles o, del 
dos por ciento (2 %) hasta el cuatro por 
ciento (4 %) de la facturación total anual 
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global del ejercicio financiero anterior, 
atendiendo a lo establecido en el artículo 62. 
La Autoridad de aplicación reglamentará las 
condiciones, modalidades y procedimientos 
para el pago de las multas. 

global del ejercicio financiero anterior, 
atendiendo a lo establecido en el artículo 62. 
La Autoridad de aplicación reglamentará las 
condiciones, modalidades y procedimientos 
para el pago de las multas. 

 
Art. 61 Incumplimiento por parte del sector 

público. 
En caso de que la Autoridad de aplicación 
advierta un presunto incumplimiento de las 
disposiciones de la presente Ley por parte de 
un organismo público, podrá imponer 
medidas correctivas a fin de subsanar y 
mitigar los efectos producidos por el 
incumplimiento a la presente Ley. Entre 
ellas, la obligación de documentar los 
procedimientos establecidos para el 
tratamiento de los datos personales, 
disponer planes de responsabilidad y 
cumplimiento, capacitación especializada y 
formación profesional obligatoria en la 
materia para el personal de los organismos, 
disponer la implementación de mejoras de 
infraestructura y medidas de seguridad, 
entre otras disposiciones. 
Las infracciones a la Ley por parte de 
organismos públicos serán pasibles de la 
sanción prevista en el artículo 58, excepto el 
inciso b, sin perjuicio de la aplicación de las 
sanciones civiles, disciplinarias y penales 
establecidas en los artículos 117 bis y 157 bis 
del Código Penal de la Nación Argentina, 
respecto de los funcionarios públicos. 

Incumplimiento por parte del sector 
público. 
En caso de que la Autoridad de aplicación 
advierta un incumplimiento de las 
disposiciones de la presente Ley por parte de 
un organismo público, podrá imponer 
medidas correctivas a fin de subsanar y 
mitigar sus efectos. Entre ellas, la obligación 
de documentar los procedimientos 
establecidos para el Tratamiento de los 
datos, disponer planes de responsabilidad y 
cumplimiento, capacitación especializada y 
formación profesional obligatoria en la 
materia para el personal de los organismos, 
disponer la implementación de mejoras de 
infraestructura y medidas de seguridad, 
entre otras disposiciones. 
Las infracciones a la Ley por parte de 
organismos públicos serán pasibles de la 
sanción prevista en el artículo 58, excepto el 
inciso b, sin perjuicio de la aplicación de las 
sanciones civiles, disciplinarias y penales 
establecidas en los artículos 117 bis y 157 bis 
del Código Penal de la Nación Argentina, 
respecto de los funcionarios públicos. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o referidos 
a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 62 Gradación 

Las sanciones a las que se refiere el artículo 
58 se aplicarán después de un 

Gradación 
Las sanciones a las que se refiere el artículo 
58 se aplicarán después de un 
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procedimiento administrativo llevado a cabo 
por la Autoridad de aplicación que garantice 
la defensa plena, gradual, aislada o 
acumulativa, según las peculiaridades del 
caso específico, atendiendo los siguientes 
criterios:  
a. La naturaleza y dimensión del daño o 
peligro a los intereses jurídicos tutelados por 
la presente Ley; 
b. El beneficio económico obtenido por el 
infractor o terceros, en virtud de la comisión 
de la infracción; 
c. La reincidencia en la comisión de la 
infracción; 
d. La resistencia, negativa u obstrucción a la 
acción investigadora o de vigilancia de la 
Autoridad de aplicación; 
e. El incumplimiento de los requerimientos u 
órdenes impartidas por la Autoridad de 
aplicación; 
f. El reconocimiento o aceptación expresa 
que haga el investigado sobre la comisión de 
la infracción antes de la imposición de la 
sanción a que hubiere lugar; 
g. La condición económica del infractor; 
h. La adopción demostrada de medidas 
correctivas y mecanismos y procedimientos 
internos capaces de minimizar el daño, 
tendientes al tratamiento seguro y adecuado 
de los datos; 
i. La adopción de mecanismos de 
autorregulación vinculantes; 
j. La proporcionalidad entre la gravedad de 
la falta y de la sanción; 
k. La designación voluntaria de un Delegado 
de protección de datos; 
l. La notificación oportuna de incidentes de 
seguridad; 

procedimiento administrativo llevado a cabo 
por la Autoridad de aplicación que garantice 
la defensa plena, gradual, aislada o 
acumulativa, según las peculiaridades del 
caso específico, atendiendo los siguientes 
criterios:  
a. La naturaleza y dimensión del daño o 
peligro a los intereses jurídicos tutelados por 
la presente Ley; 
b. El beneficio económico obtenido por el 
infractor o terceros, en virtud de la comisión 
de la infracción; 
c. La reincidencia en la comisión de la 
infracción; 
d. La resistencia, negativa u obstrucción a la 
acción investigadora o de vigilancia de la 
Autoridad de aplicación; 
e. El incumplimiento de los requerimientos u 
órdenes impartidas por la Autoridad de 
aplicación; 
f. El reconocimiento o aceptación expresa 
que haga el investigado sobre la comisión de 
la infracción antes de la imposición de la 
sanción a que hubiere lugar; 
g. La condición económica del infractor; 
h. La adopción demostrada de medidas 
correctivas y mecanismos y procedimientos 
internos capaces de minimizar el daño, 
tendientes al tratamiento seguro y adecuado 
de los datos; 
i. La adopción de mecanismos de 
autorregulación vinculantes; 
j. La proporcionalidad entre la gravedad de 
la falta y de la sanción; 
k. La designación voluntaria de un Delegado 
de protección de datos; 
l. La notificación oportuna de incidentes de 
seguridad; 
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ll. Otros que pueda considerar la Autoridad 
de aplicación según la naturaleza del caso. 

ll. Otros que pueda considerar la Autoridad 
de aplicación según la naturaleza del caso. 

 
 CAPÍTULO 9 

ACCIÓN DE HABEAS DATA 
CAPÍTULO 9 

ACCIÓN DE HABEAS DATA 
Art. 63 Procedencia. 

La acción de Habeas Data procede para 
tutelar los derechos que resulten 
restringidos, alterados, lesionados o 
amenazados por un tratamiento de datos 
personales contrario a la presente Ley por 
parte de Responsables o Encargados de 
tratamiento de datos personales. 

Procedencia. 
La acción de Habeas Data procede para 
tutelar los derechos que resulten 
restringidos, alterados, lesionados o 
amenazados por un tratamiento de datos 
personales contrario a la presente Ley. 

COMENTARIO: Proponemos eliminar la frase “por parte de Responsables o Encargados de tratamiento 
de datos personales” ya que, al circunscribirse a dos sujetos en particular, deja de lado al tratamiento 
que realicen otros. 
 
Art. 64 Legitimación activa y pasiva.  

La acción de Habeas Data podrá ser ejercida 
por el Titular de los datos afectado, sus 
tutores, curadores o por el titular de la 
responsabilidad parental o tutela en caso de 
niñas, niños o adolescentes. 
En el caso de las personas humanas 
fallecidas, la acción podrá ser ejercida por 
sus sucesores universales. 
En el proceso podrá intervenir, en forma 
coadyuvante y cuando corresponda, la 
Autoridad de aplicación, quien será 
notificada del inicio de la acción de habeas 
data. 
La acción podrá ser también intentada en 
representación colectiva por la Autoridad de 
aplicación, el Defensor del pueblo y 
asociaciones u organizaciones con interés 
legítimo, siempre que su objeto se limite a la 
impugnación de tratamientos que conlleven 
violaciones generalizadas. En tal caso, los 
promotores de tales acciones no podrán 

Legitimación activa y pasiva. 
La acción de Habeas Data podrá ser ejercida 
por el Titular de los datos afectado, sus 
tutores, curadores o por el titular de la 
responsabilidad parental o tutela en caso de 
niñas, niños o adolescentes.  
En el caso de las personas humanas 
fallecidas, la acción podrá ser ejercida por 
sus sucesores universales. 
En el proceso podrá intervenir la Autoridad 
de aplicación, en forma coadyuvante, a 
pedido de parte y/o cuando el Juez 
interviniente lo considere pertinente, 
mediante decisión fundada. 
La acción podrá ser también intentada en 
representación colectiva por la Autoridad de 
aplicación, el Defensor del pueblo y 
asociaciones u organizaciones con interés 
legítimo, siempre que su objeto se limite a la 
impugnación de tratamientos que conlleven 
violaciones generalizadas. En tal caso, los 
promotores de tales acciones no podrán 
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tener acceso a los datos de las demás 
personas que integran el colectivo por ellas 
representado, sino sólo a los datos propios. 
La acción procede respecto de los 
Responsables y Encargados. 
Excepcionalmente estos podrán interponer 
la acción contra otros Responsables o 
Encargados del tratamiento cuando los 
últimos incumplan con sus obligaciones 
legales o convencionales y esto pueda 
acarrearles perjuicio. 

tener acceso a los datos de las demás 
personas que integran el colectivo por ellas 
representado, sino sólo a los datos propios 

COMENTARIO: La frase “cuando corresponda” no resulta clara y podría generar confusiones en cuanto 
a su alcance. Debe tenerse presente que la acción de habeas data tiene que ser expedita y tramitar del 
modo procesalmente más eficiente. La integración de la litis con la Autoridad de Aplicación de la Ley 
podría generar una demora en el trámite de las causas, por lo que sería conveniente que sólo sea a 
pedido de parte o por requerimiento judicial fundado.  
 
Adicionalmente, en concordancia con el comentario al art. 63, proponemos eliminar la alusión a que la 
acción procede respecto de los Responsables y Encargados, dado que limita innecesariamente su 
alcance. Debe tenerse presente que la Constitución Nacional, en su art. 43, no limita de modo alguno 
la legitimación pasiva, y desde antes de la sanción de la Ley 25.326, la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación había propugnado por una legitimación pasiva amplia (caso Urteaga). 
Art. 65 Competencia. 

Será competente para entender en esta 
acción el juez del domicilio del actor o del 
demandado, a elección del actor. 
Procederá la competencia federal cuando la 
acción se interponga en contra de los 
Responsables y Encargados del tratamiento 
que sean parte de la Administración Pública 
Nacional, en los términos del artículo 8° de la 
Ley N° 24.156 y sus modificatorias. 

Competencia. 
Será competente para entender en esta 
acción el juez del domicilio del actor o del 
demandado, a elección del actor.  
Procederá la competencia federal cuando la 
acción se dirija contra una entidad 
perteneciente a la Administración Pública 
Nacional, en los términos del artículo 8° de 
la Ley N° 24.156 y sus modificatorias. 

COMENTARIO: En línea con las anteriores modificaciones, eliminamos la alusión al Responsable y 
Encargado del tratamiento como únicos sujetos pasivos posibles. 
 
Art. 66 Procedimiento aplicable 

La acción de Habeas Data tramitará según 
las disposiciones de la presente Ley y, 
supletoriamente, según el procedimiento 

Procedimiento aplicable.  
La acción de Habeas Data tramitará según 
las disposiciones de la presente Ley y, 
únicamente para aquello que no esté 
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que corresponde a la acción de amparo 
común y según las normas del CÓDIGO 
PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL DE LA 
NACIÓN, en lo atinente al juicio sumarísimo. 
El juez dispondrá de amplias facultades para 
adaptar los procedimientos de acuerdo a las 
circunstancias particulares del caso y a fin de 
dar mayor eficacia tuitiva al proceso. 

expresamente previsto, según el 
procedimiento que corresponde a la acción 
de amparo común y según las normas del 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL DE 
LA NACIÓN, en lo atinente al juicio 
sumarísimo. El juez podrá adaptar los 
procedimientos de acuerdo a las 
circunstancias particulares del caso y a fin de 
dar mayor eficacia tuitiva al proceso. 

COMENTARIO: dado que la regulación de la acción de habeas data en el anteproyecto resulta suficiente, 
para evitar confusiones respecto de cuándo corresponde aplicar otras normas procesales, 
consideramos pertinente enfatizar que sólo cabrá recurrir a ellas cuando algo no esté expresamente 
previsto en esta ley.  
 
Art. 67 Requisitos de la demanda. 

La demanda deberá interponerse por 
escrito, individualizando con la mayor 
precisión posible el nombre y domicilio del 
Responsable o Encargado del tratamiento y, 
en su caso, el nombre de la base de datos o 
cualquier otra información que pudiera ser 
útil a efectos de identificarla. En el caso de 
bases de datos públicas, se procurará 
establecer la autoridad u organismo público 
del cual dependan el responsable o el 
encargado del tratamiento. 
El accionante deberá alegar las razones por 
las cuales entienda que se esté efectuando 
tratamiento de datos referido a su persona y 
los motivos por los cuales considere que 
procede el ejercicio de los derechos que le 
reconoce la presente Ley. Asimismo, deberá 
justificar el cumplimiento de los recaudos 
que hacen al ejercicio de tales derechos. 
El accionante podrá solicitar al juez que, 
mientras dure el procedimiento, el 
Responsable o el Encargado del tratamiento 
informe que los datos cuestionados están 
sometidos a un proceso judicial. 

Requisitos de la demanda. 
La demanda deberá interponerse por 
escrito, individualizando con la mayor 
precisión posible el nombre y domicilio del 
demandado y, en su caso, la denominación 
de la base de datos o cualquier otra 
información que pudiera ser útil a efectos de 
identificarla. En el caso de bases de datos 
públicas, se procurará establecer la 
autoridad u organismo público del cual 
dependa. 
El accionante deberá alegar las razones por 
las cuales entiende que se están tratando 
sus datos personales y los motivos por los 
cuales considera que procede el ejercicio de 
los derechos que le reconoce la presente 
Ley. Asimismo, deberá justificar el 
cumplimiento de los recaudos que hacen al 
ejercicio de tales derechos, o acreditar que 
la exigencia de tales recaudos constituye, en 
el caso particular, un ritualismo inútil. 
El juez podrá disponer el bloqueo provisional 
del acceso a la base de datos en lo referente 
a los datos personales motivo del juicio 
cuando sea manifiesto el carácter ilícito del 
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El juez podrá disponer el bloqueo provisional 
del acceso a la base de datos en lo referente 
a los datos personales motivo del juicio 
cuando sea manifiesto el carácter ilícito del 
tratamiento de esos datos o ellos sean 
inequívocamente falsos o inexactos. 

tratamiento de esos datos o ellos sean 
inequívocamente falsos o inexactos. 
 

COMENTARIO: en este artículo proponemos dos modificaciones. La primera se refiere a la obligación 
que se impone a quien pretende iniciar una acción de habeas data de cumplir con el procedimiento 
prejudicial previo (previsto en el art. 32° del anteproyecto de ley).  
 
Este procedimiento, similar al que existe actualmente, implica que el titular de los datos personales 
debe formular un pedido de acceso/rectificación/supresión/etc ante el titular o responsable de la base 
antes de iniciar la acción judicial. Es decir, establece una especie de “agotamiento de la instancia 
extrajudicial” para poder acceder a la acción de habeas data.  
 
En la práctica, esto puede desnaturalizar el ejercicio de los derechos en aquellos casos en que el titular 
o responsable de la base de datos no se encuentra fácilmente ubicable, o cuando se sabe que no 
responderá durante el plazo establecido en la norma. Es por ello que, siguiendo el mismo criterio que 
históricamente adoptó la ley de procedimiento administrativo, proponemos que el titular de los datos 
personales pueda acreditar que el cumplimiento de los recaudos previos al inicio de la acción judicial 
son, en el caso particular, innecesarios.  
 
La segunda modificación propuesta consiste en eliminar la referencia a que el titular de los datos 
personales podría requerir -en su demanda- que el Juez ordene al demandado informar que los datos 
están sujetos a un proceso judicial. Entendemos que esto último no debería ser una carga para el actor 
en un proceso de habeas data sino, más bien, una obligación que todo juez debería ordenar de oficio. 
Por ello trasladamos este aspecto del artículo al art. 68, que regula el trámite de la acción.  
 
Art. 68 Tramite. 

Admitida la acción, el juez requerirá al 
Responsable o Encargado del tratamiento la 
remisión de la información concerniente al 
accionante y el ofrecimiento de la prueba 
pertinente. También podrá requerir 
informes sobre el soporte técnico de datos, 
documentación de base relativa al 
tratamiento y cualquier otro aspecto que 
resulte conducente a la resolución de la 
causa que estime procedente. 

Tramite. 
Admitida la acción, el juez requerirá al 
demandado la remisión de la información 
concerniente al accionante y el ofrecimiento 
de la prueba pertinente. También ordenará 
que, mientras dure el proceso, el 
demandado informe a quienes consulten 
dichos datos, que se encuentran sometidos a 
un proceso judicial.  
El plazo para contestar el informe no podrá 
ser mayor a CINCO (5) días hábiles, el que 
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El plazo para contestar el informe no podrá 
ser mayor a CINCO (5) días hábiles, el que 
podrá ser ampliado prudencialmente por el 
juez. 
Los Responsables o Encargados del 
tratamiento no podrán alegar la 
confidencialidad de la información que se les 
requiere, salvo el caso en que se afecten las 
fuentes de información periodística. 
Cuando un Responsable o Encargado se 
oponga a la remisión del informe solicitado, 
con invocación de las excepciones 
autorizadas por la presente Ley o por una ley 
específica, deberá acreditar los extremos 
que hacen aplicable la excepción legal. En 
tales casos, el juez podrá tomar 
conocimiento personal y directo de la 
información requerida manteniendo su 
confidencialidad. 

podrá ser ampliado por un periodo igual 
mediante resolución judicial. 
El demandado no podrá alegar la 
confidencialidad de la información que se 
requiere.  
Cuando el demandado se oponga a la 
remisión del informe solicitado, con 
invocación de las excepciones autorizadas 
por la presente Ley o por una ley específica, 
deberá acreditar los extremos que hacen 
aplicable la excepción legal. En tales casos, el 
juez podrá tomar conocimiento personal y 
directo de la información requerida 
manteniendo su confidencialidad. 

COMENTARIO: nuestras propuestas de modificación en el articulado tienen por finalidad procurar un 
proceso expedito y que no pierda de vista la finalidad de la acción de habeas data, que es sólo que el 
titular de los datos pueda acceder a ellos, y eventualmente rectificarlos, suprimirlos o actualizarlos, 
según sea el caso. En tal contexto, los plazos deben ser los mínimos posibles, como así también la 
prueba a producir por parte del sujeto demandado. Es decir, en el marco de la acción de habeas data, 
el sujeto demandado debe limitarse a presentar la información que posea sobre el actor. La prueba 
sobre el soporte técnico de los datos, documentación respaldatoria, etc., podrán ser utilizadas en el 
marco de una acción de daños posterior, pero incorporarlas en el habeas data desnaturalizaría el objeto 
de esta acción. 
 
Art. 69 Contestación del informe. 

Al contestar el informe, el Responsable o 
Encargado del tratamiento de datos deberá 
expresar las razones por las cuales efectuó el 
tratamiento cuestionado y, en su caso, 
aquellos motivos por los que no evacuó el 
pedido efectuado por el accionante. 

Contestación del informe. 
Al contestar el informe, el demandado 
deberá explicar circunstanciadamente las 
razones por las cuales efectuó el tratamiento 
cuestionado, el fundamento legal de dicho 
tratamiento y, en su caso, los motivos por 
los que no evacuó el pedido efectuado por el 
accionante. 

COMENTARIO: hemos efectuado algunas modificaciones que van en línea con las anteriores, es decir, 
procurando coadyuvar a un procedimiento ágil y expedito.  
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Art. 70 Ampliación de la demanda. 

Contestado el informe, el actor podrá, en el 
término de TRES (3) días, ampliar el objeto 
de la demanda, ofreciendo en el mismo acto 
la prueba pertinente. De esta presentación 
se dará traslado al demandado por igual 
término para que conteste y ofrezca prueba. 

 

COMENTARIO: entendemos que este artículo debería suprimirse porque tiene a “ordinarizar” el 
proceso judicial de habeas data que, como mencionamos previamente, debe tener un objeto acotado 
para resultar eficaz.  
 
Art. 71 Sentencia. 

Vencido el plazo para la contestación del 
informe o contestado éste, o luego de 
contestada la ampliación, y en su caso 
habiendo sido producida la prueba, el juez 
dictará sentencia. 
De estimarse procedente la acción, se 
especificará si la información debe ser 
bloqueada, suprimida, rectificada, o 
actualizada, estableciendo un plazo para su 
cumplimiento. 
El rechazo de la acción no constituye 
presunción respecto de la responsabilidad 
en que hubiera podido incurrir el 
demandado. 
La sentencia deberá ser comunicada a la 
Autoridad de aplicación y contra la sentencia 
procede el recurso de apelación. 

Sentencia. 
Vencido el plazo para la contestación del 
informe o contestado éste, en un plazo no 
mayor a DIEZ (10) días hábiles, el juez dictará 
sentencia. 
De estimarse procedente la acción, se 
especificará si la información debe ser 
bloqueada, suprimida, rectificada, o 
actualizada, estableciendo un plazo para su 
cumplimiento.  
El rechazo de la acción no constituye 
presunción respecto de la responsabilidad 
en que hubiera podido incurrir el 
demandado.  
La sentencia que hiciera lugar a la acción de 
habeas data deberá ser comunicada a la 
Autoridad de aplicación y contra dicha la 
sentencia procede el recurso de apelación. 

COMENTARIO: proponemos algunas modificaciones a la cláusula a fin de, por un lado, establecer un 
plazo en el cual el juez debería dictar sentencia (considerando que estamos ante una acción que 
deber ser expedita). Adicionalmente, consideramos que sólo deberán ser comunicadas a la Autoridad 
de Aplicación las sentencias que hagan lugar a la acción.  
 
 CAPÍTULO 10 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
CAPÍTULO 10 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Art. 72 Vigencia. Vigencia. 
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Las disposiciones de la presente Ley entrarán 
en vigencia a partir de su publicación en el 
Boletín Oficial. 
Los Responsables y Encargados del 
tratamiento contarán con el plazo máximo 
de UN (1) año desde la publicación de la 
presente Ley en el Boletín Oficial, para 
adaptarse a las obligaciones contenidas en 
ella. 

Las disposiciones de la presente Ley entrarán 
en vigencia a partir de su publicación en el 
Boletín Oficial. 
Los Responsables y Encargados del 
tratamiento de datos personales contarán 
con el plazo máximo de UN (1) año desde la 
publicación de la presente Ley en el Boletín 
Oficial, para adaptarse a las obligaciones 
contenidas en ella. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o 
referidos a la consistencia con el resto del articulado.  
 
 CAPITULO 11 

DISPOSICIONES FINALES 
CAPITULO 11 

DISPOSICIONES FINALES 
Art. 73 Orden público.  

Las normas de la presente Ley son de orden 
público y de aplicación en todo el territorio 
nacional. 

Orden público.  
Las normas de la presente Ley, a excepción 
del CAPITULO 9, son de orden público y de 
aplicación en todo el territorio nacional. 

COMENTARIO: en este artículo, sólo proponemos ciertos cambios o adecuaciones formales o 
referidos a la consistencia con el resto del articulado.  
 
Art. 74 Referencias. 

Toda referencia normativa a la entonces 
DIRECCIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN DE 
DATOS PERSONALES, su competencia o sus 
autoridades, se considerará referida a la 
AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA. 
En todas aquellas normas en que se 
mencione la Ley 25.326, se debe considerar 
referida a la presente Ley. 

Referencias. 
Toda referencia normativa a la entonces 
DIRECCIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN DE 
DATOS PERSONALES, su competencia o sus 
autoridades, se considerará referida a la 
AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA. 
En todas aquellas normas en que se 
mencione la Ley 25.326, se debe considerar 
referida a la presente Ley. 

 
Art. 75 Derogación 

Con la entrada en vigencia de la presente 
Ley, quedan derogadas las Leyes Nros. 
25.326 y 26.343, con excepción de lo 
dispuesto en el artículo 32 de la Ley 25.326 
texto ordenado por Ley N.º 26.388. 

Derogación 
Con la entrada en vigencia de la presente 
Ley, quedan derogadas las Leyes Nros. 
25.326 y 26.343, con excepción de lo 
dispuesto en el artículo 32 de la Ley 25.326 
texto ordenado por Ley N.º 26.388. 

 

IF-2022-104318959-APN-DNPDP#AAIP

Página 73 de 75



 

74 
 

Art. 76 Comuníquese al PODER EJECUTIVO 
NACIONAL. 

Comuníquese al PODER EJECUTIVO 
NACIONAL. 
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Propuesta al Proyecto de Ley de Datos Personales 

 

 

PROTECCIÓN JURÍDICA DE LOS DATOS PERSONALES, DE LA 

PRIVACIDAD Y LA INTIMIDAD DE LA PERSONA HUMANA 

 

 

Resumen:  

 

En un mundo tecnológicamente cambiante, marcado por el desarrollo de nuevas 

tecnologías aplicadas a la comunicación, información, comercialización, y desarrollo 

de las relaciones interpersonales y sociales, se visualiza una situación de absoluta 

indefensión de la persona y una consecuente afectación de sus derechos a la 

privacidad, intimidad y protección de sus datos personales. 

Esta situación es provocada por el tratamiento automatizado de datos, su 

almacenamiento, reproducción, utilización y transmisión no autorizada e indebida por 

los prestadores y servidores de servicios para uso y provecho personal o de terceros, 

dejando en evidente desprotección al sujeto afectado ante la imposibilidad de poder 

ejercer el derecho a mantener en el ámbito de la privacidad datos personales y 

sensibles e información de su vida personal, familiar y social.   

Ello amerita que sea imperiosa la tarea de reflexionar, debatir y de dar 

respuestas a esta problemática desde Ciencia Jurídica.  

El dictado de una legislación única en todo el territorio argentino de carácter 

federal con adhesión de las provincias, es indiscutible. 

 

Autoras de la propuesta:  

Ricco María Eugenia. Profesora Adjunta, Derecho Civil II (Obligaciones), Comisión B, 

Abogacía (Universidad Católica de Cuyo, San Luis). 

Maluf Martínez Melina. Profesora titular, Derecho Internacional Privado, Abogacía 

(Universidad Católica de Cuyo, San Luis). 

 

 

I. Introducción y planteo de la cuestión 

 

El derecho a la protección de datos personales conforma, junto al derecho al 

honor, la intimidad, la privacidad y la imagen, el núcleo de los derechos de la 

personalidad de la esfera espiritual, los que por su propia naturaleza de derechos 

personalísimos, guardan una relación directa con el ámbito más personal e íntimo del 

sujeto, lo que implica que las prerrogativas y facultades que ellos reconocen (de 
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autorizar intromisiones que pueden consistir en la divulgación, la revelación, la 

publicación, la utilización y la comercialización de datos y situaciones de la vida 

privada), solamente puedan ser ejercidas por el propio sujeto, quien será el único 

habilitado para decidir sobre dichas intromisiones, su carácter y alcance.  

Constituyen derechos específicos, claramente diferenciables entre sí. No 

obstante, se reconoce entre ellos una estrecha vinculación, porque comparten 

determinados elementos comunes –característicos de los derechos de la personalidad– y 

porque en muchas ocasiones, es a través del ejercicio de la libertad de información que 

pueden resultar menoscabados de manera conjunta o separada. 

Estos derechos derivan de la dignidad en cuanto valor espiritual y moral 

inherente a toda persona que merece “que se la reconozca, respete y por ende se tutele 

su dignidad, atento a que ésta deriva del hecho de ser, ontológicamente, una persona y, 

consecuentemente, el derecho debe garantizarle esta dignidad precisamente por ser tal. 

El respeto por la dignidad de la persona humana comienza por reconocer su existencia, 

su autonomía y su individualidad”1. 

Es por ello que la dignidad funciona como el contrapeso necesario de las 

intromisiones al honor, la intimidad y la propia imagen y al tratamiento de los datos 

personales del sujeto, que exige el debido resguardo de su dimensión moral y espiritual 

y que garantiza la indemnidad de su libre determinación y desarrollo. 

Desde el punto de vista conceptual la protección de datos personales es la 

defensa jurídica de las personas en lo que concierne al tratamiento automatizado de sus 

datos personales2, quedando incluida todo tipo de información tales como datos de 

identidad, de domicilio, de deudas, etc., que se encuentren guardados en archivos, 

registros, bancos de datos públicos o privados. También quedan comprendidos los datos 

sensibles3.  

El derecho a la protección de datos se configura entonces como una facultad de 

la persona para oponerse a que determinados datos personales sean usados para fines 

distintos a aquel que justificó su obtención o bien sean utilizados o divulgados en forma 

inexacta. 

PÉREZ LUÑO lo define como “el derecho que permite acceder, rectificar y 

cancelar la información almacenada y disponer de los propios datos personales, es decir, 

es el derecho de controlar la veracidad o exactitud de dichos datos, de impedir la 

difusión de los mismos si se trata de datos sensibles y de verificar su utilización para el 

fin autorizado”4. 

Su carácter de derecho autónomo o de rama del derecho de la intimidad ha sido 

discutido, no obstante, legislativa y jurisprudencialmente se le ha reconocido su 

condición de derecho fundamental independiente del derecho al honor, la intimidad y la 

imagen, otorgando así a la protección de datos de carácter personal una entidad propia 

diferente al resto de derechos.  

                                                             
1 LAMM, E., “La dignidad humana”, Ministerio de Salud, Presidencia de la Nación. Disponible en 

http://www.salud.gob.ar/dels/entradas/la-dignidad-humana  
2 DAVARA RODRÍGUEZ, M.A., Manual de Derecho Informático, Aranzadi, Madrid, 2015. 
3 Datos personales es la información de cualquier tipo referida a personas físicas. Datos sensibles son los 

que revelan origen racial y étnico, convicciones religiosas, filosóficas o morales, información referente a 
la salud o a la vida sexual, etc. (cfr. art. 2 de la Ley 25.326/2000).  
4 PEREZ LUÑO, A., Derechos Humanos, Estado de Derecho y Constitución, Madrid (1984): Tecnos, pp. 
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Los conceptos generales brevemente expuestos, marcan la importancia del tema 

y especialmente de poder encontrar las mejores alternativas y soluciones ante la 

problemática del uso y tratamiento indebido de los datos personales de las personas, que 

claramente incide en su faz más personal e íntima. 

Esta situación se ve potenciada por el actual contexto en el cual vivimos e 

interactuamos, dominado por el uso de las nuevas tecnologías de la información y el 

conocimiento, que se han proyectado a todos los ámbitos en los cuales las personas 

desarrollan su vida, trabajan y socializan. 

Las empresas cuentan con un activo muy importante en su haber, que son los 

“datos”. Actualmente, las grandes corporaciones y empresas y los sistemas de salud, de 

educación y de trabajo sostienen parte de su funcionamiento en bases de datos 

personales de grandes grupos de personas y poblaciones. El uso indebido que haga un 

tercero de esos datos personales, deja al individuo desprotegido absolutamente frente a 

otros5. 

Debemos preguntarnos como ciudadanos titulares de los datos ¿qué hacen las 

empresas con ellos?, ¿dónde y cómo los almacenan?, ¿están realmente protegidos los 

datos?, ¿qué ocurre con aquellos datos que ya no se usan? ¿qué responsabilidad les cabe 

a las empresas frente al importante flujo de datos que recaban, procesan y tienen en su 

haber? 

Comprender la importancia y el valor que tiene el tratamiento de los datos y las 

consecuencias que conlleva desde el punto de vista de la responsabilidad (tanto civil, 

penal como administrativa), permitirá asegurar un ámbito de protección adecuado y 

justo de los derechos personalísimos de la persona.  

 

II. Propuesta 

 

La problemática asociada con la vulneración de los datos personales, de la 

intimidad y la privacidad en los entornos digitales es patente y reiterada. Ella se agrava 

cuando la violación a estos derechos se da en contextos muy vulnerables y la 

desprotección de la persona es ilimitada. No hay una normativa actualizada al respecto y 

que contenga y de respuestas a estas situaciones. 

La desprotección coloca a la sociedad en un desequilibrio permanente entre 

quienes usan los medios tecnológicos y comunicacionales para diversos fines 

(educativos, culturales, sociales, de búsqueda de información, etc.) y aquellos que 

destinan el uso al manejo, recopilación, retención y divulgación indebida e innecesaria 

de los datos personales de terceros. 

                                                             
5 En un informe realizado por la compañía Check Point Research se indicó que los ataques a bases de 

datos a nivel global contra redes corporativas aumentaron en un 50% con respecto al año anterior. El 

sector más afectado fue el de la educación, seguido por el de salud. Además, el 56% de las 

personas encuestadas a nivel global están preocupadas por el uso de sus datos que hacen las soluciones de 

inteligencia artificial y la toma de decisiones automatizada, según un relevamiento privado. 

Otro de los inconvenientes detectados es que los usuarios consideran que no pueden proteger 

adecuadamente sus datos, principalmente porque no existen precisiones sobre lo que las empresas acopian 
y hacen con esa información, según un estudio de privacidad realizado por la empresa Cisco (cfr. 

https://www.unidiversidad.com.ar/crece-la-preocupacion-de-usuarios-por-el-uso-de-datos-personales-de-

parte-de-las-empresas, publicado el 28/02/2022). IF-2022-104310954-APN-DNPDP#AAIP
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Estas prácticas no reguladas en forma concreta, clara, eficiente y no sancionadas 

efectivamente, vulneran constantemente los derechos humanos reconocidos y 

garantizados en los instrumentos de protección vigentes a nivel nacional, 

interamericanos y universal. 

La necesidad de buscar una solución jurídica al problema tiene por fin evitar 

daños extrapatrimoniales y patrimoniales para los sujetos afectados, que en muchos 

casos son irreversibles al afectar su dignidad, el normal desarrollo de su personalidad, 

su integridad moral, honor y proyección de vida.  

En función de ello y sin que implique violentar el orden constitucional ni 

democrático, ni el carácter federal que ha adoptado como forma de gobierno la 

República Argentina; ni tampoco con la intención de vulnerar los derechos y potestades 

del Estado en su fin intrínseco y último que es el Bien Común (traducido en el tema 

objeto de tratamiento en la seguridad nacional; la libertad de expresión; la base de datos 

de los organismos públicos por cuestiones de orden público, sanidad, seguridad 

internacional e interés general); se presenta la propuesta que se expone en los siguientes 

términos: 

1) La redacción de un instrumento legislativo de alcance nacional que podría 

adoptar la forma de un “Reglamento único sobre tratamiento de datos personales en 

entornos digitales”. 

Este Reglamento Único (o cualquiera sea su denominación) será de carácter 

nacional, con supremacía constitucional de protección de datos personales de los 

ciudadanos y/o habitantes de la República Argentina, en pos de ordenar, garantizar y 

equilibrar los derechos subjetivos del individuo y la tecnología de la información y 

comunicación, impidiendo que las prácticas y/o políticas implementadas y utilizadas por 

las empresas prestadoras de esos servicios sean abusivas o violatorias de nuestro 

ordenamiento jurídico.  

2) Para la redacción de dicho Reglamento se propone tomar como base y 

referencia los 12 principios sugeridos en la Guía Legislativa sobre Privacidad y Datos 

Personales en las Américas, adoptada por el Comité Jurídico Interamericano por 

mandato de la Organización de los Estados Americanos (OEA)6. 

                                                             
6 En el año 2013, la Asamblea General de la OEA solicitó al Comité Jurídico Interamericano (CJI) que 

formulara propuestas sobre “las distintas formas de regular la protección de datos personales, incluyendo 

un proyecto de Ley Modelo sobre Protección de Datos Personales, tomando en cuenta los estándares 

internacionales alcanzados en la materia”. En cumplimiento de dicho mandato, el CJI solicitó a los 

Estados Miembros información sobre sus prácticas y leyes vigentes en la materia, realizó amplias 
consultas con expertos y otros actores que intervienen en la formulación de principios y prácticas sobre la 

protección de datos personales, incluyendo la Unión Europea, la APEC, la OCDE y representantes de 

instituciones gubernamentales, académicas, empresariales y no gubernamentales. 

El CJI observó también la prevalencia de distintos niveles de protección en los países; la ausencia de un 

enfoque regional uniforme y coherente; y las disimilitudes en los enfoques que del tema presentan otras 

regiones del mundo, y estimó que la contribución más importante que podría hacer a los países en esta 

materia, era formular una suerte de guía legislativa; un instrumento amplio y general que tuviera como 

pilares los 12 Principios adoptados en el 2012 por el propio CJI. 

Así, en el año 2015 el CJI aprobó la Guía Legislativa sobre Privacidad y Protección de Datos Personales, 

que amplía y explica los Principios adoptados por el propio CJI en 2012 y que sirve como hoja de ruta 

para apoyar los esfuerzos de los Estados Miembros en implementar o actualizar su normatividad en la 
materia. 

La Guía está disponible en: 

http://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/proteccion_datos_personales_Guia_Legilsativa_CJI.pdf. IF-2022-104310954-APN-DNPDP#AAIP
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Como se señala en la exposición de los antecedes, esta Guía es un instrumento 

amplio y general que pretende proporcionar un contexto y una orientación amplia que 

facilite la identificación de algunos de los lineamientos que podrían ser tomados en 

cuenta por los países del continente en futuros desarrollos normativos en esta materia. 

Tomando los principios que consagra la guía, el instrumento normativo debería 

estructurarse sobre la base de las siguientes directrices y pautas: 

- Finalidades legítimas y legalidad: Los datos personales deben ser recopilados 

solamente para fines legítimos y por medios legales y justos. 

- Transparencia y consentimiento: Antes o en el momento en que se recopilen, se 

deberían especificar la identidad y datos de contacto del titular de los mismos, las 

finalidades específicas para los cuales se tratarán los datos personales, el fundamento 

jurídico que legitima su tratamiento, los destinatarios o categorías de destinatarios a los 

cuales los datos personales les serán comunicados, así como la información a ser 

transmitida y los derechos del titular en relación con los datos personales a ser 

recopilados.  

Cuando el procesamiento se base en el consentimiento, los datos personales 

solamente deberían ser recopilados con el consentimiento previo, libre, inequívoco e 

informado de la persona a que se refieran. 

- Pertinencia y necesidad: Los datos personales deberían ser únicamente los que 

resulten adecuados, pertinentes y limitados al mínimo necesario para las finalidades 

específicas de su recopilación y tratamiento ulterior. 

- Tratamiento y conservación limitados: Los datos personales deberían ser 

tratados y conservados solamente de manera legítima no incompatible con las 

finalidades para las cuales se recopilaron. Su conservación no debería exceder del 

tiempo necesario para cumplir dichas finalidades, de conformidad con la legislación 

nacional correspondiente. 

- Confidencialidad: Los datos personales no deberían divulgarse, ponerse a 

disposición de terceros, ni emplearse para otras finalidades que no sean aquellas para las 

cuales se recopilaron, excepto con el consentimiento de la persona en cuestión o bajo 

autoridad de la ley. 

- Seguridad: La confidencialidad, integridad y disponibilidad de los datos 

personales deberían ser protegidas mediante salvaguardias de seguridad técnicas, 

administrativas u organizacionales razonables y adecuadas contra tratamientos no 

autorizados o ilegítimos, incluyendo el acceso, la pérdida, destrucción, daños o 

divulgación, aun cuando éstos ocurran de manera accidental. Dichas salvaguardias 

deberían ser objeto de auditoría y actualización permanente. 

- Exactitud: Los datos personales deberían mantenerse exactos, completos, y 

actualizados hasta donde sea necesario para las finalidades de su tratamiento, de tal 

manera que no se altere su veracidad. 

- Acceso, rectificación, cancelación, oposición y portabilidad: Se debería 

disponer de métodos razonables, ágiles, sencillos y eficaces para permitir que aquellas 

personas cuyos datos personales han sido recopilados, puedan solicitar el acceso, 

rectificación y cancelación de los mismos, así como el derecho a oponerse a su 

tratamiento y, en lo aplicable, el derecho a la portabilidad de esos datos personales.  

IF-2022-104310954-APN-DNPDP#AAIP
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Como regla general, el ejercicio de esos derechos debería ser gratuito. En caso 

de que fuera necesario restringir los alcances de estos derechos, las bases específicas de 

cualquier restricción deberían especificarse en la legislación nacional y estar en 

conformidad con los estándares internacionales aplicables. 

- Datos Personales Sensibles: Algunos tipos de datos personales, teniendo en 

cuenta su sensibilidad en contextos particulares, son especialmente susceptibles de 

causar daños considerables a las personas si se hace mal uso de ellos. Las categorías de 

estos datos y el alcance de su protección deberían indicarse claramente en la legislación 

y normativas nacionales. Los responsables de los datos deberían adoptar medidas de 

privacidad y de seguridad reforzadas que sean acordes con la sensibilidad de los datos y 

su capacidad de hacer daño a los titulares de los datos. 

- Responsabilidad: Los responsables y encargados del tratamiento de datos 

deberían adoptar e implementar las medidas técnicas y organizacionales que sean 

apropiadas y efectivas para asegurar y poder demostrar que el tratamiento se realiza en 

conformidad con estos los principios y directrices señalados. Dichas medidas deberían 

ser auditadas y actualizadas periódicamente. El responsable o encargado del tratamiento 

y, en lo aplicable, sus representantes, deberían cooperar, a petición, con las autoridades 

de protección de datos personales en el ejercicio de sus tareas. 

- Flujo Transfronterizo de datos: Reconociendo su valor para el desarrollo 

económico y social, debería preverse una cooperación a nivel regional y con los 

diferentes bloques integrados para facilitar el flujo transfronterizo de datos personales a 

otros Estados y para la creación de mecanismos y procedimientos que aseguren que los 

responsables y encargados del tratamiento de datos que operen en más de una 

jurisdicción, o los transmitan a una jurisdicción distinta de la suya, puedan garantizar y 

ser efectivamente hechos responsables por el cumplimiento de estos principios y pautas. 

- Excepciones: Cualquier excepción debería estar prevista de manera expresa y 

específica en la legislación nacional, ser puesta en conocimiento del público y limitarse 

únicamente a motivos relacionados con la soberanía nacional, la seguridad nacional, la 

seguridad pública, la protección de la salud pública, el combate a la criminalidad, el 

cumplimiento de normativas u otras prerrogativas de orden público o el interés público. 

- Autoridad de aplicación y contralor: Deberían establecerse órganos de 

supervisión independientes, dotados de recursos suficientes, de conformidad con la 

estructura constitucional, organizacional y administrativa del Estado, para monitorear y 

promover la protección de datos personales de conformidad con estas directrices y 

principios.  

De acuerdo a lo expuesto, se propone la elaboración de un Reglamento Único 

con alcance a nivel nacional que se estructure en base a los principios y directrices 

señalados. 

3) En materia de consentimiento informado para el tratamiento de los datos 

personales, debería redactarse e implementarse un Modelo Único Universal de uso 

obligatorio por parte de todas las empresas dedicadas a la prestación de servicios 

tecnológicos y de internet (existentes y que se creasen en el futuro), el cual debería ser 

simple y de fácil lectura y comprensión de parte de todas las personas, especialmente de 

aquellas que integran grupos vulnerables (adultos mayores; niños, niñas y adolescentes; 

discapacitados; no alfabetizados; etc.). 

IF-2022-104310954-APN-DNPDP#AAIP
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En tal sentido y, como parte integrante de la regulación a adoptar, se debería 

obligar a las empresas prestadoras de los servicios vinculados con el uso y tratamiento 

de datos personales en la Argentina que presenten en sus formatos este Modelo Único 

Universal o Formulario único e igual (u otras denominaciones) de fácil lectura, del cual 

surja: a) en forma clara las condiciones  de la prestación del servicio; b) en forma 

legible y entendible los datos básicos de la empresa, con varias opciones en donde el 

usuario haga constar claramente para qué utiliza esa red, pagina  de internet, o vía de 

comunicación y/o cualquier otro  tipo de tecnología, dejando claro que su 

consentimiento solo es para permitir o autorizar el uso de sus datos solo para el fin 

específico de que se trate; c) la información  necesaria para compresión del 

funcionamiento del servicio, debiendo encontrarse en la primera página para que el 

usuario pueda tenerlo, comprenderlo y conocerlo antes de iniciar la utilización del 

servicio y/o cada vez que quiera comenzar a usarlo. De esta manera le quedara claro al 

usurario las condiciones en que usa el servicio; d) la prohibición a las empresas de 

almacenar, trasferir, utilizar por si o por terceros y/o dar a conocer los datos volcados a 

el formulario. La relación contractual quedara fenecida en el momento en que el usuario 

deje de utilizar esa red. Deberá ser de manera automática. 

Deberá preverse también que el formulario se complete cada vez que el usuario 

quiera comenzar a usar el mismo u otro servicio que involucre el uso de sus datos 

personales. 

Este formulario deberá estar aprobado por el Organismo Público Estatal creado 

al efecto, quien será el encargado de regular, controlar y vigilar el funcionamiento de las 

empresas y garantizar que den cumplimento a las normativas específicas para evitar 

violaciones a los derechos de la intimidad, privacidad y el manejo ilegal de los datos 

personales. 

Dicho organismo tendrá además la potestad de ordenar las multas, clausuras y/o 

cualquier otra sanción en caso de incumplimiento o de violación a lo prescripto en el 

formulario. 

En todos los casos los usuarios deberán tener acceso claro a las políticas de la 

empresa y podrán manifestar preguntas en relación el tipo de contrato que firmen las 

partes, para que no configuren solamente contratos de adhesión.  

Otro aspecto que debería considerarse para el caso de que los datos de los 

usuarios sean almacenados y recopilados, vendidos, trasferidos por las empresas 

prestadoras, deberán los usuarios llenar una Declaración Jurada (u otra denominación) 

en donde autoricen ellos a que sus datos sean utilizados para otro fin. Esta declaración 

jurada podrá ser dejada sin efecto cuando el usuario lo estime pertinente. 

Al igual que en los formularios, cuando el usuario dé el consentimiento en la 

declaración jurada, esta servirá solo para el fin que figure claramente en esa declaración. 

No será para el uso ilimitado. 

Para cada nuevo uso que se quiera hacer de los datos del usuario, se deberá 

llenar la declaración jurada y darle a conocer las condiciones del nuevo uso de sus 

datos. 

Asimismo, será obligación de las empresas contar con una Declaración Jurada 

Especial cuando la utilización de los datos sea transferida a otros países. Se deberá 

detallar los países a los cuales llegarán sus datos, las condiciones y el fin. El uso de los 

IF-2022-104310954-APN-DNPDP#AAIP

Página 7 de 10



8 
 

datos por la empresa caducará cuando se logre el fin. El uso de los datos a nivel 

internacional tampoco será ilimitado por la empresa. 

La obligación de las empresas de contar con el Formulario, la Declaración 

Jurada y la Declaración Jurada Especial, le estaría dando al usuario condiciones de 

legalidad, legitimidad y transparencia en el uso del servicio. 

De este modo, es el propio sujeto el que define las condiciones sobre para qué 

fin quiere usar la red o servicio y manejar libremente cuando y porqué quiere ceder sus 

datos a la empresa. La libertad de elegir deberá primar por cualquier otro bien. 

Esos datos no podrán ser transferibles a otras empresas sin el pleno 

consentimiento de los usuarios.  

Los datos que se soliciten tanto en el Formulario como en la Declaración Jurada 

serán los estrictamente necesarios para el uso de la red, no pudiendo solicitarle datos o 

características sensibles y que pongan en evidencia cualquier tipo de discriminación o 

que algún modo dañe a la persona, su honra honor y dignidad. De este modo, se estaría 

cumpliendo también con el principio de confidencialidad. 

El Organismo de Control deberá revisar constantemente los Formularios y las 

Declaraciones Juradas para que no se vulneren los derechos de los habitantes de la 

Nación Argentina. 
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Propuesta al Proyecto de Ley de Datos Personales 

 

 

PROTECCIÓN JURÍDICA DE LOS DATOS PERSONALES, DE LA 

PRIVACIDAD Y LA INTIMIDAD DE LA PERSONA HUMANA 

 

 

Resumen:  

 

En un mundo tecnológicamente cambiante, marcado por el desarrollo de nuevas 

tecnologías aplicadas a la comunicación, información, comercialización, y desarrollo 

de las relaciones interpersonales y sociales, se visualiza una situación de absoluta 

indefensión de la persona y una consecuente afectación de sus derechos a la 

privacidad, intimidad y protección de sus datos personales. 

Esta situación es provocada por el tratamiento automatizado de datos, su 

almacenamiento, reproducción, utilización y transmisión no autorizada e indebida por 

los prestadores y servidores de servicios para uso y provecho personal o de terceros, 

dejando en evidente desprotección al sujeto afectado ante la imposibilidad de poder 

ejercer el derecho a mantener en el ámbito de la privacidad datos personales y 

sensibles e información de su vida personal, familiar y social.   

Ello amerita que sea imperiosa la tarea de reflexionar, debatir y de dar 

respuestas a esta problemática desde Ciencia Jurídica.  

El dictado de una legislación única en todo el territorio argentino de carácter 

federal con adhesión de las provincias, es indiscutible. 

 

Autoras de la propuesta:  

Ricco María Eugenia. Profesora Adjunta, Derecho Civil II (Obligaciones), Comisión B, 

Abogacía (Universidad Católica de Cuyo, San Luis). 

Maluf Martínez Melina. Profesora titular, Derecho Internacional Privado, Abogacía 

(Universidad Católica de Cuyo, San Luis). 

 

 

I. Introducción y planteo de la cuestión 

 

El derecho a la protección de datos personales conforma, junto al derecho al 

honor, la intimidad, la privacidad y la imagen, el núcleo de los derechos de la 

personalidad de la esfera espiritual, los que por su propia naturaleza de derechos 

personalísimos, guardan una relación directa con el ámbito más personal e íntimo del 

sujeto, lo que implica que las prerrogativas y facultades que ellos reconocen (de 
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autorizar intromisiones que pueden consistir en la divulgación, la revelación, la 

publicación, la utilización y la comercialización de datos y situaciones de la vida 

privada), solamente puedan ser ejercidas por el propio sujeto, quien será el único 

habilitado para decidir sobre dichas intromisiones, su carácter y alcance.  

Constituyen derechos específicos, claramente diferenciables entre sí. No 

obstante, se reconoce entre ellos una estrecha vinculación, porque comparten 

determinados elementos comunes –característicos de los derechos de la personalidad– y 

porque en muchas ocasiones, es a través del ejercicio de la libertad de información que 

pueden resultar menoscabados de manera conjunta o separada. 

Estos derechos derivan de la dignidad en cuanto valor espiritual y moral 

inherente a toda persona que merece “que se la reconozca, respete y por ende se tutele 

su dignidad, atento a que ésta deriva del hecho de ser, ontológicamente, una persona y, 

consecuentemente, el derecho debe garantizarle esta dignidad precisamente por ser tal. 

El respeto por la dignidad de la persona humana comienza por reconocer su existencia, 

su autonomía y su individualidad”1. 

Es por ello que la dignidad funciona como el contrapeso necesario de las 

intromisiones al honor, la intimidad y la propia imagen y al tratamiento de los datos 

personales del sujeto, que exige el debido resguardo de su dimensión moral y espiritual 

y que garantiza la indemnidad de su libre determinación y desarrollo. 

Desde el punto de vista conceptual la protección de datos personales es la 

defensa jurídica de las personas en lo que concierne al tratamiento automatizado de sus 

datos personales2, quedando incluida todo tipo de información tales como datos de 

identidad, de domicilio, de deudas, etc., que se encuentren guardados en archivos, 

registros, bancos de datos públicos o privados. También quedan comprendidos los datos 

sensibles3.  

El derecho a la protección de datos se configura entonces como una facultad de 

la persona para oponerse a que determinados datos personales sean usados para fines 

distintos a aquel que justificó su obtención o bien sean utilizados o divulgados en forma 

inexacta. 

PÉREZ LUÑO lo define como “el derecho que permite acceder, rectificar y 

cancelar la información almacenada y disponer de los propios datos personales, es decir, 

es el derecho de controlar la veracidad o exactitud de dichos datos, de impedir la 

difusión de los mismos si se trata de datos sensibles y de verificar su utilización para el 

fin autorizado”4. 

Su carácter de derecho autónomo o de rama del derecho de la intimidad ha sido 

discutido, no obstante, legislativa y jurisprudencialmente se le ha reconocido su 

condición de derecho fundamental independiente del derecho al honor, la intimidad y la 

imagen, otorgando así a la protección de datos de carácter personal una entidad propia 

diferente al resto de derechos.  

                                                             
1 LAMM, E., “La dignidad humana”, Ministerio de Salud, Presidencia de la Nación. Disponible en 

http://www.salud.gob.ar/dels/entradas/la-dignidad-humana  
2 DAVARA RODRÍGUEZ, M.A., Manual de Derecho Informático, Aranzadi, Madrid, 2015. 
3 Datos personales es la información de cualquier tipo referida a personas físicas. Datos sensibles son los 

que revelan origen racial y étnico, convicciones religiosas, filosóficas o morales, información referente a 
la salud o a la vida sexual, etc. (cfr. art. 2 de la Ley 25.326/2000).  
4 PEREZ LUÑO, A., Derechos Humanos, Estado de Derecho y Constitución, Madrid (1984): Tecnos, pp. 

316 a 375. IF-2022-104306868-APN-DNPDP#AAIP
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Los conceptos generales brevemente expuestos, marcan la importancia del tema 

y especialmente de poder encontrar las mejores alternativas y soluciones ante la 

problemática del uso y tratamiento indebido de los datos personales de las personas, que 

claramente incide en su faz más personal e íntima. 

Esta situación se ve potenciada por el actual contexto en el cual vivimos e 

interactuamos, dominado por el uso de las nuevas tecnologías de la información y el 

conocimiento, que se han proyectado a todos los ámbitos en los cuales las personas 

desarrollan su vida, trabajan y socializan. 

Las empresas cuentan con un activo muy importante en su haber, que son los 

“datos”. Actualmente, las grandes corporaciones y empresas y los sistemas de salud, de 

educación y de trabajo sostienen parte de su funcionamiento en bases de datos 

personales de grandes grupos de personas y poblaciones. El uso indebido que haga un 

tercero de esos datos personales, deja al individuo desprotegido absolutamente frente a 

otros5. 

Debemos preguntarnos como ciudadanos titulares de los datos ¿qué hacen las 

empresas con ellos?, ¿dónde y cómo los almacenan?, ¿están realmente protegidos los 

datos?, ¿qué ocurre con aquellos datos que ya no se usan? ¿qué responsabilidad les cabe 

a las empresas frente al importante flujo de datos que recaban, procesan y tienen en su 

haber? 

Comprender la importancia y el valor que tiene el tratamiento de los datos y las 

consecuencias que conlleva desde el punto de vista de la responsabilidad (tanto civil, 

penal como administrativa), permitirá asegurar un ámbito de protección adecuado y 

justo de los derechos personalísimos de la persona.  

 

II. Propuesta 

 

La problemática asociada con la vulneración de los datos personales, de la 

intimidad y la privacidad en los entornos digitales es patente y reiterada. Ella se agrava 

cuando la violación a estos derechos se da en contextos muy vulnerables y la 

desprotección de la persona es ilimitada. No hay una normativa actualizada al respecto y 

que contenga y de respuestas a estas situaciones. 

La desprotección coloca a la sociedad en un desequilibrio permanente entre 

quienes usan los medios tecnológicos y comunicacionales para diversos fines 

(educativos, culturales, sociales, de búsqueda de información, etc.) y aquellos que 

destinan el uso al manejo, recopilación, retención y divulgación indebida e innecesaria 

de los datos personales de terceros. 

                                                             
5 En un informe realizado por la compañía Check Point Research se indicó que los ataques a bases de 

datos a nivel global contra redes corporativas aumentaron en un 50% con respecto al año anterior. El 

sector más afectado fue el de la educación, seguido por el de salud. Además, el 56% de las 

personas encuestadas a nivel global están preocupadas por el uso de sus datos que hacen las soluciones de 

inteligencia artificial y la toma de decisiones automatizada, según un relevamiento privado. 

Otro de los inconvenientes detectados es que los usuarios consideran que no pueden proteger 

adecuadamente sus datos, principalmente porque no existen precisiones sobre lo que las empresas acopian 
y hacen con esa información, según un estudio de privacidad realizado por la empresa Cisco (cfr. 

https://www.unidiversidad.com.ar/crece-la-preocupacion-de-usuarios-por-el-uso-de-datos-personales-de-

parte-de-las-empresas, publicado el 28/02/2022). IF-2022-104306868-APN-DNPDP#AAIP
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Estas prácticas no reguladas en forma concreta, clara, eficiente y no sancionadas 

efectivamente, vulneran constantemente los derechos humanos reconocidos y 

garantizados en los instrumentos de protección vigentes a nivel nacional, 

interamericanos y universal. 

La necesidad de buscar una solución jurídica al problema tiene por fin evitar 

daños extrapatrimoniales y patrimoniales para los sujetos afectados, que en muchos 

casos son irreversibles al afectar su dignidad, el normal desarrollo de su personalidad, 

su integridad moral, honor y proyección de vida.  

En función de ello y sin que implique violentar el orden constitucional ni 

democrático, ni el carácter federal que ha adoptado como forma de gobierno la 

República Argentina; ni tampoco con la intención de vulnerar los derechos y potestades 

del Estado en su fin intrínseco y último que es el Bien Común (traducido en el tema 

objeto de tratamiento en la seguridad nacional; la libertad de expresión; la base de datos 

de los organismos públicos por cuestiones de orden público, sanidad, seguridad 

internacional e interés general); se presenta la propuesta que se expone en los siguientes 

términos: 

1) La redacción de un instrumento legislativo de alcance nacional que podría 

adoptar la forma de un “Reglamento único sobre tratamiento de datos personales en 

entornos digitales”. 

Este Reglamento Único (o cualquiera sea su denominación) será de carácter 

nacional, con supremacía constitucional de protección de datos personales de los 

ciudadanos y/o habitantes de la República Argentina, en pos de ordenar, garantizar y 

equilibrar los derechos subjetivos del individuo y la tecnología de la información y 

comunicación, impidiendo que las prácticas y/o políticas implementadas y utilizadas por 

las empresas prestadoras de esos servicios sean abusivas o violatorias de nuestro 

ordenamiento jurídico.  

2) Para la redacción de dicho Reglamento se propone tomar como base y 

referencia los 12 principios sugeridos en la Guía Legislativa sobre Privacidad y Datos 

Personales en las Américas, adoptada por el Comité Jurídico Interamericano por 

mandato de la Organización de los Estados Americanos (OEA)6. 

                                                             
6 En el año 2013, la Asamblea General de la OEA solicitó al Comité Jurídico Interamericano (CJI) que 

formulara propuestas sobre “las distintas formas de regular la protección de datos personales, incluyendo 

un proyecto de Ley Modelo sobre Protección de Datos Personales, tomando en cuenta los estándares 

internacionales alcanzados en la materia”. En cumplimiento de dicho mandato, el CJI solicitó a los 

Estados Miembros información sobre sus prácticas y leyes vigentes en la materia, realizó amplias 
consultas con expertos y otros actores que intervienen en la formulación de principios y prácticas sobre la 

protección de datos personales, incluyendo la Unión Europea, la APEC, la OCDE y representantes de 

instituciones gubernamentales, académicas, empresariales y no gubernamentales. 

El CJI observó también la prevalencia de distintos niveles de protección en los países; la ausencia de un 

enfoque regional uniforme y coherente; y las disimilitudes en los enfoques que del tema presentan otras 

regiones del mundo, y estimó que la contribución más importante que podría hacer a los países en esta 

materia, era formular una suerte de guía legislativa; un instrumento amplio y general que tuviera como 

pilares los 12 Principios adoptados en el 2012 por el propio CJI. 

Así, en el año 2015 el CJI aprobó la Guía Legislativa sobre Privacidad y Protección de Datos Personales, 

que amplía y explica los Principios adoptados por el propio CJI en 2012 y que sirve como hoja de ruta 

para apoyar los esfuerzos de los Estados Miembros en implementar o actualizar su normatividad en la 
materia. 

La Guía está disponible en: 

http://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/proteccion_datos_personales_Guia_Legilsativa_CJI.pdf. IF-2022-104306868-APN-DNPDP#AAIP
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Como se señala en la exposición de los antecedes, esta Guía es un instrumento 

amplio y general que pretende proporcionar un contexto y una orientación amplia que 

facilite la identificación de algunos de los lineamientos que podrían ser tomados en 

cuenta por los países del continente en futuros desarrollos normativos en esta materia. 

Tomando los principios que consagra la guía, el instrumento normativo debería 

estructurarse sobre la base de las siguientes directrices y pautas: 

- Finalidades legítimas y legalidad: Los datos personales deben ser recopilados 

solamente para fines legítimos y por medios legales y justos. 

- Transparencia y consentimiento: Antes o en el momento en que se recopilen, se 

deberían especificar la identidad y datos de contacto del titular de los mismos, las 

finalidades específicas para los cuales se tratarán los datos personales, el fundamento 

jurídico que legitima su tratamiento, los destinatarios o categorías de destinatarios a los 

cuales los datos personales les serán comunicados, así como la información a ser 

transmitida y los derechos del titular en relación con los datos personales a ser 

recopilados.  

Cuando el procesamiento se base en el consentimiento, los datos personales 

solamente deberían ser recopilados con el consentimiento previo, libre, inequívoco e 

informado de la persona a que se refieran. 

- Pertinencia y necesidad: Los datos personales deberían ser únicamente los que 

resulten adecuados, pertinentes y limitados al mínimo necesario para las finalidades 

específicas de su recopilación y tratamiento ulterior. 

- Tratamiento y conservación limitados: Los datos personales deberían ser 

tratados y conservados solamente de manera legítima no incompatible con las 

finalidades para las cuales se recopilaron. Su conservación no debería exceder del 

tiempo necesario para cumplir dichas finalidades, de conformidad con la legislación 

nacional correspondiente. 

- Confidencialidad: Los datos personales no deberían divulgarse, ponerse a 

disposición de terceros, ni emplearse para otras finalidades que no sean aquellas para las 

cuales se recopilaron, excepto con el consentimiento de la persona en cuestión o bajo 

autoridad de la ley. 

- Seguridad: La confidencialidad, integridad y disponibilidad de los datos 

personales deberían ser protegidas mediante salvaguardias de seguridad técnicas, 

administrativas u organizacionales razonables y adecuadas contra tratamientos no 

autorizados o ilegítimos, incluyendo el acceso, la pérdida, destrucción, daños o 

divulgación, aun cuando éstos ocurran de manera accidental. Dichas salvaguardias 

deberían ser objeto de auditoría y actualización permanente. 

- Exactitud: Los datos personales deberían mantenerse exactos, completos, y 

actualizados hasta donde sea necesario para las finalidades de su tratamiento, de tal 

manera que no se altere su veracidad. 

- Acceso, rectificación, cancelación, oposición y portabilidad: Se debería 

disponer de métodos razonables, ágiles, sencillos y eficaces para permitir que aquellas 

personas cuyos datos personales han sido recopilados, puedan solicitar el acceso, 

rectificación y cancelación de los mismos, así como el derecho a oponerse a su 

tratamiento y, en lo aplicable, el derecho a la portabilidad de esos datos personales.  

IF-2022-104306868-APN-DNPDP#AAIP
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Como regla general, el ejercicio de esos derechos debería ser gratuito. En caso 

de que fuera necesario restringir los alcances de estos derechos, las bases específicas de 

cualquier restricción deberían especificarse en la legislación nacional y estar en 

conformidad con los estándares internacionales aplicables. 

- Datos Personales Sensibles: Algunos tipos de datos personales, teniendo en 

cuenta su sensibilidad en contextos particulares, son especialmente susceptibles de 

causar daños considerables a las personas si se hace mal uso de ellos. Las categorías de 

estos datos y el alcance de su protección deberían indicarse claramente en la legislación 

y normativas nacionales. Los responsables de los datos deberían adoptar medidas de 

privacidad y de seguridad reforzadas que sean acordes con la sensibilidad de los datos y 

su capacidad de hacer daño a los titulares de los datos. 

- Responsabilidad: Los responsables y encargados del tratamiento de datos 

deberían adoptar e implementar las medidas técnicas y organizacionales que sean 

apropiadas y efectivas para asegurar y poder demostrar que el tratamiento se realiza en 

conformidad con estos los principios y directrices señalados. Dichas medidas deberían 

ser auditadas y actualizadas periódicamente. El responsable o encargado del tratamiento 

y, en lo aplicable, sus representantes, deberían cooperar, a petición, con las autoridades 

de protección de datos personales en el ejercicio de sus tareas. 

- Flujo Transfronterizo de datos: Reconociendo su valor para el desarrollo 

económico y social, debería preverse una cooperación a nivel regional y con los 

diferentes bloques integrados para facilitar el flujo transfronterizo de datos personales a 

otros Estados y para la creación de mecanismos y procedimientos que aseguren que los 

responsables y encargados del tratamiento de datos que operen en más de una 

jurisdicción, o los transmitan a una jurisdicción distinta de la suya, puedan garantizar y 

ser efectivamente hechos responsables por el cumplimiento de estos principios y pautas. 

- Excepciones: Cualquier excepción debería estar prevista de manera expresa y 

específica en la legislación nacional, ser puesta en conocimiento del público y limitarse 

únicamente a motivos relacionados con la soberanía nacional, la seguridad nacional, la 

seguridad pública, la protección de la salud pública, el combate a la criminalidad, el 

cumplimiento de normativas u otras prerrogativas de orden público o el interés público. 

- Autoridad de aplicación y contralor: Deberían establecerse órganos de 

supervisión independientes, dotados de recursos suficientes, de conformidad con la 

estructura constitucional, organizacional y administrativa del Estado, para monitorear y 

promover la protección de datos personales de conformidad con estas directrices y 

principios.  

De acuerdo a lo expuesto, se propone la elaboración de un Reglamento Único 

con alcance a nivel nacional que se estructure en base a los principios y directrices 

señalados. 

3) En materia de consentimiento informado para el tratamiento de los datos 

personales, debería redactarse e implementarse un Modelo Único Universal de uso 

obligatorio por parte de todas las empresas dedicadas a la prestación de servicios 

tecnológicos y de internet (existentes y que se creasen en el futuro), el cual debería ser 

simple y de fácil lectura y comprensión de parte de todas las personas, especialmente de 

aquellas que integran grupos vulnerables (adultos mayores; niños, niñas y adolescentes; 

discapacitados; no alfabetizados; etc.). 

IF-2022-104306868-APN-DNPDP#AAIP
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En tal sentido y, como parte integrante de la regulación a adoptar, se debería 

obligar a las empresas prestadoras de los servicios vinculados con el uso y tratamiento 

de datos personales en la Argentina que presenten en sus formatos este Modelo Único 

Universal o Formulario único e igual (u otras denominaciones) de fácil lectura, del cual 

surja: a) en forma clara las condiciones  de la prestación del servicio; b) en forma 

legible y entendible los datos básicos de la empresa, con varias opciones en donde el 

usuario haga constar claramente para qué utiliza esa red, pagina  de internet, o vía de 

comunicación y/o cualquier otro  tipo de tecnología, dejando claro que su 

consentimiento solo es para permitir o autorizar el uso de sus datos solo para el fin 

específico de que se trate; c) la información  necesaria para compresión del 

funcionamiento del servicio, debiendo encontrarse en la primera página para que el 

usuario pueda tenerlo, comprenderlo y conocerlo antes de iniciar la utilización del 

servicio y/o cada vez que quiera comenzar a usarlo. De esta manera le quedara claro al 

usurario las condiciones en que usa el servicio; d) la prohibición a las empresas de 

almacenar, trasferir, utilizar por si o por terceros y/o dar a conocer los datos volcados a 

el formulario. La relación contractual quedara fenecida en el momento en que el usuario 

deje de utilizar esa red. Deberá ser de manera automática. 

Deberá preverse también que el formulario se complete cada vez que el usuario 

quiera comenzar a usar el mismo u otro servicio que involucre el uso de sus datos 

personales. 

Este formulario deberá estar aprobado por el Organismo Público Estatal creado 

al efecto, quien será el encargado de regular, controlar y vigilar el funcionamiento de las 

empresas y garantizar que den cumplimento a las normativas específicas para evitar 

violaciones a los derechos de la intimidad, privacidad y el manejo ilegal de los datos 

personales. 

Dicho organismo tendrá además la potestad de ordenar las multas, clausuras y/o 

cualquier otra sanción en caso de incumplimiento o de violación a lo prescripto en el 

formulario. 

En todos los casos los usuarios deberán tener acceso claro a las políticas de la 

empresa y podrán manifestar preguntas en relación el tipo de contrato que firmen las 

partes, para que no configuren solamente contratos de adhesión.  

Otro aspecto que debería considerarse para el caso de que los datos de los 

usuarios sean almacenados y recopilados, vendidos, trasferidos por las empresas 

prestadoras, deberán los usuarios llenar una Declaración Jurada (u otra denominación) 

en donde autoricen ellos a que sus datos sean utilizados para otro fin. Esta declaración 

jurada podrá ser dejada sin efecto cuando el usuario lo estime pertinente. 

Al igual que en los formularios, cuando el usuario dé el consentimiento en la 

declaración jurada, esta servirá solo para el fin que figure claramente en esa declaración. 

No será para el uso ilimitado. 

Para cada nuevo uso que se quiera hacer de los datos del usuario, se deberá 

llenar la declaración jurada y darle a conocer las condiciones del nuevo uso de sus 

datos. 

Asimismo, será obligación de las empresas contar con una Declaración Jurada 

Especial cuando la utilización de los datos sea transferida a otros países. Se deberá 

detallar los países a los cuales llegarán sus datos, las condiciones y el fin. El uso de los 
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datos por la empresa caducará cuando se logre el fin. El uso de los datos a nivel 

internacional tampoco será ilimitado por la empresa. 

La obligación de las empresas de contar con el Formulario, la Declaración 

Jurada y la Declaración Jurada Especial, le estaría dando al usuario condiciones de 

legalidad, legitimidad y transparencia en el uso del servicio. 

De este modo, es el propio sujeto el que define las condiciones sobre para qué 

fin quiere usar la red o servicio y manejar libremente cuando y porqué quiere ceder sus 

datos a la empresa. La libertad de elegir deberá primar por cualquier otro bien. 

Esos datos no podrán ser transferibles a otras empresas sin el pleno 

consentimiento de los usuarios.  

Los datos que se soliciten tanto en el Formulario como en la Declaración Jurada 

serán los estrictamente necesarios para el uso de la red, no pudiendo solicitarle datos o 

características sensibles y que pongan en evidencia cualquier tipo de discriminación o 

que algún modo dañe a la persona, su honra honor y dignidad. De este modo, se estaría 

cumpliendo también con el principio de confidencialidad. 

El Organismo de Control deberá revisar constantemente los Formularios y las 

Declaraciones Juradas para que no se vulneren los derechos de los habitantes de la 

Nación Argentina. 

 

 

 

IF-2022-104306868-APN-DNPDP#AAIP

Página 8 de 10





30/9/22, 11:49 Correo - Formularioconsultapublica@aaip.gob.ar

https://owa.jgm.gob.ar/owa/Formularioconsultapublica@aaip.gob.ar/?offline=disabled#path=/mail 2/2

luf_martinez_melina.pdf?80c856445e68

IF-2022-104306868-APN-DNPDP#AAIP

Página 10 de 10



 
 
 
 

República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
Las Malvinas son argentinas

 
Hoja Adicional de Firmas

Informe gráfico
 

Número: 
 

 
Referencia: Formulario Consulta Pública - Universidad Católica de Cuyo - San Luis

 
El documento fue importado por el sistema GEDO con un total de 10 pagina/s.
 

 

Viernes 30 de Septiembre de 2022

IF-2022-104306868-APN-DNPDP#AAIP

CIUDAD DE BUENOS AIRES

Digitally signed by Gestion Documental Electronica 
Date: 2022.09.30 11:50:34 -03:00 
 

Guadalupe Mercado
Asesora
Dirección Nacional de Protección de Datos Personales
Agencia de Acceso a la Información Pública

Digitally signed by Gestion Documental 
Electronica 
Date: 2022.09.30 11:50:34 -03:00 
 



 

 

 
Buenos Aires, 30 de septiembre de 2022 

 

 

At. 

Sra. 

Directora 

Mg. Beatriz Anchorena 

Agencia de Acceso a la Información Pública (AAIP) 

 

Ref.: Consulta Pública – Resolución 119/2022 

 

De nuestra consideración: 

Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. en virtud del tema de 

referencia. 

La Cámara Argentina de Comercio y Servicios (CAC), entidad 

gremial empresaria de representación federal, acompaña la consulta pública como 

procedimiento para mejorar la calidad de las políticas y promover el acceso a la 

información de la ciudadanía sobre los asuntos públicos. 

Dado que la seguridad jurídica y las definiciones claras son 

fundamentales para la implementación exitosa de cualquier marco legal, es que nos 

permitimos hacerle llegar a través de la presente un documento con nuestros 

comentarios sobre la Propuesta de Anteproyecto de Ley de Protección de Datos 

Personales. 

Sin más, aprovechamos la ocasión para saludarla 

atentamente. 
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Consulta Pública: Resolución AAIP 119/2022 

Propuesta de Anteproyecto de Ley de Protección de Datos 

Personales 

 

Comentarios de la Cámara Argentina de Comercio y Servicios 

(CAC) 
 

ARTÍCULO 2°. - Definiciones 

 

A los fines de la presente Ley se entiende por: 

Anonimización: la aplicación de medidas dirigidas a impedir la identificación 

o reidentificación de una persona humana, sin esfuerzos o plazos 

desproporcionados o inviables, teniendo en cuenta factores como los costos 

y el tiempo necesario para la identificación o reidentificación de la persona 

a la luz de la tecnología disponible en el momento del tratamiento. 

Autodeterminación informativa: derecho de la persona de decidir o autorizar 

de forma libre, previa, expresa e informada la recolección, uso o tratamiento 

de sus datos personales, así como de conocer, actualizar, rectificar o 

suprimirlos, o controlar lo que se hace con su información. Comprende un 

conjunto de principios y garantías relativas al legítimo tratamiento de sus 

datos personales. 

Autoridad de aplicación: órgano que debe velar por el cumplimiento de los 

principios y procedimientos de la presente Ley de acuerdo a lo establecido 

en el Capítulo 7. 

Base de datos: conjunto estructurado de datos personales cualquiera que 

fuera la forma, modalidad de creación, almacenamiento, organización, tipo 

de soporte, tratamiento, procesamiento, localización o acceso, centralizado, 

descentralizado o repartido de forma funcional o geográfica. Indistintamente, 

también se la puede denominar también como archivo, registro, fichero o 

banco de datos. 

Consentimiento del Titular de los datos: toda manifestación de voluntad 

expresa, libre, inequívoca, informada y específica por medio de la cual el 

Titular de los datos o su representante acepta, mediante una declaración o 

una clara acción afirmativa, que se traten sus datos personales. 

Datos biométricos: aquellos datos obtenidos a partir de un tratamiento 

técnico específico, relativos a las características físicas, fisiológicas o 

conductuales de una persona humana, que permitan o confirmen su 

identificación única, tales como imágenes faciales o datos dactiloscópicos, 

entre otros. 

Datos genéticos: aquellos relativos a las características genéticas 

heredadas o adquiridas de una persona humana que proporcionen una 

información sobre su fisiología o salud, obtenidos en particular del análisis 

de una muestra biológica. 
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Datos personales: información de cualquier tipo referida a personas 

humanas determinadas o determinables. Se entenderá por determinable la 

persona que pueda ser identificada por uno o varios elementos 

característicos de la identidad física, fisiológica, genética, biométrica, 

psíquica, económica, cultural, social o de otra índole de dicha persona. 

Datos Personales Sensibles: aquellos que se refieran a la esfera íntima de 

su Titular, o cuya utilización indebida puedan dar origen a discriminación o 

conlleve un riesgo grave para éste. De manera enunciativa, se consideran 

sensibles los datos personales que puedan revelar aspectos como origen 

racial o étnico; creencias o convicciones religiosas, filosóficas y morales; 

afiliación sindical u opiniones políticas; datos relativos a la salud, 

discapacidad, a la preferencia u orientación sexual, datos genéticos o datos 

biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona humana. 

Delegado de protección de datos: persona humana o jurídica encargada de 

informar al Responsable o al Encargado del tratamiento sobre sus 

obligaciones legales en materia de protección de datos, así como de velar y 

supervisar el cumplimiento normativo, y de cooperar con la Autoridad de 

aplicación, sirviendo como punto de contacto entre ésta y el Responsable o 

Encargado del tratamiento de datos. 

Elaboración de perfiles: toda forma de tratamiento automatizado y 

parcialmente automatizado de datos personales consistente en utilizarlos 

para evaluar determinados aspectos de una persona humana, en particular 

para analizar o predecir cuestiones relativas al rendimiento profesional, 

situación económica, salud, preferencias personales, intereses, fiabilidad, 

comportamiento, ubicación, etnia, raza, género o movimientos de dicha 

persona humana. 

Encargado del tratamiento: persona humana o jurídica, pública o privada, 

que trate datos personales por cuenta del Responsable del tratamiento. 

Entidades crediticias: comprende a las entidades que proveen información 

de situación crediticia al BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA. 

Grupo económico: sociedades controlantes, controladas y aquellas 

vinculadas en las cuales se tenga influencia significativa en las decisiones, 

denominación, domicilio, actividad principal, participación patrimonial, 

porcentaje de votos y, para las controlantes, principales accionistas. 

Constituyen un conjunto de empresas que pueden presentarse formal y 

aparentemente independientes pero sin embargo se encuentran 

entrelazadas al punto de formar un todo complejo pero compacto que 

responde a un mismo interés. 

Incidente de seguridad de datos personales: ocurrencia de uno o varios 

eventos en cualquier fase del tratamiento que atenten contra la 

confidencialidad, la integridad y la disponibilidad de los datos personales. 

Representante de Responsable o Encargado de tratamiento: persona 

humana o jurídica que ejerce la representación en el territorio nacional de 

Responsables o Encargados de tratamiento que no se encuentran 
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establecidos en la REPÚBLICA ARGENTINA. 

Responsable de tratamiento de datos personales: persona humana o 

jurídica, pública o privada, u otro organismo, que solo o conjuntamente con 

otros decide sobre la finalidad y el tratamiento de datos personales. 

Seudonimización: la aplicación de medidas dirigidas a impedir que los datos 

personales puedan atribuirse a un Titular sin utilizar información adicional. 

Tercero: persona humana o jurídica, pública o privada, distinta del Titular de 

los datos, del Responsable del tratamiento, del Encargado del tratamiento o 

de las personas autorizadas para tratar los datos personales bajo la 

autoridad directa del Responsable o del Encargado. 

Titular de los datos: persona humana cuyos datos sean objeto del 

tratamiento al que se refiere la presente Ley. 

Transferencia internacional: la transmisión de datos personales fuera del 

territorio nacional. 

Tratamiento de datos: cualquier operación o conjunto de operaciones, 

automatizada, parcialmente automatizada o no automatizada, realizada 

sobre datos personales, que permita, de manera enunciativa, la recolección, 

conservación, organización, estructuración, almacenamiento, modificación, 

relacionamiento, evaluación, bloqueo o destrucción y, en general, el 

procesamiento, así como también su cesión a través de comunicaciones, 

consultas, interconexiones o transferencias. 

- COMENTARIO: 

En relación a la definición de Consentimiento, entendemos que la misma 

es muy estricta y podría volverse poco práctica para los interesados y las 

empresas. El consentimiento busca empoderar a los interesados para que 

tomen decisiones informadas sobre si sus datos pueden usarse y cómo.. Sin 

embargo, exigir una acción afirmativa clara e inequívoca por parte del sujeto 

para cada proceso resultará oneroso, impactará en la innovación y 

potencialmente generará más confusión para los usuarios.es muy estricta y 

podría volverse poco práctica para los interesados y las empresas. 

Por otra parte, en cuanto a la definición de transferencia internacional de 

datos, la misma es demasiado amplia. Se recomienda que la Agencia 

reconozca los contratos existentes y los instrumentos de transferencia 

internacional que estén alineados y contengan protecciones similares a las 

requeridas por la normativa local. 

Así mismo, se propone agregar la definición de “Fuente de acceso público 

irrestricto: la que contiene información destinada a ser difundida al público, 

de libre acceso e intercambio por razones de interés general, accesible ya 

sea en forma gratuita o mediante una contraprestación.” Esta fuente ya se 

encontraba definida en el Antecedente 2018 del Proyecto de Ley de 

Protección de Datos Personales (el “Antecedente 2018”), y la misma forma 

parte de distintas normas de la actual Ley 25.326. Entendemos que la 

importancia de los datos que la misma abarca le da entidad suficiente para 

que forme parte de las definiciones del Anteproyecto que estamos 
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considerando. 

Por último, consideramos oportuno mencionar a las PYMES luego de 

“Entidades Crediticias” y “Grupo Económico”, ya que las mismas no cuentan 

con los mismos recursos y posibilidades que otro tipo de empresas por lo 

que deberían recibir un trato diferenciado. 

 

ARTÍCULO 7º.- Principio de finalidad 

 

Los datos personales deben ser recogidos con fines determinados, 

explícitos y legítimos, y no deben ser tratados de manera incompatible con 

los mismos. 

No se considerarán incompatibles con los objetivos iniciales el tratamiento 

ulterior de los datos personales con fines estadísticos, de archivo, 

investigación científica e histórica de interés público. 

 

- TEXTO PROPUESTO: 

Para el primer párrafo del artículo se sugiere: “Los datos personales deben 

ser recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no deben ser 

tratados de manera incompatible con los mismos. No se considerarán 

incompatibles con los objetivos iniciales el tratamiento ulterior de los datos 

personales con fines estadísticos, de archivo, investigación científica e 

histórica de interés público, como tampoco el realizado con fines que 

pudieron ser, de acuerdo al contexto, razonablemente presumidos por el 

Titular, o que sean compatibles con el fin inicial excluyendo el tratamiento 

de los Datos Personales Sensibles.” 

 

- FUNDAMENTO: 

Esto se debe a la necesidad de incorporar procedimientos flexibles que 

viabilicen el tratamiento de datos personales sobre los cuales, de acuerdo a 

un contexto dado, exista una expectativa razonable de uso con una 

determinada finalidad, siempre acompañados de mecanismos de protección 

para los Titulares. 

Esta incorporación lleva a reconocer las ventas cruzadas que se realizan 

con datos obtenidos a partir de otros: “cuando se ha vendido un producto o 

servicio a un Titular, más adelante se le puede ofrecer otro que es 

compatible o pertinente con el primero, aunque no sea el mismo”. (Gimnasio 

↔ Zapatillas, Bicicleta ↔ Casco, Series ↔ Juegos, etc.) 

Consideramos ello como inofensivo y de pura conveniencia para el Titular, 

deducir qué puede interesarle a partir de lo que ya le interesó, son datos que 

nada tienen de dañino en sí. Para preservar la indebida inferencia de datos 

sensibles (salud u otros) se introduce la limitación específica al final. 

 

ARTÍCULO 12.- Bases legales para el tratamiento de datos 
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El tratamiento de datos personales sólo podrá realizarse si se cumple al menos UNA 

(1) de las siguientes condiciones: 

a. El Titular de los datos otorgue su consentimiento para uno o varios fines 

específicos; 

b. Se efectúe en ejercicio de las funciones propias de los poderes del 

Estado y sean necesarios para el cumplimiento estricto de sus 

competencias; 

c. Sea necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al 

Responsable o Encargado del tratamiento; 

d. Sea necesario para la ejecución de un contrato en el que el Titular de los 

datos sea parte, o para la aplicación de medidas precontractuales. 

e. Resulte necesario para salvaguardar el interés vital del Titular de los 

datos o de terceros, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los 

intereses o los derechos del Titular de los datos, y este se encuentre física 

o jurídicamente incapacitado para otorgar su consentimiento; 

f. Sea necesario para la satisfacción del interés legítimo del Responsable 

del tratamiento, siempre que sobre dicho interés no prevalezcan los 

intereses o los derechos del Titular de los datos, en particular cuando el 

Titular sea un niño, niña o adolescente. Para determinar la existencia de un 

interés legítimo, se deberá realizar una evaluación detallada, incluyendo el 

contexto y las circunstancias en las que se llevará a cabo el tratamiento y 

las expectativas razonables del Titular de los datos sobre el mismo, 

utilizando criterios de proporcionalidad y razonabilidad. 

A solicitud de la Autoridad de aplicación, los Responsables deberán estar 

en capacidad de demostrar la existencia del interés legítimo y de explicar la 

necesidad de recolectar o tratar los datos en cada caso. 

- TEXTO PROPUESTO: 

Proponemos incorporar los siguientes incisos: 

g) El tratamiento de datos personales con fines de prospección comercial o 

mercadotecnia de bienes y servicios comercializables o de beneficencia se 

considera realizado con interés legítimo, con la excepción de mensajes 

dirigidos a Titulares niños que quedarán sujetos a las prescripciones del 

Artículo 18. 

h) El tratamiento de datos se realice sobre datos que figuren en fuentes de 

acceso público irrestricto. 

- FUNDAMENTO: 

Se hace necesario incorporar dentro de los tratamientos de datos que 

pueden realizarse aquellos que se originen en fuentes de acceso público 

irrestricto porque debido a su propia naturaleza y por imperativo legal no 

debe existir ninguna limitación para su acceso y tratamiento. 

En tal sentido la Ley 27.275 de Acceso a la Información Pública –de la cual 
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deriva la creación de la AAIP- dispone en su art. 1 como principio general 

de la información pública en poder del Estado la transparencia y máxima 

divulgación de la misma expresando además que “toda la información en 

poder, custodia o bajo control del sujeto obligado debe ser accesible para 

todas las personas…”. Ello, en consonancia con su art. 4 que dispone 

expresamente que “toda persona, pública o privada, tiene derecho a solicitar 

y recibir información pública no pudiendo exigirse al solicitante que motive 

la solicitud que acredite derecho subjetivo o interés legítimo”. 

 

ARTÍCULO 13.- Consentimiento 

 

Cuando la base legal para el tratamiento de datos sea el consentimiento del 

Titular, se requiere que éste sea previo, libre, específico, informado e 

inequívoco para una o varias finalidades determinadas, ya sea mediante una 

declaración o una clara acción afirmativa. 

 

Se entiende por: 

1) Previo, cuando se solicita el consentimiento antes de la recolección de los datos; 

2) Libre, cuando se encuentre exento de vicios. El Titular de los datos 

deberá tener la opción de negarse a otorgar su consentimiento sin sufrir 

perjuicio alguno; 

3) Específico, que cuando el tratamiento de datos tenga varios fines, el 

Titular otorgue el consentimiento para cada uno de ellos; 

3) Informado, de modo que el Titular cuente con la información establecida 

en el artículo 15; 

4) Inequívoco, de manera que no presente dudas sobre el alcance de la 

autorización otorgada por el Titular. 

El Responsable deberá ser capaz de demostrar que el Titular consintió el 

tratamiento de sus datos personales. 

- TEXTO PROPUESTO: 

Se propone incorporar el siguiente párrafo al final del artículo precedente: 

“No será necesario el consentimiento para el tratamiento de datos para las 

acciones de prospección comercial y mercadotecnia cuando se trate de 

listados cuyos datos se limiten a nombre y apellido, documento nacional de 

identidad, identificación tributaria o previsional, ocupación, fecha de 

nacimiento, domicilio, datos de contacto que permitan la comunicación 

efectiva con el Titular.” 

- FUNDAMENTO: 

Ya en el art. 5, apartado 2, inc c) de la Ley 25.326 se establece que no será 

necesario el consentimiento cuando se trate de listados cuyos datos se 

limiten a nombre, documento nacional de identidad, identificación tributaria 

o previsional, ocupación, fecha de nacimiento y domicilio. El uso 
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generalizado de los nuevos medios de comunicación hace imprescindible 

que se incluyan dentro de dichos datos aquellos que permitan la 

comunicación efectiva con el Titular. El Antecedente 2018 incluía estos 

datos entre los exceptuados del consentimiento. 

En cuanto a las razones para exceptuar del consentimiento a los datos de 

fuente de acceso público irrestricto surgen de la misma fundamentación a 

los agregados que se proponen a los arts. 2 y 12 de este Proyecto.  

La fundamentación respecto a que el tratamiento de datos de información 

crediticia en los términos del art. 47 sea exceptuado del consentimiento 

surge de la correlación con la normativa de dicho artículo y la importancia 

que dicha información tiene para el funcionamiento de la economía y la 

actividad financiera del país a través del crédito. Dicha excepción también 

está contemplada por la Ley 25.326 y el Antecedente 2018. 

 

ARTÍCULO 15.- Información al Titular de los datos 

 

El Responsable del tratamiento debe brindar, antes de la recolección, en 

forma concisa, transparente, inteligible y de fácil acceso, con un lenguaje 

claro y sencillo, al menos, la siguiente información: 

a. Nombre o razón social, domicilio y medios electrónicos del Responsable 

o del Encargado. Cuando aplique, del Delegado de protección de datos y, 

en el caso de los Responsables o Encargados no establecidos en la 

REPÚBLICA ARGENTINA, los de su Representante en el territorio nacional; 

b. Las categorías de datos personales que serán objeto del tratamiento; 

c. Las finalidades que se persiguen con el tratamiento de los datos y las 

bases legales del mismo; 

d. Los derechos del titular y los medios, procedimientos, y persona o área 

responsable para su ejercicio; 

e. Información sobre posibles cesiones a otros Responsables o 

Encargados de tratamiento; 

f. Información sobre las transferencias internacionales de datos, 

incluyendo países de destino, identidad y datos de contacto del importador, 

posibles riesgos asociados a las transferencias y salvaguardas aplicables, 

categorías de datos involucradas, finalidad y mecanismos para ejercer sus 

derechos; 

g. El carácter obligatorio o facultativo de proporcionar los datos personales 

y las consecuencias de 

proporcionarlos, o de la negativa a hacerlo, o de hacerlo en forma 

incompleta o defectuosa; 

h. El derecho del Titular de los datos a revocar el consentimiento; 

i. El plazo durante el cual se conservarán los datos personales o cuando 

esto no sea posible, los criterios utilizados para determinar este plazo; 
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j. La existencia o no de decisiones automatizadas o semiautomatizadas, 

incluida la elaboración de perfiles; 

k. El derecho a presentar una denuncia, a iniciar el trámite de protección de 

datos personales ante la Autoridad de aplicación, o a ejercer la acción de 

Habeas Data en caso de que el Responsable o el Encargado del tratamiento 

incumpla con la presente Ley. 

El Responsable de tratamiento tendrá la obligación de proveer al Titular de 

los datos la información prevista en el presente artículo incluso cuando no 

obtenga la información directamente del Titular de los datos, así como 

cuando la base legal que haya utilizado para legitimar el tratamiento no sea 

el consentimiento del Titular de los datos. 

Cuando los datos no hayan sido obtenidos del Titular, el Responsable 

deberá proveerle la información prevista en el presente artículo dentro de 

un plazo razonable y a más tardar dentro de un mes. 

En las ocasiones en que los datos se utilicen para comunicarse con el 

Titular, se deberá proveer la información al momento de la primera 

comunicación, y cuando sean cedidos a otro destinatario, se deberá 

informar al Titular en la primera cesión. 

- TEXTO PROPUESTO: 

Se propone modificar el primer párrafo del inicio del artículo y los tres del 

final, según: 

Texto Proyecto: “El Responsable del tratamiento debe brindar, antes de la 

recolección, en forma concisa, transparente, inteligible y de fácil acceso, con 

un lenguaje claro y sencillo, al menos, la siguiente información:...” 

Texto Propuesto: “Cuando los datos se recolecten directamente del 

Titular, el Responsable del tratamiento debe brindar, antes de la 

recolección,...". 

Texto Proyecto: “El Responsable de tratamiento tendrá la obligación de 

proveer al Titular de los datos la información prevista en el presente artículo 

incluso cuando no obtenga la información directamente del Titular de los 

datos...” 

Texto Propuesto: “El Responsable de tratamiento tendrá la obligación 

de poner a disposición del Titular de los datos, cuando éste lo solicite, 

la información prevista en el presente artículo incluso cuando no 

obtenga la información directamente del Titular de los datos...” 

Texto Proyecto: “Cuando los datos no hayan sido obtenidos del Titular, el 

Responsable deberá proveerle la información prevista en el presente 

artículo dentro de un plazo razonable y a más tardar dentro de un mes.” 

Texto Propuesto: “Cuando los datos no hayan sido obtenidos del 

Titular, a su requerimiento el Responsable deberá poner a su 

disposición la información prevista en el presente artículo dentro de 

un plazo razonable y a más tardar dentro de un mes.” 
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Texto Proyecto: “En las ocasiones en que los datos se utilicen para 

comunicarse con el Titular, se deberá proveer la información al momento de 

la primera comunicación, y cuando sean cedidos a otro destinatario, se 

deberá informar al Titular en la primera cesión.” 

Texto Propuesto: “En las ocasiones en que los datos se utilicen para 

comunicarse con el Titular, se deberá poner a disposición del mismo 

la información al momento de la primera comunicación, y cuando sean 

cedidos a otro destinatario, en la primera cesión.” 

- FUNDAMENTO: 

El objeto de estas propuestas es hacer viable y eficiente, tanto para el Titular 

como para el Responsable, el deber de informar. En el primer párrafo se 

contempla la situación en la que el Responsable colecta del Titular los datos 

mediante una entrevista o un formulario, es decir el Titular está frente a la 

opción de contestar o no, y en dicho momento recibe la información en forma 

directa. La Ley 25.326 en su art. 6° inc. c) ejemplifica bien esto al decir “… 

c) El carácter obligatorio o facultativo de las y respuestas al cuestionario que 

se le proponga, ...”. Es decir, el Titular está frente a una propuesta. 

En los tres párrafos restantes, escritos al final del artículo bajo análisis, se 

trata de evitar la proliferación de mensajes por causa de un “push” masivo 

que haga abrumadora la carga de procesarlos, en principio para el Titular y 

luego para los Responsables. 

Brindar la información requerida de la manera propuesta, “pull”, mejora la 

comunicación entre el Responsable y el Titular evitando un “spam” de 

comunicaciones. Lo cierto es que la información siempre estará a mano del 

Titular en el momento en que lo requiera y de la manera más eficiente y 

accesible para su comprensión. 

 

ARTÍCULO 16.- Tratamiento de datos sensibles 

 

En el tratamiento de datos sensibles se implementará responsabilidad 

reforzada que implica, entre otros, mayores niveles de seguridad, 

confidencialidad, restricciones de acceso, uso y circulación. 

Se prohíbe el tratamiento de datos sensibles, excepto cuando: 

a. El titular de los datos haya dado su consentimiento a dicho tratamiento, 

salvo en los casos en que por ley no sea requerido el otorgamiento de dicha 

autorización; 

b. Sea necesario para salvaguardar el interés vital del Titular de los datos y 

éste se encuentre física o legalmente incapacitado para prestar el 

consentimiento y sus representantes legales no lo puedan realizar en tiempo 

oportuno; 

c. Sea efectuado por establecimientos sanitarios públicos o privados o por 

profesionales vinculados a la ciencia de la salud con la finalidad de un 

tratamiento médico específico de acuerdo a lo establecido por la Ley Nº 
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26.529 de Derechos del Paciente, Historia Clínica y Consentimiento 

Informado y sus modificatorias. Se prohíbe a los operadores de planes 

privados de salud tratar datos de salud para la práctica de selección de 

riesgo en la contratación de cualquier modalidad y la exclusión de 

beneficiarios; 

d. Se realice en el marco de las actividades legítimas de una fundación, 

asociación o cualquier otro organismo sin fines de lucro, cuyo objeto 

principal sea una actividad política, filosófica, religiosa o sindical, siempre 

que se refieran exclusivamente a sus miembros o a las personas que 

mantengan un contacto regular por razón de su objeto principal, y que los 

datos personales no se comuniquen fuera de ellos sin el consentimiento de 

los Titulares; 

e. Se refiera a datos que sean necesarios para el reconocimiento, ejercicio 

o defensa de un derecho en un proceso judicial; 

f. Tenga una finalidad histórica, de archivo de interés público, estadística o 

científica. En estos casos y en la medida de lo posible, debe adoptarse, 

teniendo en cuenta la finalidad, un procedimiento de anonimización; 

g. Sea necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de 

derechos específicos del Responsable del tratamiento o del Titular de los 

datos en el ámbito del Derecho Laboral y de la Seguridad y Protección 

Social; 

h. Sea necesario en ejercicio de las funciones de los poderes del Estado en 

el cumplimiento estricto de sus competencias; 

i. Se realice en el marco de asistencia humanitaria. 

 

- TEXTO PROPUESTO: 

Proponemos incorporar el siguiente inciso: 

“j. Sean datos biométricos dirigidos a validar la identidad de manera unívoca 

de una persona humana, en los términos del Artículo 2.” 

- FUNDAMENTOS: 

Entendemos que la prohibición generalizada, si no se contempla esta 

exclusión en particular, inhibirá el recurso más eficaz para impedir el uso de 

aquellas herramientas tendientes a combatir la usurpación de la identidad 

del Titular de los datos, máxime en contrataciones a distancia que han 

proliferado en los últimos años. 

 

ARTÍCULO 19.- Principio de seguridad de los datos personales 

 

El Responsable o Encargado del tratamiento de datos personales deberá 

sujetarse al principio de seguridad de datos personales, para lo cual 

adoptara las medidas técnicas, organizativas y de cualquier otra naturaleza 

que resulten necesarias para garantizar la seguridad y confidencialidad de 

IF-2022-104302395-APN-DNPDP#AAIP

Página 11 de 26



 

 

los datos personales, para evitar su adulteración, pérdida, uso, consulta o 

tratamiento no autorizado, y que permitan detectar desviaciones, 

intencionales o no, de información, ya sea que los riesgos provengan de la 

acción humana o del medio técnico utilizado. 

Para dichos fines deberán adoptar un sistema de administración de riesgos 

asociados tomando en cuenta las categorías y volumen de datos 

personales, la probabilidad de riesgos, el estado de la técnica, mejores 

prácticas de seguridad integral y los costos de aplicación de acuerdo a la 

naturaleza, alcance, contexto y los fines del tratamiento. 

El Responsable o Encargado del tratamiento deben adoptar las medidas de 

seguridad aplicables a los datos personales que traten, considerando, al 

menos, los siguientes factores: 

a. El riesgo inherente por el tipo de dato personal; 

b. El carácter sensible de los datos personales tratados; 

c. El desarrollo tecnológico; 

d. Las posibles consecuencias de un incidente de seguridad para los 

Titulares de los datos; 

e. Los incidentes de seguridad previos ocurridos en los sistemas de tratamiento. 

El Responsable o Encargado del tratamiento de datos personales deberán 

evidenciar que las medidas adoptadas e implementadas eviten la 

materialización de los riesgos identificados. 

- COMENTARIO: 

La redacción del artículo debería ser más precisa al determinar que los 

controladores y procesadores de datos solo están obligados a implementar 

las medidas que se consideren apropiadas, ya que ninguna medida es 

capaz de prevenir absolutamente todos los riesgos. 

 

ARTÍCULO 20.- Notificación de incidentes de seguridad 

 

En caso de que ocurra un incidente de seguridad de datos personales, el 

Responsable del tratamiento debe notificarlo a la Autoridad de aplicación 

dentro de las CUARENTA Y OCHO (48) horas de haber tomado 

conocimiento, a menos que sea improbable que dicho incidente de 

seguridad constituya un riesgo para los derechos de los Titulares de los 

datos.  

 

En caso de no contar con los medios materiales para cumplir el plazo 

previsto, debe justificar a la Autoridad de aplicación la extensión del mismo. 

Si la notificación a la Autoridad de aplicación no tiene lugar en el plazo 

previsto, deberá ir acompañada de indicación de los motivos de la dilación. 

De igual manera, el Responsable del tratamiento también debe informar al 

Titular de los datos sobre el incidente de seguridad ocurrido, en un lenguaje 

claro y sencillo, cuando sea probable que entrañe altos riesgos a sus 
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derechos. 

La notificación a los Titulares de los datos no será necesaria cuando ello 

suponga un esfuerzo desproporcionado para el Responsable del 

tratamiento, y se optará en su lugar por una comunicación pública o una 

medida semejante por la que se informe de manera igualmente efectiva a 

los Titulares de los datos. 

La notificación debe contener, al menos, la siguiente información: 

a. La naturaleza del incidente; 

b. Los datos personales que pueden estimarse comprometidos; 

c. Las acciones correctivas realizadas de forma inmediata; 

d. Las recomendaciones al Titular de los datos acerca de las medidas que 

éste puede adoptar para 

proteger sus intereses; 

e. Los medios a disposición del Titular de los datos para obtener mayor 

información al respecto, incluido el nombre y datos de contacto del Delegado 

de protección de datos o cualquier otro designado como contacto. 

El Responsable del tratamiento debe documentar todo incidente de 

seguridad que ponga en alto riesgo los derechos de los Titulares ocurrido 

en cualquier fase del tratamiento de datos e identificar, de manera 

enunciativa pero no limitativa, la fecha en que ocurrió, el motivo del 

incidente, los hechos relacionados con éste y sus efectos y las medidas 

correctivas implementadas de forma inmediata y definitiva. En caso de que 

no sea posible enviar toda la información detallada al mismo tiempo, la 

persona responsable podrá enviarla sin dilación alguna, a medida que sea 

posible. 

- TEXTO PROPUESTO: 

 

Se propone modificar el plazo del primer párrafo según: “SETENTA Y 

DOS (72) horas de haber tomado conocimiento de la naturaleza y alcance 

del mismo,...” 

 

- FUNDAMENTO:  

 

Este plazo es el adoptado por la legislación comparada dentro de la región, 

haciendo especial hincapié en que dicho plazo comience a correr desde que 

el Responsable ha tomado conocimiento de la naturaleza y alcance del 

incidente. La principal preocupación en este tema es que, por más que el 

Responsable llegue a conocer el acaecimiento de un incidente de seguridad, 

en tan corto plazo le resulta imposible conocer detalles básicos del mismo, 

porque ocurren ciertos procesos internos e intervención de recursos 

especializados que entre otros aspectos son necesarios para un 

dimensionamiento del incidente. De modo que informar sin conocimiento de 
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al menos estos aspectos primarios podría generar procesos que sean 

desproporcionados con la real naturaleza y alcance del incidente, o bien que 

se redireccione la atención de dichos recursos especializados en procesos 

formales informativos, en una instancia inicial, en la que es clave para todos 

los involucrados el foco en el descubrimiento del alcance y naturaleza del 

incidente. 

 

ARTÍCULO 22.- Principio general de las transferencias internacionales 

 

Las transferencias de datos personales fuera del territorio nacional, incluidas 

las transferencias ulteriores se podrán realizar en cualquiera de los 

siguientes supuestos: 

a. El país u organismo internacional o supranacional receptor proporcione 

un nivel de protección adecuado; 

b. El exportador ofrezca garantías apropiadas al tratamiento de los datos 

personales, en cumplimiento de las condiciones mínimas y suficientes 

establecidas en esta Ley. 

c. Las excepciones para situaciones específicas determinadas en el artículo 

25 de esta Ley. 

A efectos de demostrar que la transferencia internacional sea realizada 

conforme a lo que establece la presente Ley, la carga de la prueba recae, 

en todos los casos, en el exportador. 

Quien realiza transferencias internacionales de datos deberá implementar 

medidas para garantizar los derechos de los Titulares y responderá frente a 

su eventual vulneración. 

- TEXTO PROPUESTO: 

Proponemos incorporar el siguiente inciso: 

d.- Cuando se den los supuestos previstos en el artículo 12. 

- FUNDAMENTO: 

Consideramos importante resaltar que cualquier regulación sobre 

transferencias de datos esté alineada con los enfoques internacionales 

predominantes. Garantizar la coherencia con los marcos de privacidad y 

protección de datos adoptados por los socios comerciales reduce la 

probabilidad de obstáculos para que las empresas transfieran datos 

personales de Argentina a otras jurisdicciones y viceversa. 

En este marco, la Agencia debería reconocer los contratos existentes y los 

instrumentos de transferencia internacional que estén alineados y 

contengan protecciones sustantivas similares a las requeridas por la ley 

argentina. Esto permitiría a las organizaciones que ya han tomado medidas 

para cumplir con los requisitos de transferencia internacional para 

determinar qué herramientas serán más adecuadas para cada situación al 

tiempo que garantizan las salvaguardas de protección de datos adecuadas. 
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ARTÍCULO 32.- Ejercicio de los derechos 

 

El ejercicio de cualquiera de los derechos del Titular de los datos no es 

requisito previo, ni impide el ejercicio de otro. Los derechos del Titular son 

irrenunciables. Será nula de pleno derecho toda estipulación en contrario. 

El Responsable del tratamiento debe responder y, en su caso, satisfacer los 

derechos del Titular de los datos dentro de los DIEZ (10) días hábiles de 

haber sido intimado fehacientemente. 

 

- COMENTARIO: 

Consideramos oportuno que el plazo sea de por lo menos treinta (30) días, 

de acuerdo con otros regímenes de privacidad global. Este plazo daría a 

las empresas tiempo suficiente para responder a las solicitudes de manera 

detallada y sustantiva. Además, la AAIP debe considerar una prórroga 

única de al menos quince (15) días cuando sea necesario, siempre que se 

notifique debidamente al interesado para que tenga en cuenta las 

circunstancias atenuantes. 

Vencido el plazo sin que se satisfaga el pedido, o si a juicio del Titular de los 

datos la respuesta se estimara insuficiente, quedará expedito el trámite de 

protección de los datos personales ante la Autoridad de aplicación en los 

términos del artículo 53 o, a elección del Titular de los datos, podrá 

interponer la acción de Habeas Data prevista en el artículo 63 de la presente 

Ley. En caso de optar por la acción de Habeas Data, o de haberla iniciado 

con anterioridad, no podrá iniciar el trámite de protección ante la Autoridad 

de aplicación. 

El ejercicio de los derechos previstos en esta Ley en el caso de Titulares de 

los datos de personas fallecidas les corresponde a sus sucesores 

universales. 

El Responsable del tratamiento debe establecer medios y procedimientos 

sencillos, expeditos, accesibles y gratuitos que permitan al Titular de los 

datos ejercer los derechos previstos en esta Ley. 

El derecho de acceso a que se refiere el artículo 27 sólo puede ser ejercido 

en forma gratuita a intervalos superiores a SEIS (6) meses. Si se ejerce en 

intervalos inferiores a dicho plazo, el Responsable podrá cobrar un canon 

razonable en función de los costos administrativos afrontados para facilitar 

la información al Titular de los datos. 

El ejercicio abusivo de los derechos enumerados en este Capítulo no se 

encuentra amparado. Se considera como tal el que contraría los fines de la 

presente Ley, excede los límites impuestos por la buena fe o resulta 

manifiestamente infundado o excesivo. El Responsable del tratamiento 

soportará la carga de demostrar el carácter manifiestamente infundado o 

excesivo de la solicitud. 

 

ARTÍCULO 35.- Encargado de tratamiento 
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Los Encargados del tratamiento deberán cumplir los siguientes deberes, sin 

perjuicio de las demás disposiciones previstas en la presente Ley, sus 

normas reglamentarias y otras que rijan su actividad: 

a. La prestación de servicios de tratamiento de datos por cuenta de terceros 

entre un Responsable y un Encargado del tratamiento debe quedar 

formalizada mediante un contrato por escrito y no requiere del 

consentimiento del Titular de los datos; 

b. El Encargado del tratamiento se encuentra limitado a llevar a cabo sólo 

aquellos tratamientos de datos encomendados por el Responsable del 

tratamiento; 

c. Los datos personales objeto de tratamiento no pueden aplicarse o 

utilizarse con un fin distinto al que figure en el contrato ni ser cedidos a otras 

personas, ni aun para su conservación, salvo autorización expresa del 

Responsable del tratamiento; 

d. Una vez cumplida la prestación contractual, los datos personales tratados 

deben ser devueltos al Responsable o destruidos, salvo que medie 

autorización expresa del Responsable cuando razonablemente se pueda 

presumir la posibilidad de ulteriores encargos, en cuyo caso sólo podrán 

conservarse por un máximo de DOS (2) años; 

e. Permitir al Responsable o Autoridad de aplicación realizar inspecciones 

o auditorías para verificar el cumplimiento de la Ley y de lo pactado en el 

contrato de prestación de servicios; 

f. El Encargado puede suscribir un contrato para subcontratar servicios que 

impliquen el tratamiento de datos solamente cuando exista una autorización 

expresa del Responsable del tratamiento. En estos casos el subcontratado 

asume el carácter de Encargado en los términos y condiciones previstos en 

esta Ley. Para el supuesto en que el subcontratado incumpla sus 

obligaciones y responsabilidades respecto al tratamiento de datos que lleve 

a cabo conforme a lo estipulado en el contrato, asumirá la calidad de 

Responsable del tratamiento en los términos y condiciones previstos en la 

presente Ley; los contratos previstos en este artículo deben estipular el 

objeto, alcance, contenido, duración, naturaleza y finalidad del tratamiento 

de datos, el tipo de datos personales, las categorías de los datos, el 

cumplimiento del deber de confidencialidad y demás obligaciones y 

responsabilidades del Responsable y Encargado del tratamiento. 

g. Implementar medidas apropiadas, útiles, oportunas, pertinentes y 

eficaces para garantizar y poder demostrar el adecuado cumplimiento de la 

presente Ley y sus normas reglamentarias, especialmente los derechos de 

los Titulares y la materialización de los principios del tratamiento de datos 

personales; 

h. Tratar los datos personales bajo condiciones de seguridad necesarias 

para impedir su adulteración, pérdida, consulta, uso o acceso no autorizado 

o fraudulento; 
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i. Cumplir las instrucciones, órdenes o requerimientos que imparta la 

Autoridad de aplicación; 

j. Tramitar debidamente las solicitudes presentadas por el Titular, 

respondiéndolas de manera completa y oportunamente;  

k. Informar cabalmente y en plazo de ley a la Autoridad de aplicación y al 

Responsable del tratamiento cuando se presenten violaciones a los códigos 

de seguridad y existan riesgos en la administración de la información de los 

Titulares; 

l. Designar a una persona o área que asuma la función de protección de 

datos personales, que dará trámite a las solicitudes de los Titulares, para el 

ejercicio de los derechos a que se refiere la presente Ley y sus normas 

reglamentarias. 

- COMENTARIO: 

El plazo establecido por el Proyecto (2 años) para el almacenamiento de 

datos, lo que puede entrar en conflicto con otras obligaciones legales y 

reglamentarias que el procesador de datos debe cumplir. Es por ello que 

se sugiere a la Autoridad establecer plazos legales adecuados a la 

legislación local. 

Además, debería modificarse el inciso J según: “Tramitar debidamente las 

solicitudes presentadas por el Titular informándole los datos de contacto 

del Responsable, para que este último las responda de manera completa y 

oportuna” 

Por otra parte, y en relación a la facultad de la autoridad de aplicación para 

realizar auditorías, consideramos que el texto debe establecer de forma 

expresa y clara cuándo y cómo el organismo podrá llevarlas a cabo. 

 

ARTÍCULO 41.- Informe previo 

 

Cuando una evaluación de impacto muestre que el tratamiento entrañaría un 

alto riesgo, el Responsable debe informar a la Autoridad de aplicación. 

El informe debe incluir, como mínimo: 

a. Las obligaciones respectivas del Responsable y Encargado, en particular 

en caso de tratamiento de datos dentro de un mismo Grupo económico; 

b. Los fines y medios del tratamiento previsto; 

c. Las medidas y garantías establecidas para minimizar los riesgos 

identificados y proteger los derechos de los Titulares; 

d. En su caso, los datos de contacto del Delegado de protección de datos; 

e. La evaluación de impacto relativa a la protección de datos; 

f. Cualquier otra información que solicite la Autoridad de aplicación. 

El Responsable no podrá iniciar el tratamiento de datos hasta tanto la 

Autoridad de aplicación se pronuncie sobre el informe. 
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- TEXTO PROPUESTO: 

Modificar según: “El responsable podrá iniciar el tratamiento de datos bajo 

su exclusiva responsabilidad hasta tanto la Autoridad de Aplicación se 

pronuncie sobre el informe.” 

- FUNDAMENTO: 

Es considerable la redacción propuesta dado que quedan evidenciadas las 

importantes inversiones económicas que los Responsables deberán 

considerar a efectos del cumplimiento de la normativa propuesta, se 

propone como medida mitigante que las mismas, en la implementación o 

adecuación de sus actividades que requieran un informe previo en las 

condiciones previstas, puedan continuar con las mismas aún cuando no 

exista un pronunciamiento formal de la entidad reguladora, siendo 

responsables de cualquier incumplimiento a las normas o perjuicios 

provocados a los Titulares en caso que se produzcan. 

 

ARTÍCULO 44.- Representantes de Responsables y Encargados del 

tratamiento no establecidos en la República Argentina 

 

Cuando el Responsable o el Encargado del tratamiento no se encuentren 

establecidos en la REPÚBLICA ARGENTINA conforme a lo normado en el 

artículo 4, inciso b de la presente Ley, deberá designar un Representante 

en el territorio nacional, quien actuará en nombre de ellos. 

El presente artículo no será aplicable cuando: 

a) El tratamiento sea ocasional; 

b) Se trate de organismos públicos extranjeros. 

El Representante actuará en nombre del Responsable o del Encargado del 

tratamiento, responderá los pedidos y solicitudes de la Autoridad de 

aplicación y de los Titulares de los datos. También podrá ser objeto de un 

procedimiento sancionatorio ante el incumplimiento por parte del 

Responsable o del Encargado. En caso de falta de respuesta por parte del 

Responsable o Encargado, el Representante será responsable de cualquier 

sanción impuesta en el marco de dicho procedimiento. 

- COMENTARIO: 

Requerir representación en el país tanto del responsable como del 

encargado de tratamiento exclusivamente para estos fines puede ser 

oneroso cuando los servicios se brindan desde el extranjero y actúan como 

una barrera de acceso al mercado. Solicitamos a la autoridad flexibilidad, ya 

que la sola presencia local del responsable/encargado no garantiza el 

cumplimiento. 

 

 

 

ARTÍCULO 45.- Registro Nacional para la Protección de Datos 
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Créase el Registro Nacional para la Protección de Datos. Deberán 

inscribirse obligatoriamente en el mismo: 

a. Todos aquellos Responsables y Encargados del tratamiento que 

conforme al artículo 42, deban tener un Delegado de protección de datos. 

b. Todos aquellos Responsables y Encargados del tratamiento de datos 

que conforme lo establecido en el artículo 44 deban contar con un 

representante en la REPÚBLICA ARGENTINA. 

La Autoridad de aplicación tendrá a su cargo la reglamentación del presente 

registro. 

- COMENTARIO: 

Entendemos innecesaria la creación del Registro puesto que, en casos de 

legislación comparada, es una cuestión que ya ha caído en desuso e 

incrementa los costos para las empresas. Por otra parte, la Agencia ya 

cuenta con otros mecanismos para obtener la información requerida en el 

artículo. 

 

ARTÍCULO 47.- Protección de datos de información crediticia del 

sector financiero y no financiero 

 

En la prestación de servicios de información crediticia sólo pueden tratarse 

datos personales de carácter patrimonial relativos a la solvencia económica 

y al crédito cuando se cuente con una base legal conforme a lo establecido 

en el artículo 12 de la presente Ley. 

Se prohíbe a las empresas prestadoras de servicios de información 

crediticia el tratamiento de datos de parientes del Titular, exceptuando el 

supuesto de quienes participen dentro de una misma sociedad comercial. 

No se podrán tratar los datos comerciales negativos referidos a la prestación 

de los servicios públicos esenciales. 

- TEXTO PROPUESTO: 

Se propone modificar de la siguiente forma: 

Texto Propuesto (primer párrafo): “En la prestación de servicios de información 

crediticia sólo pueden tratarse datos personales de carácter patrimonial 

relativos a la solvencia económica y al crédito, obtenidos de fuentes de acceso 

público irrestricto o de una base legal conforme lo establecido en el artículo 12 

de la presente ley o procedentes de informaciones facilitadas por el Titular de 

los datos o con su consentimiento. 

Del mismo modo, agregar un segundo párrafo específico sobre el tratamiento 

de datos personales: “Pueden tratarse igualmente datos personales relativos 

al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones de contenido patrimonial, 

facilitados por el acreedor o por quien actúe por su cuenta o interés sin contar 

con el consentimiento del Titular de los datos”. 

En su tercer párrafo, proponemos aclarar que la prohibición está referida a la 

provisión de datos de carácter patrimonial de los parientes.  
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Texto Propuesto (tercer párrafo): “Se prohíbe a las empresas prestadoras de 

servicios de información crediticia incluir en el informe crediticio del Titular 

datos de carácter patrimonial de parientes del mismo, exceptuando el 

supuesto de quienes participen dentro de una misma sociedad comercial”. 

 

ARTÍCULO 48.- Plazo de conservación de la información crediticia 

 

Sólo se podrán tratar datos personales que sean significativos para evaluar 

la solvencia económico financiera durante los últimos CINCO (5) años a 

contar desde la última información significativa, o desde el vencimiento del 

plazo original de la operación de crédito de que se trate, el que fuera mayor. 

El plazo se reduce a UN (1) año cuando el deudor cancele o extinga la 

obligación, a contar a partir de la fecha precisa en que lo hace, debiendo 

constar en el informe crediticio. 

 

- TEXTO PROPUESTO: 

 

“Sólo se podrán tratar datos personales que sean significativos para evaluar 

la solvencia económico financiera durante los últimos CINCO (5) años a 

contar desde la última información negativa significativa, o desde el 

vencimiento del plazo original de la operación de crédito de que se trate, el 

que fuera mayor. El plazo se reduce a DOS (2) años cuando el deudor 

cancele o extinga la obligación, a contar a partir de la fecha precisa en que lo 

hace, la que deberá ser informada por el acreedor o por el Titular de los datos, 

debiendo constar en el informe crediticio”. 

 

ARTÍCULO 49.- Deber de comunicación 

 

Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un 

sistema de puntuación y/o calificación de acuerdo al comportamiento 

crediticio de las personas, se deberá comunicar detalladamente al Titular de 

los datos cuál es la fórmula, variables, el procedimiento y la información que 

tomó en cuenta o el algoritmo que se utiliza y su composición. 

Las entidades crediticias deben comunicar de forma diligente al Titular de 

los datos el cambio de situación crediticia que permita acreditar el envío y 

su fecha. Dicha comunicación se debe efectuar cuando las obligaciones 

pasen de cumplimiento normal a incumplimiento, dentro de los DIEZ (10) 

días hábiles de producida la nueva clasificación. El cedente tiene la carga 

de acreditar el cumplimiento de la comunicación aquí dispuesta. 

Cuando se deniegue al Titular de los datos la celebración de un contrato, 

solicitud de trabajo, servicio, crédito comercial o financiero, sustentado en 

un informe crediticio, deberá informársele tal circunstancia, así como la 

empresa que proveyó dicho informe y hacerle entrega de una copia del 

mismo. 

- TEXTO PROPUESTO: 

Se propone modificar el primer párrafo de este artículo de la siguiente forma: 
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“Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un 

sistema de puntuación y/o calificación de acuerdo al comportamiento 

crediticio de las personas, se deberá comunicar detalladamente al Titular de 

los datos, siempre que lo solicite,cuál es la fórmula, variables, el 

procedimiento y la información que tomó en cuenta o el algoritmo que se 

utiliza y su composición de conformidad a lo dispuesto en los artículos 26 inc. 

i. y 30 de esta ley.” 

 

- FUNDAMENTO: 

Los servicios de información crediticia facilitan el rápido otorgamiento de 

créditos en beneficio de los solicitantes, del comercio y de la industria y en 

consecuencia del nivel de empleo en general. En muchos casos estos 

créditos se otorgan en cuestión de pocos segundos a través de Internet con 

la debida validación del solicitante para evitar suplantaciones de identidad. 

Estos servicios ponen al alcance de las personas individuales y pequeñas 

empresas sistemas sofisticados de decisión que de otra manera solo los 

tendrían los grandes bancos y grandes empresas. Solamente éstas tienen los 

recursos técnicos y la gran cantidad de clientes para recopilar y procesar la 

información necesaria para crear sistemas eficaces para la toma de 

decisiones acertadas. Los servicios de información crediticia eliminan la 

asimetría entre la información que podrían disponer las grandes empresas, 

éstas valiéndose solo con sus propios recursos, con respecto a la que podría 

obtener un pequeño industrial o comerciante. A través de los servicios de 

información crediticia, cualquier persona tiene la misma calidad de 

información que aquellas y por un costo al alcance de su poder adquisitivo.  

La información completa es la herramienta fundamental para hacer visibles a 

los invisibles al crédito, atender a los sub-atendidos en materia de ofertas 

crediticias y evitar el sobreendeudamiento. Aspectos como: (i) la amplitud y 

la profundidad de la información proveniente de las típicas fuentes legítimas 

más aceptadas para nutrir estas bases de datos (fuentes públicas, 

información facilitada por acreedores, y el consentimiento del titular), así 

como (ii) la información alternativa que permite tener una visión más integral 

del Titular complementando o sustituyendo la información proveniente de 

sectores tradicionales (pagos de distintos tipos de servicios, datos de vínculos 

familiares que tienen impacto en situaciones comerciales y crediticias, entre 

otros), (iii) la importancia de plazos de permanencia especialmente referidos 

a situaciones que demuestran la voluntad de pago de un ciudadano (2 años 

de historia como mínimo 1), y (iv) lo relativo al deber de informar en ocasión 

que el Titular de los datos lo solicite bajo determinadas circunstancias, son 

todas características de los componentes esenciales que hacen al 

ecosistema de crédito de un país, con un marco balanceado donde se 

promueva el uso de la información como herramienta esencial para el acceso 

al crédito sostenible, y al mismo tiempo, existan datos especialmente 

protegidos desde la perspectiva de protección de datos personales.  

Se agrega entonces el carácter de negativa que debe revestir la información 
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significativa desde la cual contar el plazo de cinco años. Esto se propone 

porque si los datos tratados son información positiva o de buen cumplimiento, 

redunda en un gran beneficio para el Titular. 

A mayor cantidad de años de información positiva, mayor facilidad para 

obtener crédito o mejores condiciones. En segundo término, reducir a un año 

la información sobre incumplimientos resueltos y acuerdos de pago implica 

vaciar de contenido la historia crediticia de los titulares, elemento esencial 

para agilizar el acceso al crédito de las personas que poseen constancia de 

buen cumplimiento de sus obligaciones. Por eso proponemos que dicho plazo 

se mantenga en dos años como lo establece la Ley vigente, el Antecedente 

2018 y los estudios citados en el presente. 

En cuanto a que la fecha en que el deudor cancele o extinga la obligación 

deba ser informada por el acreedor o el titular del dato a las empresas de 

información crediticia es una cuestión esencial en razón que dichas empresas 

no cuentan con esa información al no tener ningún vínculo comercial con el 

Titular, y por otra parte el propio procedimiento de la acción de hábeas data 

previsto en el art. 67 del Proyecto le exige al accionante justificar el 

cumplimiento de los recaudos que hacen al ejercicio de sus derechos. 

Obviamente si el Titular pretende la actualización o supresión de datos por 

haber cancelado o regularizado una deuda deberá acreditar tal circunstancia 

al hacer la solicitud a la empresa de informes crediticios. De tal forma se evita 

que la AAIP o los tribunales reciban casos que pueden ser fácilmente 

resueltos con una simple solicitud del Titular en tal sentido. 

De esa manera se proponen los cambios en los artículos 47, 48 y 49 que 

preceden. 

 

ARTÍCULO 58.- Sanciones 

 

La Autoridad de aplicación podrá imponer a los Responsables y Encargados del 

tratamiento las siguientes sanciones: 

 

- TEXTO PROPUESTO: 

Se propone la siguiente redacción: “La Autoridad de aplicación podrá imponer 

a los Responsables y Encargados del tratamiento, en forma escalonada y 

progresiva, las siguientes sanciones: ...” 

a. Apercibimientos; 

b. Multas; 

c. Suspensión de las actividades relacionadas con el tratamiento de datos 

personales; 

d. Cierre temporal de las operaciones; 

e. Cierre inmediato de las operaciones que involucren el tratamiento de 
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datos sensibles y de niñas, niños y adolescentes. 

En todos los casos la Autoridad de aplicación dará a publicidad la resolución 

en su sitio web y, si lo considere pertinente, en el Boletín Oficial y ordenará 

su publicación en el sitio web del Responsable, a su costa. 

La Autoridad de aplicación tendrá a su cargo la reglamentación del presente 

artículo. 

 

ARTÍCULO 60.- Multas 

 

Las multas se establecen desde las cinco (5) unidades móviles hasta un 

millón (1.000.000.000) de unidades móviles o, del dos por ciento (2 %) hasta 

el cuatro por ciento (4 %) de la facturación total anual global del ejercicio 

financiero anterior, atendiendo a lo establecido en el artículo 62. 

 

- TEXTO PROPUESTO: 

Modificar según: “Las multas se establecen desde las cinco (5) unidades 

móviles hasta diez mil (10.000) unidades móviles o hasta el dos por ciento (2 

%) de la facturación local anual del ejercicio financiero anterior, atendiendo a 

lo establecido en el artículo 62.” 

La Autoridad de aplicación reglamentará las condiciones, modalidades y 

procedimientos para el pago de las multas. 

 

- FUNDAMENTO: 

De esta forma, se está proponiendo una morigeración de las multas, 

considerando la realidad local y tomando en consideración los topes 

establecidos en Uruguay y Paraguay, junto con la referencia a la facturación 

local de la empresa infractora, vigente en Brasil. 

 

ARTÍCULO 62.- Gradación 

 

Las sanciones a las que se refiere el artículo 58 se aplicarán después de un 

procedimiento administrativo llevado a cabo por la Autoridad de aplicación 

que garantice la defensa plena, gradual, aislada o acumulativa, según las 

peculiaridades del caso específico, atendiendo los siguientes criterios: 

a. La naturaleza y dimensión del daño o peligro a los intereses jurídicos 

tutelados por la presente Ley; 

b. El beneficio económico obtenido por el infractor o terceros, en virtud de la 

comisión de la infracción; 

c. La reincidencia en la comisión de la infracción; 

d. La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de 

vigilancia de la Autoridad de aplicación; 

e. El incumplimiento de los requerimientos u órdenes impartidas por la 

IF-2022-104302395-APN-DNPDP#AAIP

Página 23 de 26



 

 

Autoridad de aplicación; 

f. El reconocimiento o aceptación expresa que haga el investigado sobre la 

comisión de la infracción antes de la imposición de la sanción a que hubiere 

lugar; 

g. La condición económica del infractor; 

h. La adopción demostrada de medidas correctivas y mecanismos y 

procedimientos internos capaces de minimizar el daño, tendientes al 

tratamiento seguro y adecuado de los datos; 

i. La adopción de mecanismos de autorregulación vinculantes; 

j. La proporcionalidad entre la gravedad de la falta y de la sanción; 

k. La designación voluntaria de un Delegado de protección de datos; 

l. La notificación oportuna de incidentes de seguridad; 

ll. Otros que pueda considerar la Autoridad de aplicación según la naturaleza del 

caso. 

 

- TEXTO PROPUESTO: 

“Las sanciones a las que se refiere el artículo 58 se aplicarán después de un 

procedimiento administrativo llevado a cabo por la Autoridad de aplicación 

que garantice la defensa plena, gradual, aislada o acumulativa, según las 

peculiaridades del caso específico, atendiendo en su conjunto los siguientes 

criterios:...” 

 

- FUNDAMENTO: 

 

Se propone una morigeración de las multas, considerando la realidad 

argentina y la importancia de la exportación de servicios profesionales y 

economía del conocimiento, como fuentes generadoras de empleo y 

producción. Por tal motivo, propugnamos adoptar un sistema progresivo de 

sanciones, tomando en consideración los topes establecidos en Uruguay y 

Paraguay, junto con la referencia a la facturación local de la empresa 

infractora vigente en el régimen legal de Brasil, siendo las multas de 

aplicación para casos extremos de incumplimientos a las obligaciones 

establecidas en la ley y con un máximo del 2% del volumen del negocio total 

anual del ejercicio financiero anterior de la operación local de la empresa 

infractora. 

 

Además de lo anteriormente considerado, si se adoptara el criterio de multas 

basadas en facturación “global” del grupo económico - constituyendo éste un 

cambio de marcada trascendencia en relación al marco actual - puede 

configurar un claro desincentivo a inversiones en proyectos internacionales 

basados en nuestro país, algunos de los cuales ya están siendo llevados a 

cabo exitosamente por emprendimientos localizados en Argentina. 

 

Asimismo, se considera oportuno un sistema que en su conjunto considere y 
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premie la temprana adopción de medidas técnicas y organizativas para 

promover la cultura de protección de datos y seguridad de la información en 

las organizaciones. 

 

Finalmente, si bien se valora especialmente lo mencionado en el párrafo 

anterior, también se entiende que una legislación y autoridades de aplicación 

que fomenten, promuevan, y pongan en práctica oportunidades de educación 

para los regulados (los que deberán considerar importantes inversiones para 

el cumplimiento de la actualización normativa) en conjunto con el necesario 

tiempo de adecuación de implementación, son también aspectos prioritarios 

a tener en cuenta cuando se considera el terreno sancionatorio. De esa 

manera se proponen los cambios que sen los artículos 58, 60 y 62 que 

preceden. 

  

ARTÍCULO 72.- Vigencia 

 

Las disposiciones de la presente Ley entrarán en vigencia a partir de su 

publicación en el Boletín Oficial. 

Los Responsables y Encargados del tratamiento contarán con el plazo máximo de 

UN (1) año desde la publicación de la presente Ley en el Boletín Oficial, para 

adaptarse a las obligaciones contenidas en ella. 

 

- COMENTARIO: 

 

Solicitamos que la vigencia de la Ley, a partir de su publicación en el Boletín 

Oficial, sea en el plazo de DOS (2) años. 

 

- ARTÍCULO DE SUPUESTOS ESPECIALES 

Se propone redactar un nuevo artículo de supuestos especiales de acuerdo 

al proyecto presentado al congreso durante 2018. 

 

ARTÍCULO “NOV.-” Tratamiento de datos personales con fines de 

prospección comercial o mercadotecnia de bienes y servicios 

comercializables o de beneficencia. Pueden tratarse sin consentimiento de su 

titular datos personales con fines de prospección comercial o mercadotecnia 

de bienes y servicios comercializables o de beneficencia, cuando estén 

destinados a la formación de perfiles determinados o que permitan establecer 

hábitos de consumo que categoricen preferencias y comportamientos 

similares de las personas, siempre que los titulares de los datos sólo se 

identifiquen por su pertenencia a tales grupos genéricos, con más los datos 

individuales estrictamente necesarios para formular la oferta a los 

destinatarios. Ello sin perjuicio de los derechos de los Titulares de los datos 

consagrados en el Capítulo 4. ...” 
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30 de septiembre de 2022 

Comentarios de la Global Data Alliance respecto de la propuesta de Argentina para una 
medida sobre la protección de los datos personales 

La Global Data Alliance (Alianza Global de Datos, GDA)1 recibe con agrado la oportunidad de 
proporcionar comentarios a la Agencia de Acceso a la Información Pública (AAIP) sobre las propuestas 
para una Medida referida a la protección de los datos personales. 

La Global Data Alliance es una coalición de compañías de diversas industrias que están comprometidas 
con altos estándares de responsabilidad respecto de los datos y que dependen de la capacidad para 
transferir datos a nivel internacional para innovar y crear empleos. La Global Data Alliance apoya 
políticas que ayudan a infundir confianza en la economía digital sin imponer restricciones a los datos 
transfronterizos o requisitos de localización indebidos que debiliten la seguridad de los datos, la 
innovación, el desarrollo económico y el comercio internacional. Las compañías miembros de la Alliance 
son inversionistas significativos en Argentina que colectivamente invierten millones de dólares y dan 
empleo a miles de ciudadanos argentinos. Las compañías miembros de la GDA son activas en los 
sectores aeroespacial, automotor, de bienes de consumo, electrónica, servicios financieros, salud, 
medios de comunicación, cadena de suministros y telecomunicaciones.  

Nuestros comentarios se enfocan en dos cuestiones centrales:  

1. Reconocer los beneficios de las transferencias de datos internacionales. 
2. Promover la convergencia y la interoperabilidad entre mecanismos de transferencia 

contractuales.  

Describimos esos elementos a continuación.  

 

1. Reconocer los beneficios de las transferencias de datos internacionales 

Recibimos con agrado el reconocimiento en la medida de la importancia de las transferencias de datos 
transfronterizos. En un momento de creciente proteccionismo de los datos en todo el mundo, Argentina 
debe seguir promoviendo sólidas salvaguardas de privacidad y flujos de datos internacionales como 
pilares de la economía de datos. Además, a fin de conservar su estatus de país con un marco de 
protección de datos considerado adecuado por la Unión Europea, recomendamos que la Argentina se 
esfuerce por garantizar la convergencia con el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD) de 
la UE, al tiempo que también considere otros mecanismos de transferencia de datos internacional que 
permitan que los datos personales se transfieran de manera responsable a través de las fronteras.   

La capacidad para transferir datos de manera segura entre redes digitales transnacionales es de crucial 
importancia para muchos otros objetivos de políticas nacionales argentinas. Las transferencias de datos 
apoyan la seguridad informática, la prevención de fraudes, la lucha contra el lavado de dinero y otras 
actividades relacionadas con la protección de la salud, la privacidad, la seguridad y el cumplimiento 
normativo.  
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Esta capacidad también apoya una mayor prosperidad económica para la economía de Argentina. Se 
estima que las transferencias de datos contribuyen $2,8 billones al PIB, una participación que excede el 
comercio global en bienes y que se espera que crezca a $11 billones para 2025.2  Las restricciones 
referidas a las transferencias de datos tienen amplias reverberaciones que pueden dar lugar a una 
reducción del PIB, las inversiones extranjeras y el crecimiento de los empleos para los países que las 
adopten, así como impactos adversos sobre los ecosistemas digitales locales y nacionales, en un 
momento en que la recuperación económica ocupa un lugar principal de la agenda para todos los 
gobiernos.   

La capacidad para transferir datos a través de las fronteras también es crucial para las compañías 
argentinas de todos los tamaños y en todos los sectores industriales, así como para los trabajadores, los 
consumidores y otros ciudadanos. Las compañías argentinas que hacen negocios a nivel internacional 
necesitan enviar datos a través de las fronteras nacionales todos los días, incluso con los fines 
siguientes:  

 Acceder a mercados, compradores, proveedores y otros socios comerciales en otros países. 
 Contribuir a actividades de innovación de productos, de investigación y desarrollo (R+D) y de 

mejora de productos que tienen lugar en múltiples jurisdicciones, además de garantizar la 
continuidad y la eficiencia operacionales (p. ej. en recursos humanos). 

 Monitorear la confiabilidad y la seguridad de los productos para los consumidores o los usuarios. 
 Garantizar el cumplimiento legal y normativo.  
 Apoyar la resiliencia y la visibilidad de la cadena de suministro.  
 Mantener la visibilidad y la capacidad de respuesta rápida frente a amenazas a la seguridad 

informática en distintos países en tiempo real.3  
 

. En el caso de las compañías argentinas, la capacidad para transferir datos a través de las fronteras de 
manera responsable las ayuda a ser más eficientes y efectivas en el suministro de productos y servicios 
que sus clientes demandan. Las transferencias de datos responsables también respaldan los empleos y 
la actividad comercial para las exportaciones de servicios argentinos. Finalmente, las transferencias 
transfronterizas responsables también forman parte integral de las cadenas de suministro 
internacionales, que deben mover información a través de las fronteras para optimizar el 
aprovisionamiento, las finanzas, la logística, la mitigación de riesgos y la capacidad de respuesta.4  

Argentina está en buena posición para salvaguardar estas diversas prioridades y, al mismo tiempo, 
promover altos estándares de protección de datos a través de su Propuesta para una medida sobre 
protección de los datos, que –esperamos– siga respondiendo al denominado “principio de 
responsabilidad”. Bajo ese principio, Argentina puede esperar que las organizaciones que transfieren 
datos a nivel global implementen procedimientos para garantizar que los datos sigan estando protegidos, 
incluso si se transfieren a países fuera de donde se recopilaron inicialmente. Argentina ha sido uno de 
los primeros países que adoptó el principio de responsabilidad, desarrollado inicialmente por la OCDE5 y 
que posteriormente fuera avalado e integrado en numerosos sistemas legales, incluso la UE,6 Japón,7 
Nueva Zelanda,8 Singapur9 y Canadá.10 Ese principio es, además, una característica significativa del 
Marco de privacidad de la APEC,11 el sistema de Reconocimiento de la privacidad para procesadores 
(PRP) de la APEC,12 el sistema de Reglas de privacidad transfronteriza (CBPR) de la APEC13 y las 
Cláusulas contractuales modelo de la ASEAN.14  

 
2. Promover la convergencia y la interoperabilidad entre mecanismos de transferencia 

contractuales 

A fin de sacar provecho de los beneficios que conlleva el flujo de datos responsable a través de las 
fronteras, recomendamos que Argentina promueva la convergencia y la interoperabilidad de los 
mecanismos de transferencia de datos. Elogiamos la inclusión en los artículos 23-24 de mecanismos de 
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transferencia de datos que se ajustan a la adopción por parte de Argentina de cláusulas contractuales 
estándar, reglas corporativas vinculantes y otros mecanismos de transferencia.  

Como un medio para codificar la práctica argentina existente, resulta útil que la Medida contenga 
referencias explícitas a determinaciones de adecuación (artículo 23), así como cláusulas contractuales 
estándar, reglas corporativas vinculantes, mecanismos de certificación y otros instrumentos y convenios 
internacionales (artículo 24).15  

Es importante tomar nota de que los mecanismos de transferencia de datos diseñados para el uso por 
parte de compañías que operan en un país tampoco pueden considerarse de manera aislada de los 
mecanismos creados y utilizados en otros países. A medida que los países de todo el mundo desarrollan 
y actualizan sus leyes y normativas sobre protección de la información personal, resulta crucial que esos 
marcos legales se diseñen para que efectivamente protejan la privacidad de una manera interoperable a 
nivel internacional, suficientemente flexible como para dar cuenta de la rápida evolución tanto de las 
tecnologías como de los modelos empresariales, los niveles de riesgo, y que priorice altos estándares de 
protección de datos. Elogiamos a la AAIP por reconocer diversos mecanismos de transferencia, incluidas 
las cláusulas contractuales estándar y las reglas corporativas vinculantes, disposiciones que 
proporcionan protecciones suficientemente similares a las que provee la Ley de protección de datos de 
Argentina. Por lo tanto, recomendamos que la medida propuesta se enmiende para reconocer también 
que mecanismos de transferencia contractuales existentes pueden proporcionar salvaguardas 
contractuales coherentes con los requisitos legales de Argentina y, así, satisfacer el artículo 24(c)(1),  

Muchas compañías globales ya han adoptado mecanismos de transferencia con base en contratos que 
protegen los datos cuando se transfieren entre países y regiones. Recomendamos que Argentina 
reconozca que esos contratos existentes quizá ya satisfagan el artículo 24(c)(1) siempre y cuando 
contengan protecciones sustanciales suficientemente similares a las que provee la Ley de protección de 
datos de Argentina, sin requerir que las compañías renegocien esos contratos para adoptar lenguaje o 
formatos específicos aprobados previamente. Por ejemplo, si una compañía ya adopta un contrato con 
base en la SCC de la UE, no se le debe exigir que renegocie dicho contrato. Este enfoque de las 
salvaguardas de las transferencias contractuales impulsa la armonización al reconocer la consonancia 
entre estos mecanismos existentes y los requisitos legales de Argentina, al tiempo que garantiza que las 
compañías puedan aprovechar prácticas y mecanismos para apoyar productos, servicios y clientes en 
Argentina.  

Si la AAIP considera hacer algún cambio a sus cláusulas contractuales estándar o sus reglas corporativas 
vinculantes existentes, recomendamos que reconozca que el criterio de excelencia para evaluar esos 
mecanismos es si promueven niveles de protección similares o equivalentes a los que exige la ley 
Argentina. Un enfoque tal también promovería un grado razonable de flexibilidad en el formato apropiado 
de las disposiciones contractuales. También sería importante seguir dando cuenta de la diversidad de 
entidades distintas que transfieren datos y la diversidad de transferencias distintas entre esas entidades 
(p. ej. responsable del tratamiento a responsable del tratamiento, responsable del tratamiento a encargado 
del tratamiento, encargado del tratamiento a responsable del tratamiento y encargado del tratamiento a 
encargado del tratamiento).16 Ya sea que Argentina adopte o no el enfoque modular recientemente 
adoptado por la UE, cualquier nuevo SCC en Argentina debe ser suficientemente flexible como para ser 
utilizado en cada uno de esos escenarios.  

Finalmente, además del uso de disposiciones contractuales flexibles como se describió antes, la 
participación en sistemas de certificación internacionales también puede promover la convergencia y la 
interoperabilidad. Alentamos a la Argentina a considerar la posibilidad de participar en el Global Cross-
Border Privacy Rules (CBPR) Forum (Foro global de reglas de privacidad transfronteriza), que, entre 
otras cosas, establecerá un sistema de certificación internacional para fomentar los flujos y la 
interoperabilidad de datos transfronterizos. 

*     *     * 
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https://www.pdpc.gov.sg/-/media/Files/PDPC/PDF-Files/Other-Guides/Singapore-Guidance-for-Use-of-ASEAN-
MCCs.pdf?la=en#:~:text=The%20ASEAN%20Model%20Contractual%20Clauses%20%28ASEAN%20MCCs%29%2
0are,parties%20that%20protects%20the%20data%20of%20data%20subjects.  
15 En la práctica, las compañías más grandes a menudo confiarán en uno o más mecanismos de transferencia de 
datos y usarán la herramienta que mejor se adapte a sus necesidades empresariales y a las transferencias de datos 
específicas en cuestión. Otras compañías quizá principalmente confíen en un mecanismo, como determinaciones de 
adecuación o cláusulas contractuales estándar. Garantizar la disponibilidad permanente de diversos mecanismos de 
transferencia flexibles que puedan usarse de diferentes maneras en estas distintas situaciones ayudará a las 
compañías a transferir datos de manera responsable, en consonancia con la ley argentina. 
16 También tenemos en cuenta de que, en relaciones complejas entre compañías, una entidad particular puede tener 
distintas funciones con respecto a distintos conjuntos de información y en distintos momentos, incluso como 
responsable del tratamiento, encargada del tratamiento, importadora y/o exportadora.  
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30 de septiembre de 2022 

Comentarios de la Global Data Alliance respecto de la propuesta de Argentina para una 
medida sobre la protección de los datos personales 

La Global Data Alliance (Alianza Global de Datos, GDA)1 recibe con agrado la oportunidad de 
proporcionar comentarios a la Agencia de Acceso a la Información Pública (AAIP) sobre las propuestas 
para una Medida referida a la protección de los datos personales. 

La Global Data Alliance es una coalición de compañías de diversas industrias que están comprometidas 
con altos estándares de responsabilidad respecto de los datos y que dependen de la capacidad para 
transferir datos a nivel internacional para innovar y crear empleos. La Global Data Alliance apoya 
políticas que ayudan a infundir confianza en la economía digital sin imponer restricciones a los datos 
transfronterizos o requisitos de localización indebidos que debiliten la seguridad de los datos, la 
innovación, el desarrollo económico y el comercio internacional. Las compañías miembros de la Alliance 
son inversionistas significativos en Argentina que colectivamente invierten millones de dólares y dan 
empleo a miles de ciudadanos argentinos. Las compañías miembros de la GDA son activas en los 
sectores aeroespacial, automotor, de bienes de consumo, electrónica, servicios financieros, salud, 
medios de comunicación, cadena de suministros y telecomunicaciones.  

Nuestros comentarios se enfocan en dos cuestiones centrales:  

1. Reconocer los beneficios de las transferencias de datos internacionales. 
2. Promover la convergencia y la interoperabilidad entre mecanismos de transferencia 

contractuales.  

Describimos esos elementos a continuación.  

 

1. Reconocer los beneficios de las transferencias de datos internacionales 

Recibimos con agrado el reconocimiento en la medida de la importancia de las transferencias de datos 
transfronterizos. En un momento de creciente proteccionismo de los datos en todo el mundo, Argentina 
debe seguir promoviendo sólidas salvaguardas de privacidad y flujos de datos internacionales como 
pilares de la economía de datos. Además, a fin de conservar su estatus de país con un marco de 
protección de datos considerado adecuado por la Unión Europea, recomendamos que la Argentina se 
esfuerce por garantizar la convergencia con el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD) de 
la UE, al tiempo que también considere otros mecanismos de transferencia de datos internacional que 
permitan que los datos personales se transfieran de manera responsable a través de las fronteras.   

La capacidad para transferir datos de manera segura entre redes digitales transnacionales es de crucial 
importancia para muchos otros objetivos de políticas nacionales argentinas. Las transferencias de datos 
apoyan la seguridad informática, la prevención de fraudes, la lucha contra el lavado de dinero y otras 
actividades relacionadas con la protección de la salud, la privacidad, la seguridad y el cumplimiento 
normativo.  
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Esta capacidad también apoya una mayor prosperidad económica para la economía de Argentina. Se 
estima que las transferencias de datos contribuyen $2,8 billones al PIB, una participación que excede el 
comercio global en bienes y que se espera que crezca a $11 billones para 2025.2  Las restricciones 
referidas a las transferencias de datos tienen amplias reverberaciones que pueden dar lugar a una 
reducción del PIB, las inversiones extranjeras y el crecimiento de los empleos para los países que las 
adopten, así como impactos adversos sobre los ecosistemas digitales locales y nacionales, en un 
momento en que la recuperación económica ocupa un lugar principal de la agenda para todos los 
gobiernos.   

La capacidad para transferir datos a través de las fronteras también es crucial para las compañías 
argentinas de todos los tamaños y en todos los sectores industriales, así como para los trabajadores, los 
consumidores y otros ciudadanos. Las compañías argentinas que hacen negocios a nivel internacional 
necesitan enviar datos a través de las fronteras nacionales todos los días, incluso con los fines 
siguientes:  

 Acceder a mercados, compradores, proveedores y otros socios comerciales en otros países. 
 Contribuir a actividades de innovación de productos, de investigación y desarrollo (R+D) y de 

mejora de productos que tienen lugar en múltiples jurisdicciones, además de garantizar la 
continuidad y la eficiencia operacionales (p. ej. en recursos humanos). 

 Monitorear la confiabilidad y la seguridad de los productos para los consumidores o los usuarios. 
 Garantizar el cumplimiento legal y normativo.  
 Apoyar la resiliencia y la visibilidad de la cadena de suministro.  
 Mantener la visibilidad y la capacidad de respuesta rápida frente a amenazas a la seguridad 

informática en distintos países en tiempo real.3  
 

. En el caso de las compañías argentinas, la capacidad para transferir datos a través de las fronteras de 
manera responsable las ayuda a ser más eficientes y efectivas en el suministro de productos y servicios 
que sus clientes demandan. Las transferencias de datos responsables también respaldan los empleos y 
la actividad comercial para las exportaciones de servicios argentinos. Finalmente, las transferencias 
transfronterizas responsables también forman parte integral de las cadenas de suministro 
internacionales, que deben mover información a través de las fronteras para optimizar el 
aprovisionamiento, las finanzas, la logística, la mitigación de riesgos y la capacidad de respuesta.4  

Argentina está en buena posición para salvaguardar estas diversas prioridades y, al mismo tiempo, 
promover altos estándares de protección de datos a través de su Propuesta para una medida sobre 
protección de los datos, que –esperamos– siga respondiendo al denominado “principio de 
responsabilidad”. Bajo ese principio, Argentina puede esperar que las organizaciones que transfieren 
datos a nivel global implementen procedimientos para garantizar que los datos sigan estando protegidos, 
incluso si se transfieren a países fuera de donde se recopilaron inicialmente. Argentina ha sido uno de 
los primeros países que adoptó el principio de responsabilidad, desarrollado inicialmente por la OCDE5 y 
que posteriormente fuera avalado e integrado en numerosos sistemas legales, incluso la UE,6 Japón,7 
Nueva Zelanda,8 Singapur9 y Canadá.10 Ese principio es, además, una característica significativa del 
Marco de privacidad de la APEC,11 el sistema de Reconocimiento de la privacidad para procesadores 
(PRP) de la APEC,12 el sistema de Reglas de privacidad transfronteriza (CBPR) de la APEC13 y las 
Cláusulas contractuales modelo de la ASEAN.14  

 
2. Promover la convergencia y la interoperabilidad entre mecanismos de transferencia 

contractuales 

A fin de sacar provecho de los beneficios que conlleva el flujo de datos responsable a través de las 
fronteras, recomendamos que Argentina promueva la convergencia y la interoperabilidad de los 
mecanismos de transferencia de datos. Elogiamos la inclusión en los artículos 23-24 de mecanismos de 
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transferencia de datos que se ajustan a la adopción por parte de Argentina de cláusulas contractuales 
estándar, reglas corporativas vinculantes y otros mecanismos de transferencia.  

Como un medio para codificar la práctica argentina existente, resulta útil que la Medida contenga 
referencias explícitas a determinaciones de adecuación (artículo 23), así como cláusulas contractuales 
estándar, reglas corporativas vinculantes, mecanismos de certificación y otros instrumentos y convenios 
internacionales (artículo 24).15  

Es importante tomar nota de que los mecanismos de transferencia de datos diseñados para el uso por 
parte de compañías que operan en un país tampoco pueden considerarse de manera aislada de los 
mecanismos creados y utilizados en otros países. A medida que los países de todo el mundo desarrollan 
y actualizan sus leyes y normativas sobre protección de la información personal, resulta crucial que esos 
marcos legales se diseñen para que efectivamente protejan la privacidad de una manera interoperable a 
nivel internacional, suficientemente flexible como para dar cuenta de la rápida evolución tanto de las 
tecnologías como de los modelos empresariales, los niveles de riesgo, y que priorice altos estándares de 
protección de datos. Elogiamos a la AAIP por reconocer diversos mecanismos de transferencia, incluidas 
las cláusulas contractuales estándar y las reglas corporativas vinculantes, disposiciones que 
proporcionan protecciones suficientemente similares a las que provee la Ley de protección de datos de 
Argentina. Por lo tanto, recomendamos que la medida propuesta se enmiende para reconocer también 
que mecanismos de transferencia contractuales existentes pueden proporcionar salvaguardas 
contractuales coherentes con los requisitos legales de Argentina y, así, satisfacer el artículo 24(c)(1),  

Muchas compañías globales ya han adoptado mecanismos de transferencia con base en contratos que 
protegen los datos cuando se transfieren entre países y regiones. Recomendamos que Argentina 
reconozca que esos contratos existentes quizá ya satisfagan el artículo 24(c)(1) siempre y cuando 
contengan protecciones sustanciales suficientemente similares a las que provee la Ley de protección de 
datos de Argentina, sin requerir que las compañías renegocien esos contratos para adoptar lenguaje o 
formatos específicos aprobados previamente. Por ejemplo, si una compañía ya adopta un contrato con 
base en la SCC de la UE, no se le debe exigir que renegocie dicho contrato. Este enfoque de las 
salvaguardas de las transferencias contractuales impulsa la armonización al reconocer la consonancia 
entre estos mecanismos existentes y los requisitos legales de Argentina, al tiempo que garantiza que las 
compañías puedan aprovechar prácticas y mecanismos para apoyar productos, servicios y clientes en 
Argentina.  

Si la AAIP considera hacer algún cambio a sus cláusulas contractuales estándar o sus reglas corporativas 
vinculantes existentes, recomendamos que reconozca que el criterio de excelencia para evaluar esos 
mecanismos es si promueven niveles de protección similares o equivalentes a los que exige la ley 
Argentina. Un enfoque tal también promovería un grado razonable de flexibilidad en el formato apropiado 
de las disposiciones contractuales. También sería importante seguir dando cuenta de la diversidad de 
entidades distintas que transfieren datos y la diversidad de transferencias distintas entre esas entidades 
(p. ej. responsable del tratamiento a responsable del tratamiento, responsable del tratamiento a encargado 
del tratamiento, encargado del tratamiento a responsable del tratamiento y encargado del tratamiento a 
encargado del tratamiento).16 Ya sea que Argentina adopte o no el enfoque modular recientemente 
adoptado por la UE, cualquier nuevo SCC en Argentina debe ser suficientemente flexible como para ser 
utilizado en cada uno de esos escenarios.  

Finalmente, además del uso de disposiciones contractuales flexibles como se describió antes, la 
participación en sistemas de certificación internacionales también puede promover la convergencia y la 
interoperabilidad. Alentamos a la Argentina a considerar la posibilidad de participar en el Global Cross-
Border Privacy Rules (CBPR) Forum (Foro global de reglas de privacidad transfronteriza), que, entre 
otras cosas, establecerá un sistema de certificación internacional para fomentar los flujos y la 
interoperabilidad de datos transfronterizos. 

*     *     * 
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https://www.pdpc.gov.sg/-/media/Files/PDPC/PDF-Files/Other-Guides/Singapore-Guidance-for-Use-of-ASEAN-
MCCs.pdf?la=en#:~:text=The%20ASEAN%20Model%20Contractual%20Clauses%20%28ASEAN%20MCCs%29%2
0are,parties%20that%20protects%20the%20data%20of%20data%20subjects.  
15 En la práctica, las compañías más grandes a menudo confiarán en uno o más mecanismos de transferencia de 
datos y usarán la herramienta que mejor se adapte a sus necesidades empresariales y a las transferencias de datos 
específicas en cuestión. Otras compañías quizá principalmente confíen en un mecanismo, como determinaciones de 
adecuación o cláusulas contractuales estándar. Garantizar la disponibilidad permanente de diversos mecanismos de 
transferencia flexibles que puedan usarse de diferentes maneras en estas distintas situaciones ayudará a las 
compañías a transferir datos de manera responsable, en consonancia con la ley argentina. 
16 También tenemos en cuenta de que, en relaciones complejas entre compañías, una entidad particular puede tener 
distintas funciones con respecto a distintos conjuntos de información y en distintos momentos, incluso como 
responsable del tratamiento, encargada del tratamiento, importadora y/o exportadora.  



















































Rosario, 29 de septiembre de 2022 

Sres. 
Agencia de Acceso a la Información Pública 
S.          /           D.  

Ref: Comentarios a Resolución 119/2022 

 De nuestra mayor consideración: 

Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. con motivo del Proyecto 
de Ley de Protección de Datos Personales emitido bajo la  Resolución 119/2022, en el marco del 
procedimiento de Elaboración Participativa de Normas aprobado por el Decreto Nº 1172/2003, el 
cual fuera objeto de análisis conjunto por Bolsa de Comercio de Rosario, Matba Rofex S.A. y 
Mercado Argentino de Valores S.A. 

En el marco del análisis realizado, celebramos la iniciativa de 
emitir normas que tengan como fin primordial armonizar los estándares regionales e 
internacionales en materia de protección de datos personales para fortalecer una estrategia 
global de regulación, desde un enfoque de derechos humanos y con una mirada situada y 
soberana, ello impulsado por los nuevos escenarios caracterizados por movimientos constantes 
de grandes flujos de datos, refuerzan la necesidad de que la República Argentina mantenga los 
estándares de protección capaces de compatibilizar la economía digital, la innovación 
tecnológica y la protección de derechos fundamentales, en el marco de un proyecto de desarrollo 
inclusivo. 

De esta manera, como sectores interesados en dicha normativa, 
venimos a formar parte del proceso de Elaboración Participativa de las Normas a la que el 
Proyecto de Resolución fue sometido, haciendo llegar nuestros comentarios y sugerencias en el 
Anexo I, a fin de potenciar la misma. 

Quedamos a vuestra disposición y saludamos a Uds. muy 
atentamente. 

                                                                                   

Javier E. Cervio 
Director Institucional y de Mercados 

Bolsa de Comercio de Rosario 
 
                                          

 Andrés Ponte 
Presidente 

Matba Rofex S.A. 
 

Alberto Curado 
Presidente  

Mercado Argentino de Valores S.A. 
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ANEXO 
 

 Artículo 2° Definiciones: 

Sobre el detalle de los nuevos conceptos, se sugiere Incorporar los términos mercadotecnia y 

prospección comercial según el alcance dentro de esta ley, tal como los mismos serán 

considerados según el artículo 28 Derecho de Oposición. 

 Artículo 10° Plazo de conservación: 

para el cumplimiento de la finalidad del tratamiento. 

Los datos personales pueden conservarse durante períodos más largos siempre que  se traten 

exclusivamente con fines estadísticos, de archivo en interés público, de investigación científica o 

histórica, sin perjuicio de la aplicación de las medidas técnicas y organizativas apropiadas que 

impone la presente Ley a fin de proteger los derecho  

 

Sugerencia: Para mayor claridad se sugiere establecer plazos definidos para su conservación, 

puede llegar a inducir a diferentes criterios o subjetividad a la hora de determinarlo. 

 

 Artículo 13°Consentimiento 

que éste sea previo, libre, específico, informado e inequívoco para una o varias finalidades 

determinadas, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa. 

Se entiende por: 

1) Previo, cuando se solicita el consentimiento antes de la recolección de los datos; 

2) Libre, cuando se encuentre exento de vicios. El Titular de los datos deberá tener la opción de 

negarse a otorgar su consentimiento sin sufrir perjuicio alguno; 

3) Específico, que cuando el tratamiento de datos tenga varios fines, el Titular otorgue el 

consentimiento para cada uno de ellos; 

3) Informado, de modo que el Titular cuente con la información establecida en el artículo 15; 

4) Inequívoco, de manera que no presente dudas sobre el alcance de la autorización otorgada 

por el Titular. 

El Responsable deberá ser capaz de demostrar que el Titular consintió el tratamiento de sus 

 

 

Sugerencia: A fin de dar mayor claridad al artículo y tal como se hace en otros, sería conveniente 
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incorporar en forma meramente enunciativa casos a considerar declaración o una clara acción 

afirmativa a los fines de tenerse por acreditado el consentimiento en forma tácita. 

 

 Artículo 21° Deber de Confidencialidad: 

cualquier fase del tratamiento están obligados a la confidencialidad respecto de los datos 

personales. Esta obligación subsiste aún después de finalizada su relación con el Titular de los 

datos, el Responsable o el Encargado del tratamiento, según corresponda. El obligado puede 

ser relevado del deber de confidencialidad por  

 

Sugerencia: se sugiere, en cuanto al relevamiento del deber, que pueda ser además de por 

resolución judicial, en analogía con el mismo deber en el ámbito de mercados, que sea cuando 

fuere solicitado por organismos de contralor como: AFIP, UIF, entre otras, con pedido 

debidamente fundado y por autoridad competente en cada uno de las mismas en el alcance de 

sus facultades. 

 

 Artículo 34°. Responsable del tratamiento  Artículo 35° Encargado de 

tratamiento - Artículo 42° Delegado de protección de datos. 

siguientes deberes, sin perjuicio de las demás disposiciones previstas en la presente Ley, sus 

 

 

 

 

Sugerencia: Del análisis de la norma advertimos que la misma genera 3 nuevos roles a fin de 

llevar a cabo un control más adecuado para el tratamiento de datos, lo cual en los roles que  ya 

se establecen por diferentes normativas de organismos como  la Comisión Nacional Valores y  la 

Unidad de Información Financiera, sumado a la normativa en materia de Integridad, genera ante 

ciertos actores, la necesidad de contar con multiplicidad de roles en su estructura a fin de dar 

cumplimiento a lo exigido. Es por ello que se solicita que todas las figuras mencionadas se 

subsuman en una única a los efectos mencionados. 
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personales 

por su naturaleza, alcance, contexto o finalidades, sea probable que entrañe un alto riesgo de 

afectación a los derechos de los Titulares de los datos amparados en la presente Ley, deberá 

realizar, de manera previa a la implementación del tratamiento, una evaluación del impacto 

relativa a la protección de los datos personales. 

Esta evaluación es obligatoria en los siguientes casos, sin perjuicio de otros que establezca la 

Autoridad de aplicación: 

a. Evaluación sistemática y exhaustiva de aspectos personales de personas humanas que se 

base en un tratamiento de datos automatizado y semiautomatizado, como la elaboración de 

perfiles, y sobre cuya base se tomen decisiones que produzcan efectos jurídicos para las 

personas humanas o que les afecten significativamente de modo similar; 

b. Tratamiento de datos sensibles a gran escala, de datos relativos a antecedentes penales, 

contravencionales o de niños, niñas y adolescentes; 

c. Observación sistemática a gran escala de una zona de acceso público. 

 

Sugerencia: En primera instancia sería óptimo poder delinear en forma más concreta el alcance 

de ea probable que entrañe un alto riesgo de afectación

parámetros que permitan determinar dicha situación. 

Asimismo, en cuanto al inciso b, sugerimos determinar en qué casos será considerado 

tratamiento a gran escala. 
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Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 29 de setiembre del 2022.- 

 

Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación  

Directora de la Agencia de Acceso a la Información Pública 

Mg. Beatriz Anchorena  

S/D 

 

Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. en el marco del proceso participativo establecido en 
el Reglamento General para la Elaboración Participativa de Normas, aprobado por el 
artículo 3° del Decreto Nº 1172/03 (Anexo V) en relación a la propuesta del anteproyecto 
de la Ley de Protección de Datos Personales1.  

La Defensoría del Pueblo, por Ley 1845, ha sido designada órgano de control de datos 
personales referidos a personas físicas o de existencia ideal, asentados o destinados a ser 
asentados en archivos, registros, bases o bancos de datos del sector público de la Ciudad 
de Buenos Aires, a los fines de garantizar el derecho al honor, a la intimidad y a la 
autodeterminación informativa, de conformidad a lo establecido por el artículo 16 de la 
Constitución de la Ciudad de Buenos Aires. Dicha función es llevada dentro de la Institución 
por el Centro de Protección de Datos Personales, en base a dicho conocimiento acercamos 
algunos comentarios. 

I. Comentarios generales 

En primer lugar, celebramos y apoyamos el impulso en pos de reformar la Ley Nacional de 
Protección de Datos Personales. Asimismo el proceso de consulta iniciado por la Agencia de 
Acceso a la Información Pública para la actualización de la Ley 25.326 de Protección de 
Datos Personales es una herramienta de importancia dado que permitirá que la norma se 
nutra de aportes multidisciplinarios así como también validar e impulsar la iniciativa.   

                                                             
1 BOLETIN OFICIAL REPUBLICA ARGENTINA - AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA - Resolución 119/2022 
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Concordamos con la imperiosa necesidad de reformar la legislación en especial porque el 
avance tecnológico ha impactado particularmente en el derecho a la privacidad y la 
protección de los datos personales. De igual modo entendemos muy acertado seguir los 
lineamientos del Reglamento Europeo de Protección de Datos Personales (RGPD) porque 
es una norma guía que se ajusta a nuestro sistema jurídico y condensa los aspectos previstos 
en las legislaciones más modernas. Sin lugar a dudas el anteproyecto constituye una mejora 
respecto del estado normativo actual al incorporar la figura del delegado de protección de 
datos, temas relativos con la seguridad de la información, la notificación de incidentes, la 
posibilidad de ejercer la portabilidad, la regulación sobre transferencia internacional de 
datos personales, aspectos sobre decisiones automatizadas, cuestiones sobre 
responsabilidad proactiva, el concepto de la protección de la privacidad desde el diseño y 
multas entre otros.  

También las previsiones relativas al ámbito de aplicación material y territorial contenido en 
los Arts. 3 y 4 dan robustez al derecho a la privacidad y permitirán que el  derecho a la 
protección de datos personales no quede supeditado ante al derecho a la información y/o 
la libertad de expresión. Respecto del ámbito de aplicación territorial, las opciones 
contempladas en el articulado 
territorio, efectúa actividad
los dilemas que impone la globalidad.  

Asimismo es medular que la legislación garantice el cumplimiento de la protección de datos 
personales ante el desarrollo de la inteligencia artificial y las neurotecnologías y tecnologías 
emergentes, aspectos que analizamos en los puntos II. g) y h). Por ello las previsiones sobre 

constituyen una posición necesaria.  En efecto, ante la creciente digitalización creemos de 
importancia recalcar que hoy en día ya no es posible una división entre el mundo on-line y 
el mundo off-line, atento a ello el cuerpo normativo a sancionar tendrá plena vigencia sin 
importar el soporte o medio en el que se estén tratando los datos personales.  

En otro orden, advertimos que el anteproyecto prevé ciertas definiciones que han adquirido 
relevancia, Asimismo, sería importante 
incluir otras definic
datos sensibles.   

Como último comentario general, creemos, que por una cuestión de técnica legislativa, 
sería deseable reest rincipios de que queden 
concentrados debajo de un único Título. Por iguales razones entendemos que sería más 
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todo porque existen remisiones a la normativa general en materia de acción de amparo.  

 

II. Comentarios específicos 

Consideramos central el enfoque de la protección de datos personales como derecho 
humano fundamental. Su intrínseca relación con la protección a la privacidad constituye un 
rasgo concordante con la tradición y el sistema jurídico que rige en nuestro país. En efecto, 
otros modelos normativos poseen legislaciones sectoriales y teniendo en cuenta que 
nuestra legislación no lo prevé resulta clave considerarlo como un derecho inalienable de 
las personas centrado en la dignidad humana.  

En tal sentido, adquieren especial relevancia el cumplimiento de idénticas previsiones de 
los distintos tratados internacionales sobre derechos humanos como así lo destacan los 

 
Comité Jurídico Interamericano. Hay disposiciones relativas a la privacidad, la protección 
del honor personal y la dignidad, la libertad de expresión y de asociación, y el libre flujo de 
información en los principales sistemas de derechos humanos del mundo.  

El concepto de privacidad está claramente establecido en el artículo V de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en el artículo 11 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos2. Por otra parte, el artículo V de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dispone lo siguiente: toda persona tiene 
derecho a la protección de la Ley contra los ataques abusivos a su honra, a su reputación y 
a su vida privada y familiar. Además, el artí

Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone lo siguiente: 1. Toda persona 
tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 2. Nadie puede 
ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su 
domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 3. Toda 
persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques3. Sin 

                                                             
2 Véanse también la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 12, 18-20), el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (art. 17-19), el Convenio para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales 
(art. 8-10), Convención sobre los Derechos del Niño (art. 16), la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
(art. 1, 7, 8, 10-12) y la Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos (art. 5, 8-11 y 28). 
3 Además, el artículo 14 de la Convención Amer
Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión 
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lugar a dudas ese es el punto de partida de bien jurídico que tutela este anteproyecto. Por 
ello resultan adecuadas las previsiones de los artículos 1 y 5 del anteproyecto.  

II. a) Principios 

Los principios contenidos en el anteproyecto constituyen una pieza central en el cuerpo 
normativo, dado que concentran el fundamento de la reforma y por ende serán una guía 

ante eventuales casos conflictivos o dudosos.  

Sin perjuicio de ello creemos apropiado por ser más preciso y concreto incluir una directriz 
. Se trata de una herramienta clásica del Derecho 

muy útil para analizar el tratamiento de datos personales además de ser más precisa que 
otras menciones que contiene el documento como por ejemplo el principio de 
minimización. Ese criterio es adoptado por los Estándares de Protección de Datos de los 
Estados Iberoamericanos de la Red Iberoamericana de Protección de Datos Personales 
(REDIP)4.  Es decir, en caso de un eventual daño en la protección de los derechos a la 
protección de datos personales, deberían ponderarse con la finalidad de determinar la 
necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la restricción o excepción conforme a los 
principios fundamentales de derechos humanos.  

II. b) Bases para el tratamiento de datos personales - Consentimiento  

Sin dudas el modelo adoptado por el anteproyecto que admite distintos supuestos para el 
tratamiento de los datos personales, se encuentra en línea con el Reglamento Europeo de 
Protección de Datos Personales (RGPD). Como es sabido, este paradigma también fue 
receptado en destacados documentos como los Estándares de Protección de Datos de los 
Estados Iberoamericanos de la Red Iberoamericana de Protección de Datos Personales 
(REDIP) y el documento emitido por el Comité Jurídico Interamericano de la OEA (CJI) del 
año 2021, sobre requisitos mínimos en materia de protección de datos personales5.  

Sin perjuicio de ello tenemos dudas respecto del apartado final del Art. 13 del 
anteproyecto en lo que refiere a 

 toda vez que ello podría generar dudas interpretativas. De tal modo podría  

                                                             
legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de difusión 
su rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la ley. 
4 
su derecho interno, el cumplimiento de los principios y derechos previstos en los presentes Estándares, exclusivamente 
en la medida en que resulte necesario conciliar el derecho a la protección de datos personales con otros derechos y 
libertades fundamentales. 7.2. Esta exención deberá requerir de un ejercicio de ponderación con la finalidad de 
determinar la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la restricción o excepción conforme a las reglas y criterios que 
establezcan los Estados Iberoamericanos en su derech Estándares RIPD  
5 Principios Actualizados sobre la Privacidad y la Protección de Datos Personales 
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habilitarse una suerte de consentimiento tácito. Vale recordar que el consentimiento 
además tiene efectos concretos respecto del ejercicio de los derechos de rectificación, 
supresión, información y oposición (Art. 14 del anteproyecto), garantías que podrían verse 
afectadas si no se reconoce certeza en consentimiento.  

II. c) Grupos vulnerables - NNyA  

Resulta central una previsión especial sobre ciertos grupos humanos. En tal dirección, la 
previsión respecto de los NNyA es muy auspiciosa, así como la línea de trabajo en 
información y capacitación. Entendemos que las prácticas preventivas son fundamentales 
para un uso adecuado, cuidado de la privacidad y los datos personales en entornos digitales. 
También  prevista por nuestro Código 

Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas6 que dispone que los Estados parte 
deben aplicar plenamente los derechos y garantías reconocidos en la Convención al entorno 
digital no diferenciando por ende entre mundo real y virtual. 

También en línea con lo comentado podría incluirse otras personas en situación de 
vulnerabilidad. Así por ejemplo, se trataría de  sujetos con capacidad restringida y/o con 
incapacidad de acuerdo a la previsión del Código Civil y Comercial de la Nación y  la 
Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad Ley 26.378. 
También siguiendo el criterio señalado podría trabajarse en una categoría sobre grupos 
desaventajados como por ejemplo lo hizo la Secretaría de Comercio Interior de la Nación 

7   

II. d) Derechos 

El Capítulo 4 referido a los derechos de los titulares de los datos personales constituye un 
avance respecto de la ley actual. Resulta destacable la prohibición de supresión de 
información personal cuando sea necesario para la consolidación del proceso de memoria, 
verdad y justicia y de los Derechos Humanos en general.  

Creemos que el apartado relativo a la supresión de información personal (art. 29) sin duda 
permite su ejercicio en el mundo virtual. En efecto, es necesaria la voz estatal respecto de  
los incesantes reclamos contra los intermediarios con el fin de que desindexen y/o supriman 
contenidos que contienen información personal. Como señala el Centro de Estudios para la 
Libertad de Expresión de la Universidad de Palermo se trata de un problema que además 
afecta particularmente a las mujeres Se trata de casos que siguen, en general, un patrón 

                                                             
6 Observación General Nro. 25 
7 Secretaría de Comercio Interior de la Nación en la Resolución 139/2020   
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similar: personas famosas, usualmente mujeres, demandan a Yahoo y Google por los 
resultados que encuentran asociados a sus nombres. Alegan que son injustamente 
vinculadas a sitios que promueven la pornografía o la prostitución y que sus imágenes son 
usadas por los buscadores sin su consentimiento 8. Atento a ello creemos que hubiera sido 
mejor una previsión más explícita. Como es sabido, esta cuestión es una garantía para los 
ciudadanos 

 
parte del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.   

II. e) Obligaciones 

Dado el cambio de paradigma respecto del principio de responsabilidad proactiva previsto 
en los art. 11 y 37 del anteproyecto, sería deseable por norma reglamentaria que se prevea 
que quienes sean responsables de tratamiento de datos puedan generar controles en sí 
mismos, como resultado de hacer un proceso de debida diligencia en la organización que 
integran. En este caso, creemos que sería necesario que se prevea un entrenamiento y 
educación obligatorio dentro de las entidades que tratan datos personales, donde todos 
deberían capacitarse, saber cómo actuar ante cada caso y entender cuáles son las 
consecuencias de no hacerlo. No solo quienes ocupen sectores especializados. Por este 
motivo, es necesaria la utilización de herramientas de evaluación y gestión de riesgos, 
previo a cada desarrollo. Siempre tratando de minimizar los datos y no exceder la finalidad. 

II. f) Inteligencia Artificial (IA) y protección de datos personales 

Ante la ausencia de legislación específica sobre IA creemos que constituye una oportunidad 
en pos de la protección de los derechos de las personas que la nueva legislación en materia 
de protección de datos personales pueda precisar o incluir breves aclaraciones sobre la 
necesidad de que esa tecnología garantice el respeto de la protección de datos personales. 
Ya algunos organismos internacionales9 advirtieron que se deben prever medidas de 
rendición de cuentas de los responsables y, también, la evaluación del potencial impacto en 
los derechos previo al desarrollo y/o uso de la IA, entre otras formas de análisis continuo 
del desempeño y los impactos de la IA en los seres humanos. El anteproyecto deja vacío 

                                                             
8 Jurisprudencia - Intermediarios  
9 Evaluación de la criticidad de las soluciones de inteligencia artificial. Las medidas que se adopten han de estar centradas 
en el ser humano y ser proporcionales a los riesgos de vulneración de los derechos humanos, en especial la discriminación, 
y la protección de datos, así como a la complejidad o criticidad de una solución de procesamiento de datos. A continuación 
se enumeran algunos enfoques adecuados: Fase de planificación. Fase de pruebas y correcciones  supervisión. La 
criticidad de los datos y la finalidad prevista. Realización de la evaluación periódica de los sistemas de inteligencia artificial, 
registro de esta y mantenimiento de datos a disposición de auditorías externas y organismos reguladores. Informe del 
Relator Especial sobre el derecho a la privacidad, Joseph A. Cannataci, https://undocs.org/es/A/HRC/46/37 parr. 50 
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legales y lagunas interpretativas respecto del tratamiento de datos personales mediante la 
utilización de tecnologías de IA. En este sentido se recomienda que en los estudios de 
impacto a la privacidad que prevé el anteproyecto se incorpore la participación de múltiples 
actores pertenecientes a la sociedad civil, a los círculos académicos y a las organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales. 

II. g) Neurotecnologías,  tecnologías emergentes y protección de datos personales 

En línea con lo señalado en el apartado precedente sobre IA, estimamos necesario que esta 
nueva ley incorpore conceptos que se están discutiendo en el mundo de las tecnologías 
emergentes y las neurotecnologías. En los últimos años la implementación de las 
neurotecnologías está aumentando rápidamente. Es sabido que determinadas aplicaciones 
permiten una conexión bidireccional entre el sistema nervioso central de un individuo 
(cerebro y médula espinal) y un sistema electrónico. En este marco, el cerebro humano 

 y memorias que se 
pueden consultar y guardar en un dispositivo externo. Es decir, se puede utilizar un disco o 
un ordenador para acceder a datos y explorarlos, eliminarlos o incluso modificarlos10. 

Tal es así que la neurotecnología ofrece un enorme potencial en el campo médico para el 
tratamiento de trastornos neurológicos y mentales, como el Alzheimer, el Parkinson o la 
esquizofrenia. Incluso podría permitir que una persona amputada controle un miembro 
artificial a través del pensamiento. Al mismo tiempo, se aplica cada vez más en contextos 
fuera del área de la salud, en campos como la enseñanza, los juegos y el entretenimiento, 
donde el objetivo es influir en el cerebro de varias maneras, por ejemplo, a través de la 
"mejora de la memoria" o la "ingeniería cognitiva". Este proceso requiere la recopilación de 
datos neuronales y la decodificación de pensamientos. Si bien, estas aplicaciones pueden 
parecer limitadas o material para una novela de ciencia ficción. Sin embargo, a medida que 
gradualmente se vuelvan de uso generalizado, plantearán una serie de cuestiones éticas y 
legales que deben abordarse y anticiparse con una legislación moderna. Preguntas, tales 
como; ¿Quién debería tener acceso a los datos neurológicos acumulados obtenidos al medir 
la actividad neuronal? ¿Qué pasa si la interfaz cerebro-computadora llega a afectar la 
privacidad mental, la libertad cognitiva o el sentido de identidad personal del individuo? 
¿Cómo podemos anticipar y monitorear el uso indebido de estos datos y el abuso potencial 
por parte de actores estatales y no estatales? 

                                                             
10 Ver 28ª sesión del Comité Asesor (8-12 de agosto de 2022), Propuesta de investigación de Milena Costas Trascasas, 
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En este sentido, y siempre teniendo presente la agenda de privacidad y datos personales, 

procedimientos utilizados para acceder, monitorear, investigar, evaluar, manipular y/o 
11. 

Asimismo, son varias organizaciones internacionales que han comenzado a reflexionar 
sobre el tema del impacto de la neurotecnología en la privacidad y han producido 

 

En agosto de 2021 se emitió la Declaración del Comité Jurídico Interamericano sobre 
Neurociencias, Neurotecnologías y Derechos Humanos12 que advirtió que 
regulaciones específicas de las neurotecnologías, así como sus alcances e impactos, genera 
un riesgo de manipulación ilegítima de emociones, sentimientos y decisiones desde quienes 
produzcan estas tecnologías y/o controlen los grandes sistemas de inteligencia artificial (IA) 
que decodifican la información neuronal. Asimismo, el uso de estas neurotecnologías puede 
llegar a romper la última frontera natural de la persona, su intimidad mental, y con ello 

  

sobre la Privacid
que los datos personales sólo pueden ser recopilados y usados para finalidades legítimas, 

s
divulgan de manera indebida, darían lugar a una intrusión profunda en la dignidad personal 
( ) econocido la 
necesidad de adecuar a los tiempos actuales, las fórmulas tradicionales de protección del 
derecho a la vida privada. 

El desarrollo de las neurotecnologías puede conducir al condicionamiento de la 
personalidad y a la pérdida de autonomía de las personas, y en ese marco, una de las 
preocupaciones más urgentes tiene que ver con las conductas maliciosas de quienes 
acceden a los datos de la actividad cerebral de las personas con fines de penetrar en su 
mente, condicionarla o aprovecharse de tal conocimiento. En tal sentido, es necesario 
buscar respuestas frente a la falta de desarrollo e implementación de un marco normativo 

                                                             
11 Disponible en https://legalinstruments.oecd.org/en/instruments/OECD-LEGAL-0457  
12 CJI/DEC. 01 (XCIX-O/21) http://www.oas.org/es/sla/cji/docs/CJI-DEC_01_XCIX-O-21.pdf 
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específico de la protección de la privacidad de los datos neuronales, tanto conscientes como 
inconscientes. Asimismo, se encuentra establecido firmemente como principio el respeto 
de la finalidad de la recolección para la utilización de datos personales; sin embargo, ante 
las posibilidades de las neurotecnologías, genera inquietud que no se hayan desarrollado 
garantías adecuadas para que la información neuronal obtenida para fines médicos y de 
investigación científica, sea utilizada sólo para este fin, limitando la aplicación de las 
técnicas de descodificación que permitan identificar a una persona o hacerla identificable 
y, como consecuencia de desbordar esos límites, violar el santuario más profundo de su 

 

Asimismo, el Comité Interamericano viene trabajando en el desarrollo de principios 
mínimos para recomendar a los Estados el tratamiento de estos datos, donde 
principalmente se enfoca en la necesidad de un consentimiento expreso y que sean 
considerados datos altamente sensibles13. 

Por otra parte, el informe del Comité Internacional de Bioética de la UNESCO sobre 
cuestiones éticas y neurotecnología expresó 14 
para proteger la vida privada de los consumidores, en lo que respecta a los riesgos éticos 
que pueden entrañar las neurotecnologías el vacío jurídico es prácticamente total. El 
sistema existente de protección de los derechos humanos no llega a abarcar todos los 
aspectos propios de las neurociencias, como la confidencialidad mental o el libre 
albedr 15.  

Dentro de la ONU, el informe del Secretario General de la ONU de 2021 'Nuestra agenda 
común', la neurotecnología se menciona como un tema de derechos humanos fronterizo 
que hace necesaria la actualización o la clarificación del marco y los estándares de derechos 
humanos aplicables con miras a prevenir daños en los espacios digitales o tecnológicos.16 
Asimismo, durante su 28ª sesión (8-12.8.2022), el Comité Asesor del Consejo de Derechos 
Humanos discutió una propuesta de investigación titulada "Evaluación del impacto de la 
neurotecnología en los derechos humanos: hacia el reconocimiento de los 
'neuroderechos'"17. También el reciente informe publicado por la Oficina del Alto 

                                                             
13 PROYECTO DE PRINCIPIOS INTERAMERICANOS EN MATERIA DE NEUROCIENCIAS, NEUROTECNOLOGÍAS Y DERECHOS 
HUMANOS 
14 Disponible en https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000378724. 
15 Recomendaciones del Comité Internacional de Bioética de la UNESCO: 
https://www.unesco.org/es/articles/recomendaciones-del-comite-internacional-de-bioetica-de-la-unesco 
16  Informe del Secretario General, septiembre de 2021, párr. 35. 
17 Op. cit. 
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cidad 
18 se menciona la cuestión.  

A su turno en Europa, la Comisión Europea advirtió que se están desarrollando muchos 
metaversos que ello lo es con distintos fines: entretenimiento, sino también para trabajar 
juntos, desarrollar la creatividad artística, hacer simulaciones de la vida real destinadas a 
intervenciones médicas, preservación cultural, protección ambiental o prevención de 
desastres y mucho más. Es por ese motivo que consideraron que para regular y fomentar el 
metaverso deben contemplarse en los mundos virtuales tres aspectos: personas, 
tecnologías e infraestructura19. 

En síntesis, observamos que los nuevos mundos virtuales están poniendo bajo mayor  
presión que los datos personales estén permanentemente protegidos.  

III. Conclusiones  

En base a las consideraciones expuestas entendemos que la reforma de la ley constituye 
una gran oportunidad que sin duda eleva el estándar en materia de protección de datos 
personales, lo que será una mejora en los derechos de las personas.  

En este punto, resaltamos la importancia de la protección de datos personales como un 
derecho humano fundamental anclado en el derecho a la privacidad reconocido así en 
instrumentos internacionales.  

Asimismo, el diseño institucional referido a la transformación de una autoridad robusta por 
la  posibilidad de imponer sanciones de envergadura constituye un avance sustancial para 
garantizar la protección de datos en el país.  

En otro orden y como hemos señalado ut-supra creemos de importancia, dado el desarrollo 

sensibles.  Asimismo, es de importancia que se asegure el control de cada persona sobre su 
propia identidad, el respeto a la dignidad, la intimidad y la integridad de los datos 
personales, ante el uso de tecnologías inmersivas y procesos basados en neurotecnologías. 

                                                             
18 Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para Derechos 

 https://documents-dds-
ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G22/442/29/PDF/G2244229.pdf?OpenElement (traducción propia) 
19  plan de Europa para prosperar en el 

https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/en/STATEMENT_22_5525 
(traducción propia) 
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Lo mismo respecto del consentimiento expreso e informado de dichos datos. Garantice la 
autodeterminación individual, soberanía y libertad en la toma de decisiones en el uso de 
tecnologías inmersivas y procesos basados en neurotecnologías, así como se asegure la 
confidencialidad de los datos obtenidos o relativos a sus procesos cerebrales y el pleno 
dominio y disposición sobre los mismos.

Para finalizar, confiamos que un próximo tratamiento parlamentario del anteproyecto 
permita una mejora normativa. 

Atentamente. 

María Julia Giorgelli Eduardo Peduto

Subcordinadora Coordinador

Centro de Protección de Datos Personales

Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires
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PROPUESTAS Y OPINIONES SOBRE LA PROPUESTA DE 

ANTEPROYECTO DE LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 

Por Santiago Carlen y Paula González 

 

1. Palabras preliminares 

 

Somos Santiago Carlen y Paula González, investigadores del Proyecto de 

Investigación Los Derechos Humanos en Argentina ante los nuevos 

desafíos que se desarrolla en la Universidad de Ciencias Empresariales y 

Sociales (UCES) bajo la dirección de la Dra. Paola Alejandra Urbina y la 

codirección del Dr. Darío Germán Spada (Resolución del Rectorado Nº I-04-21 / 

I-05-21), y nos encontramos indagando acerca de la interacción entre la 

inteligencia artificial y el derecho a la autodeterminación informativa. 

En este marco, venimos estudiando ciertos eventos ocurridos en el país 

que involucran inteligencia artificial, a la luz de la Ley de Protección de Datos 

Personales. 

Tras analizar el anteproyecto de ley, encontramos un resquicio que no se 

encuentra suficientemente cubierto y que, a nuestro entender, requiere una 

regulación preventiva: la recolección de datos biométricos derivados de 

sistemas hápticos.  

Sin más, esperamos que nuestro aporte sirva para enriquecer el debate y 

ampliar el plexo tuitivo de la autodeterminación informativa de los argentinos y 

argentinas. 

 

2. Aspectos conceptuales 

 

2.1. Concepto de metaverso 

 

El metaverso es producto del cruce de diversas tecnologías, tales como 

simultánea (streaming) en alta calidad de audio y video y la tecnología háptica, 

entre otras. Sintéticamente, se trata de un espacio virtual donde las personas 

pueden interactuar a través de representaciones de sí mismos -que pueden o no 



guardar relación con sus aspectos en la realidad analógica- en múltiples 

espacios y entornos, que pueden ser réplicas del mundo analógico o no. 

A su vez, se caracteriza por un componente de inmersión distinto a otras 

tecnologías, ya que nos introduce y envuelve sensorialmente en un mundo 

tridimensional, donde se ponen en juego todos los sentidos. Para comprender la 

diferencia entre el metaverso y un entorno generado por computadora no 

inmersivo, es preciso comprender que los accesorios que requiere el metaverso 

son distintos, y es aquí donde entra un componente clave: la tecnología háptica.  

 

2.2. Concepto de tecnología háptica 

 

El término háptica hace referencia al estudio de las percepciones a través 

del tacto (RAE, 2022). En la actualidad, la tecnología nos permite experimentar 

a través de la vista y del oído, sin embargo, el metaverso nos trae un salto 

sensorial: podremos experimentar en nuestro cuerpo físico lo que le ocurra a 

nuestro cuerpo digital. 

Mediante sistemas de hardware y software que incorporan 

termorreceptores, mecanoreceptores y quimioreceptores, se podrán recrear las 

sensaciones de tacto, temperatura o posicionamiento del cuerpo utilizando 

mecanismos somatosensoriales que estimulan los centros de recepción y los 

procesos nerviosos del organismo con la finalidad de que el cerebro interprete 

como reales sensaciones originadas en un entorno artificial (metaverso). Las 

sensaciones recreadas podrán ir desde el placer hasta el dolor (Nisa Ávila, 2022) 

Jurídicamente, podemos definir la percepción háptica como la percepción 

táctil de estímulos en dos tiempos consecutivos simultáneos y complementarios. 

En otras palabras, lo que le suceda a nuestro avatar digital, lo sentirá nuestro 

cuerpo físico.  

La fusión de estos artilugios tecnológicos permitirá cualquier tipo de 

interacción entre los usuarios en el metaverso, sea de forma voluntaria o 

involuntaria; es decir, podremos provocar conscientemente aquellas 

sensaciones que queramos experimentar, pero otros podrían inducirnos también 

sensaciones en contra de nuestra voluntad que sentiremos en nuestro cuerpo 

físico. Una agresión en el universo digital (si no se regulan y generan 

mecanismos de seguridad) será tan real como una agresión en el mundo físico, 



llegando al punto (una vez desarrollado todo el potencial de la tecnología háptica) 

de ser indistinguibles un estímulo virtual de uno real.  

Es fundamental destacar que los sistemas hápticos, como especificamos, 

se nutren de datos biológicos a través de los cuales recrean las sensaciones y 

miden constantemente las reacciones del usuario. Por lo tanto, la captación de 

datos pasará a un nuevo nivel. 

De ahí que se torna imperativo que nuestros legisladores y legisladoras 

contemplen esta situación y se anticipen, a fin de prevenir la explotación de datos 

biométricos no autorizados.  

 

2.3. Concepto de datos derivados de sistemas hápticos 

 

Cada sistema háptico recopila datos activos y pasivos, a fin de componer 

una imagen completa del usuario y lograr generar instancias digitales inmersivas 

y creíbles.  

Como expresamos previamente, se recogen datos de biomarcadores del 

usuario gracias a sistemas de biometría para generar mediante los mecanismos 

hápticos la recreación de las sensaciones corporales físicas, estimulando los 

centros nerviosos del cuerpo humano y produciendo la inmersión característica 

del metaverso.   

La recopilación compleja de datos es ...toda aquella recaptación, 

generación o recreación de datos a partir de datos tanto estructurales como 

dinámicos indep  (Nisa Ávila, 

2022, p. 8). 

Con datos estructurales  nos 

referimos a aquellos que son necesarios para el funcionamiento básico del 

metaverso, sin los cuales no podría ejecutarse. Este tipo de datos no tiene 

información personal de ningún usuario, y por lo tanto, no es relevante a los fines 

de proteger a los mismos. (Nisa Ávila, 2022). 

Sin embargo, existe una subcategoría de datos estructurales: los 

denominados datos conformales, que sí utilizan datos personales de los 

usuarios, ya que su función es la personalización del metaverso a los fines de 

configurar experiencias, ofertas o cualquier otro servicio. (Nisa Ávila, 2022). 



En cambio, los datos dinámicos son datos multimodales que asumen 

dos formatos: ciegos o asociados; y se utilizan para complementar los datos 

estructurales a los fines de lograr un correcto funcionamiento y una mayor 

eficiencia del metaverso. (Nisa Ávila, 2022). 

Los datos dinámicos ciegos no admiten identificar el origen del cual 

provienen (usuario). Los dinámicos asociados, por el contrario, sí permiten la 

identificación del usuario originante y se utilizan para la generación de datos 

estructurales conformales y omniversales. (Nisa Ávila, 2022). 

Por último, los datos omniversales son aquellos que captan empresas o 

entidades gubernamentales dentro del metaverso de forma masiva y cuasi 

aleatoria, para producir informes, estadísticas y análisis. (Nisa Ávila, 2022). 

Todos estos datos se tratan (y tratarán) tanto en el mundo físico como en 

el metaverso, a través de una sinergia necesaria e imprescindible para el 

funcionamiento de este nuevo universo digital.  

Para el caso que nos convoca en esta ocasión: los datos derivados de 

sistemas hápticos; 

de biomarcadores del usuario, captados por los sensores hápticos a los fines de 

producir su función principal, en tiempo real y de forma precisa. Este tipo de 

datos serán los que permitan la inmersión real en el metaverso y la generación 

de una realidad similar a la física, permitiéndonos en un futuro cercano 

experimentar cualquier tipo de sensación (desde el placer al dolor) de forma 

voluntaria o involuntaria.  

 

3. Fundamentación de la necesidad de regular los datos derivados de 

sistemas hápticos.  

Es preciso comprender que el metaverso y la tecnología háptica son dos 

tecnologías (o conjuntos de sistemas tecnológicos) que están íntimamente 

relacionados, ya que se necesitan el uno al otro para lograr su objeto. A través 

de este tipo de tecnología podremos experimentar la verdadera inmersión que 

prometen los nuevos universos digitales.  

Es necesario delimitar y regular la captación de datos que realizarán los 

sistemas hápticos, a fin de proteger a los titulares de los datos y garantizar su 

derecho a la autodeterminación informativa y a la privacidad.  



Para ello, recomendamos que se permita la recolección de datos 

derivados de sistemas hápticos, pero bajo el formato de datos dinámicos ciegos, 

que no permitan la identificación del origen de los mismos dejando a salvo, sin 

embargo, la capacidad de auditar los movimientos a los fines de poder identificar 

posibles responsabilidades penales o civiles futuras. Esto es posible gracias a la 

tecnología de cadena de bloques (blockchain).  

Esta recomendación tiene por objeto prevenir el mal uso de los datos 

biométricos que serán captados, establecer potenciales mecanismos de 

reparación de daños y limitar tecnicismos que permitan el uso malicioso de los 

datos con fines comerciales o criminales sin el consentimiento expreso de los 

titulares de los datos.  

Si bien el anteproyecto define y contempla los datos biométricos, 

considerándolos sensibles y previendo un tratamiento especialmente restringido 

en su art. 16, no se introduce ni menciona en ningún momento la 

recolección de estos datos a través de sistemas hápticos. Por lo tanto, 

encontramos escasa e insuficiente su protección, además de difícilmente 

aplicable a las tecnologías que implementarán y pondrán en marcha los 

metaversos.  

Es necesario comprender que el metaverso implica un salto diferencial en 

lo que a recolección de datos se refiere, ya que las empresas y los gobiernos no 

solo van a poder captar datos a través de nuestras publicaciones o del tiempo 

que destinamos a la observación de determinados contenidos, sino que podrán 

recolectar datos sobre la manera en que reacciona nuestro organismo y sus 

respuestas fisiológicas ante diversos estímulos; en fin, podrán acceder a 

información que ni siquiera nosotros mismos conocemos acerca de nuestro 

cuerpo y nuestra mente. 

Creemos necesario que el derecho no actúe post-facto en esta materia, 

sino de manera previsora, buscando salvaguardar los derechos fundamentales 

de los ciudadanos y ciudadanas, sin que esto se convierta en un impedimento 

para el desarrollo de las nuevas y extraordinarias tecnologías que se están 

imponiendo a nivel global.  

 

 

 



4. Nuestra propuesta  

 

Incorporar al Artículo 2° de la propuesta de Anteproyecto de la Ley de 

Protección de Datos Personales el siguiente texto, el que quedará redactado de 

la siguiente manera: 

 

ARTÍCULO 2°. - Definiciones  

A los fines de la presente Ley se entiende por: 

 

Datos en el contexto de un metaverso: Datos que se generan desde o 

hacia cualquier metaverso.  

Datos estructurales 

son necesarios para el funcionamiento básico del metaverso, sin los 

cuales no podría ejecutarse. Este tipo de datos no tiene información 

personal de ningún usuario. 

Datos conformales (subcategoría de datos estructurales): utilizan datos 

personales de los usuarios, cuya función es la personalización del 

metaverso a los fines de configurar experiencias, ofertas o cualquier otro 

servicio. 

Datos dinámicos: son datos multimodales que asumen dos formatos: 

ciegos o asociados; se utilizan para complementar los datos estructurales 

a los fines de lograr un correcto funcionamiento y una mayor eficiencia del 

metaverso.  

Datos dinámicos ciegos: no admiten identificar el origen del cual 

provienen (usuario). Los dinámicos asociados sí permiten la 

identificación del usuario originante y se utilizan para la generación de 

datos estructurales conformales y omniversales.  

Datos omniversales: son aquellos que captan empresas o entidades 

gubernamentales dentro del metaverso de forma masiva y cuasi aleatoria, 

para producir informes, estadísticas y análisis.  

Recolección compleja de datos: toda aquella recaptación, generación 

o recreación de datos a partir de datos tanto estructurales como dinámicos 

independientemente de su fuente de origen real o virtual. 



Datos derivados de sistemas hápticos: recopilación de datos 

sensoriales derivados de biomarcadores del usuario, captados por los 

sensores hápticos a los fines de producir su función principal, en tiempo 

real y de forma precisa.  
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ARTÍCULO 2°. - Definiciones 
 
Texto Propuesto: Se propone agregar la definición de “Fuente de acceso público irrestricto” 
por orden alfabético: “Fuente de acceso público irrestricto: la que contiene información 
destinada a ser difundida al público, de libre acceso e intercambio por razones de interés 
general, accesible ya sea en forma gratuita o mediante una contraprestación.” 
 
Fundamento: Esta fuente ya se encontraba definida en el Antecedente 2018 del Proyecto de 
Ley de Protección de Datos Personales (el “Antecedente 2018”), y la misma forma parte de 
distintas normas de la actual Ley 25.326. Entendemos que la importancia de los datos que la 
misma abarca le da entidad suficiente para que forme parte de las definiciones del 
Anteproyecto que estamos considerando. 
 
 
ARTÍCULO 7º.- Principio de finalidad 
 
Texto Proyecto: “Los datos personales deben ser recogidos con fines determinados, explícitos 
y legítimos, y no deben ser tratados de manera incompatible con los mismos. 
No se considerarán incompatibles con los objetivos iniciales el tratamiento ulterior de los 
datos personales con fines estadísticos, de archivo, investigación científica e histórica de 
interés público.” 
  
Texto Propuesto: “Los datos personales deben ser recogidos con fines determinados, 
explícitos y legítimos, y no deben ser tratados de manera incompatible con los mismos.  
No se considerarán incompatibles con los objetivos iniciales el tratamiento ulterior de los 
datos personales con fines estadísticos, de archivo, investigación científica e histórica de 
interés público, como tampoco el realizado con fines que pudieron ser, de acuerdo al 
contexto, razonablemente presumidos por el Titular, o que sean compatibles con el fin 
inicial excluyendo el tratamiento de los Datos Personales Sensibles.” 
 
Fundamento: Además de la necesidad de: i) contar con una definición de “fuente de acceso 
público irrestricto” (arts. 2, 12 y 13 del Proyecto aquí comentados) y ii) distinguir las medidas 
necesarias relativas al deber de informar cuando la información se recolecta directamente de 
los titulares (porque hay una relación directa y mecanismos practicables de comunicación), 
de otras situaciones en los que no hay relación directa con el titular (donde de igual manera 
siempre se deberá proteger el derecho de los titulares, cuando a su solicitud se requiera 
información) (art. 15 del Proyecto), vemos la necesidad de incorporar procedimientos 
flexibles que viabilicen el tratamiento de datos personales sobre los cuales, de acuerdo a un 
contexto dado, exista una expectativa razonable de uso con una determinada finalidad, 
siempre acompañados de mecanismos de protección para los Titulares. 
 
 
ARTICULO 12.- Bases legales para el tratamiento de datos 
 
Texto Proyecto: “El tratamiento de datos personales sólo podrá realizarse si se cumple al 
menos UNA (1) de las siguientes condiciones: 
 
Texto Propuesto: Se propone agregar como nuevo inciso g): 
“g. El tratamiento de datos se realice sobre datos que figuren en fuentes de acceso público 
irrestricto”. 
 



Fundamento: Ya nos hemos referido a esta fuente al agregar la misma en las definiciones. 
Se hace necesario incorporar dentro de los tratamientos de datos que pueden realizarse 
aquellos que se originen en fuentes de acceso público irrestricto porque debido a su propia 
naturaleza y por imperativo legal no debe existir ninguna limitación para su acceso y 
tratamiento. 
 
En tal sentido la Ley 27.275 de Acceso a la Información Pública –de la cual deriva la creación 
de la AAIP- dispone en su art. 1 como principio general de la información pública en poder 
del Estado la transparencia y máxima divulgación de la misma expresando además que “toda 
la información en poder, custodia o bajo control del sujeto obligado debe ser accesible para 
todas las personas…”. Ello, en consonancia con su art. 4 que dispone expresamente que“toda 
persona, pública o privada, tiene derecho a solicitar y recibir información pública no 
pudiendo exigirse al solicitante que motive la solicitud que acredite derecho subjetivo o 
interés legítimo”. 
 
 
ARTÍCULO 13.- Consentimiento 
 
Texto Proyecto: “Cuando la base legal para el tratamiento de datos sea el consentimiento del 
Titular, se requiere que éste sea previo, libre, específico, informado e inequívoco para una o 
varias finalidades determinadas, ya sea mediante una declaración o una clara acción 
afirmativa. 
Se entiende por: 
1) Previo, cuando se solicita el consentimiento antes de la recolección de los datos; 
2) Libre, cuando se encuentre exento de vicios. El Titular de los datos deberá tener la opción 
de negarse a otorgar su consentimiento sin sufrir perjuicio alguno; 
3) Específico, que cuando el tratamiento de datos tenga varios fines, el Titular otorgue el 
consentimiento para cada uno de ellos; 
3) Informado, de modo que el Titular cuente con la información establecida en el artículo 15; 
4) Inequívoco, de manera que no presente dudas sobre el alcance de la autorización otorgada 
por el Titular. 
El Responsable deberá ser capaz de demostrar que el Titular consintió el tratamiento de sus 
datos personales”. 
 
Texto Propuesto: Se propone agregar al final del artículo: “No es necesario el consentimiento 
para el tratamiento de datos cuando se trate de listados cuyos datos se limiten a nombre y 
apellido, documento nacional de identidad, identificación tributaria o previsional, 
ocupación, fecha de nacimiento, domicilio, datos de contacto que permitan la 
comunicación efectiva con el Titular, ni para el tratamiento de datos de fuente de acceso 
público irrestricto, ni para el tratamiento de la información crediticia en los términos del 
Artículo 47 de la presente ley.” 
 
Fundamento: Ya en el art. 5, apartado 2, inc c) de la Ley 25.326 se establece que no será 
necesario el consentimiento cuando se trate de listados cuyos datos se limiten a nombre, 
documento nacional de identidad, identificación tributaria o previsional, ocupación, fecha de 
nacimiento y domicilio. El uso generalizado de los nuevos medios de comunicación hace 
imprescindible que se incluyan dentro de dichos datos aquellos que permitan la comunicación 
efectiva con el Titular. El Antecedente 2018 incluía estos datos entre los exceptuados del 
consentimiento. 
 
En cuanto a las razones para exceptuar del consentimiento a los datos de fuente de acceso 



público irrestricto surgen de la misma fundamentación a los agregados que se proponen a los 
arts. 2 y 12 de este Proyecto. 
 
La fundamentación respecto a que el tratamiento de datos de información crediticia en los 
términos del art. 47 sea exceptuado del consentimiento surge de la correlación con la 
normativa de dicho artículo y la importancia que dicha información tiene para el 
funcionamiento de la economía y la actividad financiera del país a través del crédito. Dicha 
excepción también está contemplada por la Ley 25.326 y el Antecedente 2018. 
 
 
ARTÍCULO 15.- Información al Titular de los datos 
 
Texto Proyecto: “El Responsable del tratamiento debe brindar, antes de la recolección, en 
forma concisa, transparente, inteligible y de fácil acceso, con un lenguaje claro y sencillo, al 
menos, la siguiente información:...” 
 
Se propone modificar este primer párrafo del artículo de la siguiente forma: 
 
Texto Propuesto: “Cuando los datos se recolecten directamente del Titular, el Responsable 
del tratamiento debe brindar, antes de la recolección,...". 
 
También se proponen modificar los últimos tres párrafos de este artículo de la siguiente 
forma: 
 
Texto Proyecto: “El Responsable de tratamiento tendrá la obligación de proveer al Titular de 
los datos la información prevista en el presente artículo incluso cuando no obtenga la 
información directamente del Titular de los datos...” 
 
Texto Propuesto: “El Responsable de tratamiento tendrá la obligación de poner a 
disposición del Titular de los datos, cuando éste lo solicite, la información prevista en el 
presente artículo incluso cuando no obtenga la información directamente del Titular de los 
datos...” 
 
Texto Proyecto: “Cuando los datos no hayan sido obtenidos del Titular, el Responsable 
deberá proveerle la información prevista en el presente artículo dentro de un plazo razonable 
y a más tardar dentro de un mes.” 
 
Texto Propuesto: “Cuando los datos no hayan sido obtenidos del Titular, a su requerimiento 
el Responsable deberá poner a su disposición la información prevista en el presente artículo 
dentro de un plazo razonable y a más tardar dentro de un mes.” 
 
Texto Proyecto: “En las ocasiones en que los datos se utilicen para comunicarse con el Titular, 
se deberá proveer la información al momento de la primera comunicación, y cuando sean 
cedidos a otro destinatario, se deberá informar al Titular en la primera cesión.” 
 
Texto Propuesto: “En las ocasiones en que los datos se utilicen para comunicarse con el 
Titular, se deberá poner a disposición del mismo la información al momento de la primera 
comunicación, y cuando sean cedidos a otro destinatario, en la primera cesión.” 
 
Fundamento: El objeto de estas propuestas es hacer viable y eficiente, tanto para el Titular 
como para el Responsable, el deber de informar. 



 
En el primer párrafo se contempla la situación en la que el Responsable colecta del Titular 
los datos mediante una entrevista o un formulario, es decir el Titular está frente a la opción 
de contestar o no, y en dicho momento recibe la información en forma directa. La Ley 25.326 
en su art. 6° inc. c) ejemplifica bien esto al decir “… c) El carácter obligatorio o facultativo 
de las y respuestas al cuestionario que se le proponga, ...”. Es decir, el Titular está frente a 
una propuesta. 
 
En los tres párrafos restantes, escritos al final del artículo bajo análisis, se trata de evitar la 
proliferación de mensajes por causa de un “push” masivo que haga abrumadora la carga de 
procesarlos, en principio para el Titular y luego para los Responsables. 
 
Brindar la información requerida de la manera propuesta, “pull”, mejora la comunicación 
entre el Responsable y el Titular evitando un “spam” de comunicaciones. Lo cierto es que la 
información siempre estará a mano del Titular en el momento en que lo requiera y de la 
manera más eficiente y accesible para su comprensión. 
 
 
ARTÍCULO 16.- Tratamiento de datos sensibles 
 
Texto Proyecto: “En el tratamiento de datos sensibles se implementará responsabilidad 
reforzada que implica, ... 
Se prohíbe el tratamiento de datos sensibles, excepto cuando: 
a. El Titular de los datos haya dado su consentimiento a dicho tratamiento, salvo en los casos 
en que por ley no sea requerido ...” 
 
Texto Propuesto: Se propone agregar al final de la lista un punto j): 
“j. Sean datos biométricos dirigidos a validar la identidad de manera unívoca de una 
persona humana, en los términos del Artículo 2.” 
 
Fundamento: Entendemos que la prohibición generalizada, si no se contempla esta exclusión 
en particular, inhibirá el recurso más eficaz para impedir el uso de aquellas herramientas 
tendientes a combatir la usurpación de la identidad del Titular de los datos, máxime en 
contrataciones a distancia que han proliferado en los últimos años. 
 
 
ARTÍCULO 20.-  Notificación de incidentes de seguridad 
 
Texto Proyecto: En caso de que ocurra un incidente de seguridad de datos personales, el 
Responsable del tratamiento debe notificarlo a la Autoridad de aplicación dentro de las 
CUARENTA Y OCHO (48) horas de haber tomado conocimiento, a menos que sea 
improbable que dicho incidente de seguridad constituya un riesgo para los derechos de los 
Titulares de los datos.” 
 
Texto Propuesto: Se propone modificar el primer párrafo de la siguiente forma: “En caso de 
que ocurra un incidente de seguridad de datos personales, el Responsable del tratamiento 
debe notificarlo a la Autoridad de aplicación dentro de las SETENTA Y DOS (72) horas de 
haber tomado conocimiento de la naturaleza y alcance del incidente, a menos que sea 
improbable que dicho incidente de seguridad constituya un riesgo para los derechos de los 
Titulares de los datos.” 
 



Fundamentos: Entendemos se puede considerar el plazo de 72 horas en lugar de 48 horas, 
como es por lo general de estilo en diversas jurisdicciones dentro de la región, haciendo 
especial hincapié en que dicho plazo comience a correr desde que el Responsable ha tomado 
conocimiento de la naturaleza y alcance del incidente. La principal preocupación en este tema 
es que, por más que el Responsable llegue a conocer el acaecimiento de un incidente de 
seguridad, en tan corto plazo le resulta imposible conocer detalles básicos del mismo, porque 
ocurren ciertos procesos internos e intervención de recursos especializados que entre otros 
aspectos son necesarios para un dimensionamiento del incidente. De modo que informar sin 
conocimiento de al menos estos aspectos primarios podría generar procesos que sean 
desproporcionados con la real naturaleza y alcance del incidente, o bien que se redireccione 
la atención de dichos recursos especializados en procesos formales informativos, en una 
instancia inicial, en la que es clave para todos los involucrados el foco en el descubrimiento 
del alcance y naturaleza del incidente.  
 
 
ARTÍCULO 35.- Encargado de tratamiento 
 
Texto Proyecto: “j. Tramitar debidamente las solicitudes presentadas por el Titular 
respondiéndolas de manera completa y oportunamente” 
  
Texto Propuesto: “j. Tramitar debidamente las solicitudes presentadas por el Titular, 
informando al Titular los datos de contacto del Responsable para que éste último 
las responda de manera completa y oportunamente” 
 
Fundamentos: No quedan dudas, y apoyamos los esfuerzos por la comunicación cada vez 
más clara y con información que evidencie trazabilidad del dato personal para con los 
Titulares. Sin embargo, entendemos que es una tarea que atañe, en cuanto al detalle, al 
Responsable de los datos. En el caso del Encargado de tratamiento, más allá del cumplimiento 
de las obligaciones del artículo 35 especialmente, y para el caso de los supuestos de los 
artículos 12 y 13 (último párrafo) del Proyecto bajo análisis, debería establecer que el mismo 
cumplirá con su deber de atender las solicitudes del Titular de los datos, proveyendo a este 
último con los datos de contacto del Responsable para que sea éste último el que responda de 
manera completa y oportuna su petición. Es menester considerar que los alcances de los 
encargos de tratamiento pueden ser muy variados, pero en todo caso, el único que en todo 
momento puede y debe tener visibilidad sobre lo ocurrido con la trazabilidad de un dato 
personal es el Responsable. En ese sentido, la responsabilidad del Encargado será la de actuar 
como nexo entre el Titular del dato y el Responsable de tratamiento.  
 
 
ARTÍCULO 41.- Informe previo 
 
Texto Proyecto (último párrafo): “El Responsable no podrá iniciar el tratamiento de datos 
hasta tanto la Autoridad de aplicación se pronuncie sobre el informe.” 
 
Texto Propuesto: “El Responsable podrá iniciar el tratamiento de datos bajo su exclusiva 
responsabilidad hasta tanto la Autoridad de Aplicación se pronuncie sobre el informe”. 
 
Fundamentos: Dado que quedan evidenciadas las importantes inversiones económicas que 
los Responsables deberán considerar a efectos del cumplimiento de la normativa propuesta, 
se propone como medida mitigante que las mismas, en la implementación o adecuación de 
sus actividades que requieran un informe previo en las condiciones previstas, puedan 



continuar con las mismas aún cuando no exista un pronunciamiento formal de la entidad 
reguladora, siendo responsables de cualquier incumplimiento a las normas o perjuicios 
provocados a los Titulares en caso que se produzcan.  
 
 
ARTÍCULO 47.- Protección de datos de información crediticia del sector financiero y 
no financiero. 
 
a.- Texto Proyecto (primer párrafo): “En la prestación de servicios de información crediticia 
sólo pueden tratarse datos personales de carácter patrimonial relativos a la solvencia 
económica y al crédito cuando se cuente con una base legal conforme a lo establecido en el 
artículo 12 de la presente Ley.” 
 
Texto Propuesto: “En la prestación de servicios de información crediticia sólo pueden tratarse 
datos personales de carácter patrimonial relativos a la solvencia económica y al crédito, 
obtenidos de fuentes de acceso público irrestricto o de una base legal conforme lo 
establecido en el artículo 12 de la presente ley o procedentes de informaciones facilitadas 
por el Titular de los datos o con su consentimiento. 
 
b.- Del mismo modo, agregar un segundo párrafo específico sobre el tratamiento de datos 
personales:  
“Pueden tratarse igualmente datos personales relativos al cumplimiento o incumplimiento 
de obligaciones de contenido patrimonial, facilitados por el acreedor o por quien actúe por 
su cuenta o interés sin contar con el consentimiento del Titular de los datos”. 
 
c.- En su tercer párrafo, proponemos aclarar que la prohibición está referida a la provisión de 
datos de carácter patrimonial de los parientes.  
 
Texto Proyecto (tercer párrafo): “Se prohíbe a las empresas prestadoras de servicios de 
información crediticia el tratamiento de datos de parientes del Titular, exceptuando el 
supuesto de quienes participen dentro de una misma sociedad comercial.” 
 
Texto Propuesto: “Se prohíbe a las empresas prestadoras de servicios de información 
crediticia incluir en el informe crediticio del Titular datos de carácter patrimonial de 
parientes del mismo, exceptuando el supuesto de quienes participen dentro de una misma 
sociedad comercial”. 
 
 
ARTÍCULO 48.- Plazo de conservación de la información crediticia 
 
Texto Proyecto: “Sólo se podrán tratar datos personales que sean significativos para evaluar 
la solvencia económico financiera durante los últimos CINCO (5) años a contar desde la 
última información significativa, o desde el vencimiento del plazo original de la operación 
de crédito de que se trate, el que fuera mayor. El plazo se reduce a UN (1) año cuando el 
deudor cancele o extinga la obligación, a contar a partir de la fecha precisa en que lo hace, 
debiendo constar en el informe crediticio.” 
 
Se propone modificar este artículo de la siguiente forma: 
 
Texto Propuesto: “Sólo se podrán tratar datos personales que sean significativos para evaluar 
la solvencia económico financiera durante los últimos CINCO (5) años a contar desde la 



última información negativa significativa, o desde el vencimiento del plazo original de la 
operación de crédito de que se trate, el que fuera mayor. El plazo se reduce a DOS (2) años 
cuando el deudor cancele o extinga la obligación, a contar a partir de la fecha precisa en que 
lo hace, la que deberá ser informada por el acreedor o por el Titular de los datos, debiendo 
constar en el informe crediticio”. 
 
 
ARTÍCULO 49.- Deber de comunicación 
 
Se propone modificar el primer párrafo de este artículo de la siguiente forma: 
 
Texto Proyecto: “Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un 
sistema de puntuación y/o calificación de acuerdo al comportamiento crediticio de las 
personas, se deberá comunicar detalladamente al Titular de los datos cuál es la fórmula, 
variables, el procedimiento y la información que tomó en cuenta o el algoritmo que se 
utiliza y su composición.” 
 
Texto Propuesto: “Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un 
sistema de puntuación y/o calificación de acuerdo al comportamiento crediticio de las 
personas, se deberá comunicar detalladamente al Titular de los datos, siempre que lo solicite, 
cuál es la fórmula, variables, el procedimiento y la información que tomó en cuenta o el 
algoritmo que se utiliza y su composición de conformidad a lo dispuesto en los artículos 26 
inc. i. y 30 de esta ley.” 
 
Fundamento: Los servicios de información crediticia facilitan el rápido otorgamiento de 
créditos en beneficio de los solicitantes, del comercio y de la industria y en consecuencia del 
nivel de empleo en general. En muchos casos estos créditos se otorgan en cuestión de pocos 
segundos a través de Internet con la debida validación del solicitante para evitar 
suplantaciones de identidad. Estos servicios ponen al alcance de las personas individuales y 
pequeñas empresas sistemas sofisticados de decisión que de otra manera solo los tendrían los 
grandes bancos y grandes empresas. Solamente éstas tienen los recursos técnicos y la gran 
cantidad de clientes para recopilar y procesar la información necesaria para crear sistemas 
eficaces para la toma de decisiones acertadas. Los servicios de información crediticia 
eliminan la asimetría entre la información que podrían disponer las grandes empresas, éstas 
valiéndose solo con sus propios recursos, con respecto a la que podría obtener un pequeño 
industrial o comerciante. A través de los servicios de información crediticia, cualquier 
persona tiene la misma calidad de información que aquellas y  por un costo al alcance de su 
poder adquisitivo. 
 
La información completa es la herramienta fundamental para hacer visibles a los invisibles 
al crédito, atender a los sub-atendidos en materia de ofertas crediticias y evitar el 
sobreendeudamiento. Aspectos como: (i) la amplitud y la profundidad de la información 
proveniente de las típicas fuentes legítimas más aceptadas para nutrir estas bases de datos 
(fuentes públicas, información facilitada por acreedores, y el consentimiento del titular), así 
como (ii) la información alternativa que permite tener una visión más integral del Titular 
complementando o sustituyendo la información proveniente de sectores tradicionales (pagos 
de distintos tipos de servicios, datos de vínculos familiares que tienen impacto en situaciones 
comerciales y crediticias, entre otros), (iii) la importancia de plazos de permanencia 
especialmente referidos a situaciones que demuestran la voluntad de pago de un ciudadano 



(2 años de historia como mínimo1), y (iv) lo relativo al deber de informar en ocasión que el 
Titular de los datos lo solicite bajo determinadas circunstancias, son todas características de 
los componentes esenciales que hacen al ecosistema de crédito de un país, con un marco 
balanceado donde se promueva el uso de la  información como herramienta esencial para el 
acceso al crédito sostenible, y al mismo tiempo, existan datos especialmente protegidos desde 
la perspectiva de protección de datos personales. 
 
Se agrega entonces el carácter de negativa que debe revestir la información significativa 
desde la cual contar el plazo de cinco años. Esto se propone porque si los datos tratados son 
información positiva o de buen cumplimiento, redunda en un gran beneficio para el Titular. 
A mayor cantidad de años de información positiva, mayor facilidad para obtener crédito o 
mejores condiciones. 
 
En segundo término, reducir a un año la información sobre incumplimientos resueltos y 
acuerdos de pago implica vaciar de contenido la historia crediticia de los titulares, elemento 
esencial para agilizar el acceso al crédito de las personas que poseen constancia de buen 
cumplimiento de sus obligaciones. Por eso proponemos que dicho plazo se mantenga en dos 
años como lo establece la Ley vigente, el Antecedente 2018 y los estudios citados en el 
presente. 
 
En cuanto a que la fecha en que el deudor cancele o extinga la obligación deba ser informada 
por el acreedor o el titular del dato a las empresas de información crediticia es una cuestión 
esencial en razón que dichas empresas no cuentan con esa información al no tener ningún 
vínculo comercial con el Titular, y por otra parte el propio procedimiento de la acción de 
hábeas data previsto en el art. 67 del Proyecto le exige al accionante justificar el cumplimiento 
de los recaudos que hacen al ejercicio de sus derechos. 
 
Obviamente si el Titular pretende la actualización o supresión de datos por haber cancelado 
o regularizado una deuda deberá acreditar tal circunstancia al hacer la solicitud a la empresa 
de informes crediticios. De tal forma se evita que la AAIP o los tribunales reciban casos que 
pueden ser fácilmente resueltos con una simple solicitud del Titular en tal sentido. 
 
De esa manera se proponen los cambios en los artículos 47, 48 y 49 que preceden. 
 
 
ARTÍCULO 58.- Sanciones 
 
Texto Proyecto: La Autoridad de aplicación podrá imponer a los Responsables y Encargados 
del tratamiento las siguientes sanciones: 
 
Texto Propuesto: La Autoridad de aplicación podrá imponer a los Responsables y Encargados 
del tratamiento, en forma escalonada y progresiva, las siguientes sanciones: 
 
 
ARTÍCULO 60.- Multas. 
 
Texto Proyecto: Las multas se establecen desde las cinco (5) unidades móviles hasta un 
millón (1.000.000) de unidades móviles o, del dos por ciento (2 %) hasta el cuatro por ciento 

                                                           
1 https://archive.doingbusiness.org/en/methodology/getting-credit 



(4 %) de la facturación total anual global del ejercicio financiero anterior, atendiendo a lo 
establecido en el artículo 62. 
 
Texto Propuesto: Las multas se establecen desde las cinco (5) unidades móviles hasta diez 
mil (10.000) unidades móviles o hasta el dos por ciento (2 %) de la facturación local anual 
del ejercicio financiero anterior, atendiendo a lo establecido en el artículo 62.  
 
 
ARTÍCULO 62.- Gradación 
 
Texto Proyecto: “Las sanciones a las que se refiere el artículo 58 se aplicarán ..., atendiendo 
los siguientes criterios:...” 
 
Texto Propuesto: Las sanciones a las que se refiere el artículo 58 se aplicarán después de un 
procedimiento administrativo llevado a cabo por la Autoridad de aplicación que garantice la 
defensa plena, gradual, aislada o acumulativa, según las peculiaridades del caso específico, 
atendiendo en su conjunto los siguientes criterios: 
 
Fundamentos: Se propone una morigeración de las multas, considerando la realidad 
argentina y la importancia de la exportación de servicios profesionales y economía del 
conocimiento, como fuentes generadoras de empleo y producción. Por tal motivo, 
propugnamos adoptar un sistema progresivo de sanciones, tomando en consideración los 
topes establecidos en Uruguay y Paraguay, junto con la referencia a la facturación local de la 
empresa infractora vigente en el régimen legal de Brasil, siendo las multas de aplicación para 
casos extremos de incumplimientos a las obligaciones establecidas en la ley y con un máximo 
del 2% del volumen del negocio total anual del ejercicio financiero anterior de la operación 
local de la empresa infractora. 
 
Además de lo anteriormente considerado, si se adoptara el criterio de multas basadas en 
facturación “global” del grupo económico - constituyendo éste un cambio de marcada 
trascendencia en relación al marco actual - puede configurar un claro desincentivo a 
inversiones en proyectos internacionales basados en nuestro país, algunos de los cuales ya 
están siendo llevados a cabo exitosamente por emprendimientos localizados en Argentina. 
Asimismo, se considera oportuno un sistema que en su conjunto considere y premie la 
temprana adopción de medidas técnicas y organizativas para promover la cultura de 
protección de datos y seguridad de la información en las organizaciones. 
 
Finalmente, si bien se valora especialmente lo mencionado en el párrafo anterior, también se 
entiende que una legislación y autoridades de aplicación que fomenten, promuevan, y pongan 
en práctica oportunidades de educación para los regulados (los que deberán considerar 
importantes inversiones para el cumplimiento de la actualización normativa) en conjunto con 
el necesario tiempo de adecuación de implementación, son también aspectos prioritarios a 
tener en cuenta cuando se considera el terreno sancionatorio. De esa manera se proponen los 
cambios que sen los artículos 58, 60 y 62 que preceden. 
 











ARTÍCULO 2°. - Definiciones 
 
Texto Propuesto: Se propone agregar la definición de “Fuente de acceso público irrestricto” 
por orden alfabético: “Fuente de acceso público irrestricto: la que contiene información 
destinada a ser difundida al público, de libre acceso e intercambio por razones de interés 
general, accesible ya sea en forma gratuita o mediante una contraprestación.” 
 
Fundamento: Esta fuente ya se encontraba definida en el Antecedente 2018 del Proyecto de 
Ley de Protección de Datos Personales (el “Antecedente 2018”), y la misma forma parte de 
distintas normas de la actual Ley 25.326. Entendemos que la importancia de los datos que la 
misma abarca le da entidad suficiente para que forme parte de las definiciones del 
Anteproyecto que estamos considerando. 
 
 
ARTÍCULO 7º.- Principio de finalidad 
 
Texto Proyecto: “Los datos personales deben ser recogidos con fines determinados, explícitos 
y legítimos, y no deben ser tratados de manera incompatible con los mismos. 
No se considerarán incompatibles con los objetivos iniciales el tratamiento ulterior de los 
datos personales con fines estadísticos, de archivo, investigación científica e histórica de 
interés público.” 
  
Texto Propuesto: “Los datos personales deben ser recogidos con fines determinados, 
explícitos y legítimos, y no deben ser tratados de manera incompatible con los mismos.  
No se considerarán incompatibles con los objetivos iniciales el tratamiento ulterior de los 
datos personales con fines estadísticos, de archivo, investigación científica e histórica de 
interés público, como tampoco el realizado con fines que pudieron ser, de acuerdo al 
contexto, razonablemente presumidos por el Titular, o que sean compatibles con el fin 
inicial excluyendo el tratamiento de los Datos Personales Sensibles.” 
 
Fundamento: Además de la necesidad de: i) contar con una definición de “fuente de acceso 
público irrestricto” (arts. 2, 12 y 13 del Proyecto aquí comentados) y ii) distinguir las medidas 
necesarias relativas al deber de informar cuando la información se recolecta directamente de 
los titulares (porque hay una relación directa y mecanismos practicables de comunicación), 
de otras situaciones en los que no hay relación directa con el titular (donde de igual manera 
siempre se deberá proteger el derecho de los titulares, cuando a su solicitud se requiera 
información) (art. 15 del Proyecto), vemos la necesidad de incorporar procedimientos 
flexibles que viabilicen el tratamiento de datos personales sobre los cuales, de acuerdo a un 
contexto dado, exista una expectativa razonable de uso con una determinada finalidad, 
siempre acompañados de mecanismos de protección para los Titulares. 
 
 
ARTICULO 12.- Bases legales para el tratamiento de datos 
 
Texto Proyecto: “El tratamiento de datos personales sólo podrá realizarse si se cumple al 
menos UNA (1) de las siguientes condiciones: 
 
Texto Propuesto: Se propone agregar como nuevo inciso g): 
“g. El tratamiento de datos se realice sobre datos que figuren en fuentes de acceso público 
irrestricto”. 
 



Fundamento: Ya nos hemos referido a esta fuente al agregar la misma en las definiciones. 
Se hace necesario incorporar dentro de los tratamientos de datos que pueden realizarse 
aquellos que se originen en fuentes de acceso público irrestricto porque debido a su propia 
naturaleza y por imperativo legal no debe existir ninguna limitación para su acceso y 
tratamiento. 
 
En tal sentido la Ley 27.275 de Acceso a la Información Pública –de la cual deriva la creación 
de la AAIP- dispone en su art. 1 como principio general de la información pública en poder 
del Estado la transparencia y máxima divulgación de la misma expresando además que “toda 
la información en poder, custodia o bajo control del sujeto obligado debe ser accesible para 
todas las personas…”. Ello, en consonancia con su art. 4 que dispone expresamente que“toda 
persona, pública o privada, tiene derecho a solicitar y recibir información pública no 
pudiendo exigirse al solicitante que motive la solicitud que acredite derecho subjetivo o 
interés legítimo”. 
 
 
ARTÍCULO 13.- Consentimiento 
 
Texto Proyecto: “Cuando la base legal para el tratamiento de datos sea el consentimiento del 
Titular, se requiere que éste sea previo, libre, específico, informado e inequívoco para una o 
varias finalidades determinadas, ya sea mediante una declaración o una clara acción 
afirmativa. 
Se entiende por: 
1) Previo, cuando se solicita el consentimiento antes de la recolección de los datos; 
2) Libre, cuando se encuentre exento de vicios. El Titular de los datos deberá tener la opción 
de negarse a otorgar su consentimiento sin sufrir perjuicio alguno; 
3) Específico, que cuando el tratamiento de datos tenga varios fines, el Titular otorgue el 
consentimiento para cada uno de ellos; 
3) Informado, de modo que el Titular cuente con la información establecida en el artículo 15; 
4) Inequívoco, de manera que no presente dudas sobre el alcance de la autorización otorgada 
por el Titular. 
El Responsable deberá ser capaz de demostrar que el Titular consintió el tratamiento de sus 
datos personales”. 
 
Texto Propuesto: Se propone agregar al final del artículo: “No es necesario el consentimiento 
para el tratamiento de datos cuando se trate de listados cuyos datos se limiten a nombre y 
apellido, documento nacional de identidad, identificación tributaria o previsional, 
ocupación, fecha de nacimiento, domicilio, datos de contacto que permitan la 
comunicación efectiva con el Titular, ni para el tratamiento de datos de fuente de acceso 
público irrestricto, ni para el tratamiento de la información crediticia en los términos del 
Artículo 47 de la presente ley.” 
 
Fundamento: Ya en el art. 5, apartado 2, inc c) de la Ley 25.326 se establece que no será 
necesario el consentimiento cuando se trate de listados cuyos datos se limiten a nombre, 
documento nacional de identidad, identificación tributaria o previsional, ocupación, fecha de 
nacimiento y domicilio. El uso generalizado de los nuevos medios de comunicación hace 
imprescindible que se incluyan dentro de dichos datos aquellos que permitan la comunicación 
efectiva con el Titular. El Antecedente 2018 incluía estos datos entre los exceptuados del 
consentimiento. 
 
En cuanto a las razones para exceptuar del consentimiento a los datos de fuente de acceso 



público irrestricto surgen de la misma fundamentación a los agregados que se proponen a los 
arts. 2 y 12 de este Proyecto. 
 
La fundamentación respecto a que el tratamiento de datos de información crediticia en los 
términos del art. 47 sea exceptuado del consentimiento surge de la correlación con la 
normativa de dicho artículo y la importancia que dicha información tiene para el 
funcionamiento de la economía y la actividad financiera del país a través del crédito. Dicha 
excepción también está contemplada por la Ley 25.326 y el Antecedente 2018. 
 
 
ARTÍCULO 15.- Información al Titular de los datos 
 
Texto Proyecto: “El Responsable del tratamiento debe brindar, antes de la recolección, en 
forma concisa, transparente, inteligible y de fácil acceso, con un lenguaje claro y sencillo, al 
menos, la siguiente información:...” 
 
Se propone modificar este primer párrafo del artículo de la siguiente forma: 
 
Texto Propuesto: “Cuando los datos se recolecten directamente del Titular, el Responsable 
del tratamiento debe brindar, antes de la recolección,...". 
 
También se proponen modificar los últimos tres párrafos de este artículo de la siguiente 
forma: 
 
Texto Proyecto: “El Responsable de tratamiento tendrá la obligación de proveer al Titular de 
los datos la información prevista en el presente artículo incluso cuando no obtenga la 
información directamente del Titular de los datos...” 
 
Texto Propuesto: “El Responsable de tratamiento tendrá la obligación de poner a 
disposición del Titular de los datos, cuando éste lo solicite, la información prevista en el 
presente artículo incluso cuando no obtenga la información directamente del Titular de los 
datos...” 
 
Texto Proyecto: “Cuando los datos no hayan sido obtenidos del Titular, el Responsable 
deberá proveerle la información prevista en el presente artículo dentro de un plazo razonable 
y a más tardar dentro de un mes.” 
 
Texto Propuesto: “Cuando los datos no hayan sido obtenidos del Titular, a su requerimiento 
el Responsable deberá poner a su disposición la información prevista en el presente artículo 
dentro de un plazo razonable y a más tardar dentro de un mes.” 
 
Texto Proyecto: “En las ocasiones en que los datos se utilicen para comunicarse con el Titular, 
se deberá proveer la información al momento de la primera comunicación, y cuando sean 
cedidos a otro destinatario, se deberá informar al Titular en la primera cesión.” 
 
Texto Propuesto: “En las ocasiones en que los datos se utilicen para comunicarse con el 
Titular, se deberá poner a disposición del mismo la información al momento de la primera 
comunicación, y cuando sean cedidos a otro destinatario, en la primera cesión.” 
 
Fundamento: El objeto de estas propuestas es hacer viable y eficiente, tanto para el Titular 
como para el Responsable, el deber de informar. 



 
En el primer párrafo se contempla la situación en la que el Responsable colecta del Titular 
los datos mediante una entrevista o un formulario, es decir el Titular está frente a la opción 
de contestar o no, y en dicho momento recibe la información en forma directa. La Ley 25.326 
en su art. 6° inc. c) ejemplifica bien esto al decir “… c) El carácter obligatorio o facultativo 
de las y respuestas al cuestionario que se le proponga, ...”. Es decir, el Titular está frente a 
una propuesta. 
 
En los tres párrafos restantes, escritos al final del artículo bajo análisis, se trata de evitar la 
proliferación de mensajes por causa de un “push” masivo que haga abrumadora la carga de 
procesarlos, en principio para el Titular y luego para los Responsables. 
 
Brindar la información requerida de la manera propuesta, “pull”, mejora la comunicación 
entre el Responsable y el Titular evitando un “spam” de comunicaciones. Lo cierto es que la 
información siempre estará a mano del Titular en el momento en que lo requiera y de la 
manera más eficiente y accesible para su comprensión. 
 
 
ARTÍCULO 16.- Tratamiento de datos sensibles 
 
Texto Proyecto: “En el tratamiento de datos sensibles se implementará responsabilidad 
reforzada que implica, ... 
Se prohíbe el tratamiento de datos sensibles, excepto cuando: 
a. El Titular de los datos haya dado su consentimiento a dicho tratamiento, salvo en los casos 
en que por ley no sea requerido ...” 
 
Texto Propuesto: Se propone agregar al final de la lista un punto j): 
“j. Sean datos biométricos dirigidos a validar la identidad de manera unívoca de una 
persona humana, en los términos del Artículo 2.” 
 
Fundamento: Entendemos que la prohibición generalizada, si no se contempla esta exclusión 
en particular, inhibirá el recurso más eficaz para impedir el uso de aquellas herramientas 
tendientes a combatir la usurpación de la identidad del Titular de los datos, máxime en 
contrataciones a distancia que han proliferado en los últimos años. 
 
 
ARTÍCULO 20.-  Notificación de incidentes de seguridad 
 
Texto Proyecto: En caso de que ocurra un incidente de seguridad de datos personales, el 
Responsable del tratamiento debe notificarlo a la Autoridad de aplicación dentro de las 
CUARENTA Y OCHO (48) horas de haber tomado conocimiento, a menos que sea 
improbable que dicho incidente de seguridad constituya un riesgo para los derechos de los 
Titulares de los datos.” 
 
Texto Propuesto: Se propone modificar el primer párrafo de la siguiente forma: “En caso de 
que ocurra un incidente de seguridad de datos personales, el Responsable del tratamiento 
debe notificarlo a la Autoridad de aplicación dentro de las SETENTA Y DOS (72) horas de 
haber tomado conocimiento de la naturaleza y alcance del incidente, a menos que sea 
improbable que dicho incidente de seguridad constituya un riesgo para los derechos de los 
Titulares de los datos.” 
 



Fundamentos: Entendemos se puede considerar el plazo de 72 horas en lugar de 48 horas, 
como es por lo general de estilo en diversas jurisdicciones dentro de la región, haciendo 
especial hincapié en que dicho plazo comience a correr desde que el Responsable ha tomado 
conocimiento de la naturaleza y alcance del incidente. La principal preocupación en este tema 
es que, por más que el Responsable llegue a conocer el acaecimiento de un incidente de 
seguridad, en tan corto plazo le resulta imposible conocer detalles básicos del mismo, porque 
ocurren ciertos procesos internos e intervención de recursos especializados que entre otros 
aspectos son necesarios para un dimensionamiento del incidente. De modo que informar sin 
conocimiento de al menos estos aspectos primarios podría generar procesos que sean 
desproporcionados con la real naturaleza y alcance del incidente, o bien que se redireccione 
la atención de dichos recursos especializados en procesos formales informativos, en una 
instancia inicial, en la que es clave para todos los involucrados el foco en el descubrimiento 
del alcance y naturaleza del incidente.  
 
 
ARTÍCULO 35.- Encargado de tratamiento 
 
Texto Proyecto: “j. Tramitar debidamente las solicitudes presentadas por el Titular 
respondiéndolas de manera completa y oportunamente” 
  
Texto Propuesto: “j. Tramitar debidamente las solicitudes presentadas por el Titular, 
informando al Titular los datos de contacto del Responsable para que éste último 
las responda de manera completa y oportunamente” 
 
Fundamentos: No quedan dudas, y apoyamos los esfuerzos por la comunicación cada vez 
más clara y con información que evidencie trazabilidad del dato personal para con los 
Titulares. Sin embargo, entendemos que es una tarea que atañe, en cuanto al detalle, al 
Responsable de los datos. En el caso del Encargado de tratamiento, más allá del cumplimiento 
de las obligaciones del artículo 35 especialmente, y para el caso de los supuestos de los 
artículos 12 y 13 (último párrafo) del Proyecto bajo análisis, debería establecer que el mismo 
cumplirá con su deber de atender las solicitudes del Titular de los datos, proveyendo a este 
último con los datos de contacto del Responsable para que sea éste último el que responda de 
manera completa y oportuna su petición. Es menester considerar que los alcances de los 
encargos de tratamiento pueden ser muy variados, pero en todo caso, el único que en todo 
momento puede y debe tener visibilidad sobre lo ocurrido con la trazabilidad de un dato 
personal es el Responsable. En ese sentido, la responsabilidad del Encargado será la de actuar 
como nexo entre el Titular del dato y el Responsable de tratamiento.  
 
 
ARTÍCULO 41.- Informe previo 
 
Texto Proyecto (último párrafo): “El Responsable no podrá iniciar el tratamiento de datos 
hasta tanto la Autoridad de aplicación se pronuncie sobre el informe.” 
 
Texto Propuesto: “El Responsable podrá iniciar el tratamiento de datos bajo su exclusiva 
responsabilidad hasta tanto la Autoridad de Aplicación se pronuncie sobre el informe”. 
 
Fundamentos: Dado que quedan evidenciadas las importantes inversiones económicas que 
los Responsables deberán considerar a efectos del cumplimiento de la normativa propuesta, 
se propone como medida mitigante que las mismas, en la implementación o adecuación de 
sus actividades que requieran un informe previo en las condiciones previstas, puedan 



continuar con las mismas aún cuando no exista un pronunciamiento formal de la entidad 
reguladora, siendo responsables de cualquier incumplimiento a las normas o perjuicios 
provocados a los Titulares en caso que se produzcan.  
 
 
ARTÍCULO 47.- Protección de datos de información crediticia del sector financiero y 
no financiero. 
 
a.- Texto Proyecto (primer párrafo): “En la prestación de servicios de información crediticia 
sólo pueden tratarse datos personales de carácter patrimonial relativos a la solvencia 
económica y al crédito cuando se cuente con una base legal conforme a lo establecido en el 
artículo 12 de la presente Ley.” 
 
Texto Propuesto: “En la prestación de servicios de información crediticia sólo pueden tratarse 
datos personales de carácter patrimonial relativos a la solvencia económica y al crédito, 
obtenidos de fuentes de acceso público irrestricto o de una base legal conforme lo 
establecido en el artículo 12 de la presente ley o procedentes de informaciones facilitadas 
por el Titular de los datos o con su consentimiento. 
 
b.- Del mismo modo, agregar un segundo párrafo específico sobre el tratamiento de datos 
personales:  
“Pueden tratarse igualmente datos personales relativos al cumplimiento o incumplimiento 
de obligaciones de contenido patrimonial, facilitados por el acreedor o por quien actúe por 
su cuenta o interés sin contar con el consentimiento del Titular de los datos”. 
 
c.- En su tercer párrafo, proponemos aclarar que la prohibición está referida a la provisión de 
datos de carácter patrimonial de los parientes.  
 
Texto Proyecto (tercer párrafo): “Se prohíbe a las empresas prestadoras de servicios de 
información crediticia el tratamiento de datos de parientes del Titular, exceptuando el 
supuesto de quienes participen dentro de una misma sociedad comercial.” 
 
Texto Propuesto: “Se prohíbe a las empresas prestadoras de servicios de información 
crediticia incluir en el informe crediticio del Titular datos de carácter patrimonial de 
parientes del mismo, exceptuando el supuesto de quienes participen dentro de una misma 
sociedad comercial”. 
 
 
ARTÍCULO 48.- Plazo de conservación de la información crediticia 
 
Texto Proyecto: “Sólo se podrán tratar datos personales que sean significativos para evaluar 
la solvencia económico financiera durante los últimos CINCO (5) años a contar desde la 
última información significativa, o desde el vencimiento del plazo original de la operación 
de crédito de que se trate, el que fuera mayor. El plazo se reduce a UN (1) año cuando el 
deudor cancele o extinga la obligación, a contar a partir de la fecha precisa en que lo hace, 
debiendo constar en el informe crediticio.” 
 
Se propone modificar este artículo de la siguiente forma: 
 
Texto Propuesto: “Sólo se podrán tratar datos personales que sean significativos para evaluar 
la solvencia económico financiera durante los últimos CINCO (5) años a contar desde la 



última información negativa significativa, o desde el vencimiento del plazo original de la 
operación de crédito de que se trate, el que fuera mayor. El plazo se reduce a DOS (2) años 
cuando el deudor cancele o extinga la obligación, a contar a partir de la fecha precisa en que 
lo hace, la que deberá ser informada por el acreedor o por el Titular de los datos, debiendo 
constar en el informe crediticio”. 
 
 
ARTÍCULO 49.- Deber de comunicación 
 
Se propone modificar el primer párrafo de este artículo de la siguiente forma: 
 
Texto Proyecto: “Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un 
sistema de puntuación y/o calificación de acuerdo al comportamiento crediticio de las 
personas, se deberá comunicar detalladamente al Titular de los datos cuál es la fórmula, 
variables, el procedimiento y la información que tomó en cuenta o el algoritmo que se 
utiliza y su composición.” 
 
Texto Propuesto: “Para los supuestos en que los Responsables de tratamiento elaboren un 
sistema de puntuación y/o calificación de acuerdo al comportamiento crediticio de las 
personas, se deberá comunicar detalladamente al Titular de los datos, siempre que lo solicite, 
cuál es la fórmula, variables, el procedimiento y la información que tomó en cuenta o el 
algoritmo que se utiliza y su composición de conformidad a lo dispuesto en los artículos 26 
inc. i. y 30 de esta ley.” 
 
Fundamento: Los servicios de información crediticia facilitan el rápido otorgamiento de 
créditos en beneficio de los solicitantes, del comercio y de la industria y en consecuencia del 
nivel de empleo en general. En muchos casos estos créditos se otorgan en cuestión de pocos 
segundos a través de Internet con la debida validación del solicitante para evitar 
suplantaciones de identidad. Estos servicios ponen al alcance de las personas individuales y 
pequeñas empresas sistemas sofisticados de decisión que de otra manera solo los tendrían los 
grandes bancos y grandes empresas. Solamente éstas tienen los recursos técnicos y la gran 
cantidad de clientes para recopilar y procesar la información necesaria para crear sistemas 
eficaces para la toma de decisiones acertadas. Los servicios de información crediticia 
eliminan la asimetría entre la información que podrían disponer las grandes empresas, éstas 
valiéndose solo con sus propios recursos, con respecto a la que podría obtener un pequeño 
industrial o comerciante. A través de los servicios de información crediticia, cualquier 
persona tiene la misma calidad de información que aquellas y  por un costo al alcance de su 
poder adquisitivo. 
 
La información completa es la herramienta fundamental para hacer visibles a los invisibles 
al crédito, atender a los sub-atendidos en materia de ofertas crediticias y evitar el 
sobreendeudamiento. Aspectos como: (i) la amplitud y la profundidad de la información 
proveniente de las típicas fuentes legítimas más aceptadas para nutrir estas bases de datos 
(fuentes públicas, información facilitada por acreedores, y el consentimiento del titular), así 
como (ii) la información alternativa que permite tener una visión más integral del Titular 
complementando o sustituyendo la información proveniente de sectores tradicionales (pagos 
de distintos tipos de servicios, datos de vínculos familiares que tienen impacto en situaciones 
comerciales y crediticias, entre otros), (iii) la importancia de plazos de permanencia 
especialmente referidos a situaciones que demuestran la voluntad de pago de un ciudadano 



(2 años de historia como mínimo1), y (iv) lo relativo al deber de informar en ocasión que el 
Titular de los datos lo solicite bajo determinadas circunstancias, son todas características de 
los componentes esenciales que hacen al ecosistema de crédito de un país, con un marco 
balanceado donde se promueva el uso de la  información como herramienta esencial para el 
acceso al crédito sostenible, y al mismo tiempo, existan datos especialmente protegidos desde 
la perspectiva de protección de datos personales. 
 
Se agrega entonces el carácter de negativa que debe revestir la información significativa 
desde la cual contar el plazo de cinco años. Esto se propone porque si los datos tratados son 
información positiva o de buen cumplimiento, redunda en un gran beneficio para el Titular. 
A mayor cantidad de años de información positiva, mayor facilidad para obtener crédito o 
mejores condiciones. 
 
En segundo término, reducir a un año la información sobre incumplimientos resueltos y 
acuerdos de pago implica vaciar de contenido la historia crediticia de los titulares, elemento 
esencial para agilizar el acceso al crédito de las personas que poseen constancia de buen 
cumplimiento de sus obligaciones. Por eso proponemos que dicho plazo se mantenga en dos 
años como lo establece la Ley vigente, el Antecedente 2018 y los estudios citados en el 
presente. 
 
En cuanto a que la fecha en que el deudor cancele o extinga la obligación deba ser informada 
por el acreedor o el titular del dato a las empresas de información crediticia es una cuestión 
esencial en razón que dichas empresas no cuentan con esa información al no tener ningún 
vínculo comercial con el Titular, y por otra parte el propio procedimiento de la acción de 
hábeas data previsto en el art. 67 del Proyecto le exige al accionante justificar el cumplimiento 
de los recaudos que hacen al ejercicio de sus derechos. 
 
Obviamente si el Titular pretende la actualización o supresión de datos por haber cancelado 
o regularizado una deuda deberá acreditar tal circunstancia al hacer la solicitud a la empresa 
de informes crediticios. De tal forma se evita que la AAIP o los tribunales reciban casos que 
pueden ser fácilmente resueltos con una simple solicitud del Titular en tal sentido. 
 
De esa manera se proponen los cambios en los artículos 47, 48 y 49 que preceden. 
 
 
ARTÍCULO 58.- Sanciones 
 
Texto Proyecto: La Autoridad de aplicación podrá imponer a los Responsables y Encargados 
del tratamiento las siguientes sanciones: 
 
Texto Propuesto: La Autoridad de aplicación podrá imponer a los Responsables y Encargados 
del tratamiento, en forma escalonada y progresiva, las siguientes sanciones: 
 
 
ARTÍCULO 60.- Multas. 
 
Texto Proyecto: Las multas se establecen desde las cinco (5) unidades móviles hasta un 
millón (1.000.000) de unidades móviles o, del dos por ciento (2 %) hasta el cuatro por ciento 

                                                           
1 https://archive.doingbusiness.org/en/methodology/getting-credit 



(4 %) de la facturación total anual global del ejercicio financiero anterior, atendiendo a lo 
establecido en el artículo 62. 
 
Texto Propuesto: Las multas se establecen desde las cinco (5) unidades móviles hasta diez 
mil (10.000) unidades móviles o hasta el dos por ciento (2 %) de la facturación local anual 
del ejercicio financiero anterior, atendiendo a lo establecido en el artículo 62.  
 
 
ARTÍCULO 62.- Gradación 
 
Texto Proyecto: “Las sanciones a las que se refiere el artículo 58 se aplicarán ..., atendiendo 
los siguientes criterios:...” 
 
Texto Propuesto: Las sanciones a las que se refiere el artículo 58 se aplicarán después de un 
procedimiento administrativo llevado a cabo por la Autoridad de aplicación que garantice la 
defensa plena, gradual, aislada o acumulativa, según las peculiaridades del caso específico, 
atendiendo en su conjunto los siguientes criterios: 
 
Fundamentos: Se propone una morigeración de las multas, considerando la realidad 
argentina y la importancia de la exportación de servicios profesionales y economía del 
conocimiento, como fuentes generadoras de empleo y producción. Por tal motivo, 
propugnamos adoptar un sistema progresivo de sanciones, tomando en consideración los 
topes establecidos en Uruguay y Paraguay, junto con la referencia a la facturación local de la 
empresa infractora vigente en el régimen legal de Brasil, siendo las multas de aplicación para 
casos extremos de incumplimientos a las obligaciones establecidas en la ley y con un máximo 
del 2% del volumen del negocio total anual del ejercicio financiero anterior de la operación 
local de la empresa infractora. 
 
Además de lo anteriormente considerado, si se adoptara el criterio de multas basadas en 
facturación “global” del grupo económico - constituyendo éste un cambio de marcada 
trascendencia en relación al marco actual - puede configurar un claro desincentivo a 
inversiones en proyectos internacionales basados en nuestro país, algunos de los cuales ya 
están siendo llevados a cabo exitosamente por emprendimientos localizados en Argentina. 
Asimismo, se considera oportuno un sistema que en su conjunto considere y premie la 
temprana adopción de medidas técnicas y organizativas para promover la cultura de 
protección de datos y seguridad de la información en las organizaciones. 
 
Finalmente, si bien se valora especialmente lo mencionado en el párrafo anterior, también se 
entiende que una legislación y autoridades de aplicación que fomenten, promuevan, y pongan 
en práctica oportunidades de educación para los regulados (los que deberán considerar 
importantes inversiones para el cumplimiento de la actualización normativa) en conjunto con 
el necesario tiempo de adecuación de implementación, son también aspectos prioritarios a 
tener en cuenta cuando se considera el terreno sancionatorio. De esa manera se proponen los 
cambios que sen los artículos 58, 60 y 62 que preceden. 
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ANEXO

 

Art 3 Ámbito de aplicación material de la Ley 

Párrafo final Tampoco serán aplicables las disposiciones establecidas en esta Ley a la 
información anónima ni a los datos anonimizados de forma tal que el titular de los datos 
no sea identificable. 

Recomendación:  Se debería dejar aclarado que se reglamentará la anonimización como 
Uruguay lo ha hecho. https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-
informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-
conocimiento/files/documentos/publicaciones/Gu%C3%ADa%20sobre%20Anonimizaci%C3%B
3n%20de%20Datos%20vf.pdf 

 

Art 7 Principio de finalidad 

Párrafo final No se considerarán incompatibles con los objetivos iniciales el 
tratamiento ulterior de los datos personales con fines estadísticos, de archivo, 
investigación científica e histórica de interés público.  

Recomendación: El tratamiento posterior con fines estadísticos, de archivo e investigación 
científica, solo puede ser previa anonimización del titular de los datos que se traten.  

 

Art 20.- Notificación de incidente de seguridad 

En caso de que ocurra un incidente de seguridad de datos personales, el Responsable 
del tratamiento debe notificarlo a la Autoridad de aplicación dentro de las 
CUARENTA Y OCHO (48) horas de haber tomado conocimiento, a menos que sea 
improbable que dicho incidente de seguridad constituya un riesgo para los derechos 
de los Titulares de los datos. 

Recomendación: Debe notificarse todo incidente de seguridad, no así eventos de seguridad 
que no revistan riesgo a la integridad de los datos personales. En Seguridad de la 
información evento no es igual a incidente, e incidente es cuando existe un daño. 

Art 24 Transferencias Internacionales  

1) Cláusulas contractuales modelo que hayan sido previamente aprobadas por la 
Autoridad de aplicación;  

2) Normas corporativas vinculantes que hayan sido aprobadas por la Autoridad de 
aplicación y que apliquen a todos los miembros de un Grupo económico en los términos 
que establece la presente Ley; 

Recomendación: Para facilitar el cumplimiento las normas cláusulas contractuales deben ser 
contratos modelos emitidos por la Autoridad de aplicación al igual que las normas corporativas 
vinculantes. Muchos grupos corporativos son PyMes de servicios a quienes se les facilita poder 
tener modelos para cumplimentar la norma. Esas mismas empresas si están en cadena de 
proveedores de entidades que cumplen con las normas de la UE presentan auditorias bajo 



firma de los Contadores Públicos, sobre el cumplimiento de la normativa a sus clientes, 
requisitos de su relación comercial. 

 

Los: 

Art 24 Transferencias Internacionales  

3) Mecanismos de certificación en materia de protección de datos aprobados por la 
Autoridad de aplicación. 

Y 

Art 51 Facultades de la Agencia de Acceso a la Información Pública 

 l. Crear, regular y aprobar los mecanismos de certificación en materia de protección 
de datos y los requisitos que deben cumplir los organismos de certificación; 

Recomendación: En estos dos artículos y respectivos incisos, se vulnera la incumbencia de los 
Contadores Públicos en su condición de Auditores según la Ley de ejercicio Profesional 
Nacional y Jurisdiccionales, la normativa emanada por la Federación Argentina de Consejos 
Profesionales en Ciencias Económicas Resolución Técnica 53 Normas de Auditoría, revisión, 
otros encargos de aseguramiento, certificaciones, servicios relacionados e informes de 
cumplimiento  

V. NORMAS SOBRE OTROS ENCARGOS DE ASEGURAMIENTO 

… El objetivo de un encargo de aseguramiento es expresar una conclusión con el fin de 
incrementar el grado de confianza de los usuarios a quienes se destina el informe, acerca del 
resultado de la evaluación o medición de la materia objeto de la tarea, sobre la base de ciertos 
criterios 

En los encargos de aseguramiento del presente capítulo, la materia objeto de análisis o 
evaluación puede adoptar muchas formas, entre ellas: 

14.4. Sistemas de control interno referentes a tecnología de información de una entidad. 

14.5. Sistemas de control interno de tecnología de la información referentes a seguridad, 
disponibilidad, integridad de procesos, confidencialidad y privacidad de la información, 
implementados u operando en organizaciones prestadoras de servicios informáticos en 
forma remota a entidades usuarias. 

 

Art 46 Mecanismos de auto regulación vinculante 

La Autoridad de aplicación promoverá y ponderará positivamente la elaboración de 
mecanismos de autorregulación vinculantes que tengan por objeto contribuir a la 
correcta aplicación de la presente Ley, teniendo en cuenta las características específicas 
del tratamiento de datos que se realice, así como el efectivo ejercicio y respeto de los 
derechos del Titular de los datos. 
Los mismos se pueden traducir en códigos de ética, de buenas prácticas, normas 
corporativas vinculantes, sellos de confianza, certificaciones u otros mecanismos que 
coadyuven a contribuir a los objetivos señalados.  



Los Responsables o Encargados del tratamiento pueden adherirse a ello de manera 
voluntaria. 
Las asociaciones u otras entidades representativas de categorías de Responsables o 
Encargados del tratamiento podrán adoptar mecanismos de autorregulación vinculantes 
que resulten obligatorios para todos sus miembros. 
Estos serán presentados a la homologación de la Autoridad de aplicación, la cual 
dictaminará si se adecúan a las disposiciones de la presente Ley y, en su caso, los aprobará 
o indicará las correcciones que estime necesarias. Los que resulten aprobados serán 
registrados y dados a publicidad por la Autoridad de aplicación 
 

Recomendación: Se debe exigir la elaboración de estos mecanismos de autorregulación 
vinculante. Sellos de confianza solo pueden otorgarlo los Contadores Públicos como se indica en 
la observación anterior, y lo hacen con el punto 14.5, por lo cual debe quedar redactado como 
auditoría. Los Responsables o Encargados del tratamiento deben estar adheridos a dichos  
mecanismos. 
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